ÍNDICE 

IIC LAS CAUSAS COXTESIDAS EN' RL TOJIO t'RlVERO, 3< SED JE 



Acuerdo sobre el Arancel para 
sales . ... . 




Acuerdo para el nombramiento de Jueces suplentes v Agentes 

nscalesad hoc ' * 

4 , , . 6 

Acuerdo nombrando Juez de Feria. . a 

Acuerdo nombrando conjueces para el año 1888 . . . o 

Acuerdo ordenando Ja colocación de los retratos de ¡os Docto- 
ro. Gorostiap j Domínguez er. la sala de Acuerdos I0 



AÑO 1887 



CAUSA I 

D. Carlos Casiano contra 0. José & Crespo ¡ sobre ejecución 
de sentencia, 

Sumrio. - No habiéndose justificado que el condenado á desa- 
ojar baya dejado de poseer, la sentencia de desalojo debe c 
pllBec0utr;iél 



• 1 • i 



CAUSA II 

D. Zacarías Tabeada, contra D. Manuel Marco, por resciaion de 
un contrato ; sobre prueba de 



FALLOS DE LA SITRFWA CORTE 



Sumario. — \ * Las tachas & los testigos, ilelicn oponerse y 
probarse dentro ilel término probatorio. 

¿° No es admisible, ilospnes de vencido el término probatorio, 
el reconocimiento Je una enría firmada ñor terceros, relativa a 
hechos alegados en juicio ™ 



CAUSA III 



D. Sorberlo Eduardo Martínez, contra el general D. Juan Pablo 
López ; sobre entrega de un campo. 

Sumario. — I " Cuando la sentencia de \' instancia, prescinde 
de las varias esce ¡teiones opuestas á la acción de la demanda, y 
resurta una soto de ellas, lu Suprema Corte debe ocuparse sola- 
mente iie esta esceprion. una vez ijue no lia sido lachado por las 
parles el procedimiento del juez, a *¡uo, 

í" El vendedor de una cosa* de la que todavía no ha adquirido 
el dominio por la tradición, se en lie míe que vendo las acciones y 
derechos que le corresponden para obtener del causante la entre- 
ga de la cosa vendida i y por consiguiente la acción que el com- 
prador i nieu la con esle fin, con Ira el primitivo vendedor, es 



21 



CAUSA IV 



EIDr.p. Diego de Alvear contra l). Cuno Mateo Randel, por 
interdicto de retener ; sobre citación de eviccion; recurso de 
hecho. 

Sumario. — I" El auto que no hace lugar á la citación de 
eviccion en uu juicio de interdicto, reservando proveer sobre ella 
después de verificado el comparendo de las partes, es apelable, 

i - El juez a qua esta en el deber de proveer á la petición 
que el demandado baga en el comparendo sobre la citación de su 
causante, con suspensión de lodo otro procedimiento. . 



• • • . * 
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GUISA V 

l'l'lf ¡IIBS 

D. Kuui OIscn, cnpilaii de la barca noruega Zampi, nnilra Ü. 
IlobertoMr. Laren, capitán de la ha rea inglesa Jatut, por indem- 
nización de averías ; sobre oscuridad de la demanda. 

SjWnOffth — No ofreciendo oscuridad ta petición contenida en ta 
demanda, debe ordenarse se conteste esta derechamente . di 

CAUSA YJ 

D. Julián Socas, contra el Dr. Ü. Domingo Fernandez ; sobre in- 
terdicto de retener. 

Sumario. — 1 u Las rías do hecho cmiira él uso j j,'ore de Íq 
cosa inmueble, dan lugar á unaacriun sumaria, para que el tene- 
dor de rila sea amparado m la ocuparion y goce de la misma. 

2" La clasilicacími del interdicto posesorio que el demandante 
haya dado á su arción, no se opone á la conclusión anlermr lo 

CAUSA VII 

Moorcy Tudor, contra Safóse*) y C', por robre de peso* ; sobre 
compulsa de una carta. 

Sumario. — La correspondencia dlrijida a un tercero un puede 
ser objeto de compulsa para prueba 44 

CAUSA Y1IJ 

El Dr. 0. Angel Ovejero, contra tos miembros de la Junta Escru- 
tadora de la provincia de Salta, por infracción de la ley de elec- 
ciones; sobre recusación. 

Sumario* — Interpuesta la demanda junto con la recusación 
del juez, no puede desecharse aquella, sin resolver previamente 
sobre la recusación 47 



438 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTfc 



CAUSA IX 

Ptfiut 

£1 Dr. E, Abel Miranda, contra D. Luis Huguet, por cobro de 
honorarios. 

Sumario, - i* La demanda por cobro de honorarios devenga- 
dos en pleito seguido ante los tribunales ordinarios, debe venti- 
larse ante estos. 

2* La contestación déla demanda becba por c) naranjero ante 
los tribunales ordinarios, importa la prorugacion du su jurisdicción, 
aunque se haya declarado nulo lodo lo obrado , , 49 

CAUSA X 

D. Anacletoy D. Mateo Urioste, contra D. Emilio Bunge, por 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — i* La omisión del embargo no es un defecto que 
anula el procedimiento en el juicio ejecutivo. 

2*Laaccion por cubro de pesos, procedente del contrato de 
venta de un inmueble, es una acción personal. 

3* La obligación de pagar en oro sellado, debe satisfacerse en 
oro, ó en billetes de curso legal por su equivalente 57 

CAUSA XI 

D. Antonio E, Suarez, y D. Esteban F. Achinclli, en recurso 
contra la Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capital ; por 
denegación a inscribir el titulo de Escribano Público. 

Sumario. — La denegación á inscribir en los Registros de l,i 
Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capital, un titulo de Escri- 
bano Público, otorgado en ta provincia de Unenos Aires, mientras 
no se llenen las condiciones de examen y demás formalidades 
prescritas por la ley orgánica de los tribunales de la Capital, no 
es contraria á la Constitución, ni á ninguna ley nacional 6i 
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CAUSA XII 

D. Vicente A. Barrios, contra D. Carlos Avalos ; sobre consigna- 
ción ile una suma de dinero. 

Sumario. — En las obligaciones contraídas en pesos nacionales 
ftro, ú su equivalente en muñóla de curso legal, el pago debo 
hacerse en moneda de oro, ñ en billetes al cambio corriente en el 
diu de veriikarsc ü7 



CAUSA XIII 




D. Ovidio Lagos contra la Compañía Pastoril, Agrícola ú Indus- 
trial de Rio Janeiro ; sobre cumpl tínica lo de un coiilratu de 
venia, 

— i" El ve idedor de buena fe tjuc se halla imposi- 
cosa al com|irador que no quiere espe- 
rar quü cese la imposibilidad, está obligado solamente á devolver 
el precio recibido y sus intereses. 

2 ' El precio debe devolverse un i a | caso un Ja misma especie de 
moneda «píese recibió, 

3 o Habiendo sido pagado en pesos menuda nacional oro, la res- 
titución dube nacerse en pesos oro. ó en billetes de curso legal 
por su valor equivalente á peso 



CAUSA XIV 



El gremio de abastecedores de la ciudad de Tumman, contra la 
Municipalidad de la misma, por devolución de impuesto de consu- 
mo ; recurso de hecho contra la sentencia del Tribunal Superior 
de Tucuman. 

Sumario, — i D !íl impuesto sobre lus animales qua se consu- 
men en el municipio de una provincia, es de los que están en las 
facultades de los Poderes Provinciales. 



4» 



FALLOS DE LA SUPREMA COílTE 



Pifian 

2° La cuestión sobre cuál de los Poderes Públicos de la Pro- 
vincia debe imponerlo, está regida por La Constitución lucal, y no 
pertenece á la Suprema Corte resolverla. 

3° La ordenanza municipal, mandando se continúe percibiendo 
dicho impuesto basta tanto la Legislatura se espilla sobre el par- 
ticular, y la ley posterior aprobando dirha ordenanza, no son con- 
trarias á la Constitución Nacional Sil 

CAUSA XV 

D. Guillermo Seer Itamp, contra la Municipalidad de la Concep- 
ción del Uruguay, por cobro de pesos ; sobre falta di* personería 
y defecto legal en la demanda. 

Sumario. — i a El comerciante frlliilr» puede ser procurador de 
un tercero, enpleitoquc no tenga relación con su quiebra. 

2" La escepcion que se opone con el fi n de demostrar rme la 
acción entablada no procede contra el demandado, es perentoria. 98 

CAUSA XVI 

D. [tómalo Herrera, contra los señores Tiseyra y Piróla, por 
inconslilucionalidad de impuesto ; sobre incompetencia. 

Sumario. — i n La justicia Federal es imumpclenlc para conu- 
ccren las demandas sobre exoneración del pago de un impuesto 
local. 

t" Lainconstilucionalidad que se atribuye ádiclio impuesto, no 
priva á los jueces locales de la jurisdicción que les corresponde 
para hacerlo efectivo. 

3° Los contribuyentes, sean ciudadano* o extranjeros, no pue- 
den sustraerse de esa jurisdicción, y solamente pagando con la 
correspondiente protesta, pueden ocurrir ú lus jueces de su luuro 
para pedir La devolución de lo indebidamente pagado, ó bien á la 
Suprema Curte, por el recurso establecido en el articulo U de la 
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ley de U do Setiembre do 1803, robre competencia de los tribu- 

' ' ■ - 1 03 



CAUSA XVII 



D. Santiago Sabouriu, con ira el 
del Oeste, por cobro de pesos; subre absolución de posiciones. 

Sumario, — \ No puede» declararse absuet tas eu rebeldía las 
posiciones para cuya absolución no se citó válidamente ¡il absolver 
te, y no se incluyo en el decreto de citación, el apercibimiento 
pracrito porel articulo i Hí .le la ley Naciunal .le Procedimientos. 

2" lis unid la citación l.eclia cen tra lo dispuesto por el artículo 
ÜJ ú * úkíta ^ - 



CAUSA XVJIJ 



I). EmUio Pershli, capitán de la barca Pió, contra Jos señores 
Melara yMarli, pur cobro de Heles; sobre diferencias de cambios. 

Sumario. — La obligación uY pa^ar el Huleen francos, á 
del cambio sobre Francia, en el dia Je la llegad j de Iburjue, 
satisfacerse un oro al cambio subre Frauda del tiia 



CAUSA XIX 

El Procurador Fiscal Cutí Ira J. Goftré y Eduardo Fcrmepin: 
por defraudación de derechos de Aduana. 

Sumario. — La rcclifieacbn de un error que un es de los ile- 
leruunados euclaí^eaíp 1058 de las Ordena..*,.* de Aduana, 
beclia de>pues de ordenada la verificación, no exime .le la pena 
establecida por el articulo 930 de las mismas. ........ 



FALLOS D£ LA SUPKEMA COHTE 



CAUSA XX 

É 

D. Casimiro Ferrer, contra el Ferro-Carril üe Buenos Aires 
y Rosario, por espropiacion ; sobre entrega tic dinero deposi- 
tado. 

Sumarto, — I a El auto r|uc hace lugar ;"t fa entrega al espropiado 
del dinero cuyo depósito se alega por el expropiante haber que- 
dado sin objeto, es apelable. 

-° El dinero depositado por el expropiante para uhtencr la po- 
sesión, no debe entregarse al espropiado, una ves; que este ha 
recibido el precio que con posterioridad ha sido lijado á la cusa 
espropiada 1 25 

CAUSA XXI 

El Dr.L». Samuel Molina contra el general D. Octaviarlo Navar- 
ro ; sobre mensura. 

Sumario — En la incerlidumhrc que dejan los litulos y el con- 
venio de las partes sobre la linea divisoria de sus propiedades, 
debe estarse á ios hechos que se pruebe haberse verificado por 
las mismas, con posterioridad al convenio . 128 



CAUSA XXJI 

El Báncó Inglés del Rio de la Plata, contra 1). Nicolás Lamida, 
por cobro de pesos ; sobre pago á oro. 

Sumario. — La obligación contraída en 4 de Noviembre de 
1884, en moneda de oro sellado del valor actual con esclusion de 
billetes de curso forzoso ti otra clase de moneda, no puede ser 
pagada con billetes de curso le-al puisu valor nominal VSA 
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D. Benito Hamüerto, entra hmQim del Ferro-Carril de'*"' 

Stunarií. _ Li Calta Je declaración do I» mayor edad del .po- 
ht'cZZZ***"*'*"'*' "" *' ' |U,!SI! 



G. Iticardoliradley, contra II. Julio lWed.eu ; sobre indemni- 
zación do ilaños y jieijüicío5. 

Sumario. -i-- Dos declaraciones singulares, s ¡ C ndo divorsifi. 
cativa la singularidad no constituyen prueba. 

2* Sin Ja prueba do babero caiisado un perjuicio susceptible de 
oprDciaaoiij.ocu.natia, no hay neto ilícito punible para losefec- 
los civiles 

■ • m 



CAUSA XXV 

D. áquiles Sanguinctu contra II. flliguel Carhoni ; por rendi- 
non de cuentas y entrega de fondos de la Sociedad ¡frita, de so- 
corros mutuos, eu Gualeguay . sahre incompetencia 

Sumario. - La justicia federal no es competente para conocer 
de los actos y oblaciones de ios asonados en su calidad de tales, 143 

CAÍ SA XXVI 



El Fisco déla J'roviueia de Unanos Aires contra J) 
Calvo, por cobro de CoiUríbucimi directa alra>ada ; 



teucia. 




compe- 
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FALLOS DE LA SUPHEMA CÍUITE 



Pifian 

Sumario. — I o La demanda entablada por un Procurador Fis- 
cal de Provincia, ion poder especial de) gobernador de la misma, 
debe considerarse como enlabiada por la Provincia. 

2* No constando que dicho Procurador, demandando á un 
vecino de la Capital ante los tribunales ordinarios, tuviera poder 
para prorogar la jurisdicción de estos, el conocimiento de Ja de- 
manda corresponde á la Suprema Corle 14» 



CAUSA XXVIJ 

D. Miguel V. Üelaberl, contra D. Gustavo tV-ijoó ; subre indem- 
nización de daños y perjuicios. 

Sumarió. — 1 ft Para responsabilizar ¡i los arbitros por los da- 
ños procedentes de haber dejado transcurrir voluntariamente el 
plazo del compromiso sin dictar sentencia, es preciso que medie 
gestión de los interesados para obligarlos á sentenciar. 

El hecho de haber uno de los arbitros dictado su laudo, sin 
formar tribunal, puede considerarse como una renuncia sin cau- 
sa de su cargo, que autoriza á las parles á pedir el nombramien- 
to deotroque lo reemplace, y las costas contra el renunciante, 
pero no como causa de imposibilidad para proseguir el juicio ar- 
bitral . . , 153 



CAUSA XXVI II 

El Dr. D. José 0. Machado contra Ja empresa del Ferro-Carril 
Oeste Santafecíno, por reivindicación de un terreno ; sobre com- 
pele nnia. 

Sumario. — El que reivindica, fundado en titula de compra, 
seguido de posesión, ejercita un derecho propio y originario, no 
por cesión ó mandato, . i 60 



ne JUSTICIA nacional 



446 



CAUSA XXIX 



Otlmany C" contra la empresa del Ferro-Carril Ücslc Sanlafe- 
cino, sohre entrega ilc mercaderías. 

Sumario. - La entrega de mercaderías hecha al encargado 
para recibirlas, se repula hecha una ve/, que consta su entrada en 
fosaros de aquel, y el sello que en las prácticas del mandatario 
era el modo de otorgar recibo, en el conocimiento do las mismas. 104 



CAISA XXX 



D. Eustaquio Madruga con Ira el Jiick de lo Correccional de la 
Canital, Dr. D. Pastor S. üldigado, por delito de falsedad j sohre 
competencia. 

Sumario, ~ Los jueces ele la Capital no eslán sujetos á la j„_ 
risd.cno,, de lo. tribunales ferales, ,>or las faltas ó delitos que 
cometan en el ejercicio de mis funciones. m 



CAUSA XXXI 

í)c estradicion contra Federico Gauzert y Cristian Teodoro 
Wehdon, procesados en el Brasil por robo y falsificación de mo . 

Sumario. - 1* Los delitos de rohn y falsificación de moneda 
están comprendidos en el tratado do estradicioti de la Reoúhlica 
con el imperio del Brasil. H 

2* Procede la estradicion siempre que se acompañe copia au- 
tentica de las disposiciones penales relativas, del auto de pri- 
sión y sentencias condenatorias, en *u caso, y la filiación de tos 
procesados , 

* * H2 



FALLOS DE LA SUMlEMA COME 



CAUSA XXXII 

D. Antonio Sania María, conira D. Orlos Casado ; sobre fianza 
de arraigo. 

Sumario. — No procedo la lianza de arraigo, contra el que se 
auscnU dejando representante legal y bienes raíces suficientes 
para hacer frente á las responsabilidades del juicio \ 78 



CAUSA XXXIII 

D. Francisco A. llellizia. contra D. Miguel Forcclla, por resci- 
sión de contrate de arrendamiento ¡ sobre lilis pendencia» 

Sumario. — La demanda uo contestada sobre cumplimiento de 
contrato de subarriendo, no puede fundar ta escepciou de litis 
pendencia contra la de rescisión de dicho contrato 1*1 



CAUSA XXXIV 

Contienda de competencia, entre la Eicelenlisima Cámara de 
Apelación en Jo Civil y la Cámara especial, en la causa de Hume 
Hermanos, conira D. Juan Clark. 

Sumario. — La Suprema* Corto no tiene jurisdicción para deci- 
dir tas contiendas de competencia entre las Cámaras de Apelación 
de la Capital ..p*.,..., ........... 1 a i 



CAUSA XXXV 

La Municipalidad de la Capital» contra D. Vicente Ortega, por 
expropiación ; sobre otorgamiento de escritura. 

Sumario. — El adquireute de la cosa expropiada, puede elejir 
al escribano que deba autorizar la escrituración de la venia m 



JUSTICIA IUCIOJÍAL 447 



D. Florencio E. Barón, contra D. M^el Monleavaro, por 
bro de pesos; sobre pruebas. 

Sumario. - |.« liabian.lo omisión ú culpa imputable á la parle 
pueden legalmente recibirse fuera del término probatorio las 
pruebas pedidas en tiempo, dentro de dicho término. 

2* NO es necesario para ese objeto pedir proroea del 
y lasoüciludde proroga, hedía con este fin, después de 

i>< imnm,-a.L..i n 








CAUSA XXXVU 

| Florentino Vocos, contra Hodolfo Parodi y C* por cobro de 
pesos ; Sü bre lilis pendencia. 

Sumario. - Los antecedentes obrados ante un juez para obte- 
ner rendición de cuentas, no pueden constituir la escepcion 
Mto pendencia, contra la acciim m m m ^ 

debi-^muite las cuenus pedida,, seenuble para cobrar el saldo 
iue.« actor pretendere se le debe m 

CAUSA XXXVIII 

D. Eustaquio Madruga cu recurso contra una se o le i cía de fa 
Cámara de Apelaciones en lo Corrección.! de Ja Capital 

Sumario. - No procede el recurso del artículo 14 de Ja ley de 
14 üe Setiembre de 1803 sobre jurisdicción de los Tribunales Ka- 
chales, en el casoen que m se lia p«esio en cuestión ningún 
principio constitucional, ni ley de la Nación m 

CAUSA XXXIX 

Castilla contra D. Medardo Cornejo ; por rendición de 
sobre jurisdicción arbitral. 
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Sumario, — Las cuestiones relaliras á una sociedad mercantil 
entre los litigantes, <leben resolverse por arbitros 1% 

CAUSA XL 

D. Francisco Bollo contra 1). Ernesto Amadey ; sobre cobro de 
pesos Tuertes. 

Sumario. — Las obligaciones rrmlraidas á pesos fuertes, ante* 
de los decretos y ley sobre inconversion, deben ser salisferhas 
en oro, ó en billetes de curso legal, por su talor corriente en 
plflza • «•••»* ..>,• • * i>,..*........,,.,. 1 9t) 

CAUSA XLl 

Kl capitán D. Carlos G. Soderlund ile la barca rufa Bipkiffiñi&i 
contra la empresa Je incnsagerins fluviales, por daños y perjui- 
cios ; sobre defecto legal en el modo do proponer la demanda. 

Sumario. — La no presentación de documentos, no autoriza 
la excepción dilatoria de defecto legal en rl modo de proponer U\ 
demanda 200 



CAUSA XL1I 

Doña Jacinta de Yideln contra T». Manuel J. Moreno, pnr rendi- 
ción do cuentas; sobre aumento de término probatorio, 

Sumario. — El aumento del termino probatorio por las pruebas 
que lian de producirse fuera del asiento del Juzgado, pero dentro 
del territorio de la República, está comprendido cu el término 
ordinario y puede pedirse dentro de él 210 

CAUSA XLIU 

Contra los Conjueces del Reparto mentó de Costa Alta, por in- 
fracción d6 la ley nacional de elecciones. 
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Sumario. — 1- Kl tío haber concurrido tos conjueces nombra- 
ilo^al Jacal destinado ,, ara Ja instalación de la mesa receptora de 
votos, en el día fijado para | as elecciones nacionales, constituye 
una infracción de Ja Jey nacional de elecciones. 

La pena (J u e dicha ley impone por tal infracción, nuede ser 
disminuida, en vista de circunstancias atenuantes ot* 

CAUSA XÜV 

Contra D. Nicolás Sandes, intendente (leñera! de Polícfa de 
San Juan ; sobre infracción deja ley naciunal de elecciones 

Sumario. - La detención injustificada de ciudadanos, durante 
el día de las . lecciones i.anoiiale*, ¡ midiendo Jes de este modo 
concurnr Aellas, importa una infracción déla Jey uacionaJ de elec- 
ciones, presta y penada por el articula ü'J de la misma, ....... 318 



CAUSA XLV 



h. Dermidio Carranza, entra 1K Klías Godov v D. Carlos II 
Oodoy, por cobro de pesos; sobre nulidad de tina noiilicaciort. 

.Supino.- La iiolilicí.cio.1 hedía en e J domicilio consentido 
en que se bau J.ecbo otras no observadas, y practicada con cédula 
dejada á un vecino, por falla de otras personas con quienes pudiera 
entenderse, debe considerarse como valida. . w>- 



CAUSA XLVI 



El Dr. D. Julio Sánchez Viamonte, en recurso contra la Supre- 
ma Corle de Justicia de lluenos Aires; sobre suspensión del 
. jercino de su profesión de abogado. 

Sumarw. - La suspensión del ejercicio de la profesión de abo- 
gado, ordenada por un tribunal de Provincia, no da lugar al 
recurso del artículo U de la lev sobre jurisdicción v competencia 
de lo. tribunales nacionales ¿ m 



*9 
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FALLOS DE LA SU TREMA COHTK 



CAUSA XLVH 

D. Ignacio Guyenn, contra B. Casimiro Gomeí, por cumplimien- 
to de un «míralo ; sobre meompelencia. 

Sumario. — Kljuea del lugar es competente par* conocer de 
la cau^a sohre cumplimimienlif de un contrato de locación de un 
inmueble sito en dicho lugar -33 



CAUSA XLYM 

Doña Mercedes L. de ftiz, conlra D. José Picco, por interdicto 
de obra nueva ; sobre demolición é indemnización de pérdidas é 
intereses y cusías. 

Sumario. — Kn el inlerdiclu de nueva obra, el demandado que 
residía haber Invadido la posesiun ajena, dehe ser condenado á la 
demolición y a h indemnizar ion de lab costas, pérdidas é intere- 
ses causados por su culpa -3¿ 

CAUSA XL1X 

llotia Mercedes S. de Leviogslon, conlra Ü. Uosarío Domínguez ; 
sobre reivindicación. 

Sumario. — I* Antes de ta vigencia del Código Civil, la escri- 
turación no era una condición esencial a la valide/ de la compra 
de bienes raices. 

2* Probada la existencia y ejecución de la compra, por medio 
de declaraciones de testigos, U presunción de buena té. no des- 
virtuada por circunstancia alguna, á favor dtl comprador, y la 
posesión continua " u.ís le diez años por dicho titulo de com- 
pra bastan para dar por cunipcobada la prescripción de adquirir. ¿37 



DE JUSTICIA NACTOXAL 1 

CAUSA L 



I>. Nicanor Flores, contra la Sucursal de] Banco Nacional de 
Salla ; sobre canga de acciones y pago de dividendos. 

.Sumario. — Resultando que ta rosa demandada ha sido ofre- 
atla antea y después de la demanda, corresponde absolver de esla 

al ámM m 



CAUSA Ll 



Mallman y fr, conlra Pere* y Corti, P or lalsilicacion del biiter 
Ft'rnrt fíranca, sobre Talla de personería. 

Sumario.- La cuestión de la valide* ó nulidad de la CAsion, en 
cuya virtud el ador se présenla reclamando Jos derechos que le 
soi] propios, afeen al fondo de su derecho, v no a su personería. 24l> 



LI1 



D. Felipe liorehc*, conlra la Provincia de Rntre itios, por nuli- 
dad de una resolución del Poder Ejecutivo ; sobre ineompe- 

Sumario. - La Suprema Corle carece de jurisdicción para co- 
no, t do Ja nulidad ó validez de una resolución del Poder Ejecu- 
tivo de una Provincia, relativa á la distribución de sus tierras pú~ 
bl,CaS - .. 



CAUSA LUI 



D. Uegínaldo Labarthe, contra la Provincia de Dueños Aires, por 
cumplimiento de venia de tierra pública ; sobre incompetencia. 

Almario. — Corresponde á la Suprema Corte conocer en las 
acciones civiles deducidas contra uc gobierno de Provincia por un 
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vecino de la Capital, sobre entrega de un campo comprado ó dicho 
£ol)i orno iv:>:t%i^>'U'¿i'Wi-i(' , *> ■•■■iniÉttn ii.ii< 210 



Los saladeristas Podeslá, [lertram, Anderson, Ferrer y oíros 
coulra Ja provincia de Unenos Aires; sobre indemnización de fía- 
nos y perju icios. 

Sumario. — 1° Xadie puede tener un derecho adquirido de 
comprometer la salud publica, con el uso que haga de su propie- 
dad, y especialmente conel ejercicio de una profesión 6 industria. 

Ü** La autorización de un establecimiento industrial, está siem- 
pre fundada eti la presunción de su inocuidad, y no obliga sil go- 
bierno que la concedió, cuando esa presunción ha sido destruida 
por lus hechos. 

;j ü El decreto de 14 de Febrero de i KT 1 , del gobierno de Rueños 
Aires, y la ley de esa provincia de ti de Setiembre del mismo año, 
retirando ;i los saladeros establecidos en Barracas la autorización 
para continuar en ese pinito, pur exigirlo así la salud publica, no 
son contrario:* á la Constitución, ni atacan e) derecho de propie- 

llalli 1 * H -ft.fr ■ ■ W iL'r « >»*«il Éi**«l 



CAUSA LV 

ll. Ni casi o (trono, contra Doña Klona lt. de los San los , por de- 
salojo y pago de arrendamientos ; sobre deserción de recurso. 

Sumario. — La renuncia del apoderado del apelante no suspen- 
de el curso dt-l término establecido pur la ley para mejorar el 
recurso di* apelación, y acusada la rebeldía por el apelado, debe 
aquel declararse desierto . , 28¡i 



CAUSA LV1 



Kl hr. I). (las lo r Figueras reclama mío de un decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional. 
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Sumario. ^No corresponde* la Suprema Corte conocer < n 
un decreto dotPouVr Ejecutivo Nacional destituyendo aun jue, 
letrado do un territorio natbn.il hombrado en comisión 



causa i.ui 

Contienda de competencia entre el jíiéa do Comercio do la Ca- 
pital, y el de i* instancia de La Hala, <m la ejecución seguida roa* 
tra I>. Seterino La r rondo ¿ 

Sumario. — Kl juez de Comercio do la Capital, es competente 

para conocer en la ejecución rumiada sobre un pagaré á la Órden, 

otorgado en Dueños Aires, pero no para ejecutar fa propiedad 

embargada eu dicha ejecución, ]M-rh u. i ienle a la u-st: .ntaria 

de la esposa del ejeciilado, radicada auto un ju./ do la j.nniun.i 
de líucnos Aires , . .. 



CAUSA LYNI 

D.KüseoAcevedu, contra el coronel h. Francisco Uoscb, Ce fu 
de Policía de (a Capital, por danos v perjuicios ; sobre rompe, 
tencia. 

Sumtiriu. — Corresponde a los tribunales federales conocer en 
la acción de danos y perjuicios procedentes de actos ejecutados o» 

comisión de una de la* sainaras del Conpreso .Nacional *% 

■ 

CAUSA LIX 

IJ. Julio Calderón, contra Q. Juan Casaba, sobre cobro do 
pesos. 

Sumario* — Presentada una cuenta de cargo por una cantidad 
de clase .le ladrillo, y un recibo de la mrsuu cantidad v eh<e 
™n .^.K.l fe, hade I. de I, cu ni,, debe presumirse que ambos 
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documentos se refieren aun solo é idénliro material, siendo el 
segundo un comprobante de las partidas de carga de la primera. . 300 



CAUSA LX 

1 ion oré y Boweu, contra la provincia de Unenos Aires ; sobre 
escrituración de un contrato. 

Sumario* — 1° Puesta en duda la eficacia de un acto, no puede 
ocurrirse á ta jurisdicción arbitral convenida en el, mientras no 
se decida la valide/ legal de aquel acli». por los irilmuale* com- 

pelentes. 

El demandado que fia reconocido Ja personería del deman- 
dante en una negociación, no puedo desconocerla en el juicio á 
que dicha negociación da origen. 

3" Un contrato celebrado con el Poder Ejecutivo, con la cali- 
dad de ser reducido e escritura pública, después de aprobadas 
sus cláusulas por la Lejislalum, no produce c ferio alguno, mien- 
tras no se promulgue la ley di? su aprobación 301 



CAUSA LXI 

D, Eduardo Pereda, contra D. Antonio Haiimmdi ; sobre demo- 
lición y reconstrucción de pared divisoria. 

Sumario. — I o La pared medianera que no puede soportar la 
mayor altura que se le quiere dar, puede ser demolida y recons- 
truida, sin que el vecino tenpa derecho ;'i reclamo por las inco- 
modidades de la reconstrucción , 

2* La demolición y reconstrucción debe ser á 'costa del que 
quiera alzarla. 

3 fl Si la pared antigua halda sido liecba á costa del vecino, este 
no puede reclamar el pago de la mitad de su costo, y solamente 
tiene derecho á retirar los materiales de la pared demolida 320 
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causa un 

D. Carlos Casado con Ira D. Miguel T, Salas, y la provincia de 
Córdoba ; sobre reivindicación de un campo. 

Sumario. — l'Pur el arliciiU» tf ilel compromiso arbitral cele- 
brado en íi tic Mayo de 1881, entre las provincias de Huenos Ai- 
res, Córdoba y Sarria Vé, dichas provincias renunciaron en su in- 
teré* recíproco, y en el do sus causa-habientes, los derecho* «U- 
propiedad sobre los terrenos legítimamente enajenados antes fo\ 
mencionado compromiso, ipm pudieran serles aitjinlirailos por el 
laudo. 

Las ventas bochas de tales terrenos per las provincias adju- 
dicatanas después del laudo, rw son hábiles para transferir á los 
compradores el dominio que habían perdido por dicha renuncia.. J*J*2 



CAUSA LXIN 



í>. Eduardo Lasrano, contra I). Cipriano Archiinhaud, sobre 
cumplimiento de contrato. 

Sumario, — |« La falta del comprador en recibir la rosa com- 
prada, no produce por sisolalaresolucirm del emirato do compra. 
*° El P»íío de lanería establecida en el cnuiratn, no exime de. 

en que o -lo s<- hubiese expre- 




samente convenido. 



CAUSA LXIV 



D. Cuno M. FUndcl y D. Migue) T. Salas, y p ür ellos la provin- 
cia de Córdoba, contra D. José F. Fernandez, sobre oposición á 
una mensura. 

Sumario. — h Por el articulo II» del compromiso arbitral cele- 
brado on Ti do Mar/o de 1881, entre las provincias de Unenos Ai- 
res, Córdoba y Santa l e, estas renumiaron al dominio de los Icr- 
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ranos legítimamente vendidos, que pudiesen resultar dentro de 
tu jurisdicción . 

2* La venia de los mismos, hecha por la provincia adjudícala- 
ria después deJ laudo, no puede perjudicar los derechos de los 
compradores anteriores, y la mensura mandada hacer, á conse- 
cuencia de esa venta, no debe incluir la parte vendida á estos úl- 
timos ato 



CAUSA LXV 



D. Eugenio Terrasson, y por él la provincia de Córdoba, contra 
los señores Cascy y Rtlnciman, sobre oposición a una mensura. 

Sumario, — i» Después del laudo arbitral dictado por la Su- 
prema Corle, en virtud del compromiso celebrado en 5 de Mario 
de 1881, entre las provincias de lineóos Aires, Córdoba y Santa 
Fc\ eslas no han podido vender validamente los terrenos enajena- 
dos legítimamente antes del compromiso, por las provincias i|tie 
no resultaron ndjinlicatarias de ellos ; en virtud del articulo 0" 
del citado compromiso arbitral. 

2» La mensura mandada hacera consecuencia de la venta «pie 
de tales terrenos hubiese hecbo después del laudo la provincia 
adjudicalaria, no puede comprenderlos...., 347 



CAUSA LXVl 

D. José T. Barbosa contra D. Alfredo Uflonl; sobre rendición 
de cuentas. 

Sumario. — i" El que administra bienes ajenos tiene obliga- 
ción de rendir cuenta instruida y documentada de los intereses 
que tuvo á su cargo. 

Dicha obligación no se prescribe por el término de dos años 
una vez que ha sido probada por prueba do confesión ¿- in^lru- 
menta) <-...i, d jU 
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GAUSA I.XYÜ 

ff- Juít " T. Segura, con Ira II. Pedro San Germes, por cobro de 
impuestos municipales ; sobre rom polen ria. 

Sumario. — La demanda cuque no es ¡tarín la Municipalidad 
ni ninguna otrr autoridad provincial, aunque sea por cobro de 
impuestos, corresponde al conocimiento de la justicia federal, si 
se entabla por el cesionario de esos impuestos, argentino contra 
un extranjero ...... 



CACSA LXVIII 

\A hr. [). Jasé Granasen Lope/, contra la provincia de Uuenos 
Aires, por reivindicación de un terreno , sobre euinpelencia, 

Smittiho. — ti domicilio de una pcr*uu;i que tti'tte establecida 
su familia en un punto y su?, negocins »'u otro, es el del primer 

, m 



CAISA L\IX 



ü. Conrado rom Kmster, por la Compañía l.loyd Norle-Aleroan, 
contra ll. Enrique Bonifacio, por cobro de |H>os; sobre persóne- 




se puede oponerse taita de personería y arraigo á 
O de vapores, que tiene poder de esta, y 
de! juieiii . jr^ 



CAUSA LXX 

Moore y Tmlor, contra Santta^o Mrzzera Hermanos , por 
don del cognac Jlarlell ; ¡>obre diligencias probatoria*. 
Sumariít. — V U compulsa de libros debe limitarse a 



458 
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y asientos determinados, 
tion de que se trata. 

2 o No pueden admitirse como pruebas en un juicio las declara- 
ciones de testigos y posiciones producidas en otro juicio. 

3* El testigo presentada en tiempo, cuya declaración no lia po- 
dido ser presentada el día se üalrtdu, por haber estado enfermo, 
puedi: y debo ser examinado con arregloal artículo 130 del Código 
de Procedimicnl 



• • • . i • r ..... , . * ( 



CAUSA LXXI 



Mallrnaim y O contra Santiago Mezzera hermanos, pur falsifica- 
ción del billcr Fernet Untura ; sobre diligencias probatorias. 

Sumario. — 1° La compulsa de libros debe limitarse á partidas 
y artículos determinados que tengan relación con el punto o 
cuestión de que se trata. 

2" No pueden admitirse como pruebas en juicio las declaracio- 
nes detestigos y posiciones producidas en < -o juicio. 

3" El testigo presentado en tiempo, cuya declaración no lia 
podido ser prestada el dia señalado, por haber estado enfermo el 
testigo, puede y dele ser ciaminado, con arreglo al artículo 1:19 
del Código de Procedimientos 371 



CAUSA LXXII 



Contienda de competencia negativa entre el Juez Federal de 
Corrientes, y el Juez Letrado del territorio nacional de Misiones, 
en la causa criminal por homicidio de Irenco Rudrigucz, impu- 
tado á Gregorio Pomar. 

Sumario* — Corresponde al Juez Letrado del territorio de Mi- 
siones el conocimiento y resolución de las causas por delitos 
rurnetídos dentro de dicho territorio, y deben remitírsele tos obra- 
dos por otro juez, cualquiera que sea el estado de ellos 37 1 



PE JUSTICIA NACIONAL 



4M> 



CAUSA LXXIJI 

1). Ervigio Coca, y por él la provincia de Córdoba, contra los 
señores Casey y Huncinam ; sobra oposición a una mensura. 

8fiíWí7í iO. — i* Por el artículo tv del compromiso arbitral cele- 
brado el 5 de Marzo ile 18«i entre las provincias de lluenos Aires, 
Córdoba y Smta fé t estas renunciaran al dominio Je los terrenos 
legítimamente vendidos que ptulii-scn resultar dentro ile su juris- 
dicción. 

2 1 * La venta de los mismos, tu rija por la provincia ailjiul rea- 
tarla después del laudo, no puede perjudicar los derechos de los 
compradores anteriores, y la mensura mandada hacer a conse- 
cuencia de esta venta, no debe rumpreudtr la parte vendida á 
estos últimos , _ 



CAUSA LVXIV 



Doña Ricarda Silva de Peralta contra IK Juan IMIin-, por en- 
trega de una llura ; sobro embargo preventivo y suspensión de jui- 
cio de desalojo, 

Sumario. — Sin escritura publica ü otra prueba fehaciente, no 
procede el embargo ¡inventivo di' un inmueble, ni la suspensión 
del juicio de desalojo 389 



CAUSA LXW 

D. Carlos Juan Uodrijíuei, por lunario Perca y O, contra D. San- 
ilalio Ferreyra, por cobro ejecutivo de pesos ; sobro competencia. 

Sumario, — La muerte de mi socio no impide que la rastun so- 
cial continúe las gestiones iniciadas en vida de él, ante el juez 
compí lente une conoce en ellas. , , ;uj| 
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CAUSA LXXYI 

Doña Francisca Lemoing ile Salinas contra D, José Uossi y D. 
Enrique Mascclti, sobro cobro de daños y perjuicios, y pago do 
costas judiciales. 

Sumario . — i rt Jio habiéndose probado laeú*tencia de los da- 
ños, no procede la acción por indemnización de los mismos. 

t* El demandado que se h i negado indebidamente S abonar 
cantidad alguna por raían de obras que estaba obleado á hacer y 
que resulta condenado apagar, es responsable de las rostas pro- 
cesales t jJ9fj 

CAUSA LXXYII 

D. Emilio Hieckert contra 0. Antonio Lagomarsiuo, sobre falsi- 
ficado ■■ do marca de lab rica. 

Smnario. — El uso de una marca muy semejante a la de otro, 
j con la que pueda flcj luiente con fundirse, constituye una infrac- 
ción de la ley suba 1 marcas de fábrica, y somete á su autor a las 
penas señaladas por dicha ley 39*J 



CAUSA LXXV11I 

D. Carlos Sanche/ y D. Vicente Vico, en recurso directo contra 
un auto déla Cámara de Apelaciones en lu criminal de la Capital, 

Sumar i». — El auto de la Cámara de Apelaciones en lo criini - 
nal de U Capital, eonlirmalorio del del Jue¿ del Crimen, por el 
cual se declara inuimpeteuio p ira conocer en grado deapelacion 
de las resoluciones del Consejo de Higiene, eu virtud de la ley 
provincial de Buenos Aire* do Ll de Junio de 1N7T. no autori/a el 
recurso dei artículo il de la ley sobre jurisdicción de lo< tribuna* 
les federales de 14 dfl Setiembre de IÜtVo\ para a ile la Suprema 
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CAISA LXXIX 

l*ífiliit 

El comisionado nacional, Dr. D. J'eilro A. (Jarro, contra D, 
José Bernardo Contreras, sobre es: ropiacion para la vía y esta- 
ciones del Ferro-rarril Andino. 

Sumario. — I" El valor del terreno ú expropiarse dehe regu- 
larse según el que tendría si la obra por la cual se hace la expro- 
piación nú hubiera sido efectuada ni autorizada, 

á" Paca establecer ese valor, debe estarse más bien á lo que 
estimen peritos nombrados nd tioi , que á las avaluaciones hechas 
para el pago deía contribución directa, ó al precio de la compra. 

3 o Debe abonarse al repropiado, á más del valor del terreno 
que se le espropia, el de los edificios que se encuentran en él, y 
los perjuicio que se le causan por el fraccionainienlo. mas no el 
importe de ganancias hipotéticas que podría tener durante un nú- 
mero de años, si no se le privase del usufructo del terreno espro- 
l tia ^° • 407 



GAl'SA LXXX 



Santiago Bollen Hermanos contra el capitán del vapor inglre 
Chadovtck. sobre cobro de averias en la carga. 

Sumario. — t* El capitán es responsable de los danos sufridos 
por la carga, por culpa grave ü actos de la tripulación, no obstante 
cualquier cláusula en contrario. 

2 ü La nota impresa en Ls conocimientos, de ignorar peso v con- 
tenido, no tiene valor alguno cuando en Jos mismos conocimien- 
tos se baila consignado el contenido y cantidad de la carga. . . 4(2 



CAISA LXXXJ 



ü. Francisco Barbosa contra D. Salvador Tallada, por daños y 
perjuicios ; *obre litis-pendencia. 
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Sumario. — No hay litis-pendencia cuando no existe identidad 
en las acciones deducidas en juicio. 

CAUSA LXXXll 

La Municipalidad de h Capital con la casa de Ejercicios y Hos- 
pital de Mujeres, por espropíacion ; sobre otorgamiento de escri- 
tura. 

Sumario. — La facultad atribuida ii los Secretarios de los Juz- 
gados de Sección para el otorgamiento de escrituras de ventas, 
que emanen de actas judiciales, no es esclusiva, y el espropiante 
puede exigir se haga esta por otro escribano 422 

CAUSA LXXXIH 

D. José F. Guerra contra Goycnechea, Bilbao y G", por devolu- 
ción de mercaderías y daños y 



Sumario. — Las pruebas decretadas dentro del término, y eva- 
cuadas fuera de él sin culpa de la parte, deben ser agregadas ú los 

>,•■.• i ititiiih ti V2o 



CAUSA LXXXIV 



D. Luis Üelanoux contra Labourdelle, Vignau y C\ sobre falsi- 
ficación de un invento. 

Sumario, — i° La falta de novedad y la publicación anterior 
del invento, aún hecha por el mismo inventor, anula la patente 
que este haya obtenido con posterioridad. 

2° El haber obtenido la patente de invención, demuestra la 
falta de temeridad en la demanda interpuesta contra los espióla- 

" cargo ' 
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Abogado. — S» suspensión en el ejercicio de la profesión, ordenada 
|ior un tribunal de provincia, no da lugar al recurso del 
articulo 14 de la lej sobre jurisdicción j competencia de los 
Tribunales Federales. Página 229. 

Acción. — Véase: Vendedor, 

Acción personal, — Lo es ta por cobro de pesos, procedente del con- 
trato de venta de un inmueble. Página 57. 
Acción sumaria, — Véase ! Via* de hecho. 
Acciones y derechos. — Véase: Vendedor. 

Acto iliáto. — No lo hay punible para los electos civiles, sin Ja prueba 
de baberse causado un perjuicio susceptible de apreciación 
pecuniaria. Página i 38. 

Administración de bienes ajenos. - Véase: Rendición de cuentas. 

Arbitros. — Para responsabilizarlos por los daños procedentes de ha- 
ber dejado transcurrir voluntariamente el plazo del compro- 
miso sin dictar sentencia, es preciso que medie gestión de 
los interesados para obligarlos á sentenciar. Página 153. 
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Arbitra». — El hecho de haber uno de los arbitros dictado su laudo 
sin formar tribunal, puede considerarse como una renuncia 
sin causa de su cargo, que autoriza a las parles á pedir eJ 
nombramiento de otro que lo reemplace, y Jas costas contra 
el renunciante, pero no rumo causa ríe imposibilidad para 
proseguir el juicio arbitral. Página 153, 

Arbitros. — Deben resolverse por ellos las cuestiones relativas á una 
sociedad mercantil ¡ entre Jos litigantes. Página 196. 

Arbitros. — Puesta en duda la eficacia de un acto, no puede ocurrirse 
a Ja jurisdicción arbitral convenida en el, mientras no so 
decida la validez legal de aquel acto, por los tribunales COm- 



lUi. 



Arraigo. — Véase : Fianza de arraigo. 

/Traigo. — No puede oponerse, como tampoco falta de personería á 
un agente de compañía de vapores que tiene poder de este y 
reside en el lugar del juicio. Página 362. 

Auto apelable.— Lo es el que no liace lugar á la citación de eviccion 
en un juicio de interdicto, reservando proveer sobre ella 
después de verilicado el compnrendo de las parte*. Página 34. 

Auto apelable* — Lo es el que hace lugar á la entrega al 

del dinero cuyo depósito se alega por el expropiante 
in 




U 

Bienes rafea.- Véase i Compra de bienes raices. 

■ 

C 

* 

Cámara de Apelaciones, — Véase : Suprema Corle. 
Cámaras del Congreso. — Véase : Justicia Federal 
Capitán. — Es responsable de los danos sufridos por Ja carga, por 
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culpa grave ó actos rio la tripulación, no obstante 
cláusula en contrario. Página 412, 

, — Es ñuta la hecha contra lo dispuesto por el artículo 63 de 
la ley de Procedimientos. Página 112. 

Citación de eviccion, — Véase: Eviccion* 

Competencia . — Véase: Jaez de Comercio. 

i de bienes raices, — Antes de Ja vigencia del Código Civil, la 
escrituración no era una con ilición esencial para su validez. 
Pagina 237. 

bienes raices. — Probada la existencia y ejecución de la 
efectuada antes del Código Civil, por medio de dcclaracionet 
de testigos, la presunción de buena té, no desvirtuada por 
circunstancia alguna á favor del comprador, y la posesión 
continua por más de diez años ú titulo de compra bastan 
para dar por comprobada la prescripción de adquirir* Pá- 
gina 237. 

Comprador, — Su falta en recibir la cosa comprada, no produce por 

sf sola la resolución del contrato de compra. Página 329. 
Comprador. — Véase: Vendedor. 
Compulsa, — Véase: Correspondencia, 

Compulsa de libros. — Debe limitarse á partidas y asientos determi- 
nados, que tengan relación con el punto 6 cuestión de que 
se trata. Páginas 3tí4 y 371. 

Conjueces de la Suprema Corte. — Acuerdo nombrándolos para el 
año 1888. Página 9. 

Conocimientos. — La nota impresa en ellos de ignorar peso j conte- 
nido, no tiene valor alguno, cuando en los mismos conoci- 
mientos se halla consignado el contenido y cantidad de la 
carga. Página 412. 

Constitución. — No es contraria á ella, ni á ninguna ley nacional, la 
denegación & inscribir en los Registros de la Cámara de Ape- 
laciones en ta Civil de la Capital» un Ututo de Escribano pú- 
blico otorgado en la provincia de Buenos Airei, mientras no 

Tl so 
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se llenan las condiciones de examen y demás formalidades 
prescritas por la ley orgánica de los tribunales de la Capital. 
Página 61 

Constitución. — Véase: Impuestos; Saladeros. 

Contestación. — La de la demanda hecha por el eslranjcro ante los 
tribunales ordinarios, impórtala prorogacion de su jurisdic- 
ción, aunque so haya declsrndo nulo lodo lo obrado. Pá- 
gina 49. 

Contiendas de competencia. — Véase: Suprema 'corte. 

Contrato, — Uno celebrado con el Poder Ejecutivo, con la calidad de 
ser reducido á escritura pública después de aprobadas sus 
cláusulas por la Lejislalura, no produce efecto alguno mien- 
tras no se promulgue la ley de su aprobación . Página 307. 

Contrato de tocación. — Véase: Juez competente. 

Correspondencia. — La dirijida á un tercero, no puede ser objeto de 
compulsa para prueba. Página 44. 

Costas. — Es responsable de ellas el demandado que se ha negado 
indebidamente á alionar cantidad alguna, por razón de obras 
que estaba obligado á hacer, y que resulla condenado á pa- 
gar. Página 395. 

Costas. — Véase: Interdicto. 



I» 

Dañas. — No habiéndose probado su existencia, no procede la acción 
por indemnización do ellos. Página 305. 

Declaraciones. — Véase: Prueba. 

perforaciones de testigos. — Véase: Pruebas. 

Delitos. — Corresponde al Juez Letrado de] territorio de Misiones el 
conocimiento y resolución de las causas por delitos cometi- 
dos dentro de dicho territorio, y debe remitírsele los obra- 
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dos por otro juez» cualquiera que sea el estado de ellos. 
Página 374. 

Demanda.— No ofreciendo oscuridad la petición contenida en ella, 
debü ordenarse que se conteste derechamente. Paginad?. 

Demanda . — La entablada por un Procurador Fiscal de Provincia 
con poder especial del Gobernador de la misma, debe consi- 
derarse como entablada por lo provincia. Página 148. 

Demanda. — La no presentación de documentos, no autorízala e«ep- 




Demaudado. — Corresponde absolverlo resultando que ta cosa de- 
mandada ha sido ofrecida antes y después de la demanda. 
Página 246. 

Demandado. — Véase: Contal. 

Derecho adquirido. — Véase: SaUtd pública. 

Derecho de propiedad. — Véase: Saladeros. 

Derecho propio. — Véase: Reivindicación. 

fíeftatnjo. — No habiéndose justificado que el condenado á desalojar 
haya dejado de poseer, la sentencia de desalojo debe cum- 
plirse contra él. Pagina 13. 

Desalojo. — Véase: Embargo preventivo. 

Domicilio* — El de una persona que tiene establecida su familia en un 
punto j sus negocios cu otro, es el del primer punto. Pá- 
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— Su omisión no es un defecto que anula el procedimiento 
en el juicio ejecutivo. Pagina 57. 

preventivo. — No procede sin escritura pública ú otra prue- 
ba fehaciente, como tampoco Ja suspensión del juicio de 
desalojo. Página 389. 
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Error. — La rectificación de uno que no es de los determinados por e^ 
articulo 1058 de las Ordenanzas de Aduana, hecha después 
de ordenada la verificación, no exime de la pena establecida 
P or el artículo 930 de las mismas. Pagina 120. 

Eteepeitm dilatoria. — Véase: Demanda y personería. 

Escepcion jicrentoria* — Lo es la que se opone con el fin de demos- 
trar que la acción entablada no procede contra el deman- 
dado. Pagina 98, 

Escepciones. — Véase: Sentencia. 

Escribano Público. — Véase: Constitución. 

Escrituras de renta judicial — Véase ; Secretarios de los Juzgados 
de Sección. 

Espropiacion. — Eladqtiirente de la cosa expropiada, puede elejir e[ 
escribano que deba autorizar la escrituración de la venia. 
Página 18(3. 

Expropiación. — El valor del terreno a espropiarse debe regularse 
según el que tendría, si la obra por la cual se hace la es pro - 
P i ación, no hubiera sido efectuada ni autorizada. Pagina 407. 

Expropiación. — Para establecer su valor, debe estarse más bien íi lo 
que estimen peritos nombrados ad Aoc, que á las avaluacio- 
nes hechas para el pago de la Contribución Directa, 6 al pre- 
cio de la compra. Página 407. 

Espropiacion. * — Debe abonarse al expropiado á más del terreno que 
se le expropia, el de los edificios que se encuentran en él, 
I tos purjuicios que se le causan por el fraccionamiento ; mas 
no el importe de ganancias hipotéticas que podría tener du- 
rante un número de años, si no se le privase del usufructo 
del terreno espropiado. Página 407. 

Espropiacion. — Véase: Auto apelable. 

Establecimiento industrial, — Su autorización esta siempre fundada 
en la presunción de su inocuidad, y no obliga al gobierno 
que la concedió cuando esa presunción ha sido destruida por 
los hechos. Página 273. 

Estradkion. —Los delitos de robo j falsificación de moneda, están 
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comprendidos en el tratado de estradicion de la República 
con el imperio del UrasíL Pagina 172. 

Estradicion. — Procede siempre que se acompañe copia auténtica de 
las disposiciones penales relativas del auto de prisión y sen- 
tencias conJenatorias en su naso, y la filiación de los proco* 
sados. Página 173. 

BvicáOH. - Véase: ¿rifo apelable; Interdicto. 

V 

Fallido. — Puede ser Procurador de un tercero, en ploito que no tenga 
relación cun su quiebra. Página 98. 

unimento. — Véase: Patentóte invención-, Temeri- 




Falta de personería. — No puede oponerse, como tampoco el arraigo a 
un agente ile compañía de vapores que tiene poder de esta, y 
reside en el lujar del juicio. Página Jtkí. 

Fianza de arraigo. — No procede contra trihue se ausenta dejando 
representante legal y bienes raices suficientes, para hacer 
frente á tas responsabilidades del juicio; Página 178. 

Fiscales adhoc — Acuerdo nombrándolos para el afiu 1888. Página 0. 

Fíete. — La obligación de payar el líete en francos á tasa del cambio 
sobre Francia, en el día de la llegada del buque, debe satis- 
facerse en oro at cambio sobre Francia el dia mencionado. 
Pagina 115. 

G 

Ganancias hipotéticas. — Véase: Espraputcum . 

H 

íhnorarios. — La demanda por cobro de los devengado* en pleito 
seguido ante los tribunales ordinarios, debe ventilarse aule 
estos. Página til. 
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I 

Impuesto. — El establecido solire los anímales que se consumen en 
el municipio de una provincia, es de los que están en las fa- 
cultades de los Poderes Provinciales. Página 8á. 

impuesto. — La cuestión sobre cuál de los Poderes públicos de una 
j>ro vi mía debe establecerlo, está regida por la Constitución 
local, y no corresponde ú la Suprema Corto resolverla. In- 
gina 82. 

Impuesto. — La Ordenanza municipal ordenando que continúe la per- 
cepción de un impuesto subre los animales que se consumen 
en el Municipio de una Provincia, hasta tanln la Lejislatura 
se espida sobre el particular, y la tey posterior aprobando 
dicha ordenanza, no son contrarias íi la Constitución. Pá- 
gina 83. 

Impuesto local, — La inconstUucionalidad que se le atribuye, nu priva 
a los jueces locales de la jurisdicción que les corresponde 
para hacerlo efectivo. Página 103. 

Impuesto local. — Los contribuyentes, sean ciudadanos 6 estranjeros, 
no pueden sustraerse de la jurisdicción de los jueces locales, 
y solamente pagando con la correspondiente protesta, pue- 
den ocurrir á los jueces de su Tuero para pedir la devolución 
de lo indebidamente pagado, 6 bien á la Suprema Corte, por 
el recurso establecido en el articulo 14 de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales federales. Página 103. 

Impuesto total. — Véase: Justicia Federal. 

Inmueble. — Véase; Juez competente. 

Interdicto. — El Juez debe proveer a la pi-t¡rion que í?l demandad» 
haga en el rompa rendo sobro la cilacion de su causante, ron 
suspensión de Ludo otro procedí miento. Página 34. 

Interdicto. — En el de obra nueva, el demandado <{iii! resulla haber 
invadido la pose? ion ajena, debe ser condenado á la demoli- 



ÜE JUSTICIA NAClOSAL 



cion ya la indemnización de las cretas, pérdidas é intereses 
causado* por su culpa. Página "2; 15, 

Interdicto. — Véase: Auto apelable. 



Jueces de la Capital — Véase: Justicia Federal. 

Jueces locales. — Véase: Impuesto local. 

Jueces Suplentes, — 
gina ü. 

Jai s competente, — Lo es para conocer en la cansa sobre cumplimien- 
to de un contrato de locación de un inmueble, el dul lugar 
en que este está situado. Página ¿33. 

Juez de Comercia. — Es competente para conocer en la ejecución fun- 
dada sobre un pagaré á la urden, otorgada en Unenos Aires, 
pero no para ejecutar la propiedad embaída un dicha eje- 
cución, perteneciente a la testamentaria de la esposa del 
ejecutado, radicada ante un juez de la provincia de IJuenus 
Aire?. Página 290. 

Juez de Feria. — Acuerdo nombrándolo para la de 1 887. Página U. 

Jukio Ejecutivo. — Véase: Embargo. 

Jurisdicción. — Véase: Jueces tócales; Justicia Federal. 

Jurisdicción arbitral. — Véase: Arbitros 

Justicia Federal. — Es incompetente para conocer en las demandas 
solire exoneración del pago de un impuesto local. Página 103- 

Justicia Federal. — No es competente para conocer de las actos y 
obligaciones de los asociados en su calid id de talas. Pági- 
na U3. 

Justicia Federal. — No confundo une un Procurador Fiscal de Pro- 
vincia, qimli.i detnaiidadn á un vecino de la C.ipilal, anlu los 
tribunales ordinarios, tuviera puder para prorogar juris- 
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dicción de estos, «1 conocimiento de It demanda corresponde 
á la Suprema Corto. Página 148. 

Justicia Federal. — No están sujetos á ella, los jueces de la Capital, 
por las faltas ó delitos que cometan cu el ejercicio de sus 
funciones. Pagina 168. 

Justicia Federal. — La Suprema Corle carece de jurisdicción para co- 
nocer de la nulidad ó taiiriez de una resoluciun del Poder 
Ejecutivo de una Provincia, relativa á la distribución de sus 
tierras públicas. Página 255, 

Justicia Federal. — Corresponde á la Suprema Corle conocer en las 
acciones civiles deducidas contra un gobierno de Provincia, 
por un vecino de laCapital, sobre entrega de un rampo com- 
prado á diclio gobierno. Página 270. 

Justicia Federal. — Corresponde á los tribunales federales conocer en 
ta acción de danos y perjuicios procedentes de actos ejecuta- 
dos en comisión de una de las Cámaras del Congreso Na- 
cional. Página 29G, 

Justicia Federal. — Corresponde al conocimiento de ella la demanda 
en que no es parte la Municipalidad, ni ninguna otra autori- 
dad provincial, aunque sea por cobro de impuestos, si se 
entabla por el cesionario de esos impuestos, argentino con- 
tra un eslranjero. Pagina 355. 

L 

Ley electoral. — El no haber concurrido tos conjueces nombrados 
al local destinado para la instalación de la mesa receptora de 
votos, en el dia fijado para La* elecciones nacionales, consti- 
tuye una infracción de la ley nacioual de elecciones, cuya 
pena puede ser disminuid.! en vista de circunstancias ate* 
uuantes. Páginas 212 y 2)3. 

Uyetectorot. — La detención injustificada de ciudadanos durante el 
dia délas eluciones uaüionaleSj impidiéndoles de este modo 
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concurrir á ellas, importa una infracción prevista y penada 
por el articulo 69de la lev nacional de elecciones. Pagina 218, 

Ley Nacional- — Véase: Constitución. 

Libros de comercio. — Véase: Compulsa de libros. 

Limites interproriHciales. — Por el artículo 6 o del compromiso arbi- 
tral, celebrado en 5 de Marzo de 1881, entro las provincias 
de Dueños Aires, Córdoba y Sania Fe, dichas provecías re- 
nunciaron en su interés reciproco y en el de sus causa-ha- 
bientes, los derechos de propiedad sobre los terrenos legíti- 
mamente enajenados antes del mencionado compromiso, que 
pudieran serles adjudicados por el laudo. Páginas 32á, 310, 
347 y m± 

Limites ínter proel tirio tex. — Us ventas de los terrenos a que alude 
la cláusula G* del compromiso iiitcrjiroiincíal, hechas por las 
provincias adjudicatarias después del laudo, no son hábiles 
para transferir á los compradores et dominio que habían 
perdido en virtud de la renuncia que contiene dicha cláusula. 
Página 321 

Limites interprm inrüttes.— La venta de los terrenos á que se refiere 
la cláusula del compromiso i iiterprovincial, hecha por la 
provincia adjudicalaria después del laudo, no puede perjudi- 
car los dereclws de los compradores anteriores, y la men- 
sura mandada hacer, ¡i consecuencia de esa venia, no debe 
incluir h parle vendida á estos últimos. Páginas 340, 347 
y 38á. 

Lmea divisoria. — En la incertidumhre que dejan los títulos y el 
convenio de las partes sobre la línea divisoria de sus pro- 
piedades, debe estarse á los hechos que se pruebe Haberse 
verificado por los mismos con posterioridad al convenio. Pá- 
gina 128. 

Lititpmdtnlia.— La demanda no contestada *obre cumplimiento de 
un contrato de subarriendo, no puede tundar la excepción 
ile litis fnndenttu contra la du rescisión de dicho contrato. 
Página iKl 



474 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Litis penéentia. — Los antecedentes oboulos ante un juez para obte- 
ner una rendición de cuentas, na pueden constituir la escop- 
etan de litis pendentia contra la acción que, por no haberse 
rendido debidamente las cuentas pedidas, se entable para 
cobrar el saldo que eJ actor pretende que se le debe. Pá- 
gina 100. 

Litis- jmdetitia. — No hay, cuando no existe identidad en las accio- 
nes deducidas en juicio. Página 418. 

M 

Marca de fábrica. — El uso de una muy semejante ó la de otro, y 
con la que puede fácilmente contundirse, constituye una in- 
fracción de la ley déla materia, y somete á su autor á las 
penas señaladas por dicha ley. Página 39 % 

Mejora de la apelación.— La ren urina del apoderado del apelante, no 
suspende el curso del termino establecido por la ley para 
mejorar el recurso de apelación, y acusada la rebeldía por 
el apelado, debe aquel declararse desierto, Pagina 285. 

Mensura, — Véase: Limites Ínter provinciales. 

Mercaderías. — La entrega al encargado de recibirlas, se repula becha 
una vez que conste su entrada en los libro.-- de aquel, y que 
se ha puesto en el conocimiento de las mismas, el sello con 
que ej mandatario acostumbraba otorgar recibo. Pagina itii. 

i 

NolifimriOH. — Debe considerarse ramo válida la becha en el domi- 
cilio consentido en que se han hecho «tras no observadas, 
y practicada con cédula dejada á ua vecino por Talla de otras 
personas euu quienes pudiera entenderse. Pagina 225, 

Nulidad de una patente de int ención . - Véase,: httente de int ención. 
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a 

Obligación. — La contraída cu t de Noviembre de i 881. en moneda 
de oro sellado del valor actual con esclusiou de billetes de 
curso Ibr/uso ú olra elasc de moneda, nu puede ser pagada 
run billetes decurso k-gal por su valor nominal. Página 133. 



(tbiiijuchn. — Véase: Fíate. 




Obligaciones. — Las cunlraidas en pesos nacionales oro, ó su equiva- 
lente en moneda de curso legal, deben pagarse en moneda 
de oro ó en billetes al camino corriente en el dia de verifi- 
carse. Páginas til y 75. 

Obliijaehnes i¡ ¡w>s fuertes. — Las contraídas miles de los decretos y 
ley sobre i neón versión, deben ser satisfechas en oro, ó en 
pesos de curso legal por su valor corriente en plaza. Pági- 
na m. 

Oro sellado. — La obligación de pagaren oro sellado debe satisfacerse 
en oro ó en billetes decurso legal por su equivalente. Pági- 
na :"j7. 



I* 

Pared medianera. — La que no puede soportar la mayor altura que se 
le quiere dar, puede ser demolida y reconstruida, sin que 
el vecino tenga derecho á reclamo por tas incomodidades de 
Ja reconstrucción. Página 320. 

Pared medianern. — La deni'ili< imi y reconstrucción de-he ser A rosta 
del q<U6 quiere nl/nrla. Página \1-1Q* 

Pared medianera. Si loque ha de demolerle Imhb sido heilio á 
costa del vecino, este nn puede reclamar el pago de la mitad 

de su rosto, y ni' 1 tíeiic derecho á ivlirar los mate* 

Hales de la \m¿ú demolida Página 
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Patente de invención. — La falla de novedad y la publicación ante- 
rior de) invento, aún hecha por el mismo inventor, anula 
la patente que este haya obtenido con posterioridad. Pagina 
427. 

Pena. — El pago de la establecida en el contrato ilc venta, no exime de 
su cumplimiento, sin ó en el caso en (pie eblo se hubiese es- 
presamente convenido. Página £10. 

Pérdida* é intereses. — Véase: Interdicto. 

Personería. — La cuestión de la validez ó nulidad de la cesión, en cuya 
virtud el actor se presenta reclamando los derechos que le 
son propios, afecta al fondo de su derecho y no á su perso- 
nería. Página 249. 

Personería, — El demandado que ha reconocido la personería del de- 
mandante en una negociación, no puede desconocerla en el 
juicio a que dicha negociación dá origen. Pagina 307. 

Pesos fuertes. - Véase: Qbtigacwttrs Ú ¡tesos fuertes. 

Poder. — P i lo invalida la falta de declaración de la mayor edad del 
apoderado que no se alega ser menor. Papua 13G. 

Poderes apud aefa, — Acuerdo de la Suprema Corte, declarándolos 
inadmisibles en juicio. Página 5. 

Posiciones. — No pueden declararse absuellas en rebeldía, cuando no 
se ha citado validamente al absolvente, y no se ha incluid» 
en el decreto de citación el apercibimiento previsto por el 
articulo 110 de la ley de Procedimientos. Página 112. 

Posiciones. — Véase: Prueba. 
Prescripción. - Véase: Rendición de cuentas, 
Presentación da documentos. — Víase : Demanda, 
Procurador. — Véase: Fattido. 
Prorogaciond* juriatiaion. — Véase: Coutettacion . 
Prueba. — No la constituyen dos declaraciones singulares, siendo 
di verificativa la singularidad. Página 138. 

Pruehu. - No habiendo omisión ó culpa imputable k la partí*, puede 
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legalmente recibirse fuera del término probatorio, la prueba 
pedida en tiempo dentro de dicho término. Página 1t»8. 

Prueba. — No puede admitirse como tal en un juicio, las declaracio- 
nes de testigos y posiciones producidas en otro juicio. Pá- 
ginas 304 y 371. 

Pruebas. — Las decretadas denlro del termino, y evacuadas fuera de 
él sin culpa de la parte, deben ser agregadas á los autos. 
Página 425. 



n 

Razón Social. — Véase: Socio. 
Rebeldía. — Véase: Posiciones. 

Reconocimiento. — No es admisible después de vencido el término 
probatorio , el de una carta firmada por terceros, relativa k 
hechos alegados en juicio. Página 18. 

Recurso. — No procede el del articulo II de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los tribunales Federales, eu el caso en 
que no se ha puesto en cuestión ningún principio constitu- 
cional ni ley de la Nación. Página 103. 

Recurso. — El auto de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la 
Capital, confirmatorio del del juez del Crimen, por el cual 
se declara incompetente para conocer en grado de apelación 
de las resoluciones del Consejo de Higiene, en virtud de ta 
ley provincial de Dueños Aires de IT de Junio de 1877, no 
autoriza el recurso del articulo 14 de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los tribunales federales de 14 de Setiem- 
bre de 1863, para ante la Suprema Corte. Página 404. 

Recurso. — Véase: Abogado. 

Recusación. — Interpuesta la demanda juntamente con la recusación 
del Juez, no puede desecharse aquella sin resolver préiia- 
menle sobre la recusación. Página 47. 
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Rewiniicadon. — El que reivindica fundado en título de compra se- 
guido de posesión ejercita un derecho propio y originario, no 
por cesión ó mándalo. Página 160, 

Rendición de cuentas . — El que administra bienes ajenos tiene obli- 
gación de rendir cuenta instruida y documentada de los in- 
tereses que tuvo á su cargo, Pagina 350. 

Rendición de mentas. — La obligación de rendirlas no se prescribe por 
el término de dos años, una vez que ha sido probada por 
prueba de conlcsion e instrumental. Pagina 351. 

Renuncia, — Véase: Arbitros. 

Renuncia det apoderado. — Véase: Mejora de la apelación. 

S 

Satade acuerdos. — Acuerdo disponiendo que se coloquen en ella los 
retrato? de los doctores Gorosliaga y Domínguez, Presidente 
y Ministro jubilado. Página 10. 

Saladeros. — El decreto de 14 de Febrero de 1871, del gobierno de 
Buenos Aires, y )a ley de esa provincia de G de Setiembre 
del misino ano. retirando á los saladeros establecidos en 
Barracas la autorización para continuar en ese punto, por 
exijirlo así la salud pública, no son contrarios á la Constitu- 
ción, ni atacan el derecho de propiedad. Página 273. 

Salud Publica. — Nadie puede tener un derecho adquirido de compro- 
meterla con el uso que haga de su propiedad, y especial- 
mente con el ejercicio de una profesión ó industria. Pági- 
na 273. 

Salud Pública. — Véase: Saladeros. 

Secretario de féria. —Acuerdo nombrándolo para la de 1887. Pagi- 
nad. 

Secretarios de los Juzgados de Sección. — ta facultad atribuida á 
estos, para el otorgamiento de escrituras devenías, qieema- 
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nen de actos judiciales, no es esclusiva, y el espropianle pue- 
<le exigir se haga esla por otro escribano. Página 422. 

Sentencia. — Cuando la de primera instancia prescinde de las varias 
escepciones opuestas a la acción de la demanda y resuelle una 
sola de ellas, ta Suprema Corte debe ocuparse solamente de 
esta escepcion, una vez que no lia sido tachado por las partes 
el procedimiento del juez n quo. Página 21 . 

Sentencia de desalojo. — Véase: Desalojo. 

Sociedad mercantil. - Véase: Arbitro*. 

Socio. — La muerte de uno no impide que la razón social continúe 
las gestiones iniciadas eu vida de él, ante el juez competente 
que conoce en ellas. Páj-ina 391. 

Suprema Corte. — No tiene jurisdicción para decidir las contiendas de 
competencia entre las Cámaras de Apelación de la Capital. 

Página 184. 

Suprema Corte, — No le corresponde conocer en un decreto del Po- 
der Ejecutivo Nacional, desti luyendo á un Juez Letrado de un 
territorio Nacional, nombrado en Comisión. Pagina 288, 

Suprema Corte. — Véase: Justicia Federal; Sentencia. 

T 



Tacha*- — Las de los testigos deben oponerse y probarse dentro del 
término probatorio. Pagináis. 

Temeridad. — < En un juicio sobre falsificación de invento, U circuns- 
tancia de haber obtenido el demandante la patente de inven- 
ción, demuestra la falla de temeridad en la demanda inter- 
puesta contra los esplotadorcs del invento, y exime al 
demandante del cargo de costas procesales. Página 427. 

Término probatorio. — - Su aumento por las pruebas que han de pro* 
ducirse fuera del asiento del Juzgado, pero dentro del terri- 
torio de la República, está comprendido en el término ordi- 
nario, y puede pedirse dentro de él. Página 210. 
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Testigo. — El presentado en (lempo, y cuya declaración no ha podido 
per prestada el día señalado por haber estado enfermo, 
puede y debe ser examinado enn arreglo al articulo 130 del 
Código de Procedimientos . Páginas 30 i y 371. 

Testigo*. — Véase: Pruebas; Tachas.. 

Tierras públicas provinciales . — Véase: Jmtim Federal . 

■ 

Tribunales Ordinarios. - Véase: Contestación; Honorarios. 

V 

Valides de cesión. — Véase: Personería. 

Vendedor. — El de una cosa de laque todavía no ha adquirido el do- 
minio por la tradición, se entiende «pie vende las acciones y 
derechos que le corresponden para obtener del causante la 
entrega de la cosa vendida; y P or consiguiente la acción que 
el comprador intente con este fin, contra el primitivo vende- 
dor, no es procedente. Página ¿I . 

Vendedor. — El de buena fé que se halla imposibilitado para entregar 
la cosa al comprador que no quiere esperar queche la im- 
posibilidad, está obligado solamente á devolver el precio re- 
cibido y sus intereses en la misma especie de moneda que se 
recibió. Página 75. 

Venta de inmuebtes. — Véase: Acción personal. 

Ventas de terreno. — Véase: Limites interprovinciatex. 

Vias de hecho. — Las empleadas contra el uso y goce de la cosa in- 
mueble, dan lugar á una acción sumaria para que el tenedor 
de ella sea amparado en ta ocupación y goce de la misma ; 
sin que á ello se oponga la clasificación de interdicto poseso- 
rio que el demandante liaya dado a su acción. Pagina 40. 
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4 



Acuerdo sobre el Arancel para el payo de loa 
derechos 



En Buenos Aires ü veíate y dos de Setiembre 
cientos óchenla y siele reunidos en acuerdo extraordinario el 
Señor Presidentcde la SupremaCorle, Doctor Don Benjamín Vic- 
lorica y los Señores Ministros Doctores : D. í" 
Federico Ibargúren, I). Cnlislo S. de ta Torre y 
J. ¡íavnlía dijeron: Que; h pesarde haberse declarat 
enjuiciólos poderos apud acia, por resolución de esta Corle 
defecha 14 do Marzo de 1878, fundada en la práctica constante* 
mente observada y en lo dispuesto por el artículo primero, 
inciso primero de [a ley de Agosto id de 18(53, sancionan^ 
para el t>a#> de derechos procesales; consideran- 
regular para el buen Orden de los juicios, que en 
se observe cscl us i va mente en los poderes la forma 
tic escritura pública prescrita por el articulo I t8i. im-isosetí- 
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mo, del Código Civil, así lo acordaron y mandaron; disponien- 
ces de Sección y que se publicara. 



En Buenos Aires á tres de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y siete reunidos en su Sala de Acuerdos los Señores 
Pesidente y Ministros de la Suprema Corte de Justicia Na- 
cional Doctores D. Benjamín Victorica, D. Uladislao Frías, 
D. Federico Ibargúren, D. Calisto S. de la Torre y D. Salus- 
ti&no J. U val facón el objeto de formar la lista de Abogados, 
que con arreglo A la ley de 24 de Setiembre de 1878, deben 
suplir en el año de 1888 á ios Jueces Federales de Sección 
legalmente impedidos ó recusados y ejercer las funciones de 
Fiscales ad hoc t acordaron la formación de las siguientes 
listas : 

Parala Capital : Doctores D. Carlos Saavedra Zavaleta, Don 
José M. Rosa, D. Angel E. Casares, D. José A. Terry, D. Julián 
Balbin, D. Joaquín Cullcn, D. Leandro Alem, D. Enrique 
Quintana, D. Antonio Bermejo, D. Lucio V. López, 

Para la Sección de Buenos Aires: Doctores Don José M. 



BENJAMIN VICTO RICA. — L LADISLAO FRIAS. 
FEDERICO IBARGlJAKN. — C. S. DE LA 
TOARE* — SALÜSTIANO i. ZA VALIA. — José 

E. Domínguez, Secretario. 



Acuerdo para el nombramiento de Jueces Suplentes y 
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). Francisco Ayerza, D. Federico Espeche, D.Santiago 
G. O'Farrcll, O. Benjamín Disidíanos, D. Antonio L, Gil, Don 
Remigio Lescano, D. Ricardo Aljlao, D. Julio Bnlet. 

Para la Sección de Santa-Fe : Doctores Don Eugenio Pe- 
reí, D Manuel Escalante, D. I». Nolasco Arias, D* Jacinto 
Fernandez. D. Joaquín Lejarza, D. Gabriel Carrasco, D. Pedro 
A. Sánchez, Don Calislo Lasaga, ü. Milquiades Salva, D» Fer- 
nando García Montuno. 

Para la Sección de Fntrc-Iiios: Doctores D. Miguel [. ¡Éákitt, 
D. Manuel lieretervide, D. Leónidas Echague, D.José M. Solá[ 
D. Gregoriodcla Puente, D. José \L Coma leras, D. JoséL.Chu- 
ruariu, I). Manuel R. Morón, D, Valentín Memes, D. Roraan 
Arigos. 

Para ta Sección de Corrientes: Doctores I). JoséM. Guastavi- 
no, D. Juan E. Torrenl, D. José li. Romero, D. Juan Valenzuela. 
D, Pedro R. Fernanda, D. Pedro T. Sánchez, D. Fermín E. 

i» D. Augusto Billingliurst, D. Adolfo 




Córdoba: Doctores D. Agustín Patino, Don 
Salusliano Torres, D. Juan M. Garro, D. Teodomiro Paez, 
Nicolás M. Berrolardn, D. José M. Ruiz, D. Nicolás Peñaloza, 
D. Tomás Garzón, D. José J. del Prado, D.Rafael GarciaMon- 

Para la Sección de Santiago del Estero : Doctores D. Martin 
A. Herrera, D. Napoleón Taboada, D. Manuel Argañarás, D 
Dámaso Giménez Beltran. 

Para la Sección de Tucuman ; Doctores D. Próspero García, 
D. Angel C. Padilla, D. Ruperto San Martin, D. ] 
valia, D. Servando Vía fia, D. Emilio Toráu, D. 
Vera, D. Francisco Marina AJfaro, D. Angel Pereira h 
Frias Silva. *-*+<*m 
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Para la Sección de Salta : Doctores D. José M. Sola, D. David 
Zambrano, D. Angel M. Ovejero, D. Juan de la C. 
D. Tomás Frías, D, Medardo Zapana, D. J 

Para la Sección de J tijuy : Doctores D. Pablo Carrillo, D. Ma- 
rianode T. Pinto, D. Segundo Linares, D. Delfín S. de Busta- 
manle, D. Benjamín Vi Nafa fie, D. Cosme Arias. 

Para la Sección de Catamarcaihmuri'S D. GuilIcrmoCorrca, 
D. Fidel Castro, D, Spgundo J. Acuña. 

Para la Sección de ta Maja: Doctores. D. Guillermo San Ro- 
mán, D. Félix Luna, D. Nicolás Gonzalos, D. Florentino de la 
Colina. 

Para la Sección de San Juan : Doctores D. Crísóslomo AJÍmr- 
raern, D. torios Doncel, D. Pedro N. Garro, I). Luis M. Sar- 
miento, D. llamón Castañeda. 

Para la Sección de Mendoza: Doctores D. Isaac Godoy, D. Pe- 
dro J. Anzorena, D. Germán Puebla, D. Ignacio Bombal, Don 
Adolfo Calle, D. Julio E. Acuña, D. Matías P. Godoy, D. Fran- 
cisco Ruiz Suarez, D. Gregorio Vargas, D. Ricardo T. Ruiz. 

Para la Sección de San Luis: Doctores D. Marcelino Ojeda, 
D, Ulises R. Lucero, D. Jacinto S, Pérez, D. Juan A. Barbeilo, 
D. Eleodoro Lobos, D. Cristóbal Pereira, D. Mamerto Gutiérrez, 
D. Víctor C. Guiñazú, D* Juan C. Ojeda. 

Todo lo cu&l dispusieron y mandaron, ordenando se rejis- 
trase en el libro de acuerdos, se publicase y se comunicase al 
Poder Ejecutivo y á los señores Jueces de Seeciun respetiva- 
mente. 

UESJAMlPÍ VICTOHICA. — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO UJARfil'RKN. -¿- C. 
S. DE U TORRE. — SALUSTIANO i. U- 

valía. — Ante mi : Antonio Tar- 
fíauij Secretario^ 



Acuerdo nombrando Juez de Feria 





Aires á seis de Diciembre de mil ochocientos 
en su Sala de Acuerdos el Señor Pre- 
Suprerna Corte de Justicia Nacional 
■ Benjamín Victorica, D. Uladislao Frías, D. Federico 
h D. Colisto S. de la Torre y D t Salustiano J. Zavalía 
I objeto denombrarelJueztleFririaconarreglo al artículo 
cuarenta del reglamento para el orden interno de la Supre- 
ma Corle, bordaron nombrar al DoctorD. Salustiano J.Zavalía 
juueactuase como Secretario c] Doctor D. Joso E. 

ordenando se rejistrase en el libro correspondí* 
blicase. 

BESMMl» Y1CT0H1CA. — ULADISLAO 




DE LA TOARE. — SALUST1AXO J. 

zavalía. — José E. Domínguez, 
Secretario, 



Acuerdo nombrando conjueces para ei 



ano iSHS 



En Buenos A,res á siete do Enero de mil ochocientos ochenta 
y ocho reuniesen su Sala de Acuerdos el Señor Pódenle 
de la Suprema Corte de Justicia Nacional Doctor Don Benja- 

Minislros Doctores Don Uladislao 
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Frías» Don Federico Ibarguren, Don Calis lo S. de la Torre y 
Don Salusliano J. Zavaliu, con el objeto de nombrar con jueces 
para el año de mil ochocientos ochenta y ocho en cumpli- 
miento del artículo veinte y tres de la Ley de Procedimientos 
acordaron nombrar a los Señores Doctores Don Vicente F. Ló- 
pez, Don Luis Saenz Peña, Don Manuel M. Escalada, Don Víc- 
tor Martínez, Don Carlos Tejedor, Don Ezequiel Percyra, Don 
Bernardo de Irigoyen, Don Manuel Quintana, Don Ceferino 
Araujo, Don Manuel Obarrio, Don Antonio E. Malaver, Don Juan 
José Montes de Oca, Don Honorio Mattel, Don Francisco Alen- 
beodas, Don Isaac P. A teco, Don Juan J. Homero, Don Salva- 
dor M. del Carril, Don Enrique Martínez, Don Juan S. Fer- 
nandez, D. Leopoldo Basa vil baso, Don Bonifacio Lastra, Don 
José M. Zu virio, Don José M. Gutiérrez, Don Juan Manuel 
Terrero y Don Lisandro Segovia. Todo lo cual dispusieron y 
mandaron ordenando se publicase y se registrase en el libro 
correspondiente firmando ante mi. 

BENJAMIN VICTOR ICA.—ULADISLAO FRIAS.— 
FEDERICO IBARGÚREJÍ.— C. S. DELA TORRE. 
— SALUSTIANO i. Z A VALI A* ■ — Jo$C E. I)0- . 

mingues, Secretario. 



la colocación de 
lores Gorostiaya tj Domínguez en 




En Buenos Aires á tres de Julio de mil ochocientos ochenta 
y ocho, reunidos en su Sala de Acuerdos el Señor 
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de la Suprema Corle de Justicia Nacional Doclor Don Benjamín 
Vicloricay los Señores Ministros Doctores Don ütadislao Frías. 
Don Federico Ibarguren, Don Calislo S. de la Torre y Don 
Salustiono J* Zavalia dijeron: Que átenlos los prolongados é 
importantes servicios prestados al Tribunal por los Señores 
Presidente y Ministro jubilados Doctores Don José Benjamín 

colocar el retrato de ellos en la Sala de Acuerdos. Con lo que 

i comunicara á los mcncio- 
y Domínguez y que se publicara. 




BESJAÜIff VjCT0RICA.-ULADISf.A0 FRIAS.- — 
FEDERICO 1BARCÚRÉJÍ.— C S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIAPTO J. ZAVALIA. — José E, 

fuez, Secretario. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1887 



CAÜNA I 



D. Carlos Casiagtto contra D. José M. 

sentencia. 



.Sumario.— No habiéndose justificado que el condenado á 
desalojar haya dejado de poseer, la sentencia de desalojo debe 
cumplirse contra él. 



Caso. — En 8 de Noviembre de 1884, por fallo de la Supre- 
ma Corte (i) se confirmó la sentencia del Juagado de Sección 
do Entro-Rios, de 29 de Abril del mismo año, por la cual se 



[1) Serie *, tomo 18, pág 360. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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declaró que D. José M. Crespo estaba obligado á dejar comple- 
temen e desocupado el campo ubicado en La Pai, entre los arro- 
yos Feliciano, Estacas, Lagunas j campo de Haycrofft, y abate- 
«rse en adelante de producir perturbaciones eu la posesión de 
tastagno. 

Orden.doelenmplimiento do 1. «usencia, Cre.po opuso qne 
había dejado de poner el campo, heebo qu. negó Ctagno 

i¿ T IaMC,,,0Í0O< 7 P""»««í» esta, ae 



Paranl, Noviembre H de 1885. 

*$mm**t QueD. Cirio. Ca.tap.oem4 de Setiem- 
bre p.d.< ,e »ei¡.Ia.. 4 D. Jo.é M. C,e.po «a término para que 
deaocupase »l campo de la. E.tacas, en cumplimiento de i. 
■entena» ejecutoriada de 29 de Abril de 1884, por la ene « 
r..u.lTe«mparár..leen laposc.ion del .» P re,ado campo j se 
.«pone * Crespo «obligación de desalojarlo y abstener,, en lo 
■m» de prodnc,r nuera, pertnrbaoione. en 1. p„„¡ n de 

Fijado .1 pía», de 30 dina par. el desalojo, Crespo so presen- 
té «poniendo: que él a. poseía el campo; qB , en los mismo. 

H 4 - 1 "^«T E de " Vmiae » p« '» m 

«asta me el 9 de Agoste de 1884, Doña Petrona Candioti fué 
puesta en posesión de él. 

El ejecutante insiste en qne se siga la ejecución contra Crea- 
po y M ordene el lanzamiento por la fuerza pública 

Deb.endo obsemrse en este caso lo. trámites del jnieio eje- 
cubro, en oonformidaí con lo dispuesto por el artículo 300 de 
1. Ley Nacional de 14 de Setiembre d. 1863, i fin de regulan- 
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zar el procedimiento, el Juzgado mandó citar al demandado 
para que dedujese sus escepciones, oponiendo entonces la de 
inhabilidad del «tolo, fondada en que «o se trataba de un. 
obligación de dar una sama de dinero líquida 

Y considerando: Que si bien es cierto que no debe seguirse 
el juicio ejecutivo en todos sus trámites, tratándose de un do- 
cumento que no contiene la obligación de pagar «na suma de 
dinero líquida, no lo es menos, que una sentencia ejecutoriada 
como la de foja, es un instrumento ejecuta en el sentido de 
que debe ser llevada á debido efecto por un procedimiento su- 
fWf HT"* & m ™ 0] ™*™> *m lo dispone 

tial « f t \ im *°' Cas ^ y el ar- 

tículo 309 de la ley citada de Procedimientos; pues de lo 
contrario se llegaría á Ja absurda conclusión, de que para 
cumplir una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada 
sería necesano seguir un nuevo juicio ordinario. 

Que si en el presente caso se ha observado el procedimiento 
del juicio ejecutivo, es al solo efecto de clasificar la admisibili- 
dad de las escepciones j de tramitarlas, porque importando 
ana verdadera escepcion del ejecutante la declaración de que él 
no posee sinó un tercero, y siendo necesario una previa resolu- 
ción sobre el punto, dada la insistencia del ejecutante, pues 
sería imposible continuar la ejecución contra Crespo si remíta- 
se queen verdad él ha dejado de poseer, no podía sustanciarse 
el incidente por la vía de apremio, según el artículo 309 de la 
ley de Procedimientos, por haberse iniciado la ejecución de la 
sentencia después de tres meses de ejecutoriada. 

Que respecto de la escepcion de no ser el ejecutado el actual 
poseedor del campo; para que una persona tome la posesión de 
un inmueble por medio de un tercero, es necesario que este obre 
con poder de aquella al efecto, ó que el acto oficioso del tercera 

tículo 2398, Código Civil); de otra manera este no la ad- 
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quiero por faltar la intención de tomarla, (artículos 2351 y 2373). 

Que por consiguiente, la posesión conferida por el P. E, de la 
ProTÍnciaá Doña Petrona Candioti á pedido y por intermedio 
de Don José M, Crespo, d que se refiere el acta de foja... no ha 
sido adquirida por dicha señora, pues no se ha probado que 
Crespo estuviese apoderado para tomarla en su nombre, y como 
acto oficioso ella no lo ratificó, pues á foja... declara no tener 
ninguna noticia de la toma de posesión. 

Que del espediente iniciado por Don José M. Crespo contra 
Don Cárlos Castagno, en 2 de Julio de 1884, reivindicando para 
sf el mismo campo, consta que la Señora Candioti le transfirió 
la propiedad de él ; (eópiade las escrituras acompañadas á la de- 
manda de foja... del doble espediente). 

Que por lo tanto, la gestión hecha por Crespo ante el Gobierno 
de la Provincia, en Agosto del mismo año, mientras se disentía 
el interdicto posesorio ante los Tribunales para que se diese á 
su causante la posesión en que él mismo estaba, demuestra que 
esta no tuvo la intención de tomarla desde que había hecho 
transferencia de su propiedad, espigándose aquella gestión tan 
solo por el propósito de frustrar los efectos del juicio posesorio, 
pues no podía responder á un fin jurídico dados estos antece- 
dentes. 

Que por fin, no habiendo tomado la Señora Candioti la posesión 
del campo como queda demostrado y resultando que Crespo es 
el poseedor actual como lo confiesa él mismo, pues deben tenerse 
por absueltas asertivamente las posiciones de foja..,, de confor- 
midad al artículo H5 de la Ley Nacional de Procedimientos, la 
sentencia de foja... debe ejecutarse sin más trámite, entendién- 
dose con él las deligencias del juicio. 

Por estas y otras consideraciones, se resuelve : no hacer lugar ■ 
á las «acepciones deducidas, debiendo llevarse acolante la ejecu- 
ción, con costas. 

M. de T. Pinto, 
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Buenos Aire*. Enero 11 de 1887. 

Vistos: Tratándose del cumplimiento de una sentencia eje- 
entonada, y no habiéndose jostificado que Don José Maria 
Crespo haya dejado de poseer el campo, á cuyo desalojo fué con- 
denado, se confirma con costas la sentencia apelada de foja cua- 
trocientos diez y nueve ; y repuestos los sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTUCA. — J. DOMINGUEZ. — 
ULAD15LAO WIAS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREM. — C. S. DE LA TORRE, 
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CAUSA II 



D. Zacarías Taboada, contra IK Manuel Marco, por rescisión 



Sumario. — 1 o Las tachas ú los testigos, deben oponerse j 
probarse dentro del término probatorio, 

2* No es admisible, después de vencido el término proba- 
torio, el reconocimiento de una carta firmada por terceros, rela- 
tiva á hechos alegados en juicio. 



Cojo. — Lo refiere el siguiente: 

Valí* del Jvea Federal 

Mendoza, Marzo 39 de 1686. 

Vistos : En la solicitad de foja 201 á 202, en que la parto 
de Taboada pide reposición de las providencias de fs. 179 
vta. i 180 y 182 vía. & 183, qne ordenan la recepción de las 
pruebas ofrecidas en los escritos sobre tachas presentadas por 
la contraria á fs. 179 y 182 ; y en el incidente sobre presentación 
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de la carta de f. 234, j solicitud do reconocimiento do las fir- 
mas que la suscriben: con lo espnesto por ambas parte* r 
considerando : 

Respecto á la primera de las providencias indicadas 
Que por el artículo 124 de la ley de Procedimientos' se esta- 
blece que las tachas opuestas á los testigos deben proponerse 
y probarse dentro del término de prueba señalado. 

Que el escrito en que se oponen tachas por la parte de 
Marco á algunos testigos de la do Taboadn, ha sido presen- 
tado en fecha 20 de Agosto de 1884, según la nota del actúa, 
no puesta al pié del mismo, y por el certificado do f. 200 vta. 
resulta que el término de prueba venció el dia 14 del mes y año 
indicados ; quedando así evidentemente constatado que dicho 
escrito fuépesentado fuera de término; y que es por lo tanto 
inadmisible la prueba ofrecida en tal estado de la causa. 

Que respecto á la segunda, en cuanto ordena la absolución 
de posiciones á la misma parte de Tabeada, es de observarse 
que aunque el escrito en que se solicitaban ha sido también 
presentado después de venido el término de prueba; estas 
según la ley, artículo 108, p ue den proponerse en cualquier 
estado de la cansa, hasta antes de verse en definitiva ; siendo 
por lo tanto, procedente lo solicitado al respecto. 
Considerando, en cuanto al incidente indicado: 
Que si bien por el artículo 10 de la citada ley, se permite la 
presentación de documentos que no se han acompañado á la 
demanda, siempre que sean de fecha posterior á esta, ó que la 
parte jure que antes no había tenido noticia de ellos ¡ tal 
disposición se refiere, sin duda alguna, á los documentos en 
que se funda la acción deducida, ó que sirven para instruirla 
pero de ninguna manera á aquellos que, como la carta en cues- 
tión, solóse refiere i hechos alegados en el juicio. 

Que por otra parte, esa carta ha sido presentada después de 
vencido con escaso el término de prueba, y la admisión del 
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testimonio de las personas que la suscriben, importaría pro- 
píamente la de testigos después de vencido dicho término, 
siempre que estos se presentasen con la protesta de haber 
recien tenido conocimiento de que ellos eran sabedores de he- 
chos pertinentes al juicio ; contra lo espresamente dispuesto 
por la ley, 

Por tanto, se resuelve dejar sin efecto la citada providencia 
de fojas 179 vta. i 180, en que se ordena la recepción de las 
declaraciones de los individuos que suscriben la carta de foja 
234. debiendo la parte de Taboada absolverlas posiciones orde- 
nadas, para enyo efecto se señalará la audiencia correspon- 
diente, ejecutoriada que sea la presente resolución. 

Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 

Palta de ta Suprema Certa 

Buenos Aires, Enero 13 de 1897. 

Vistos: Por su fundamento, se confirma con costas el auto de 
foja doscientas cuarenta y cuatro vuelta; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

J. Bv GOROSTUGA. — J, DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IB A II- 

OfiRW. 
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CAUSA III 



D, NorbeHo Eduardo Martínez, contra el General D. Juan 



Sumario. — í* Cuando la sentencia de 1* instancia, prescinde 
de las varias escepciones opuestas á Ja acción de la demanda, 
y resuelve una sota de ellas, la Suprema Corte debe ocuparse 
solamente de esta escepcion, una vez que no ha sido tachado 
por las partes el procedimiento del juez a quo. 

* El vendedor de una cosa, de laque todavía no ha adquirido 
el dominio por la tradición, se entiende que vende las accio- 
nes y derechos que le corresponden para obtener del causante 
U entrega de la cosa vendida ; y por consiguiente, la acción que 
el comprador intenta con este ñn contra el primitivo vendedor, 
es procedente. 





Valí» riel Ju«t Felcfal (ad hoc) 



Rosario, Enero 8 de 1885. 
: estos autos promovidos y seguidos por Don Norherto 
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Eduardo Martínez contra el General Don Jnan Pablo López, 
sobre entrega de un campo; Biendoel caso siguiente : 

I o En 12 de Mayo de 1858, Don Sebero de los Santos trans- 
firió á favor del General Don Juan Pablo López la propiedad 
de un terreno de] primero, ubicado en las « Saladas i ; en 12 de 
Majo de 1877, el General Don Juan Pablo López vendió á Don 
Zacarías Barboza, con pacto de retroventa, el referido terreno 
compuesto de una legua do frente con cuatro de fondo ■ en 8 de 
Marzo de 1870, Don Zacarías Bar boza vendió este mismo terre- 
no á Don Pedro de Elia; en 27 de Diciembre de 1880, Don Pe- 
dro de Elia vendió á su vez eí mismo terreno & Don Augusto 
Milberg ¡ en 8 de Febrero de 1882, Don Augusto Milbcrg declaró 
que, al hacer la compra anterior no asumió otro carácter que el 
de interpósita persona, j q ue el verdadero adquirentc de dicho 
terreno fué Don Zacarías Barboza, á quien por tanto pertene- 
cía; en 10 de Febrero del mismo afio Don Zacarías Barboza 
vendió este mismo terreno á Don Juan Coouet, con pacto de 
retroventa; habiendo vuelto al poder de Don Zacarías Barboza 
este terreno, según escritura pública que se dice otorgó Don 
Juan Coquet, en la ciudad de Buenos Aires, ante el Escribano 
Don Tícente Artola, el 28 de Abril de 1882; Don Zacarías Bar- 
boza con fecha 20 del mismo mes v año, vendió otra vez ese ter- 
reno á Don Augusto Agote y Don Eduardo Sheikery; en 2 de 
Noviembre de 1882, estos últimos» según escritura pública que 
se dice otorgada en esa fecha y dé la que no se sacó cúpia, ven- 
dieron ese mismo terreno á Don Patricio Méndez; en 3 del 
mismo mes y ano, Don Patricio Méndez vendió ei mismo terre- 
no á Don Andrés Baraldo; y finalmente, é*te último, con fecha 
23 de Agosto de 1883, vendió este mismo terreno a Don Norberto 
Eduardo Martínez. 

2» Envirtuddeestaúltimavcntayencontrándoseel General 
Don Juan Pablo López en actual posesión de ese terreno, de la 
cual nunca se habia desprendido, Don Norberto Eduardo Mar- 
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tiuez. representado por .1 Procarador Do» José Mari» Eohagüe. 
demanda a dicho General, para que lo haga entrega del referido 
terreno, que vendió á Don Zacarías Barboza 

Jl U r d T BÍÍ " ' mit 61 m 11 9W to ha 

a.do conferida por la escritura devota otorgada por Don An- 
drea Baraldo; en las disposiciones legales contenidas en los 
¡J* ,323 ' '«* «««• J <«3 do. «digo Civil, sos- 
teniendo principalmente la coligación por parte del vendedor 
do nacer entrega de la cosa vendida; por todo lo cual, haciendo 
uso de la acción mpli, pide como queda dicho, no ol General 
Lopei le haga entrega de ese terreno. 

4- El demandado, contestando la demanda, pido 4 ,u vez, que 
se declare: í-qoe la acción deducida es improcedente- 8» L 
non nula» y sin ningún valor ni efecto la, onsgeuaciones que. 
del campo en eue.tion, so han verificado desde ol 12 de Majo 
do 1877, fecha do la escritura de venia otorgada por él i f.vor 
de Don Zacarías Barbea.; y » quo el Procurador Ech.güo 
carece de personería legal en esta causa. 

5* Respecto de lo primero, so funda la parlo de López on ol 
con ra-documento privado. ,ne hoy corre í foja, 09. en ol 
cual Don Zacarías Barbea, declara que. la compra que con pac- 
to de retroven.a hizo al General López del terreno en cuestL 
por I. «entura de. í de Mayo de «77, es nula y de ningu* 
valor, pues fui hecha únicamente par. saivaguardaz lo. intere- 
se, de este último, y ,uo por consiguiente, os .¡mulada; res- 
pecto de lo segundo, ,uo 1» ac „b empli solo sc di al 
M en heredero pontr. el vendedor o ,u heredero, per. en nin- 
gún caso «1 sucesor por otro título del comprador 4 su heredero, 
m contra un tercer poseedor, por,ue dicha acción e. esencial- 
mente per,on« , „o pMa del comprldor é M Tondedor 

contratos, sino únicamente por cauau ó título horoditario v 
respecto del tercer punto, que el poder otorgado .1 Procurador 
Ecbaguoes para reivindicar el campo ™ cuestión, para tomar 
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posesión de él, para arrendarlo j para hacerlo medir y dividir 
en lotes, j que por lo tanto, solo está autorizado ese Procurador 
para deducir la acción reivindicatoría. 

6 o Uuspues de contestada la demanda, la parte de Doo Tíor- 
berto Eduardo Martínez presentó un nuevo poder, que es el que 
corre á foja 74, en el cual aprueba Martínez y ratifica la 
acción empti deducida por su Procurador Echagüe. 

7° Abierta esta causa á prueba, la parte del demandante ha 
presentado en ese carácter y como única prueba, los documentos 
siguientes: 1° la carta original del Dr. D. Simón de Iriondo, 
que corre a foja 80 ; 2" la escritura de chancelación de la obli- 
gación hipotecaria contraída por los Sres. D. Augusto Agote 
y D. Eduardo Shakery que corre á foja 179; y 3° la carta de 
Don Zacarías Barboza d ir i j ida al General López y la contesta- 
ción de éste que se encuentra á foja 190 y 191. 

8* El demandado ha presentado por su parte como prueba; 
I o las publicaciones hechas por él en el ano 1882 en los diarios 
i £1 Santafecino » y * La Capital t qne corren á fojas 55, 56, 
57 y 7t; 2 o las declaraciones de testigos que corren fojas i 63, 
69 y 121 á 135; 3* los certificados emanados de la Receptoría 
de Hacienda y del Departamento Topográfico, que se registran 
á fojas 65, 66 y 67; 4° el documento privado otorgado por Don 
Zacarías Barboza, y reconocido por este, que se encuentra á 
foja 109; 5° y último, las posisiones absueltas por el deman- 
dante que corren á fojas 160 y 161 y en las que este confiesa 
que no ha sido para él que ha comprado el campo «Las Saladas», 
que motiva este juicio, sinó para un amigo suyo; que en este 
juicio no representa derechos propios sinó que juega el simple 
roldeinterpósita persona ; que Don Zacarías Barboza fué el que 
corrió con todas las diligencias para la compra-venta, y final- 
mente, que quien le vendió el campo ■ Las Saladas > fué verda- 
deramente Barboza. 

9° De la prueba producida por ambas partes, la una es tenden- 
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te i demostrar la validez de la venta hecha por el General Don 
Joan Pablo López 4 favor de Don Zacarías Barboza, del campo 
«Las Saladas», por hechos posteriores á la época en que tuvo 
lugar esa venta; y por la otra, se trata de probar la nulidad y 
simulación deesa venta y de las demás que du dicho campo se 
han celebrado hasta la que se ha hecho á favor del demandante 
la propiedad y posesión que hasta ahora tiene el demandado en 
el terreno en cuestión. 

10 a En ¡os alegatos de bien probado, el demandante sostiene 
qne la simulación queso establecepor un contra-documento, ya 
sea privado, ya sea público, no produce nunca efecto contra 
tercero, teniendo el demandante este último carácter; mientras 
que el demandado sostiene á su vez que los sucesores á título 
singular, no son terceras personas ó sea pmitos atronéis, 
sino causa-habientes de los contratantes primitivos, quienes han 
debido contar con Ja existencia del acto modificado por el con- 
tra-documento. 

Y considerando : i" Q ue en vista de la narración que ante- 
cede, y antes de entrar a examinar el valor legal do las pruebas 
producidas, y de los efectos que en los adquirentes posteriores 
pueda producir un contra-documento otorgado entre los primiti- 
vos contratantes, para resolver si la escritura pública de foja 7 
es 6 no válida; si en virtud do ella Don Zacarías Barboza pudo 
enagenar d otras personas el terreno «Las Saladas»; si el do- 
cumento privado do foja 109 quedó ó no anulado después de su 
otorgamiento ; y si la declaración hecha por Barboza en dicho 
documento, puede ó no perjudicar á los compradores posteriores 
debe primeramente estudiarse y resolverse si es ó no procedente 
la acción intentada por el demandante en la presente causa 

f Que en la demanda se confiesa que el General Don Juan 
Pablo López jamás se ha desprendido de la posesión que actual- 
mente conserva en el terreno cuya entrega se pide en este 
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3 a Que la acción deducida en la demanda es la denominada 
por los Romanos actfo ex empti, que corresponde al comprador, 
y que según derecho Romano, es directa, siendo sn objeto el 
cumplimiento délas obligaciones que el contrato de venta pro- 
duce, sea de pleno derecho ó según convenciones particulares. 
In personan» adió est quotiens cum aliquo agimus qui nobis 
vel ez contraetum vel ex delicio obligatus est id est intendimus 
daré, faceré, prmtare oportere, (Ortolan, y arela, Stolle, Ma- 
okeldey y otros). 

Por derecho moderno la acción por compra ó cxempto, es per- 
sonal y compete al comprador, después de satisfecho el precio 
estipulado, para compeler al vendedor á la entrega de la cosa 
comprada ó á que le introduzca en su posesión permitiéndole su 
uso, con los frutos producidos y con el resarcimiento de los 
daños y perjuicios sobrevenidos por culpa del vendedor si ha 
sido moroso en la entrega. (Manuel Orfciz do Zuñiga, Práctica 
General Forense). 

La acción contra el comprador, dice Duranton, contra el ven- 
dedor, para obligarte á la entrega de la cosa vendida, únicamen- 
te mirada bajo este punto de vista, es evidentemente del número 
de las que se llaman personales, pues que tiene por objeto la 
ejecución de un contrato, ó el cumplimiento de una obligación. 

El derecho que una obligación de dar confiere al acreedor 
para demandar en juicio el pago de la cosa que el deudor se ha 
obligado á darle, no es sobre esta misma cosa t jus in re ; es sola- 
mente un derecho contra la persona del deudor, para que se le 
condene á dar la cosa, jus ad rem, continuando en pertenecer 
como antes esa cosa al deudor, sin que el acreedor pueda, llegar 
á ser sn dueño, sino por medio de la tradición real o ficticia 
que le haga el deudor en cumplimiento de su obligación; de 
suerte que, mientras no se verificare la entrega, el acreedor no 
tiene más derecho que el de pedir la cosa; y este derecho no 
se concodo contra otra persona que contra el deudor que ha con 
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traído I. obligación y contra las personas do sns horedoros í 

WmS**^ <I>othi " , Tratai '" k 

El mismo Pothier.en su tratado Ce /a co^m-aenía, en los § 
61 yodice: «Do la obliga,,™ de entregar la cosa vendida 
nace la «ecmu ea, empli ,uo compete al comprador contra el 
vendedor par, obligarle i queso la entregue. ... La acción e* 
empt, es meramente personal y tiene únicamente lugar contra 
el Tendedor y sus herederos, mas no contra un tercero deten- 
tador, etc. > 

Finalmente, segnn Ortolan y otros. ]. venta por sí misma 
no transfiere ,1 comprador 1. propiedad de la cosa vendida. 
La venta os un contrato, y su único afecto consisto en producir 
obligaciones. 

*• Que estos principios y doctrinas están perfectamente do 
acuerdo con lo dispucato en lo, artículos 1401», 1412 y !413 
de Código Cml; pues ,„e per el primeo, se impone al vende- 
doria obligación de entregar la cosa vendida ¡ perol segundo, 
se confiere .1 comprador .1 derecho de pedir la resolución de la 
venta: y por el tercero, si el vendedor se bailare imposibilitado 
par. en regar la cosa vendida, el comprador puede „¡gir ,„c 

ifdo T S ° < ' eTue ' Til W precio; acciones i derechos 
estos dos ult.mos. ,uo por su misma naturales» no pueden ser 
duedea o gestionado, sin. persona, y divamente entre Z 
personas que celebraron el contrato ó sea entre el comprador v 
vendedor directo» 6 entre sus sucesores í hereden» universales 
por continuar el heredero la persona del difunto 

5" Que i pesa, do la escritura pública de venta otorgada po, 
el General Don J B , VMo LopM á f . IW „, ^ £ . 

boza, que «orre á foja 7, ni esto, ni su, ,uce,ore, * título singu- 
lar ha» adquirido dominio eu el terreno en cuestión, desde 
que e! referid. General Lope, no se ha desprendido por un solo 
instante de la posesión que actualmente y á título de dominio 
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ejerce en dicho terreno, j desde que no se ha producido niogu- 
node los hechos especificados en el artíonlo 2524 del Código 

6° Que no siendo el General Don Juan Pablo López vendedor 
directo del demandante Don Xorberto Ednardo Martínez, y 
siendo por su naturaleza personal y directa entre vendedor y 
comprador la acción ex empti que para la entrega del terreno en 
cuestión ha deducido esteiíltimoen el presente juicio. 

Por estas consideraciones, fallo declarando improcedente la 
acción deducida, y por consiguiente uo haciendo lugar á la pre- 
sente demanda, sin especial condenación en costas, dejando al 
«toró é quien este legalmente represente, su derecho a salvo 
para deducir las acciones que le correspondan contra su inme- 
diato causante. Repongánse los sellos. 

Eugenio Pérez. 

* 

WmHm «* 1» lypnm €•!*• ] 

Buenos Airea, Enero 15 de 1887. 

Vistos y considerando : 

Primero : Que habiendo el Juez a quo limitádose en la sen- 
tencia apelada á resoker una sola de las escepciones deducidas 
por el demandado, á saber, la relativa á la improcedencia de la 
acción interpuesta del punto de vista de la falta de toda relación 
directa de obligación entre el demandante y el demandado por 
no ser este el inmediato causante de aquel, absteniéndose de 
todo pronunciamiento sobre los demás puntos de la contesta- 
ción, y no tachado las partes este procedimiento, la cuestión á 
considerar por esta Suprema Corte es solo únicamente la de la 
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procedencia ó improcedencia de aquella escepcion. Considerando 
á este respecto: 

Segundo: Que el contrato de foja veinte y seis, otorgado por 
Don Andrés Buraldo á favor del demandante Don XoTberto E. 
Martínez, aunque caracterizado por las partes solo con el nom- 
bre de compra-venta de la finca de la referencia, debe enten- 
derse inmediata y necesariamente comprensivo délas acciones 
personales correspondientes á dicho Baraldo, ó á Don Zacarías 
Barboza, que de la común afirmación de las partes (fojas ciento 
sesenta vuelta y ciento sesenta y uno) resulta ser el verdadero 
vendedor de dicha finca, contra su inmediato causante, el de- 
mandado Don Juan Pablo López, para obtener de este la entrega 
y efectiva adquisición de aquella, pues, á no ser así, dicho 
contrato resultaría carecer de objeto y de propósito, quedando 
reducido a una mera é insustancial nulidad, que no es dado 
racionalmente suponer en la intención de las partes, y cuya ad- 
misión sería además contraria al precepto legal que obliga á 
construir é interpretar las cláusulas de los contratos en el sen- 
tido de la validez y no en el de la nulidad de ellos. 

Tercero : Que en efecto, careciendo el vendedor Barboza de la 
propiedad de la finca indicada por no habérsele hecho nunca 
tradición de ella, ni haber salido esta en momento alguno de 
poder de su primitivo enagenante el General López, es eviden- 
te que ni pudo ser materia del contrato la propiedad inmediata 
de dicha tinca 6 el/u* in re de que Barboza carecía, ni pudo 
en realidad recaer aquel souto otra cosa que sobre los derechos 
y acciones personales que á dicho Barboza correspondían contra 
su inmediato causante, derechos y acciones que era lo único de 
qne tenia libre disposición ó de que podía hacer trasmisión en 
relación á la cosa vendida, y que si tal efecto por consiguiente 
se negase al contratarlo, resultaría este del todo ineficaz é 



Cuarto: .Que corrobora esta conclusión la circunstancia de 
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aparecer obrando Martínez en este juicio con conocimiento y 
consentimiento de parte del citado Barbosa, pues de autos 
resolta haber sido este llamado a la cansa como testigo y com- 
parecido á declarar en ella en tal carácter, y déla declaración 
de foja ciento doce, fluye además que ha suministrado al pri- 
mero todas las escritoras y medios de defensa en el juicio, hecho 
este último, bastante por sí solo á demostrar y afirmar la cesión 
do las acciones á faw del actor. 

Quinto: Que aparte de esto, siendo de derecho (artícolo mil 
ciento noventa y seis del Código CítÜ), que el acreedor puede 
ejercitar por ministerio de la ley y sin necesidad de cesión al- 
guna espresa todos los derechos y acciones de su deudor con 
escepcion délos esclusiramente inherentes á la persona de este, 
entre loa coates no puede rectamente contarse el que tiene todo 
comprador para eiijir de su Tendedor la entrega de la cosa Ten- 
dida, aún cuando él no dé lugar por su naturaleza sinó á una 
acción personal, do se tí por qué el demandante ejercitando los 
derechos de su causante esté impedido de reclamar del Tende- 
dor do este la entrega de la cosa objeto de la venta y el cum- 
plimiento de sus obligaciones de Tendedor, máxime obrando, 
como se ha visto sucede en el caso subjudiee, con el conocimien- 
to y consentimiento del primero. 

Semtox Que pudiendo además dirijirse Martines contra Bar- 
boza y esto contra Lope*, su inmediato causante, á fin de 
obtener la entrega real de la finca en cuestión, pudiendo por tal 
medio el primero llegar indirectamente hasta el último» no se 
Té tampoco por qué no podría hacerlo directamente, prescindiendo 
do este círculo tícíoso y do este recurso gradual contrario 
cuando menos al espíritu de los textos legales que autorizan al 
sucesor particular á prevalerse de los contratos hechos con su 
autor y que deciden que cada enagenante trasmite la cosaá sn 
adquirente eum omni sua causa, es decir, con todos los derechos 
que le compoten i su respecto (Código Ciril, artículos tres mil 
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doscientos sesenta y siete, dos mil noventa y seis, dos mil cien- 
to nueve, tres mil ciento cincuenta y cuatro, mil cuatro cientos 
cincuenta y ocho, y otros). 

Séptimo: Finalmente, que no se oponen á nada de esto las 
observaciones del Juez a quo respecto al carácter personal de 
la acción ex empto, porque no hay texto, doctrina ni principio 
legal que la declare intrasmisible a Jos sucesores á título par- 
ticular, y porque dirigiéndose ella, como se dirige en el caso 
actual, no contra un tercer poseedor de la cosa a quien hubiese 
pasado por cualquier título esta, sinó contra el obligado inme- 
diatamente por dicha acción, sus caractéres y condiciones nece- 
sarias para su ejercicio so hallan perfectamente cumplidas. 

Por estos fundamentos: Se revoca la senté ocia apelada de fo- 
ja doscientas cincuenta y siete, y se declara que la acción inter- 
puesta es procedente legalmente contra el demandado, del punto 
de vista enunciado en el considerando primero; debiendo en 
consecuencia volverse estos autos al Juez de Sección á fin de 
que procediendo á considerar las demás escepciones alegadas 
por el demandado, resuelva á su respecto lo que sea de justicia. 
Notiffquese con el original y repóngase el papel. 

J. n. cohostuga (en disidencia). — 

J- DOMINGUEZ. — li LADISLAO FRIAS. 

— Federico ibargCren (en disiden- 
cia).— c. s. de la torre. 

DISIDENCIA 

Vistos y considerando: Primero ; Que según los términos de 
la escritura pública de foja veinte y seis, el contrato celebrado 
entre Don Andrés Baraldo y Don Norberto ü¡. Martínez, es un 
contrato de compra- venta perfectamente earecterizado; pues 
el primero se obliga á transferir al segundo la propiedad y el 
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dominio de nn inmueble determinado, y este último A recibirlo 
pagando por ól un preeio cierto en dinero, y es esto precisamente 
lo que el artículo mil doscientos veinte y tres del Código Cítü 
clasifica de compra-venta, que no debe confundirse con la 
cesión de créditos 6 acciones, lejislada especialmente en el 
título cuarto, sección tercera, libro segundo del mismo Código. 

Segundo : Qae la acción que nace del contrato de compra- 
Tenta para pedir la entrega de la cosa Tendida, es enteramente 
persona], y se dá ai comprador contra el Tendedor y sos here- 
deros ó sucesores universales (artículo mil ciento noventa y 
cinco del Código Civil). 

Tercero: Que por to mismo, Don Joan Pablo López no puede 
ser reconvenido con dicha acción, puesto que ni ha intervenido 
en la venta hecha á Martínez, ni es heredero ni sucesor de Don 
Andrés Baraldo, único vendedor. 

Cuarto : Que las acciones personales, que por razón de la cosa 
pudiera este tener contra López, no pueden suponerse cedidas á 
Martínez por la escritura de foja veinte y seis : 

Primero: Porque esta escritura, es de venta de un inmueble y 
no de cesión de acciones, y en ella no solo no consta que el ven- 
dedor haya cedido al comprador ninguna acción personal, pero 
ni siquiera se menciona que exista alguna contra el citado Lopes. 

Segundo: Porque la cesión no se presume, sino que debe 
constar por escrito, cualquiera que sea el valor del derecho 
cedido, so pena de nulidad, según lo dispone el articulo mil 
cuatrocientos cincuenta y cuatro del Código citado ; y 

Tercero: Porque tal presunción es tanto menos admisible 
en el presente caso, cuanto que ella nos llevaría a exonerar al 
vendedor déla obligación que le impone el articulo mil cuatro- 
cientos nueve del Código Civil, de entregar la cosa Tendida 
libre de toda otra posesión, y á privar al comprador del de- 
recho de exigir dicha entrega directamente de aquel; pues en 
sn calidad de cesionario de la acción personal para pedir la 
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cosa del que la tuviera en su poder, no podría recurrir contra el 
ceden te, según el artícnlo mil cuatrocientos ochenta y uno de 
dicho Código, sinó después de haber hecho cscusioo en los bienes 
del deudor cedido. 

Quinto : Que Don Norberto E, Martínez tampoco puede 
invocar su calidad de sucesor de Don Andrés Baraldo, para 
hacer valer, ya sean los derechos reales en la cosa que este le 
ha vendido como propia, ya sean las acciones personales que por 
razón de la misma cosa pudiera tener contra un tercero: porque 
Bolo es sucesor aquel á quien pasan los derechos de otra perso- 
na, de tal manera que en adelante pueda ejercerlos en su propio 
nombre; y los derechos que una persona trasmite por contrato 
á otra persona, solo pasan al adquirente de esos derechos por la 
tradición, con escepcion do lo que so dispone respecto á Us su- 
cesiones (artículos tres mil doscientos sesenta y dos y tres mil 
doscientos sesenta y cinco, Código Civil); de donde resulta que no 
habiendo aún Baraldo hecho tradición á Martínez de la cosa 
vendida, no puede decirse que este sea sucesor en las acciones 
y derecho de aquel. 

Sexto: Que por consiguiente, Don Norberto E. Martin ez 
solo tiene acción personal contra Don Andrés Baraldo para 
eligirle el cumplimiento de la obligación que contrajo por el 
contrato de foja veintiséis, de entregarle la cosa vendida libre 
de toda otra posesión ¡ pero en manera alguna puede dirigir esta 
acción contra Don Juan Pablo López que no es el vendedor, y 
que á nada está obligado por el contrato referido. 

Por estos fundamentos y los concordantes espuestos por el 
juez a quo, se confirma con costas la sentencia apelada de foja 
doscientos cincuenta y siete. Notifíquese con el original y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

I. B. COROSTUGA. — FEDERICO IBAR- 
GÜHBft. 
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El Dr. ü. Diego de Alocar contra D. Cuna Mateo Rondel, por 
interdicto de retener; sobre citación de euiecion; recurso 

As* /,„„/, « 



Sumario.- i°m autoque nohacelugará la citación deevic- 
cion en un juicio de interdicto, reservando proveer sobre ella 
después de verificadoel comparendo de las partes, es apelable. 

2 o El juez aquo esta en el deber de proveer á Ja petición 
que el demandado haga en el comparendo sobre la citación de 
su causante, con suspensión de todo otro procedimiento. 



Caso. — El Dr. D. Diego de Alvear, comprador de unos cam* 
pos á la provincia de Santa Fé, entabló interdicto de retener 
contra D. Cuno Mateo Randel. 

Ordenado el comparendo verbal, el demandado pidió se citase 
de eviccton á la provincia de Córdoba, á la cual había comprado 
el campo materia del interdicto, y se suspendiera el compa- 
rendo. 

El Juez de Sección no hizo lugar á la suspensión del juicio, 
reservando proveer más adelanto sobre la citación de eviccion. 
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Bandel apeló de la providencia, y se le negó la apelación. 
Ocurrió de hecho á la Suprema Corte, que pidió informe. 
Espedido este, se dictó el siguiente: 



Falto 4« |« cavte 



Buenos Airea. Enero 15 do 1887. 

Vistos en el acuerdo y considerando quo el auto apelado (foja 
veinte 7 ocho), trae manifiestamente gravamen irreparable en 
cnanto por ól se dilata proveer hasta la sentencia sobre la cita- 
ción de eviccion solicitada por el demandado y so compele i este 
alegar y probar sobre el fondo do la causa : se declara apelable 
dicho auto, 

Y teniendo en consideración, en cuanto á la justicia del 
mismo : 

Que es facultativo para el demandado, con arreglo á la Ley 
treinta y dos, título quinto, Partida quinta, citar de eviccion á 
su causante desde el momento en que se Je promueve el pleito, y 
obligatorio hacerlo, si ha de conservar sus derechos contra aquel, 
antea de la publicación de probanzas. 

Que debiendo verificarse en los juicios de interdicto, según 
ol artículo 333 de la Ley Nacional de Procedimientos, simultá- 
neamente con la contestación ó defensa del demandado Ja re- 
cepción de las pruebas de unayotra parte y quedar en el mismo 
acto por concluso el juicio para definitiva, es evidente por tanto 
qne la citación de eviccion puede y aún debe necesariamente 
tener lugar antes de la conclusión de ese acto. 

Que teniendo por objeto además aquella citación que el ena- 
jenante tome la representación y defensa del adquirentc en el 
juicio, tal diligencia, ya se atienda álos intereses del citante ya 
i los del citado, debe lógicamente verificarse antes de que la 
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causa haya sido comprometida por la acción del primero 7 en 
tiempo hábil pera que la defensa del segando pueda ntilizarse 
debidamente en favor de ambos. 

Que en presencia de estas consideraciones y especialmente de 
haberse verificado ya, no obstante las protestas de la parte, el 
juicio yerbal preceptuado por el artículo antes aludido de la 
Ley de Procedimientos y rendídose la prnebadel demandante, 
el Jnez a guo no ha podido rehusar proveer á la petición indi- 
cada del demandado. 

Por estos fundamentos, se revoca el precitado auto, y se de- 
clara que el Juez de Sección está en el deber de proveer desde 
luego y con suspensión de todo otro procedimiento lo qne sea 
de justicia en relación á aquella petición. 
Repónganse los sellos y devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
l'LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBARGÚ- 
REN. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA V 



Don Knuí Olsen, capitán de la ¡larca noruega « Zampa*, contra 
i). Roberto Me. Laren, capitán de la Barca inglesa* Joña», 
por indemnización de averias ; sobre oscuridad de la de- 



Sumario. — No ofreciendo oscuridad la petición contenida 
en la demanda, debe ordenarse se conteste esta derechamente. 



Caso, — Se comprende leyendo el 



WmUm del Smtm Menl (ad hoc) 

Roiario, Julio 23 de 1886. 

T vistos: el incidente promovido por la parte del deman- 
dado, pidiendo por su escrito de f. 29, s tí ordene al deman- 
dante manifieste con precisión cuál es el recurso 6 acción que 
interpone, por considerar que existe vaguedad al respecto en 
el escrito de demanda, espresaudo que hace esta petición sin 
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evacuar el traslado corrido, y sin que por ello le corra término 
ni pare perjuicio; y considerando: 

i° Que corrido el traslado do la demanda, solo puede el de- 
mandado dejar de evacuarla en el caso de tener alguna de las 
escepciones que por derecho pueden proponerse, y que se decla- 
ran tan solo admisibles, formando al efecto artículo de prfvio 
y especial pronunciamiento, según lo prescribo la Ley Nacional 
de Procedimientos en sus artículos 72 y 73. 

2* Que por consiguiente, la vaguedad que se dice notar en 
el escrito de demanda por los términus do los párrafos ÍQ y 
ii t j la falta de claridad en cuanto al recurso ó acción que 
por ella se interpone, si bien puede considerarse como una es- 
cepcion de libelo oscuro, no estando ella autorizada por la ley, 
no ha podido oponerse ni como tal escepcion, ni como un inci- 
dente, en la forma que se ha hecho, es decir, bajo la declara- 
cion de que mientras tanto no se sustancie lo solicitado, no 
cona término ni pare perjuicio al solicitante para evacuar et 
traslado de la demanda, del mismo modo que se practica en el 
caso de una articulación de las que con arreglo á derecho 
pueden proponerse únicamente. 

S° Que, aparte de lo espuesto, de los propíos términos del 
escrito de demanda aparece indicado con claridad, en su parte 
respectiva, que por ella se pide el nombramiento de arbitra- 
dores para que entendiendo en esta causa, la fallen como cor- 
responde en derecho y justicia (párrafo 15), pUiéndose tam- 
bién que á los fines indicados (párrafo Í6) se convoque á las 
partes en la oportunidad debida para el nombramiento de los 
árbitros, de lo que se deduce que aún eu el supuesto de ser 
procedente la articulación espresada, no tendría razón de ser la 
duda manifestada. 

Por estas consideraciones, se declara improcedente la arti- 
culación promovida por el demandado, por su espresado escrito 
dvf. 29, siendo á su cargo las costas causadas, y debiendo 
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evacuar el traslado que se le ha corrido por la providencia de 
f. id vta. á f. 20. Hágase saber y repóngase. 

Mamar O. del Sotar. 



Fall* de la Supran» Corte 

Buenos Aires, Enero 18 de 3887, 

Vistos: No ofreciendo oscuridad alguna la petición conte- 
nida en el escrito de demanda, según lo espresa el Juez a 
quo en el tercer considerando del auto apelado de foja treinta 
y cinco, se conGrma este con costas, y devuélvanse prévia 
reposición de sellos. 



t> B. GOnOSTJACA. -- i. DOMINGUEZ. — U LA- 
DISLAO FRIAS. — FEDERICO lUAAGÚREH. — • 
C S. DE LA TORRE. 



40 



FALLOS DE LA Mu COIITK 



CAV8A VI 



D. Julián Soca,, contra et Dr. D. Domingo Fernandez; sobre 

interdicto de retener 



Sumano. - 1» La» vi., de lecho «otra el u.o j goce d. 
ta .«mueble, d.„ | Bgw i „„. accion 8om „ jii ¡J 

teoedor de elle se» «mpar.de eo I, ocopaclon y gece de la 
misma. * B 

J* L * *** de tapeto posesorio qae el deman- 

dante hay» dado a sn acción, no se opone a 1. conexión an- 



Caso. -fiesulta de los fallos siguientes 



La Piau, Diciembre 4 de 1885- 

Y Tistes estos autos seguidos por Julián A. Socas contra ei 
Dr. Domingo Fernandez, sobre interdicto de retener i y cooside- 
rundo : 
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1° Que para q ae tenga lagar el interdicto de retenerse hace 
necesario que se caté en posesión, 6 haya sido molestado en 
en ella, ó tratado de quitárselo por actos de un estraño con 
quien no tenga vinculación alguna, ni ninguna relación de 
derecho, y no puede estimarse tal al locador que conserva la 
posea™ y que en virtud del contrato es responsable de todo 
impedimento que seponga al locatario para el uso 6 goce de la 
cosa <art. 1526, C. Civil). 

2 a Que según lo enunciado en la demanda, la presente causa 
veraa sobre que se ha impedido, aminorado, ó creado embara- 
zos al goce dellocatario. caso que está previsto y resuelto en el 
artículo H15 del Código Civil, en el aentido deaer una obliga- 
cton del contrato de locación, que, como todas las obligaciones 
de loa contratoa que no tienen forma especial para hacerlas 
efectivas, deben llevarse á efecto en la forma ordinaria. 

Por estas oonaideracionea, fallo: declarando impróbente la 
acción de interdicto deducida, sin perjuicio de las acciones 

ordinarias que puedan corresponder^ cou costas. Notifiques 
original y repóngase el sello, 

m 

Isidoro Atbarracin. 



Bueno» AirfiB, Enero 18 de 1887. 

Vistos y considerando: 

Primero; Que el demandado, Doctor Don Domingo Fernan- 
dez no ha desconocido la verdad de los hechos que airven de fun- 
damentoá la demanda, limitándole á alegar en su deacargooue 
habiéndose reservado por su contrato do arriendo cou el de. 
mandante el derecho á ocupar una determinada fracción del 



FALLOS DE LA SU FAENA CORTE 



campe arrendado un año después de comenzado á rejir aquel, 
dando aviso anticipado de seis meses al locatario y cumplido 
de an parte en oportunidad coa la trasmisión de ese aviso, pro- 
cedió con perfecto derecho en la ejecución de los actos de que 
se querella el demandante, que según instruyen los escritos de 
foja ochenta y cuatro del espediente agregado y diez del presente, 
consisten en haber penetrado violentamente con quince hombres 
al campo en cuestión y ocupado una parte de él á título de dueño, 
destruyendo los cercos y espantando las haciendas del deman- 
dante, é iniciado en la misma trabajos de cerramiento, con el 
propósito de privar á aquel de todo uso y goce en dicha fracción. 

Segundo: Que en presencia de estos antecedentes y consti • 
tuyendo los actos relacionados vías de hecho bien caracteriza- 
das contra la ocupación y uso y goce del demandante, aún 
cuando este en su carácter de mero locatario carezca, como lo 
afirma la sentencia apelada, de las acciones posesorias propia- 
mente dichas, que la ley solo acuerda al poseedor con ánimo de 
dueño, es evidente su derecho á ser defendido y amparado por 
la vía sumaria que ha deducido, en aquella ocupación y goce, 
pues es elemental que 4 nadie le es dado de propia autoridad 
hurtar violentamente 6 por vias de hecho la posesión de otro 
cualquiera que sea la naturaleza de esta, prescribiéndolo así el 
artículo dos mil cuatrocientos sesenta y nuerVdel Código Civil, 
y más esplfcitamente aún el dos mil cuatrocientos noventa, 
según el cual todo el que por los medios enunciados es 
privado ya de la posesión ya de lamerá tenencia de un inmue- 
ble, es autorizado i instaurar las acciones necesarias para que 
las cosas sumariamente se restablezcan al estado en qne antes 
se hallaban, sin que para ello necesite probar otra cosa que la 
detentación material y la vía de hecho que dá lugar á la acción, 
Tercero; Que no se opone absolutamente á estas conclusiones 
la clasificación que el demandante ha creído deber dar á su ac- 
ción, pues debiendo los jueces resolver según la intención real 
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de Jas partes y la verdad probada en ai f os, y resultando aque- 
lla acción perfectamente fundada en ¡>u objeto esencial, á sa- 
ber: la restitución y amparo en la ocupación y goce de que el 
demandante ha sido privado, no puede denegarse á este su de- 
recho puramente por la incorrecta clasificación de su acción. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja treintayse declara que ol demandante D, Julián Socas debe 
ser restituido en la libre ocupación de la fracción de campo do 
que ha sido privado por el demandado, sin perjuicio de las ac- 
ciones que á este correspondan, ya en virtud de su contrato 
con aquel, ya en virtud de su derecho de propietario, para ha- 
cerlas valer en la forma correspondiente, 

Kotiffquese con el original, repónganse los sellos y devuél- 
vanse los autos. 

I. B. GOROSTIAGA. — i. DOMINGUEZ. 
— L LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
ID AUGUREN. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA VII 




y Tudor t contra Samson y 

de ana carta 



Sumario. — La correspondencia dirigida á un tercero, no 
puede ser objeto de compulsa para prueba. 



Caso, — Los señores Moore y Tudor, por haber tomado sobre 
silos señores Samson y C* el valor de un casco de vino, del 
cual aquellos hacían cargo al capitán del vapor Saint üeorge, 
demandaron á estos, y en el término de prueba pidieron la com- 
pulsa de una carta que Samson y C* habían escrito á sus comi- 
tentes en Europa, sobre la reclamación materia de la demanda. 



litónos Aires, Maro 39 d.; 188fi. 

Nu ¡nenio lícito eüijir la presentación dú la correspondencia 
de un tercero, no ha lugar. 

Tedia. 
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Falla de la Suprema Carie 



Buenos Airus, Huero 18 de 1887. 

Vistos y considerando : 

Que cualquiera que sea el carácter que se atribuya en 
cien á los demandados, al capitán del vapor Saint fieorge, 
i quien se dice dirijida Ja carta cuya compulsa se solicita, es 
decir, ya se tome á aquel como representado por estos y dueño 
verdadero del pleito, ya como un tercero estrato á "¿1, aquella 
petición es siempre improcedente, p„es en el primer caso el 
secreto de dicha carta se hallaría defendido por los principios 
legales que impiden interrogar judicialmente al mandatario 
sobre Jo que lia sido materia de comunicación confidencial, ver- 
bal 6 escrita, entre él y su mandante, y en el segundo, por la 
disposición del artículo mil treinta y seis del Código Civil. 

Que el hecho sodo de la tradscripcion de dicha carta en el 
libro copiador de los demandados, no altera estos principios, 
ni quita á aquella carta sus caracteres propios. 

Por estos fundamentos : se coulirma con costas el auto ape- 
lado de foja dos, cuaderno do prueba, y previa reposición de 
sellos, devuélvanse los autos. 



J. DOMINGUEZ. — l LADISLAO FRIAS (eil 

disidencia). — Federico ibargüren. 

— C.S, DE LA TORRE. 



DISIDENCIA 

Vistos y considerando; 

Que los demandados tienen interés en esta causa, tanto 
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como consignatarios del buque, cuanto por haber asumido la 
responsabilidad que espresan eu la contestación á la demanda, 
esto es, de pagar el Tino en cuestión, en la forma que allí 
indican; 

Qne los contratos comerciales pueden justificarse por loa 
libros que los comerciantes deben llevar indispensablemente, 
entre ellos el copiador de cartas, cuya exhibición general 6 
parcial puede decretarse en los casos y en la forma qne la ley 
comercial prescribe (atts. 55, 71, 72 y 192 del Código de Co- 
mercio); ' 

Que la copia do la carta, cuya presentación se pide so haga 
en dicho libro copiador, es sobre la cuestión de que se trata, y 
se encuentra en el mismo caso que los asientos 6 artículos de 
los libros de contabilidad, desdo quo á este respecto la ley no 
hace distinción alguna; 

Que siendo esto asunto comercial, no esta sujeto á la ley 
civil ; y por lo tanto aún suponiendo que el capitán del buque 
á quien se dirigió la carta, fuese un tercero respecto á los liti- 
gantes, no es esplicable en este caso la disposición del artí- 
culo 1036, del Código Civil, siuó las prescripciones referidas 
del de Comercio ; 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de f. 2, y se 
declara que los demandados deben eihibir el libro copiador de 
cartas para su reconocimiento en la parte relativa á la cues- 
tión, y en la forma que dispone el artículo 72 citado del Có- 
digo de Comercio. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

V LADISLAO FRIAS. 
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VAVMA VIII 



Ki Dr. B. Angel Ovejero, contra los miembros de la Junta 
Escrutadora de la Provincia de Salta, por infracción de la 
ley de. elecciones ; sobre recusación. 



Sumario. - Interpuesta la demanda juntamente cou la 
recusación del juez, no puedo desecharse aquella sin resolver 
previamente sobre la recusación. 



too. — El Dr. Ovejero demandó ante el Juez de Sección de 
Salta á los miembros de la Junta Escrutadora, por infracción 
de la ley de elecciones nacionales, y recusó i dicho Juez por 
ser uno d? i-- j— - 1 



F*l¡o d«l Juts F«*« m | 



Salla, Marzo 29 de 1886. 

Ocurra a donde corresponda, prévia copia en forma que sacará 
i secretario para el Archivo. 

Figueroa. 
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Fftll» de I* lupraw Carie 

Bueno» Airea. Enero 20 de 1887. 

Vistos y considerando : 

Que deducida conjuntamente con la demanda la recusa- 
ción del Juez de Sección, este no ha podido desechar la pri- 
mera sin proveer antes lo correspondiente sobre la última, por 
ser esta de previa resolución, según la ley ¡ se revoca el auto 
apelado de foja diez y siete, y devuélvanse los autos al Juez 
de Sección para que proceda á proveer lo correspondiente sobre 
la recusación. 

J. DOMINGUEZ. — t LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO 1BARGUREN. - C. S. DE LA 
TORRE. 
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CAUSA IA 



Fl Dr. IK Abel Miranda, contra D, L\u$lhigurt, 
por cobro de honorarios 



Sumario. - i- J, a demanda por cobro de honorarios deven- 
gados en pleito , eff nido ante Ion Tribunales Ordinarios, debo 
ventilarse ante estos. 

* La contestación de la demanda hecha por el extranjero 
ante los Tribunales ordinarios, importa la prorogacion de su 
jurisdicción, aunque se haya declarado nulo todo lo obrado 



-Se comprende leyendo el 



r«ll« M weémwml 



Aires, Octubre 11 de 1881. 

Y vistos : estos autos seguidos por el Dr f Miranda» D. Abel 
contra D. Luis ITuguet, por cobro de honorarios profesionales! 
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í" Que la acción deducida por el Dr. Miranda se funda en el 
hecho de haber patrocinado á Doña M¡iria Filip en un juicio 
que esta inicio reclamando alimentos para dos hijos sujos me- 
nores de edad, cuya paternidad atr i bufa al demandado Huguet, 
y que por la contestación de este se convirtió en juicio de filia- 
ción natural, terminado por la sentencia de la Cámara de Ape- 
laciones de lo Civil t corriente á f... del espediente agregado para 
mejor proveer, que declaró probada y establecida la referida 
paternidad. 

2" Que Huguet, conformándose con la autoridad de la cosa 
juzgada, desconoce sin embargo que de ella proceda relación 
alguna de derecho entre él y el Dr. Miranda, que le imponga la 
obligación de pngar sus honorarios, así como que este tenga 
acción derivada de ley ó derecho que lo autorice á proseguir 
contra el el cobro de trabajos ó servicios profesionales que 
no le ha encomendado. 

Y considerando : 

t ■ Que esta misma cuestión fué promovida por el Dr. Miran- 
da ante el seüor Juez Dr. Molina Arroten, con el escritode f..* t 
pues fundándole en que había defendido con éxito favorable á 
los hijos de Luis Huguet un el juicio sobro filiación natural, 
pedía que su apoderado manifieste en el acto de su notificación 
si estaba conforme con la suma de mil doscientos posos nacio- 
nales en que estimaba sus honorarios, manifestación que aquel 
rehusó hacer, fundándose en que su representado no había sido 
condenado en costas, y por lo tanto no estaba obligado á abo- 
nar dichos honorarios. 

2° Que después de oír nuevos fundamentos legales aducidos 
por el Dr. Miranda en el escrito de f. 3, sosteniendo que ¿1 no 
había defendido ú Doña María Filip sinó á los hijos de Don 
Luis Huguet; que aquella nada había ganado, pues nada de- 
mandaba, habiendo intervenido pura y eselusivamente en 
representación de sus hijos menores ; que siendo en esas con* 
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dieiones acreedor de 1,, hijos lo es á la vez del padre y puede 
por tanto cobrar i 0, e , importl . d , los ^ m ¿ ¡ 

2t5 *? M ? taÍ0> ' O» 9 Huguet está oWigado i ,. respeto 
como lo estarla de cualquiera otra persona ,.. Hubiese sumi- 
nistrado alientos 4 sus hijos menores, í hecho gasto, necesa- 

TV* ' < "' 0,,C "-' dÍCh0 MfiM Ju<!z iiM ■> «»to de 
f. 16, declarando á cargo de Huguet los honorario, reclama- 
dos por el Dr. Miranda, y mandando que se haga la manifosla- 
«on ante» ordenada respecto 4 la cuenta presentada. 

*Z.? W " e ," te la P»" Bd « E »E<«t interpuso recursoda 
ap«on solamente por considerarlo agraviante i aus dém- 
enos é .ntereses, , la Cámara, fundándose en que CB U senten- 
«a que ella hnbia pronunciado aquel no había sido condenado 
a pándelas custa. del juicio, j que de .utos resoltaba que 
Miranda habla patrocinado á Doña Maria Filip, y no i Huguet 
n. apareciendo a la simple ri.ta una obligación de pagar Lo-' 
ranos declarados por sentencia en relaciones de derecho entre 
abogado y cliente, revocó dicho auto, quedando de oon.igni.nt. 
establecido no Un solo que el apoderado de Hngnet no estaba 
obligado A hacer la manifestación intimada, sino que no eran á 
cargo de aquel loa honorarios que se intentaba cobrarle, pues 
ambas proposiciones asertiva, y en su parte dispositiva conté- 
nía dicho auto. 

* Que si bien esta sentencia puede ser considerada nuk por 
haberse violado las reglas de procedimientos en el juicio pravo- 
cado por eI Dr. Miranda, y I», que pre , criljfl el Jirtícu]o 2|? 
de la lev de enjuiciamiento para , u redacción, la parte agra- 
viada „o hizo m^to de este recurso, sin duda porque consi- 
deró más resaltante su injusticia, ó porque limitándose á la 
apelación, se evita las molestias, perjuicios y contingencias de 
un nuevo juico, y la Cámara de Apelaciones qu, pudo declarar 
la nulidad, se limitó también á revocar el auto, quedando sub- 
l P° r el asentimiento de las partes e i m - 
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puesto el sello de la cosa juzgada, sin más recurso, con arreglo 
á lo dispuesto en la segunda parte del articulo 238 del Código 
de Procedimientos, sobre las dos proposiciones del auto ape- 
lado, 

5 Q Que la declaración de aquel Tribunal contenida al final 
del auto de foja H, dejando á salvo los derechos del Dr. Mi- 
randa para demandar eu el juicio correspondiente el pago de 
bus honorarios, no puede ser jurídicamente interpretada, dauos 
los antecedentes que quedan espuestos, sinó con respecto al 
juicio que dicho letrado podría promover contra Dona María 
Filip, ó cuando más, con respecto a" las acciones de esta á nom- 
bre de sus hijos menores contra Huguet, si hubiera do enten- 
derse que los gastos causídicos están comprendidos en la pres- 
tación de alimentos, pues do otro modo el Tribunal habría 
incurrido en una verdadera incongruencia, abriendo el camino 
A un nuevo pleito que acababa de terminarse entre las mismas 
partes j con ü mismo objeto, y precisamente por la misma 
causa petendi ; cuando, por otra parte, nadie so había quejado 
de la rápida y especial sustanciaeiou que el juez impuso a la 
causa. 

6" Que si bien lo espuesto bastaría para justificar el rechazo 
de la demandu interpuesta por el Dr. Miranda, pues aunque 
la parte de Huguet no ha Lecho mérito de esta defensa, el 
juzgado puede hacerla valer, porque consta en el espediente, 
y está comprendida entre aquellas que es permitido á los jue- 
ces suplir de oficio, por cuanto interesa al Orden público la 
estabilidad de los fallos judiciales, y que tengan fin los proce- 
sos, llégase al mismo resultado entrando en el siguiente orden 
de consideraciones sobre el fondo de la nueva demanda. 

7°j Que tratándose de honorarios pruicsionales devengados 
en juicio contencioso, es la sentencia definitiva que termina el 
pleito, la que lija á cargo de quién deben ser, con sujeción al 
1 8* t 1 'el 3 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Código do Procedimientos para los Tribunales do la Capital 
cualquiera que sea. por otra parte, la naturaleza do la cuestión 
ventilada, siendo do consiguiente la cosa juzgada la única 
fuente jurídica de obligaciones sobre cualquier capítulo perte- 
neciente ó comprendido en Ja condenación en costas, y como 
la sentencia linal que impuso a Huguet la paternidad que te 
atribuíala María Filip patrocinada por el Dr. Miranda 

no porte d* rC8reCtn C0 " deüaCÍím es claro < l ue * allí 

tada por este. C '° D e ^ eTC * 

$* Que además, la cosa juzgada solo croa relaciones direc- 
tas de derecho entre las partes interesadas en el pleito 6 que 
se hacen dueñas de él ; de modo que solo á estas compete ac- 
ción para repetir contra la parte que fuere vencida, en el su- 
Presto de haber condenación encastas, las sumas pagadas por 
defensas profesionales ú otros gastos causídicos, y de ningún 
modo á los letrados sobre quienes ningún efecto produce el 
cuasi contacto de litis contestación, cuya acción está regida 
por las reglas del contrato de locación de servicios, el cual solo 
Jas produce paralas partes contratantes. 

9" Que si bien la sentencia definitiva declara un l, cho que 
poi su naturaleza remonta al instante mismo de la generación 
del hijo, sus consecuencias y efectos legales no se retrotraen n 
ese momento, produciéndolos solo desde n.ue adquiere la fuerza 
de la eosa juzgada, de suerte que ninguna responsabilidad cabe 
al padre obligado a aceptar una paternidad por sentencia en 
los actos y obligaciones de los hijos, anteriores ú la sentencia. 

iO* Que este principio no reconoce otra escepcion, si tal 
puede llamarse, que la consagrada en el artículo 395 del 
C ud.go Cml, que faculta al Juez desde el principio de la causa 
pm decretar la prestación «le tasespensas del pleito, y esto en 
el mismo caso de justificarse absoluta Taita do medios para 
seguirlo, de donde so deduce que, por 
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debe seguirse 4 costa del que lo inició, y en este sentido es 
igualmente improcedente la demanda, puisto quo el hcclio de 
la conclusión del pleito, sin que se baya requerido esa presta- 
ción, demostraría que no faltan los medios para seguirlo. 

ii° Que tratándose do una paternidad desconocida 6 contes- 
tada, solo adquiere el carácter de verdad legal desde que quedó 
consentida la sentencia finat t tanto para el declarado pudre 
como con relación ¿terceros, así es que desde ese momento, y 
no antes, surgen los derecho* y obligaciones de la patria potes- 
tad, en los cuates parece buscar sus fundamentos el Dr. Mi- 
randa para demandar al padre la retribución do servicios pres- 
tados en beneficio de los hijos; pero como estos io han sido con 
anterioridad á la existencia legal de las obligaciones inheren- 
tes á la paternidad, es también improcedente, bajo este punto 
de vista, la acción instaurada contra Huguet, como lo sería la 
de cualquiera que hubiera prestado á los hijos alimentos ó su- 
mas de dinero, pues debe presumirse que el que tal hizo ¿quien 
no tenía padre legalmente reconocido, ni medios para satisfa- 
cer sus obligacionas, entendió efectuar una liberalidad y no 
obligar eveutuatmcnte á un tercero desconocido todavía ante 

ln luir 



Por estos fundamentos, fallo, absolviendo d Ü. Luís Huguet 
de la demanda deducida, debiendo cada parte pagar sus costas. 



Tedin. 



Tmitrn á* I* Corle 



Buenos Aires. 



Je 



Vistos en apelación estos autos seguidos por el Doctor I). Vbcl 
Miranda contra Don Luis Huguet, para obtener el pago de los 

lo de Dona María Filip devengo* 
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en el jtiicio promovido por esta contra el citado Huguet, para 
obligarlo á reconocerla paternidad de dos hijos naturales habi- 
dos en ella. 

Y considerando: Primero: Que los autos sohre íiliacion de 
que proceden los honorarios del demandante, se iniciaron y 
siguieron hasta su conclusión definitiva ante los Tribunales de 
la Capital. 

Segundo: Que no siendo el cobro de ellos sino un incidente 
del juicio en que se devengaron, su conocimiento y dtóion 
corresponde á los jueces que entendieron cu dicho juicio» como 
lo reconoce el mismo Doctor Miranda en su escrito do foja trein- 
ta y ocho, y lo tiene decidido esta Suprema Corte cu l is resolu- 
ciones que se registran en la serie segunda, tomo primero, 
página cuatrocientos ocho, tomo cuarto, página doscientos 
cinco, y tomo diez, página trescientos catorce de sus Fallos. 

Tercero : Que de conformidad á lo establecido en estas deci- 
siones, el Doctor Miranda inició su demanda ante los jueces 
que conocieron en la causa principal, ante quienes la contestó 
también el demandado en su escrito do foja dos, sin declinar 
de jurisdicción. 

Cuarto : Que si bien ta segunda instancia se declaró sin 
efecto el procedimiento sumario seguido en primera, y dejá- 
ronse á salvo los derechos del Doctor Miranda para hacerlos 
valer en el juicio correspondiente, esto no quita la jurisdicción 
de dichos jueces, ni hace que la demanda por cobro de hono- 
rarios no haya sido radicada ante ellos, por la contestación del 
demandado. 

Quinto: Que con arreglo á lo dispuesto por el artículo ca- 
torce de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, una vez radicado uu juicio ante los Tribunales 
de Provincia, ya sea por haber el extranjero interpuesto ante 
ellos su demanda, ú por haberla contestado, siendo demandado, 
sin oponer la escepcion do declinatoria, debe sentenciarse y 
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fenecerse en la jurisdicción provincial, y solo puedo apelarse 
para anta la Excelentísima Corte en ios casos previstos, por el 
artículo citado. 

Sewto i Que, por consiguiente, Don Luis Huguet, no ha po- 
dido declinar la jurisdicción de los jueceB de la Capital, no solo 
por tratarse de un incidente del juicio principal seguido ante 
ellos, sinó por haberse sometido á su jurisdicción contestando 
la demanda por cobro de honorarios, ni ol Doctor Miranda ha 
podido aceptar esta declinatoria para reproducir ante el Jaez 
Federal esa misma demanda radicada ja ante la justicia ordi- 
naria de la Capital. 

Por estos fundamentos, y de conformidad á los artículos pri- 
mero y tercero de la ley de Procedimientos se declara que la 
Justicia Federal es incompetente para conocer de dicha do- 
manda. Notifíquese con el original, y repuestos los sellos, 
devuélvase, 



J. D. COROS! ÍACA. — J, DOMUIGL'EZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 111AH- 
ClKEK. — • C, S. DE LA TOARE. 
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Don AnacMo y Don Mateo (Inoste, contra íhn BMW fíunge, 
por cobro ejecutivo de pesos, 



Sumario, - i- La omisión del embargo no es un defecto que 
anula el procedimiento cu el juicio ejecutivo- 

2 6 La acción por colro de pesos procedente del contrato de 
venta de un inmueble, os una acción personal. 

3" La obligación do pagar en oro sellado, debe satisfacerse 
en oro, ó en billetes do curso legal por su equivalente. 



Caso. — Se refiere en el 



Folla del Juez Federal 



Dueños Aires, Abril 7 dVl&K. 



Y vistos autos iniciados por ejecución entablada por Don 
Crescencio Echevarría, un representación de D. Mateo y Don 
" ,et0 Uri03te ' coatra u EnUüo Buugo, para el cobro de 
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un crédito hipotecario, por valor de veinte j siete mil ochenta 
y seis pesos y dos décimos fuertes oto sellado, resultantes de 
saldo líquido en el precio de venta que los ejecutantes hicie- 
ron á favor de Bunge de un» ostaucia eu el partido de Juárez, 
bajo de las bases y condiciones que se detallan en la escritura 
de foja Í* ( con la que se ha instaurado la ejecución, pasada 
en esta Capital ante el Escribano Tulio Méndez, con fecha 2 
de Abril de 1883; y considerado : 1" Que instaurada la eje- 
cución y notiíicado el deudor del decreto tic sofocado y antes 
de la citación de remate, presentó escrito á fuja 17 oponiendo 
la escepciou de incompetencia á este Juagado, f uu d;ido en 
que en la demanda se deduce una acción real, pues que se per- 
sigue el cobro de un crédito hipotecario, y resultando esto 
de una escritura pasada en la provincia do lluenos Aires, y 
ubicado el inmueble hipotecado en el partido de Juárez de la 
misma provincia, la jurisdicción corresponde al Juez de la 
situación del inmueble soguri lo establece el artículo 4» del 
Código de Procedimientos de la Provincia vigente en la Capital 
de la República. 2° l¿uo corrido traslado de este escrito se 
contestó á foja 21 fundando Ja jurisdicción de este Juzgado 
en la jurisprudencia uniformemente seguida por las resolucio- 
nes que se cita, de la Corte Suprema, las que establecen que 
las acciones reales pueden ejercitarse ante el Juez del lugar 
délos bienes ó el del domicilio del deudor. 3 o Qne concedido 
al deudor por equidad un nuevo término de tres dias para 
que dentro de él, pueda oponer todas las escepeiones que viere 
convenirle, las que serian resueltas juntamente con la do 
incompetencia, en mérito de las consideraciones espuestus en 
el auto de foja 20, se presentó á foja 33 reproduciendo su 
escrito de foja 17 en lo relativo i la escepciou de incompe- 
tencia y deduciendo, además, la de inhabilidad del título para 
cobrarle en oro la cantidad demandada, la que ha estado y 
ostá resuelto siempre á abonarla en billete* de curso forzoso, 
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como corresponde por tratarse de una obligación anterior al 9 
de Enero de 1884 y comprendida como tal en el decreto de 
curso forzoso aprobado por Ja ley de 5 de Octubre de 1884, 
aduciendo además como comprobante de haber sido esta la in- 
teligencia dada por los contrayentes al contrato, el hecho de 
haber ofrecido en pago de los intereses j recibídose por el 
acreedor, con posterioridad al decreto de Muero 9 de 1884, su 
importe en billetes de curso forzoso por su Talar escrito, ne- 
gándose recién ahora, y en pago del capital, cuando el agio 
habia elevado el desmérito de Jos billetes á una cuota consi- 
derable. 4* Que en contestación a este escrito, los acreedores 
reproduciendo los precedentes invocados en sosten de la juris- 
dicción de este juzgado, se oponen ala nuera escepciou dedu- 
cida de inhabilidad del título, demostrando que la obligación 

en la 



que prosiguen debe ser pagada en oro como 
escepciou contenida en el artículo 3" do la Ley do Octubre 
de 1884, no solamente por haberse insinuado su importe en 
pesos fuertes, que según la resolución de Ja Suprema Corte, 
de Febrero 6 de 1880, recaida en los autos do los Sres. Gow- 
laud ó hijo contra Uallmann y O, importa la designación de 
moneda es D ecial, sino también á mérito do las espresiones 

wra de foja K 5' Que reducida la cues- 
se desprende do los precedentes enunciados, á 
averiguar si ta ubicación del inmueble hipotecado determina 
Ja jurisdicción esclusira del Juez de su situación, y si la obli- 
gación hipotecaria contenida en la escriturada foja 1*, por si 
6 en atención al heeho alegado por el deudor y no contradicho 
por los acreedores de habérseles ofrecido y aceptado, con poste- 
rioridad ti decreto de 9 de Enero de 1884, el pago de los 
intereses en billetes de curso forzoso, no es necesario abrir el 
término de prueba quo proviene el artículo 271 de la Ley de 
Procedimientos, no habiendo hechos controvertidos y siendo 
aplicables al juicio ejecutivo las recomendaciones esplicitas 
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del artículo 19 de la Loy de Procedimientos y de las Leyes 7, 
título 14, Partida 3-, y 5\ título 10, libro 2\ Recopilación Cas- 
tellana, 6 o Que la jurisdicción de este juzgado está suficien- 
temente justificada, no solamente por la vecindad en esta 
Capital déla parte demandada, lo que surte fuero general para 
todas las acciones de cualquier naturaleza cu que figure como 
demandado, según expresamente lo determinan las Leyes 32, 
titulo 2?, Partida 3', y 8', título 3', libro 4°, Recopilación Caste- 
llana, y artículo 100, Código Civil, lo enseñan los prácticos y 
forma la jurisprudencia uniforme establecida por la Corte en 
los casos recordados por los demandantes sinó muy especial- 
mente por loque se desprende do la escritura de foja 1\ contra 
lo alegado por el deudor, de haberse constituido la obligación 
ea esta Capital sin designación especial de otro lugar para 
verificarse el pago, lo que supone debe ser hecho en el de la 
obligación (artículos 102y747, Código Civil). 7° Que la* designa- 
ciones contenidas en la escritura hipotecaria de foja 1", con 
relación a" la clase de moneda en que debe efectuarse el pago, 
no dejan duda alguna sobre la intención de las partos de esti- 
pular en moneda de oro, llegando hasta renunciar los derechos 
que pudieran crear disposiciones posteriores, habiéndose rea- 
lizado posteriormente con la promulgación del decreto de 9 de 
Enero y Ley del 15 de Octubre de 1884 el hecho previsto por 
las partes, y para cuyo advenimiento habían dejado espesa- 
mente los contrayentes definitivamente lijada su posición 
respectiva, 8' Que estas renuncias y previsiones de los contra- 
tantes, lejos de sor prohibidas como opuestas á una ley de 
órden público, están espresameute autorizadas por la ley de 15 
de Octubre de 1884, que no comprende una aprobación, sin 
reserva, del decreto gubernativo de de Enero, sinó calificada 
por las limitaciones y excepciones comprendidas en su artículo 
3 o , desprendiéndose claramente de sus términos y luminosa 
esposicion que do su* propósitos y alcance hizo el Senador 
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i, m licujjiq de su sanción, que se trataba de una ley 
dirjjida á salvar perturbaciones económicas que obstaban la 
marcha regular de los Bancos y nó de una ley de urden público 
dirtjida á contrariar la libre voluntad do los contrayentes, Y 
9 o Que la aceptación en pago do los intereses en billetes de 
curso forzoso no altera en nada la posición respectiva de los 
contrayentes con relación al capital, tanto porque la novación 
no se presume {artículo 812 del Código Civil), cuanto porque 

de las obligaciones accesorias no 




obran sobre la obligación principal (artículo 




declarando no haber lugar á las 
escepciones de incompetencia í inhabilidad del título opuestas 
por la parte de Don Emilio Unnge. En su consecuencia, llévese 
adelante la ejecución entablada contra él por Üon Crescendo 

Urioste, por la cantidad de veinte y siete mil ochenta y seis 
pesos con dos décimos Tuertes, cantidad que deberá ser pagada 
en oro, ó en su equivalente en billetes de curso forzoso, al 
precio en plaza el din del pago, de acuerdo al artículo 3 o de la 
ley de 15 de Octubre de 18&Í, siendo ¡i cargo del ejecutante 
las costas del juicio. Hágase saber, notifíquese con el original 
y repónganse los sellos. 



Andrés Vgarriza. 



Falla 4* la Suprema Carie 

Buenos Aires, Enero 27 de 1887 

Vistos: Considerando que la omisíun del embargo en que se 
funda el recurso de nulidad no ha sido opuesta en primera ins- 
tancia, ni constituye un defecto de los que por espresa dis- 
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posición de derecho anula el procedimiento; que la acción 
deducida es la personal por cobro de pesos, nacida del contrato 
de compra-venta de que procede el crédito que se reclama ; 
por estos fundamentos y los del auto de foja cuarenta y nueve, 
ae confirma este con coatas. Devuélvanse los autos y repónganse" 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
«LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 1BAR- 
CCREN. — C. S. DE LA TORRE. 



Don Antonio E. Suarezy Don Estevan F. AchincUi, en recurso 
contra ta Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capital, 
por denegación á inscribir el titulo de Escribano Público. 



Sumario. — La denegación ú inscribir en los Registros de la 
Cámara de Apelación en lo Civil de la Capital un título de 
Escribano Público otorgado en Ja Provincia de Buenos Aires, 
mientras no se llenen Jas condiciones de eximen y 
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malidados prescritas por la Ley Orgánica de los Tribunales de 
la Capital, no es contraria á la Constitución ni i 
nacional. 



■ •. 



Caso.— Está referido en el fallo de la Suprema Corte. 



VISTA DEL SESOft PnoCL'llADOR GENERAL 



Uuenus Airea. Setiembre 7 de 1886. 

Suprema Corte : 

Al negar el registro que solicitaban los recurrentes, la Cá- 
mara de Apelaciones de lo Civil ha entendido ajustarse á lo 
que sobre la materia dispone el título 12 de la ley que orga- 
nizo los Tribunales de la Capital. 

Su resolución no es una sentencia, no habiendo existido 
pleito, ni demanda ni respuesta, y no ha podido, por consi- 
guiente, Teñir á esta Corte por via de apelación. 

Pero se dice que es contraria á la Constitución, y qne como 
tal corresponde á V. E. reformarla. 

Observar»', en primer lugar, que no e« la misión de V. E. 
intervenir en todos los casos en que un precepto constitucional 
se considere vulnerado, sino en aquellos que especifica el 
articulo 100, y en la forma que el siguiente determina. 

La Cámara de lo Civil ha usado de un derecho propio al 
rehusar la tomado Tazón de títulos que no encontraba en las 
condiciones de la ley. Ha podido equivocarse ; ha podido herir 
derechos amparados por la Constitución, sin que V. E. sea por 
ello llamado á reparar el t-rror, como no lo es en los casos en 
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que alguna otra autoridad, obrando en la esfera de sus atri- 
buciones, se separa de lo que la Constitución ordena. 

No veo, por otra parte, en la resolución de la Cámara la vio- 
lación que se pretende. 

El artículo 7% que es el que se supone comprometido, pre- 
viene que los actos públicos y los procedimientos judiciales de 
una Provincia gozan de entera fé en las demás. 

La resolución de la Cámara no desconoco que el título pre- 
sentado por los señores Kuarez y Acbinellí sea un título 
válidamente espedido por la Provincia de Ruchos Aires. Lo 
que sí niega, es que eso título sea bastante á atribuir a los que 
lo presentan el carácter de Escribanos de ta Capital, mientras 
no justifiquen que han llenado los requisitos que, para ser tales 
Escribanos de la Capital, exige la ley orgánica dr la misma. 
Be otra manora, sería de todo punto escusado exigir cierta 
competencia para el ejercicio de las profesiones liberales, pues 
bastaría traer un título cualquiera, aunque el que lo presente 
no hubiese hecho estudios de ningún gfnero. 

Preténdese, por último, Iraer este asunto á V. E. al amparo 
de la superintendencia que el artículo 96 de la ley orgánica le 
confiere sobre toda la Administración de Justicia. 

Pero, esta superintendencia se refiere simplemente á la dis- 
ciplina, al buen desempeño de la Administración de Justicia, 
nó á materia de jurisdicción. 

La Cámara de lo Civil ha podido interpretar mal la ley; 
ha podido negar el registro sin razón; podría injustamente no 
considerar bastante la prueba del exámen; pero todo esto nada 
tiene que ver con la superintendencia disciplinaria de esta 
Corte ; ni podria V. E. traer por ello á cuentas á aquel Tri- 
bunal, independiente, como Y. E., en sus funciones propias. 
Pienso que debe V. E. desestimar este recurso. 



Eduardo Costa. 
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Fallo de I» Suprema Corte 

llufiKis Aires, Knero 27 de 1887. 

» el presente recurso do apelación traído 
E. Suarcz y Don I stevan F. Achinelly, de la 
resolución de la Pecientísima Cámara rio Apelaciones en lo 
Civil do esta Capital, corriente á foja tres vuelta, en la que so 
les deniega la inscripción en los Registros Je dich i Cfam de 
sustituios de Escribanos Públicos déla Provincia de lineaos 
Airea. ,nter no tienen las condiciones de examen y demás 
formalidades Rescriptas en el Titulo doce de la Lev bruñirá 
de los Tribunales locales para poder optar al camode Escribano 
lublieo vn la Capital, re.-ur*. rjue los gestionantes fundan 
alegando que ¡a decisión recurrida, en cuanto desconoce actos 
J títulos legítimos autorizados por tos poderes competentes de 
una Provincia, creando limitaciones al ejercicio de una pro- 
fesión dentro del territorio nacional, es contrariad la disposición 
contenidas el artículo séptimo de la Constitución Nacional se- 
gún la cual «los actos públicos y procedimientos judiciales do 
una Provincia gozan de entera fé en las demás > ; que es además 
contraria á la ley misma que se invoca para apoyarla, por 
cnanto esta no coarta ni puede coartar el derecho que todo 
Escribano recibido tiene para ejercer su profesión en la Capital 
o en cualquier lu^ar de Provincia, siempre que justifique debí* 
¡lamente el carácter que invoca; y finalmente, que es también 
mvasora de la superintendencia de esta Suprema Corte sobre 
todos los Tribunales de la Capital. 
Y considerando: 

Primero: Que ni el artículo invocado por los gestionantes ni 
ningún otro de la Constitución Nacional, pueden ser interpre- 
tados de manera á acordar a las leyes 6 actos públios de cada 
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Provincia efecto alguno extraterritorial capaz de alterar las 
condiciones ó* formalidades que las demás tengan prescritas 
para el ejercicio de determinadas profesiones ú oficios dentro 
del territorio, sin distinción entre sus propios vecinos y ios ve- 
cinoB de otra, 6 entre residentes y no residentes, pues es un prin- 
cipio consignado en la misma Constitución que cada Provincia 
se dá sus propias instituciones locales y se rije por ellas con 
entera independencia de las demás. 

Segundo: Que mucho menos puede acordarse tal efecto A esos ac- 
tos en relación á las ratificaciones necesarias para el ejercicio de 
Jos cargos públicos en los distintos ramos que abrazan la admi- 
nistración interna y el gobierno propio de cada localidad. 

Tercero: Que lo que se dice de las Provincias entre síes aplicable 
con mayor razón al territorio de la Capital, gobernado por 
una lejislacion esclusiva y suprema, según la misma Cons- 
titución. 

Cuarto: Que por consiguiente, conveniente ó inconveniente en 
el terreno de las relaciones mutuas entre Provincia y Provincia 
ó entre una de estas y el territorio de la Capital, la decisión 
recurrida no afecta sin embargo derecho alguno especialmente 
consagrado por la Constitución, ni se halla bajo esta faz en 
ninguno de los casos previstos por el artículo catorce de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales. 

Quinto: Que del punto de vista de la Ley Orgánica antes citada 
tampoco es dicha resolución recurrible, porque no se invoca 
cláusula alguna du aquella ley 6 de otra que funde el derecho 
reclamado y dé lugar al ejercido de la jurisdicción de esta 
Corte. 

Sesto: Finalmente, que tampoco puede serlo del punto de vista 
de las atribuciones de superintendencia invocadas pur los re- 
clamantes, porque aún admitiendo como materia de esta lo 
relativo al punto en cuestión, aquellas atribuciones, en relación 
á los Tribunales que funcionan sin el carácter 
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esta ^ Capital, han sido deferid á las respectivas Cámaras de 
Apelacron por la ley de doce de Xoriornbr, de mil ochocientos 
ochenta y seis. 

Por esto, fundamento, y los concordantes de la precedente 
^ta del Señor Procurador General, s,, declara no haber 
mear ni recurso de apelación intermito, y en su consecuencia 
repuestos que sean los sellos, archívense estos autos 



B. COROSTUCA. - J. DÜMINGtEJ!. — 
ILADISI.AO FIUAS. - FEDERICO UtAR- 
CCREN. _C. S. DE LA TORRE. 



4 AUNA XII 



ti. Vicente A. Barrios, contra O. Cárlos Avalas; sobre 
constynacwn de una suma de dinero. 



Sumario. -En las obligaciones contraidas en p e ,os uaciona- 
oro, ó su equivalente en moneda de curso legal, el pago debe 



hacerse en moneda do oro, ó en billetes al cambio corriente píi 
el día de verificarse. 



Cojo. — Se refiere en el 



Y vistos: D. Carlos Avalos, se presentó al Juzgado de Comer- 
cio de esta ciudad, acompañando un certificado de depósito en el 
Banco Nacional, por la cantidad de dos mil trescientos veinte y 
cinco pesos moneda nacional, en billetes del Banco Nacional, y 
espuso: que había sido interpelado para el pago por el Escribano 
Rnidiaz, como fiador que era del deudor principal D. Angel 
Acuña, pero que habiendo querido alionar la cantidad adeu- 
dada, el acreedor se negó á recibir, pn-téndiendo que se le abo- 
nase en oro ó se le pagase también la diferencia entre el valor de 
los billetes j el oro efectivo, por cuyo motivo fué protestado el 



consignación del importe do la deuda y pedía que se declarase 
extinguida la deuda, en virtud de estar bien hecha aquella. 

Que por el decreto de 9 de Enero del presente año, se había 
declarado que los billetes del Banco Nacional eran moneda de 
curso legal para el efecto de amortizar obligaciones contraidas 
con anterioridad á la fecha del decreto a moneda nacional oro; 
y que siendo esta disposición de órden público, no puede ser des- 




virtuada por hechos particulares, cualquiera que sea el perjuicio 




Corrientes, Janio 30 do 1880. 
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Tocablemente adquiridos contra una ley de órden público. Bar- 
rios ocurrió directamente á este Juzgado, pidiendo se declarase 
competente para conocer de esta causa, y resuelto de conformi- 
dad, el Juez de Comercio remitió los antecedentes declarándose 
incompetente por los motivos que constan en autos, relativos 
í este incidente. Corrido traslado de la demanda al acreedor Bar- 
rios, este la contestó pidiendo que no se baga lugar á ella por 
los motivos que espone en su contestación, y teniendo presente 
' por los abogados de las partes, en sus res- 




T considerando ¡ i' Q ue e! pagaré que ha motivado esta cues- 

1 <l ue «Í deudor se obliga á abonar la cañ- 
en pesos nacionales oro ó su equivalente en 
legal, y por consiguiente, no puede ponerse en 
duda que á do haber mediado el decreto del Gobierno, de nueve 
de Enero, sobre incooversion y curso forzoso, el deudor estaba 
obligado á abonar en la forma estipulada y de lo contrario no se 
libraría, pues son espresas y terminantes las disposiciones de 

arcial, ordenándose por el artículo 
. que si la obligación del deu- 
dores de entregar una suma de determinada especie ó calidad de 
moneda corriente nacional, cumple la obl igación dando la espe- 
cie designada, ú otra especie de mo ,eda naciual al cambio que 
corra en el lugar el diadel vencimiento de la obligación, y por el 
artículo 86» del Código de Comercio, que las letras decambio de- 
ben abonarse en la moneda que designen, siendo aplicables á los 
pagarés á la órden, como es el pagaré en cuestión, lo dispuesto 
para las letras de cambio («t. 016 del Código de Comercio) 
Tales disposiciones están de perfecto acuerdo con los principios 
generales de derecho sobre el pago, que prescriben que el dea- 
dor debe entregar al acreedor la misma cosa á cuya entrega se 
obligó, y en las obligaciones de dar cantidades de cosas, el deu- 
dor está obligado á dar una cantidad 
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de la obligación, de la misma especie y calidad. (Arts 740 y 607 
del Código Civil), 

2° Que el decreto del Gobierno Nacional, de nueve de Enero del 
presente año, que h n establecido el curso forzoso do los billetes 
del Banco Nacional, no ha prescrito que esos billetes sean reci- 
bidos por su valor escrito, sitió que se lia limitado á ordenar que 
sean recibidos como moneda legal, por las oficinas nacionales y 
por los particulares, y en tal caso, la interpretación más conve- 
niente con el texto del decreto y con los principios do la ciencia, 
es que el Gobierno no ba tenido el propósito de alterar los con- 
tratos alebrados, ni prohibir que se pudiesen celebrar en ade- 
lante obligaciones á pagar en determinada especie de moneda ó 
en moneda de curso forzoso, por - vajoj |unirlTrr^|ni i lo or- 
denado por el decreto tiene su plena aplicación y los billetes in- 
convertibles del Banco Xaciotial circulan como moneda legal } 
aunque no sean recibidos por su valor escrito; de lo contrario, 
se habría prohibido celebrar contratos á oro ó se habría im- 
puesto penas á los que no quisieran recibirlos sinó por su valor 
corriente. 

3 o Que si bien es cierto que nadie tiene derechos irrevocable- 
mente adquiridos contra una ley de órden publico» también lo 
es que este principio no se encuentra comprometido ni desco- 
nocido en el presente caso, puesto que no se obliga al Banco 
Nacional á convertir sus billetes, ni se trata de que estos no 
sean recibidos como moneda, contra lo dispuesto por el decreto, 
sinó de que aquellos no deban tener un valor igual a) oro, 
cuaudo la ley de orden público que les ha dado curso legal no ha 
considerado conveniente declararlo espresamente, ya porque 
las necesidades que so procuraba remediar no fuesen do tanta 
magnitud que exijiesen esta declaración, ya porque los princi- 
pios de La ciencia y la esperiencia demostrasen que et valor de la 
moneda no se puede decretar, y que sou ¡neíicavcs las medidas 
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t inconvertible ; p ues esta no adquiere 
por esto un valor que no tiene en realidad, y solo producen per- 
juicios en casos particulares, trastornando y desconociendo los 
más claros principios de las ciencias económicas y jurídicas. 

No se destruye, pues, la fuerza y eficacia del decreto de 9 de 
Enero, porque los particulares ha^an contratos que deban cum- 
plirse i oro 6 su equivalente en billetes de curso legal, ni me- 
nos porque se cumplan los ya celebrados en la forma estipulada. 
Unos y otros están bajo el mismo pie, y no pnede decirse que el 
mencionado decreto haya destruido los derecbos adquiridos por 
el convenio de las partes, y que permitiese al mismo tiempo 
destruir su eficacia celebrando contratos para cumplirlos á oro 
con esclusiondel papel inconvertible. Si no se desconoce, pues, 
que el Gobierno no ba tenido el propósito de prohibir á los par- 
ticulares celebrar contratos para cumplirlos á oro aún bajo el 
imperio del curso forzoso, como se practica diariamente, menos 
puede desconocerse que el decreto no se ha propuesto dejar sin 
efecto los convenios ya celebrados. 

4 o Que si bien el Gobierno recibe los billetes del Banco Na- 
cional por su valor escrito, en pago de contribuciones, no obs- 
tante de que el presupuesto nacional está decretado para pagarse 
en oro, esto se ha dispuesto así por conveniencias públicas dt 
que el Gobierno es el único juez, y no puede desconocerse que 
habría podido establecerlo de otro modo, si lo hubiese creído 
conveniente; pero de esto no puede deducirse que se haya que- 
rido alterar los contratos particulares, que son la ley para las 
partes; pues no hay identidad entre uno y otro caso, desde que 
el acreedor particular se opone á recibir otra clase de moneda 
que la convenida, á menos que sea por su justo equivalente. 

5 o Que el decreto de 9 de Enero que establece el curso forzoso 
de los billetes del Banco Nacional, es igual en el fondo ala ley 
de 25.de Setiembredel año setenta y seis, por la cual se autorizo 
al Gobierno Nacional para celebrar un contrato con el Gobierno 
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do la Fro,..¡cia de Buenos Aires, para que el Banco Provincial 
emitiese por cuenta de la Nación hasta diei millones de pesos 
fuertes, pues por una y otra se da curso legal ú forzosa á los 
respectivos billetes inconvertibles, con la diferencia que en esta 
se espresa que los billetes deten ser recibidos p <r su valor es- 
crito en todas las oficinas nacionales. Con escepcíon de un cin- 
cuenta por ciento de los impuestos de Aduana que serán papados 
en moneda metálica de curso legal; o* en moneda corriente con 
arreglo al artículo 67 de la Constitución, mientras que en este se 
dice que los billetes sirún recibidos como moneda legal por las 
oficinas públicas y por tos particulares, sin espresar el valor por 
el cual deben ser recibidos. Ninguna de ellas ha prohibido á los 
particulares celebrar convenios pan abonar en oro, ni ha im- 
puesto penas á los que rehusen recibirlos por su valor escrito 
como lo han hecho algunas leyes sobre curso forzoso en tiempos 
pasados ó en otras Naciones. 

Se ha dejado, pues, el cuidado de determinar las cuestiones 
que surjan á este respecto á los Tribunales, que procedería u con- 
sultando los principios de la ciencia económica j jurídica, Así 
la Corte Suprema ha resuelto varios casos bajo la ley del curso 
forzoso del año setenta y seis» estableciendo que lus contratos 
celebrados ú pagarse en oro deben ser rnmplidos abonando oro 
sellado o su equivalente en moneda ue cu so legal, sea que tales 
se hayan celebrado después de la ley que establecía el 
5, sea que se hayan celebrado antes; de la primera 
son las resoluciones que cita el demandado (st-ric 2\ tomo 
10, págs. 3COá 377. y tomo 11, págs.35á38); de la segunda, es 
el caso entre D. Juan B. Sivori contra D, Juan A. Molina, por una 
letrado ocho mil pesos fuertes, girada y aceptada antes de sus- 
penderse la conversiou de los billetes eu pesos fuertes emitidos 
por el Banco de la Provincia, y vencida después, i ¡Serie 2* tomo 
13, págs, 327 á 330). 
Esta serie de causas resueltas siempre en el mismo sentido 
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perla Suprema Corto, fonn. m jurisprudencia ¡udtacutib.e 
ba , el .«p,™ ,i, ta k . r dl! Cllrs0 forw4o Jc¡ afiú 

L , ,* P Tt UU " Ml '" * ° :lS0S *» «*• No el decreto 8 

«.taocial ,„o pueda ,l,r l,„,,r i ,„r.. ¡mlerp,,ta,. i<M1 
< " Q«e el P ag.ri * ta ,;r,|,„ ,1o „„,-,„ llí<aori , ^ 

2* *" *? ^ N« I» ««*» de U. «• ¡ rtot Avalo, 
e ip r,sa ta .,M¡,ae¡o K de w , .,, ,,,„„ J** 

««ta ™ ««.ta de e UfS0 , ,,. ü:¡ " 
« el »emido de ,„ ,„ «b. Í!M Ho, iu.püoa ,„ „,„;,., 

, la K J dí, " lor '' s I»™ abonar sl)s deudas oa otra e S pec ¡8 
Je con. a nac.ouat, aun,,.,, «ta f« w de „„ valor ¡uferior i ta 
****•» diputada; v poros., m „ t¡ v «, ^ lascM . 
ta, e deodor W*ÉW « ,Mu ,« e S ,d d^tituido de 

anteado por el decreto citado. 

Por estos fumiarnt-ntus, definitivamente juzgando fallo d 
elaro: feto por ol fiador d.-l deüdoruoesU 

° ro ú s » ,» billete, del Dan o N 

.nal e curso l,,al, al cambio corriente en el dia de Verili- 

"l ^ e n ! " F " 7" ^ ^ ^1 protesto ¿£ 

1 d« en qne este se ver.lieó. v las costas del jmcio IWaso á 1. 
tapoticion del Sr. Aralos ,1 d ¡ nero depositado ñor ¿I en 1¡ 
Banco á borden de <«t« Ju^ad... 1 C ' 

Hágase saber con el wigiaal y repóngase. 
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Buenos Aires, Enero 27 de 1887. 

Vistos y Considerando: Que la obligación de foja dos, que 
sirve de baso al presente juicio, se halla estipulada específica- 
mente á oro, habida particular consideración á la diferencia 
de valor con la moneda de corso legal, y en oposición á esta, 
pues en ella se establece que el deudor verificará el pago en oro ó 
en moneda do curso legal con la equivalencia, ó sea el premio 
correspondiente al oro. 

Que por consiguiente, dicha obligación debe entenderse con- 
traída á moneda especial y comprendida en la segunda parte del 
artículo tercero de la Ley de quince de Octubre de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, que prescribe que las obligaciones 
contraidas con designación de moneda especial podrán ser sa- 
tisfechas con billetes de curso legal, solamente por su valor cor- 
riente en plaza : se confirma con costas la sentencia apelada do 
foja cincuenta y cuatro vuelta; y repuestos los sellos devuél- 
vanse los autos. 

J. B. GOROSTIACA. — J, DOMINGUEZ. — 
FEDERICO IBARCUREH. — C. S. DE LA 
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CAUSA XIII 



U. Ovidio Lagos contra la $Ü$*fó¡ Pwt&m A 'fricóla é fn* 
dustrtat de ttio Janeiro; sobre cumplimiento de un con- 
trato de venta. 



Sumano.-i° El vendedor de buena K que se halla imposibili- 
tado para entregar la rosa al comprador que no quiere esperar 
que cese la imposibilidad, esta obligólo solamente á devolver el 
precio recibido y sus intereses, 

2* El precio debe devolverse, en tal caso, en la misma espe- 
cie de moueda que se recibió. 

3* Habiendo sido pagado en pesos moneda nacional oro la 
restitución debe hacerse en pesos oro, o en billetes do curso 'le- 
gal por su valor equivalente á pesos oro. 



Caso. — So refiere en el 



K0M M Jyei Wmémi 



Rosario, Julio Si) de 1885. 

Vistos; resulta de estos autos: Primero : Quo por el instru- 
ínento público corriente a f. ! t atendido en J°< 
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1883, D. Saturnino da Costa Guimaraes, en representación de 
la cCompaíiía Pastoril Agrícola é Industrial», establecida en 
Rio de Janeiro, vendió al Dr. I). Ovidio Lagos, de esta ciudad, 
por la suma de cinco mil seiscientos oche uta y tres pesos mone- 
da nacional oro, de los cuales se declaró el vendedor recibido, 
dos terrenos ubicados á inmediaciones del pueblo de San Lo- 
renzo, el primero, y en esta ciudad el segundo, con la ostensión 
y límites demarcados á foja 3. 

Segundo: Que diciendu no habérselo hedió entrega del pri- 
mero, y afirmando además hallarse él m poder de terceros á tí- 
tulo de dueños, el Dr. Lagos ocurrió en demanda contra el 
Tendedor, solicitando la misión en posesión de dicho terreno ó 
en su defecto ladevoluciou de su precio, con los daños y perjui- 
cios inherentes y las costas del juicio. 

Tercero : Que la Compañía demandada, aceptando como cierto 
el hecho, fundamento de la acción del demandante, y manifes- 
tando haber obrado en el caso con completa buena f¿ ó ignorancia 
de que el terreno perteneciera ó que se hallara en poder de ter- 
ceros, espuso estar dispuesta á la devolución de su precio, 
negando toda responsabilidad de su parte por los daños y per- 
juicios demandados, en atención á su falta de culpa en el hecho. 

Cuarto: Que aceptada de común acuerdo la rescisión parcial 
del contratu en lo relativo al terreno mencionado, el Juzgado 
por el auto de foja 72 llamó alas partes a juicio verbal, á objeto 
de que fijaran el quantum del precio que debía ser devuelto, ó 
determinaran sus respectivas pretensiones al respecto, por no 
hallarse señalado él separadamente, ni en la demanda, ni en la 
contestación, ni en la escritura de venta. 

Quinto : Que venidas las partes á juicio verbal, la del deman- 
dado fijó dicho precio en la suma de tres mil pesos moneda 
nacional, y la del demandante la aceptó, pidiendo á foja 75 sin 
contradicción de aquvlla, que se entendiera dicha cantidad 
á oro. 
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Y considerando: 1° w ue atentos los antecedentes relacionados, 
en Tirtud de los cuales debe tenerse á las partes por conformes 
en cuanto á la suma del precio á devolverse* queda solo por re- 
solver en lo relativo á los dañosv perjuicios demandados, ósea 
si el vendedor debe otros qno los interesa que tiene ofrecido 
abonar á foja 41 vuelta. 

2° Considerando á este respecto que, según queda sentado, 
los vendedores reconocen, no solamente no haber hecbo entrega 
del terreno en cuestión al demandante, sino también y por nece- 
saria implicancia, no serles posible bacer esa entrega libre de 
toda posesión y contradicción de parte de terceros, en los térmi- 
nos en que ban estado obligados á llevarla a cabo á la simple 
go Civil, P ' articulo 1409 del Códi- 

3* Que en estos términos y por analogía de lo dispuesto para 
el caso de eviccíon por el artículo 21 19 de dicho Código, debe de- 
cidirse que están ellos obligados, no solo á la restitución del 
precio del terreno y sus intereses por no haber el comprador 
percibido sus frutos, sino también á indemnizar á este de los 
danos y perjuicios que por falta de esa entrega le resulten direc- 
ta é inmediatamente, conforme al artículo 52 del citado Código. 

4" Que no obsta ú esta conclusión la consideración opuesta 
por los vendedores, de no haber habido en el hecbo mala fé por 
su parte, porque según la disposición de los artículos 1329, 
2(19 y 2121 de aquel Código, lo mismo en el caso de la cues- 
tión actual que en el de eviceion, el vendedor, en razón solo de 
la falta de cumplimiento de su obligación, aunque no baya mo- 
diado mala fé de su pnrte, ni tenga falta alguna que imputarse, 
6 que haya enteramente ignorado las causas de la eviceion, está 
obligado á satisfacer al comprador las pérdidas é intereses 
resultantes de la inejecución del contrato. 

5° Que así lo demuestra, además, la disposición del artículo 
2123 del propio Código, el cual, en contraposición á los artículos 
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anteriormente citados, señala para el caso en que falte la buena 
fe*, que estos suponen, uua responsabilidad especial contra el 
comprador, prescribiendo que además de las pérdidas 6 intere- 
ses que dichos artículos determinan, abonara aquel, si hubiese 
habido mala fé de su pane, aún los gastos de mero lujo que el 
comprador hubiese hecho en la cosa. 

6 o Que tal es, por otra parte, la doctrina, así del derecho 
Español que ba regido hasta la vigencia reí actual Código Civil, 
como la del derecho Francés, á cuyo sistema y á cuyos esposito- 
res se refieren las notas consignadas al pié de los artículos cita- 
dos (téase, en cuanto aíl 1 , la ley *9, tít. 5", Part, 3*; y en 
cuanto al 2 o , Troplong, Venta, \ , X o 231 , y Aubry y Rao, g 
351, texto y nota 45 y 355). 

7 o Y finalmente, que en el caso, no se ha alegado tampoco por 
los demandados hecho ni causa cstraíia que los exonere nece- 
sariamente de responsabilidad. 

Por tanto, definitivamente juzgando, declaro: que además de 
los tres mil pesos moneda nacional oro, por razón del precio del 
terreno en cuestión y los intereses ofrecidos, calculados por lo 
que cobra el Banco Nacional de esta ciudad en sus descuentos, 
sumas ambas que los demandados deben abonar al demandante, 
en término de diez días, están ellos igualmente obligados i satis- 
facerle las pérdidas é intereses que conforme al considerando 3 Ü 
justilique aquel se le hayan causado por el hecho de la inejecu- 
ción del contrato de foja i , con más las costas de esto juicio. Noti* 
fíquese con el original y repóngase el papel. 
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Corte 



Buenos Aires, l'nero 29 de 1887. 



Vistos, resulta: Que Don Ovidio Lagos compró por un solo 
precio al apoderado de la compañía Pastoril, Agrícola é Indus- 
trial de Montevideo y Rio Janeiro, Don Ernesto de las Car- 
reras, dos terrenos en la Provincia do Santa Fé, ubicado el uno 
en la ciudad del Kosano, y el otro á inmediaciones del pueblo de 
San Lorenzo, con las estens iones y límites que se determinan 
en las escrituras de foja una. 

Que dicho señor Lagos tomo" posesión por sí mismo del prime- 
ro de dichos terrenos, no habiéndolo podido hacer del segundo 
por hallarse poseído por otros, que tienen títulos, según ha podi- 
do comprobarlo, dice, al practicar et deslinde. En vista de lo 
cual y do no haber podido, a pesar de sus esfuerzos, aueglar 
oltrajudícialmente el asunto con el Señor Carreras, por no 
estar autorizado al efecto por la Compañía á cuyo nombre 
hizo la venta, interpone contra esta demanda en forma por 
la inejecución del contrato, y pide se la condene á la entrega 
inmediata de dicho terreno, 6, en su defecto, á la devolu- 
ción del precio con los daños y perjuicios sufridos y las costas 
del juicio. 

Que la Compañía, antes de contestar la demanda, propuso en 
el juicio verbal á que fueron convocadas las partes, devolver el 
precio del terreno con los intereses devengados, y rescindir el 
contrato que motivaba el pleito, y no habiéndole ¡ido aceptada 
esta propuesta, sostuvo después en su contestación: que no se 
consideraba legalmente obligada a mas, desde que por su parto 
no había habido culpa. 
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Que en un segundo comparendo para njar el precio que por 
dicto terreno debia devolverse, solo concurrió el representan- 
te de la Compañía, y lo üjó en tres mil pesos moneda nacional 
(foja setenta y tres), aceptándolo el demandante, á foja setenta 
y cinco, á condición de que le fuese pagado en oro efectivo 6 su 
equivalente, á lo cual se opuso el demandado sosteniendo que el 
pago debe hacerse en billetes.de curso legal por su valor escrito 
(foja setenta y ocho). 

Que las cuestiones á resolver, una vez que las partes están de 
acuerdo, según resulta de los antecedentes relacionados, en la 
rescisión parcial del contrato y en la devolución del precio 6 
intereses devengados, se reducena* las siguientes: 

Primera: Si lo Compañía, además de la devolución del precio 
y sus intereses, está obligada ú pagar al di-mandante los daños 
y perjuicios que reclama, consistentes en el mayor valor que, se- 
gún dice, pudo haber obtenido dedieho terreno; 

Segunda: Si el precio de este ha de devolverse en oro efectivo, 
6 en billetes de curso legal por su valor escrito. 

T considerando, en cuanto á la primera cuestión: 

Primero: Que el caso suhjitdicc es el de un vendedor de buena 
fé, que ha recibido el precio y no puede hacer al comprador la en- 
trega inmediata del inmueble vendido por no hallarse este libro 
de toda posesión. 

Segundo: Que este caso se halla previsto y resuelto por el 
artículo mil niatroeknUw trece del r¿digo Civil, por el cual se 
dispone: que si el vendedor s*- hallare imposibilitado para en- 
tregar la cosa, el comprador puede exigir que inmediatamente se 
le devuelva el precio Que hubiese dudo, siu estar obligado A 
esperar que cese la imposibilidad. 

Tercero: Que ut> imponiéndose por este artículo al vendedor 
la obligación de pagar daños y perjuicios, tolo sería responsable 
de ellos en los casos previstos por los artículos quinientos seis, 
quinientos ocho y quinientos once del Código Civil, titulo Déla 
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naturaleza y origen de las obligaciones, y quinientos seten- 
ta y seis De las obligaciones de dar cosas ciertas. 

Cuarto-, Que en ninguno de ellos se halla coi 
Compañía demandada; pues la buena fé con que 
en la celebración del contrato está reconocida por u .... 
mandante, y de tos hechos espuestos por este, en su escrito de 
demanda, no se deduce que haya incurrido en mora, ó que haya 
habido alguna culpa de su parte; puesto que el requerimiento 
que, según el artículo quinientos nueve debe mediar para que el 
deudor incurra en mora, no le La sido directamente hecho 
sinó por la demanda de foja cinco, á la cual se sometió desde 
lurgo aceptando la rescisión parcial del contrato, que se pedía en 
ella, y la devolución del precio con los intereses devengados. 

Quinto: Que siendo esta la única responsabilidad que el ar- 
tículo mil cuatrocientos trece impone al vendedor que sin culpa 
suya se halla imposibilitado para entregar la cosa vendida, no 
puede obligarse á la Compañía, que se baila en este caso, á 
pagar otros danos y perjuicios que los intereses ofrecidos 
por ella. 

Considerando, en cuanto á la segunda cuestión : 
Sexto: Que por las escrituras de foja una, consta, que la especie 
de moneda estipulada en el contrato de venta, fué la de pesos 
moneda nacional oro, siendo por consiguiente indudable que el 
pago se hizo con esta moneda ú su equivalente. 

Sétwio : Que tratándose en el presente caso de devolver sim- 
plemente la cantidad recibida, es claro que la devolución debe 
hacerse en la misma especie de moneda que se recibió, u su 
equivalente, esto es, en oro efectivo, ó en billetes de curso legal 
por su valur corriente en plaza el dia en que la devolución se 
efectúe. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja ochenta, en cuanto condena í dicha Compañía a devolver 
eu moneda nacional oro la cantidad de tres mil pesos que Tecibió 
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del demandante, y sos intereses ú estilo de Banco, con las coa- 
tas del juicio, y se revoca en lo demás. Notifícese con el origi- 
nal, y, repuestos los sellos, devuélvase. 



J. B. GOROSTUGA. -I. DOMINGUEZ. - 



El gremio de abastecedores de la ciudad de Tucuman, contra 
la Municipalidad de la misma, por devolución de impuesto 
de consumo ¡ recurso de hecho contra ta sentencia del Tribu- 



Sumario. — 1* El impuesto sobre los animales q.oe se con- 
sumen en el Municipio de una Provincia, es de los que están 
en las facultades de los Poderes Provinciales, 

2 o La cuestión sobre cuál de los Poderes Públicos de la 
Provincia debe imponerlo, está regida por la constitución lo- 
cal, y no pertenece á la Suprema Corte resolverla. 
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3' La Ordenan» Municipal mandando se continúo perci- 
biendo dicho inii>»oH , %m tanto la Legislatura se espida 
sobre el particular, y la ley postericr aprobando dicha Orde- 
nan», nj son contrarias X la Constitución Nacional. 



Caso. — S tí refiere en las sentencias y fallos siguientes : 



SENTENCIA DEL JlEZ DE I' WSTANCU OE TUtUMAN 

Tacotmn, Noviambw n de im. 

Vistos: resulta que el gremio de abastecedores se presentó 
entablando demanda contra la Municipalidad, para que esta lo, 
restituya las sumas de dinero que lian pagado ú dicha corpo- 
ración en Tirtüuuela ordenanza de veintisiete de Noviembre 
del ano pasado, por la cual se estabtma d impuesto dedos 
Tesos porcada cabeza de ganado vacuno, y un p so por cada 
puerco, que se maten para el consumo público, rundan la de 
nnoda, en lo siguiente I Qne la Municipalidad no teuia facul- 
tad para establecer diebo impuesto, pues esto es una atribu- 
ción esclusa m Poder Legislativo, según lo d ¡s,,, nfi el artículo 
26, inciso 3" de la Constitución de la Provincia; r que en conse- 
cuencia, d.cba ordenanza es inconstitucional v debo restituirse- 
Ies Ioqre ban pagado indebidamente U Municipalidad pide 
el rechazo de la demanda, fau-laujos- cu lo siguiente: Que I, 
MumcipaUJad. al establecer tal impuesta osa de una facultad 
propu, que se desprende del artículo sete.ta de la Concitación 
de la Provincia, según el cual .El tesoro municipal se com- 
pone de lo, derechas que la Municipalidad imponga sobre el 
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uso de las odtbs municipales (cscepto las de beneficencia, que 
son esencialmente gratuitas), de las rentas conocidas por el 
nombre de propios y arbitrios, y otras que le acuerda la ley». 
Que aún dado caso que la Municipalidad no hubiera tenido 
facultad para establecer dicho impuesto, su percepción lia que- 
dado legitimada por la ley de Mayo veintidós del presente año, 
que aprueba la ordenanza municipal que estableció dicho im- 
puesto. Que en la misma hipótesis, cuando más, la Municipa- 
lidad estaría obligada á restituir las cantidades de dinero que 
perciba desde el día en que se interpuso la demanda. 

Los demandantes replican que la ley votada por la Legisla- 
tura, con fecha posterior á la interposición de la demanda, 
aprobando la ordenanza municipal que establecía el impuesto, 
no puedo exonerar á la Municipalidad de ta obligación en que 
está de restituir lo que indebidamente se le pagó, porque dicha 
ley es inconstitucional ; tanto por ser ella contraria al artículo 
20, inciso 16 de la Constitución de la Provincia, cuanto porque 
dispone sobre el pasado, quitando ó suprimiendo derechos ad- 
quiridos antes de su promulgación. 
Con lo demás que se ha alegado por las partes. 
Y considerando: 1" Que el articulo setenta de la Constitu- 
ción solo se propone, como lo indica su teito, determinar 
cuáles son los fondos que forman el Tesoro Municipal, como lo 
ha hecho la Constitución Nacional en su artículo cuarto, res- 
pecto A los fondos que forman el Tesoro Nacional, pero no 
faculta á las municipalidades para imponer el impuesto de pro- 
pios y arbitrios, facultad que corresponde exclusivamente al 
Poder Legislativo, según el inciso 3" del artículo 26 de la 
misma. 

Tan claro es el sentido de dicho artículo, que la «ley de mu- 
nicipalidades!, enumerando en el capítulo «Délas reutas Mu- 
nicipales», los fondos que componen el Tesoro Municipal, 
literalmente el arlículo 75 de la Constitución, y la 
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misma ley, en el capítulo .De las atribuciones de las municipa- 
lidades,, no les atribuye I. facultad de imponer ,1 incesto de 
propios y arbitrios. 

2" Que aunque, según lo expuesto, la Municipalidad no ba 
tenido facultad para establecer el impuesto que ha motivado la 
demanda de los abastecedores, habiendo la Legislatura dado la 
1*1 de vemtey dos de Mayo pasado, que aprueba la ordenanza 
municipal que creó dicho impuesto, dicha ley ha renido ¿lega- 
lizar la percepción ilegal de un impuesto cuya imposición por- 
respondía estivamente al Poder Legislativo, según el inciso 
3" del artículo 26 de la Constitución. 

3° Que, en consecuencia, dicha ley ha arrebatado i los 
abastecedores el derecho - dado caso que lo hubieran tenido- 
de repetir de la Municipalidad lo indebidamente pagado en vir- 
tud de la ordenanza que estableció el impuesto sobre carnes 
muertas. 

* Que, por otra parte, conforme á la doctrina sentada por la 
Suprema Corto Nacional en la causa CXXXV, 1* Serie, tomo 
3", página m, aún cuando tos abaste cedores sean quienes ha- 
yan pagado el impuesto, sin mibargo son los productores en 
realidad subr, quienes ha recaído el impuesto, v , n condenen- 
?M la demanda aparece destituida de todas las cousideracioaes 
de equidad que pudieran recomendarla. 

5 o Que habiendo los abastecedores pagado sin protesta ni 
oposteion alguna el impuesto creado por la ordenanza munici- 
pal, y Uniendo todos los habitantes de un país la obligación 
natural de contribuir á los gastos de la administración pública 
ó mun.c.pal, y de darles los medios de llenar su destino, no 
puede, según derecho, tener lugar la acción condietto imtebiíi 
comlicliQ sme causa. (Fallo citado). 

0* Que la ley de 22 de Mayo pasado, que aprueba la 
ordenanza municipal, no es repugnante con el inciso 16 del 
articulo 20 de la Constitución de la Provincia, que atribuye á 
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la Legislatura la facultad de examinar los actos de las munici- 
palidades, al solo objeto de aclarar si han obrado dentro de la 
esfera de sus atribuciones ; pues de dicho artículo ni remota- 
mente puede surgir la prohibición impuesta á la Legislatura, 
según el apoderado de los abastecedores, do aprobar y de dar 
existencia legal á los actos de las municipalidades ejecuta- 



facultades de la Legislatura, con la prohibición de sancionar 
leyes retroactivas, como tampoco lo ha hecho la Constitución 
Nacional con el Congreso, la loy de veintidós de Mayo, que 
aprueba la ordenanza municipal, cualquiera que sea su mérito 
en abstracto, no es repugnante á la Constitución Nacional ni á 
la Provincial. (Fallos de la Suprema Corte Nacional, causa 
LXXXVII, 2' Serie, tomoi°,pág. 433). 

8° Que, aún cuando los tribunales tengan no solo la facultad 
sinó la obligación de anteponer los preceptos de ta Constitución 
Nacional en todo caso, y los de las respectivas Constituciones 
de Provincia, en los que corresponda, á los preceptos délas leyes 
ordinarias, no sucede lo mismo, cuando los actos legislativos son 
opuestos, nó á la Constitución, sinó á las reglas de la legisla- 
ción común; porque, si los tribunales pudieran juzgar del 
mérito intrínseco de las leyes y de su justicia en abstracto, 
saliendo de sus atribuciones, que son jus dicere, no/u* condere, 
quedarían sobrepuestas al Poder Legislativo, cuyas resoluciones 




podrían diariamente invalidar, ¿ pretesto de que no eran ellas 
conformes a la justicia, viniendo á tener al fin, contra las dispo- 
siciones espresas de la Constitución que consagran la indepen- 
dencia de los Poderes, la parte mas importante en la sanción 
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Por estos fundamentos, fallo definitivamente, ordenando, 
como ordeno, que absuelvo á la Municipalidad de la demanda 
contra ella interpuesta por los abastecedores. 

Hágase saber y repónganse los sellos. 



SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE LA PROVINCIA DE TUCUMAN 

Vistos: Considerando: 1° Que el impuesto adicional de carnes 
muertas había estado establecido por lejes preexistentes que, 
aunque de período determinado, venian prorogándose per la 
subsistencia de las necesidades municipales, a que respondía. 

2 o Que la Municipalidad, con el mensaje de 44 do Noviembre 
de 1870, se dirigió al Poder Ejecutivo, «á fin de que se sirva 
pedir á ta H. Legislatura la sanción de la ley del impuesto adi- 
cional de un peso por cabeza de ganado vacuno que se mate 
para el consumo público, de acuerdo á la ley de 25 de Diciem- 
bre de i 875, que fenece este ano; es decir, para que siga como 
en la actualidad, dos pesos, cobrándose por el derecho de dego- 



lladura de cada animal vacuno ■. 

3° Que la Municipalidad, en receso de la Legislatura, dictó 
la ordenanza de 27 de Noviembre de 1879 autorizando á su 
Presidente para sacar ú licitación dicho impuesto, debiendo el 
rematador llevar cuenta y razón de los individuos que pagasen, 
con la calidad de provisorio, hasta tanto ta //. Legislatura se 
espida sobre el particular. 

4* Que el Poder Ejecutivo, al dar cuenta á la Legislatura 
de la representación de la Municipalidad, decía en su mensaje : 
«El Poder Ejecutivo no puede desconocer la irregularidad con 
que se ba procedido al dictar aquellas ordenanzas (de esta Mu- 
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nicipalidad, y la análoga de la de Monteros), pei-o tampoco le es 
dado poner en duda las necesidades que las han motivado >. 

5 o Que licitado el impuesto bajo las condiciones espiadas, 
los abastecedores continuaron abonándolo sin salvedad alguna, 
como lo sienta el juez a quo\ y dada la ordenanza municipal 
bajo la base de que la legislatura sancione dicho impuesto, 
como lo pedía en el mensaje citado, es fuera do duda que la Mu- 
nicipalidad no creó el impuesto, puesto que consideraba como 
en depósito su valor hasta tanto se espida la Legislatura sobre 
el particular, y lo confirma el hecho de llevarse cuenta y razón 
de los contribuyentes, para la devolución en su caso, y que, 
cuando la Legislatura aprob¿ dicha ordenanza por la ley de 22 
de Mayo de 1880, prorogó por ley especial dicha ley de 25 
de Diciembre de 1875, autorizándola percepción del impuesto 
en el municipio hasta esa fecha. 

C* Que, dado que las leyes de impuesto no se consideren, en 
lo general, para todo el año, la ley de 22 de Mayo del año pasado 
es espesamente retroactiva á la fecha d« dicha ordenanza, cuyo 
objeto y propósitos eran que la legislatura autorizara la per- 
cepción definitiva de dicho impuesto, conforme á la ley de 1875, 
desde principio del año de 1880. 

7' Que no estando prohibido á las Legislaturas de Provincia 
por nuestro derecho constitucional dar leyt-s de esa naturaleza, 
como lo ha demostrado el juez aguo, con referencia á lo resuelto 
por la Suprema Corte Nacional, en el fallo citado, y agregán- 
dose en este, que aunque esté escrita en los Códigos comunes 
la regla do no-retroactividad de las leyes, es para su interpreta- 
ción y aplicación, sin que importe una limitación at poder de 
las Legislaturas ni una causa de nulidad para sus disposicio- 
nes, la ley que se dictó al respecto, en 22 de Mayo de 1880, no 
es inconstitucional, y por consiguiente, no es legítima Ja recla- 
mación deducida per el gremio de abastecedores. Por estas con- 
sideraciones y demás fundamentos concordantes de la sentencia 
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apelada, 



corriente de fojas ciento diez y siete á 
coa las costas del recurso, 
saber, y satisfechas, 




Angel M. Gordilh. ~ Del fin Oliva. — 
Ignacio Lobo. 



VJSTA DEL SESOR 



Buenos Airea, Setiembre 5 Je 188] . 



Corte i 



Una ley de la Provincia de Tucuman ha sido puesta en cues- 
tión como repugnante á la Constitución Nacional. Declarada 
válida por el Tribunal Superior de la misma Provincia, viene 
este asunto en apelación ante V. E. f en virtud dvl inciso 2", ar- 
tículo i i do la ley de jurisdicción y competencia. 

Nada mas natural, ni más fácil de esplicar, siu embargo, que 
los hechos que han dado lugar ií esta cuestión. 

El término lijado para la percepción del impuesto do abasto 
establecido por ley en la Provincia de Tucuman, espiraba el 22 
de Diciembre de 1879. ta Municipalidad á quien correspondía 
esta renta, falta de recursos, como todas por regla general, se 
dirigió á la Legislatura, antes do espirar el plazo, pidiendo' la 
proTOgacion del impuesto, y ordenó se siguiera percibiendo 
mientras lauto: que es esto lo que importan las ordenanzas de 
Noviembre 27 de 1879. 

Xo es este el primer ejemplo de que, vencido el término de 
un impuesto, se sigue percibiendo, pues es bien sabido que una 

I!: Z J. Sta , b . leCitI0, jamiÍ , S Sü . qiJÍta ' y Cítii eu la cou <*™a de todos 

¡acia, loa abastecedores 



i. 
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de la ciudad de Tucuman siguieron pagando, sin protesta ni 
observación alguna. Solo después de muchos meses ocurrieron 
& los Tribunales, pidiendo la devolución de lo que decían haber 
pagado indebidamente. 

Mientras tanto, apenas interpuesta la demanda, la Legislatura 
dictó una ley aprobando las ordenanzas en cuestión. Se dice 
que esta ley es contraria á la Constitución Nacional, porque es 
una ley sentencia; una ley exposi facto\ una ley de efecto 
retroactivo. 

Paróceme todo esto desnaturalizar un asunto por demás 
sencillo. 

Desde luego, no puede negarse á la Legislatura la facultad 
de restablecer el impuesto que concluía, ni tampoco la de apro- 
bar el proceder de la Municipalidad, que no habría pretendido 
invadir facultad alguna, ni habría hecho otra cosa que antici- 
par una resolución que para nadie podía ser dudosa. 

Los abastecedores habían satisfecho voluntariamente el im- 
puesto. Ningún derecho tenían á pedir la d evolución de lo que 
habían pagado, porque ei impuesto les había sido exigido con la 
mejor buena fé, para atender á las necesidades públicas, á lo que 
todo ciudadano está obligado: y por una razón más directa 
todavía y que mas de cerca los tocaba , porque no eran ellos los 
que en definitiva habían pagado tal impuesto sinó los producto- 
res, y á su vez los consumidores ; en una palabra, el pueblo en 
cuyo servicio se había invertido su importe. La ley de la Legis- 
latura, lejos de tener efecto retroactivo, lejos de ser ex post 
factOj lejos de pronunciar una sentencia, no hizo así más que 
dejar las cosas como estabau, aceptar los hechos existentes y 
legislar para el futuro. 

T aunque así no fuera ; aunque se admitiera que U» aproba- 
ción de las ordenanzas por un efecto retroactivo legalizara la 
percepción del impuesto, V. E. ha declarado ya que no se 
encuentra en nuestra Constitución disposición alguna que pro- 
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hiba espesamente á las Provincias dictar leyes ex post fado, 
ni leyes que alteren las obligaciones nucidas de los contratos. 
La ley de la Legislatura de Tucumau, qui\ por otra parte, bueno 
es hacer notar, no lia alterado obligación alguna nacida de 
contrato, —no podría, pues, decirse repugnante á la Constitu- 
ción Nacional, por la sola razón de dar existencia legal fi hechos 
del pasado. (Serie %\ t. 8, pag. ¿29 ; serie 1\t. 3, pág. 131.) 

Si la ley de que áe trata es ó no contraria á la Constitución 
de la Provincia do Tucuman, es cuestión que debe ventilarse y 
decidirse en la órbita de loa Tribunales de la misma Provin- 
cia; y su resolución, cualquiera que fuera, por lo menos en este 
cabo, no se encontraría en oposición a ningún precepto constitu- 
cional, ni podría venir a V. E. en virtud del inciso 2 o del artí- 
culo liantes citado. 

Considero, por lo espuesto, que debe V. E. no hacer lugar al 
recurso ' 



Eduardo Costa. 



Vmttm de la Bupreraa C«rl# 



Buenos Aires, Enero 29 do 1887. 




Vistos en el acuerdo, y considerando : Primero; 
puesto sobre los animales que se consumen en el municipio de 
una Provincia, no es de los prohibida por los artículos diez y 
once de la Constitución Nacional, ni de los que la misma reser- 
va al Congre so por el articulo diez y siete, sino de los que cada 
Provincia tiene facultad de establecer, Begun lo dispuesto por el 
artículo ciento cuatro. 

Segundo: Que la cuestión, en tal caso, queda reducida á 
saber cuál de los Poderes públicos provinciales 
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dicha facultad, y esta cuestión está esclusivamente regida por 
las constituciones locales, que soa las que distribuyen y reglan 
las atribuciones de dichos Poderes. 

Tercero: Que por lo mismo, el haber La Municipalidad dic- 
tado una ordenanza estableciendo dicho impuesto, y la Legis- 
latura aprobado esta ordenanza, sin facultad para hacerlo, 
según se afirma, constituiría, en todo caso, una viola- ion do las 
leyes ó constituciones locales; pero no de la Constitución Nacio- 
nal, que nada prescribe ni determina sobre las atribuciones de 
los Poderes públicos provinciales. 

Cuarto: Que los artículos diez y ocho y diez y nueve de la 
Constitución Nacional, en la parte que se suponen vi< 
ponen, e) primero: «que ningún 
tina puede ser penado sin juicio previo, fundado en la ley anterior 
al hecho del proceso», y el segundo: tquo ninguno será obli- 
gado d hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella 
no prohibe». 

Quinto: Que estas disposiciones consti tucionales ninguna rela- 
ción tienen ni con la acción civil que so ha deducido, ni con la 
sanción legislativa aprot-ando la ordenanza municipal sobre 
impuesto; pues la primera solo se refiere á las causas crimina- 
les, y en tanto condena las leyes de efeoto retroactivo, en cuanto 
se agrave por ellas la pena, 6 se empeoren las condiciones del 
encausado, y la segunda, es inaplicable en el presente caso, en 
que el impuesto de que se trata fué aprobado pur una ley, y su 
pago diario, durante cuatro 6 seis meses, se hizo voluntariamente 
y sin reserva ni salvedad alguna. 

Por estos fundamentos y lo espuesto por el Procurador Gene- 
ral en su precedente vista, se declara: que la ordenanza muni- 
cipal sobre impuestos de consumo, aprobada por la Legislatura, 
no es repugnante á los artículos de la Constitución Nacional que 
se han invocado. 

Notifiques*; con el original, agregúense estas actuaciones á 
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los autos traídos para mejor proveer, y roputaibus ios 
devuélvanse á la Evma. Támara dt¡ Justicia de la Provincia do 
Tuciiman, cun el correspondiente olido. 



J. ft. GOHOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ.— 

ulaoislao frías (en disidencia). — 

FEDERICO 1BARGUREN. — C. S. DE LA 
TORRE. 



DISIDENCIA 



autos 



dores de la ciudad de Tucuman y la Municipalidad de la misma; 
resultando : 

Que scgnnla ley do veintitrés de Diciembre de mil ochocien- 
tos setenta y cinco de la Provincia de Tucuman, se prorogó por 
cuatro años la de ca torco do Mayo do mil ochocientos setenta y 
uno, que impuso et dencho adicional de ocho reales por cada 
cabeza de ganado vacuno que se matase para el consumo público, 
destinado ti producto de dicho impuesto para los objetos que 

y dos y para rentas 



Que el término de cuatro anos por el que se prorogó dicha 
ley de mil ochocientos setenta y uno, espiró el treinta y uno 
de Diciembre de mil ochocientos setenta y nueve; 
Que sin embargo, la Municipalidad de la ciudad de Tucuman, 
por ordenanza de veintisiete de Noviembre del mismo año se- 
tenta y nueve, autorizó á su presidente para sacar á remate de 
nuevo, provisoriamente, dicho impuesto, en la ciudad y demás 
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se espidiese sobre el particular la Hoiiorablo Legislatura, do 
quien habia solicitado, por conducto del Poder Ejecutivo, el 
catorce del propio mes y ano, la prorogaeion de la ley, debien- 
do el rematador llevar una lista diaria detallada de los indi- 
viduos que pagasen el derecho ; 

Que verificado el remate, los abastecedores siguieron pagando 
el impuesto en mil ochocientos ochenta, recaudado bajo las con- 
diciones espresadas, y sin protesta por su parte; 

Que antes que la Legislatura dictara una nueva ley sobre la 
materia, los abastecedores interpusieron demanda contra la Mu- 
nicipalidad, el diez y ochude Mayo do mil ochocientos ochenta, 
pidiendo se declarase estar cxeiúos de pagar el referido impues- 
to adicional, por no haber ley que á ello los obligase, y seles 
devolviese lo pagado desde A primero de Enero de dicho año; 

Que ei veinticuatro de Mayo del mismo, la Legislatura san- 

nad de Tucuman ; 

T finalmente, que seguido el juicio entre los abastecedores y 
la Municipalidad, el Supremo Tribunal déla Provincia di- Tucu- 
man, fundándose principalmente en que la ley de veinticuatro 
do Mayo de la Legislatura de aquella Provincia, esespresamcu- 
te retroactiva á la fecha do la ordenanza, cuyo objeto era que 
la Legislatura autorizara la percepción definitiva dol impuesto 
desde mil ochocientos ochenta, conforme á la ley de mil ocho- 
cientos setenta y cinco, y en que no estando prohibido alas 
Provincias por nuestro derecho constitucional dictar leyes de Osa 
naturaleza, como so ha declarado por esta Corte en el caso de 
Cañerata contra el lianco Argentino (tomo l n , 2 o Serie, pág. 427 
de sus fallos), en ol cual su espresa que aunque esté escrita en 
los códigos comunes la regla de la no retroaettvidad de las le- 
yes, es para su interpretación y aplicación, sin que importo una 
limitación al poder do las Legislaturas, ni una causa de uulidad 
de sus disposiciones; ha decidido deünitivanvjnte que la ley de 
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la Provincia de Tucuman, que aprobó la ordenanza do la Muni- 
cipalidad, no es inconstitucional, y por consiguiente, no es legí- 
tima la reclamación deducida por los demandantes. 
Y considerando, en cuanto á la legalidad del recurso: 
Que en esta causa se ha puesto en cuestión la validez de la 
ley de veinticuatro de Mayo de mil ochocientos ochenta de la 
Provincia de Tucuman, como repugnante á la Constitución, y 
la decisión ha sido en favoT de dicha ley ; se declara, en con- 
formidad al inciso segundo del artículo catorce de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, proce- 
dente del recurso interpuesto por los demandantes, de la sen- 
tencia mencionada del Supremo Tribunal de la Provincia de Tu- 
cuman. 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión : 

Que según el artículo diez y nueve de la Constitución, nadie 
está obligado á hacer lo que la ley no manda ; 

Que como consecuencia forzosa de este principio, y de los que 
rigen el gobierno republicano representativo, aceptados por el 
artículo 33 de la misma Constitución, aunque no estén enume- 
rados en ella, es un axioma de derecho público quo no pueden 
exigirse impuestos sino en virtud de ley que los haya creado; 

Que con arreglo al artículo diez y siete «la propiedad es invio- 
lable y ningún habitante déla Nación puede ser privado de 
ella, sino en virtud de sentencia fundada en leyi; 

Que esta disposición, por los términos eu que está concebida, 
comprende tas cosas y los derechos, & implica forzosamente la 
prohibición de dictar leyes que ataquen derechos adquiridos ; 
pues, á no ser así, resultaría contra el texto espreso de la Cons- 
titución y contra el espíritu manifiesto que ella revela en su 
conjunto, que podría uno ser privado de su propiedad por un 
acto legislativo, y no en virtud do sentencia, que solo dan ios 
tribunales de justicia; 

Que el único caso de escepcion ¿esta regla, es la expropiación 
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por causa de utilidad pública, que debe ser calificada por ley, 
pero previamente indemnizada, precisamente por respeto á los 
derechos adquiridos. 

Que estos principios son una consecuencia de la división de los 
poderes públicos en el gobierno republicano representativo, di- 
visión indispensable y sin la cual, en vez de asegurar, como la 
Constitución se propone, los beneficios de la libertad para la Na- 
ción, no se haría otra cosa que establecer el despotismo y la ti- 
ranía. 

Que por lo mismo, habiendo espirado el 31 de Diciembre de 
1879 ei término por el cual se prorogó la ley que estableció el 
impuesto adicional sobre el ganado que se matase para el abasto 
público, y no teniendo la Municipalidad de Tucuman facultad 
de ordenar su continuación, provisoria ni definitivamente, tpso 
fado caducó dicha ley. y los demandantes desde entonces no 
estaban obligados á satisfacer el impuesto ¿ que antes estuvie- 
ron sujetos. 

Que después de haber ellos intentado su acción contra la 
Municipalidad, fueron privados de su derecho en virtud de la ley 
de la Provincia de Tucuman, de veinticuatro de Mayo de mil 
ochocientos ochenta, aprobatoria de la ordenanza de la Muni- 
cipalidad ; 

Que, de consiguiente, dicha ley que aprobó una disposición 
nula por falta de poder de la Municipalidad para dictarla, ado- 
lece del mismo vicio, y es 'además repugnante á la Constitución, 
en cuanto mandó cobrar un impuesto cuando no habia ley que 
lo hubiese creado, privó de derechos en viTtud de un acto legis- 
lativo y no de sentencia, y le dió efecto retroactivo atacando 
derechos adquiridos en virtud de la Constitución y de los princi- 
pios qne ella reconoce ; 

Que aunque asi no fuera, las leyes disponen para lo futuro, 
no tienen efecto retroactivo, ni pueden alterar derechos ya ad- 
quiridos, según prescribe el Código Civil, que es una ley del 
Congreso, dictada en consecuencia de una facultad espresa a él 
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la Constitución y prohibida á las Provincias, y 
como tal, una ley suprema de la Nación, á la que aquella* están 
cion) C ° nf0TmarSe (artícul ° treinta 7 «no de la Constitu- 

T en fin, quo do perjudica á los _ 
testa al verificar el pago del impuesto según Ya « 
cipal tanto por no ser un requisito legal para poder repetir lo 
pagado indebidamente, cuanto porque no hacían' sino cumpt 

de la Prov,ncia de Tucoman, que dispone que los deudores por 

°a mu i DlclpaIea 110 P uedett «"«ir á la justicia, sino 
después de haber pagado, sin lo cual no deben ser oídos. 

Por estos fundamentos, sin embargo de lo espuesto por el 
señor Procurador General, se revoca Ja sentencia citada del 
Supremo Tribu„ al de la Provincia de Tucuman y se , 
la Municipalidad de aquella ciudad debe devolver á 
dantes, en el término do treinta días, las cantidades que 
sen pagado en virtud de la menck 
de Enero de mil 
Majo esclusive del 
cha ordenanza. 






. imero 

hasta el veinticuatro de 
la ley que aprobó" di- 



(j LADISLAO FRIAS. 



t. 1 



CAV0A XV 



D. Guillermo Seeckamp, contra la 
don del V ruguay, por cobro de pesos; sobre falta de ¡ 



en i 



Sumario. — 1* El comerciante fallido puede ser procurador de 
un tercero en pleito que no tenga relación con so quiebra. 

2 o La escepcion que se opone con el fin de demostrar que la 
acción entablada no procede contra el demandado, es peren- 
toria. 



Coro. — D. Guillermo Seeckamp, representado por D. Agustín 
A ni estoy, demandó á la Municipalidad de la Concepción del 
Uruguay, cobrándole la suma de 1778 pesos 03 centava gasta- 
dos en la defensa de un pleito que siguió D. Mariano Uosné 
contra ¿1, por actos tentados como Presidente da la Municipa- 
lidad, 

El representante de la Municipalidad alegó que D. Agustín 
Amestoj era fallido, 7 que la Municipalidad no era responsable 
por los actos ilegales de uno de sus miembros; fundando en estos 
hechos las escepciones dilatorias do falta de personería en el 
apoderado jdefecto en la demanda. 
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Pirwii, Junio 28 de 1886. 

T Tistes : en las escepciones do falta de personalidad en oí 
apoderado del actor y de defecto en el modo de proponer la de- 
manda, ó improcedencia de esta contra la persona demandada, 
deducidas como artículo de prévio pronunciamiento, por el re- 
presentante de la moaicipalidad del Uruguay ; y considerando, 
respecto de la primera. 

Que todas las personas de existencia risible son capaces de 
adquirir derechos y contraer obligaciones, escepto aquellas que 
por la ley hubiesen sido espresamente declaradas incapaces (ar- 
tículo 53 del Código Civil); y pueden ejercer todos los actos que 
no les fuesen espresamente prohibidos (artículo 52 del Código 
citado). 

Que la incapacidad del fallido es puramente relativa {artícu- 
los 1533 y 1535 del Código de Comercio, y 1 160 del Código Civil), 
y solo lo priva de contratar sobre los bienes concursados. Está 
incapacidad establecida en el interés de los acreedores, debe limi- 
tarse.como diceMassé, ásu objeto. Llevarla más allá á otros actos 
ó contratos que no puedan perjudicar i los screedores, sería 
principiar por aplicar una pena al que tal vez es un desgraciado 
inculpable» privándole por ella sin razón de ejercitar sus facul- 
tades naturales en su provecho, en el de la sociedad y aún en el 
de sus mismos acreedores. 

Que esta incapacidad no se ha hecho estensiva al ejercicio de 
las procuraciones judiciales, por las leyes Españolas supletorias 
de la de procedimientos nacionales ; ni el artículo 1 535 del Códi- 
go de Comercio se refiere á ellas sinó al mandato comercial, que 
e& la materia sobre que legisla. 

Tampoco deben considerarse comprendidas las procuraciones 
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judiciales, en las disposiciones do los articules 1963, inciso 4°, y 
1084 del Código Civil, que declaran terminado el mandato por 
la pérdida total 6 parcial del ejercicio de los derechos del man- 
dante ó mandatario. 

En efecto, estas disposiciones, como la del artículo 1535 del 
Código de Comercio, se fundan respecto del mandatario, en la 
presunción de la voluntad del mandante de revocar el poder al 
mandatario que pierde 6 disminuye las garantías pecuniarias, 
que indudablemente tuvo aquel en vista al tiempo de constituir 
el mandato comercial ó civil ; pero esta presunción no cabe en 
el mandato judicial, en que solo se tiene en consideración las 
facultades naturales del mandatario, su inteligencia, lealtad y 
actividad, que no se alteran por la falencia. 

Independiente de esto y aún dando al testo del artículo im 
una estension mayor que la de su espíritu, él se limita á declarar 
cesante el mandato conferido antes de la declaración de quiebra, 
mas no prohibe que el fallido ejerza el mandato que se le confie- 
ra con posterioridad á esta fecha. 

Si un tercero, conociendo la situación del fallido, le confiere 
sus poderes, el perjuicio que pudieren originar las gestiones de 
este por razón de su insolvencia, no afectaría ni á sus acreedo- 
res ni á aquellos con quienes contratase, sino tan solo al man- 
dante, á quien obliga directamente; y óstedebe imputarse ásf 
la elección de un mandatario en esas condiciones. 

El apoderado Amcstoy se encuentra en este casa, pues ha sido 
constituido con posterioridad a la declaración de quiebra, según 
resulta del auto de f... mandado agregary de la fecha del poder 
de foja... 

Considerando, respecto de la segunda: que las consideraciones 
jurídicas en que la funda, á saber: que las acciones por daños y 
perjuicios procedentes de una falta cometida por alguno de los 
miembros de la Municipalidad debe dirigirse forzosamente con- 
tra el autor de Ja falta y no contra la corporación, 



de justicia nacional 

que no es una escepcion do defecto legal en el modo de proponer 
la demanda, como se la ha calificado, sinó de improcedencia de la 

y por lo tanto, solo puede ser alegada Dn la coaptación á la 
demanda, según el artículo de la ley do Procedimientos, y 
no como artículo próvio, en cuya forma solu pueden s tT propu.'s- 
tas las escepcioms dilatorias enumeradas por el artículo 73 de 
la ley citada, entre las que no se encuentra la de improcedencia 
de la di-manda contra la persona demandada. 

Por estas consideraciones, uo se liaco lugar á las escepciones 
deducidas, debiendo contestar derechamente al traslado pendien- 
te, con costas. Hágase saber y 



T. Pinto. 



wmíim <e« i* 




Buenos Aires, Febrero 5 dt? 1887 

ala 



Vistos y considerando: Primero: Que con 
sicion del artículo mil 
Civil, de estricta aplicación A las procuraciones judiciales ln 
virtud de lo preceptuado por el artículo mil ochocientos setenta 
del mismo Código, pueden ser mandatarios todas las personas 
capaces de contratar. 

Segundo: Que no están inhibidos en gmeral de hacerlo los 
comerciantes fallidos, con arreglo al artículo mil ciento sesenta 
de dicho Código, sinó en relación a los bienes que forman la 
masa del concurso. 

Tercero: Finalmente, que si por efecto de la declaración de 
quiebra cesa ei fallido, según el artículo mil quinientos treinta 
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y cinco del Código de Comercio, en todos los mandatos 6 comi- 
siones que hubiera recibido antes de su falencia, aquella dis- 
posición legal no lo declara sin embargo incapaz para recibir 
nuevos mandatos que puedan deferírsele con conocimiento de su 
estado de quiebra. 

Por estos fundamentos y los aducidos en el auto apelado de 
foja sesenta y tres en relación i la segunda de las escepciones 
alegadas por el demandado, se confirma dicho auto, con costas, 
j repuestos los sellos, devuélvase. 

1. B. GOftOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ, -- 
U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
GDRER — C. S. DE LA TOARE. 



CAUSA XVI (f) 



Don Rómulo llenera contra los señores Tiseyra y Piróla, por 




Sumario. — 1° La Justicia Federal es incompetente para co- 
nocer en las demandas sobre exoneración del pago de un impuesto 
local. 

2P La inconstttucionalídad que se atribuye á dicho impuesto, 
no priva á los jueces locales de la jurisdicción que les correspon- 
de para hacerlo efectivo. 

3" Loi contribuyentes, sean ciudadanos 6 extranjeros no pue- 
den sustraerse de esa jurisdicción , y solamente pagando con la 
correspondiente protesta, pueden ocurrir a los jueces de su fuero 
para pedir la devolución do lo indebidamente pagado, ó bien á 
la Suprema Corte por el recurso establecido en el artículo 14 
de la ley de Hde Setiembre de 1863 sobre competencia de los 




Caso. — Está espuesto en el fallo do la Suprema Corte, y en 
el voto del señor Ministro Doctor D. Uladislao Frias. 

(L) Se suprime la relación de una causa igual, en la que se opuso ta 
misma escepcion y recayó idéntica resolución, seguida por Bodón y C\ 
contra loa señores Tiseyra y Piróla. 
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Salta, Setiembre 18 de 1884. 

Vistos y considerando ; 

Primero i Qne según el escrito de demanda, se pide la de- 
claratoria de inconstitucionalidad de unos impuestos estable- 
cidos por esta Municipalidad, demandándose á los rematadores 
de ellos para que Be abstengan de cobrarlos en lo sucesivo, 
7 d« infringir la Constitución Nacional. 

Segundo: Que el hecho en que se funda la demanda, según 
se dice, es el cobro sufrido, y el derecho en que se apoya es la ga- 
rantía constitucional sobre la libre circulación ó venta por ma- 
yor de artículos sujetos al impuesto* 

Tercero: Qne según se vé, aunque la acción vá dirigida con- 
tra los rematadores de los impuestos, en la forma en que es 
instaurada se pretende la anulación de nna Ordenanza Munici- 
pal por el poder judicial, ápretesto de su contradicción con la 
ley fundamental, lo que es opuesto al principio de la independen- 
cia de los Poderes. 

Cuarto : Que la Justicia Nacional no puede hacer declaracio- 
nes abstractas, ni juzgar de una ley ú ordenanza sinó cuando se 
trata de la aplicación á los casos contenciosos que ocurran, 
como lo tiene establecido la Suprema Corte en repetidos fa- 
llos» 

Quinto: Que en el presente caso, rehusándose el pago de los 
impuestos y acudiéndose por inconstitucionalidad ante este Juz- 
gado, es claro quo se refiere á la ordenanza qne los ha estable- 
cido, la misma que se resiste á su cumplimiento en virtud del 
fundamento espucsto, siendo original que la lesión se haga 
consistir en el hecho del cobro sufrido, pero no satisfecho. 

Por estas razones, resolviendo sobre la primera de las escep- 
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3, no siendo necesario considerar las otras, de- 
claro quo este Juzgado es incompetente para entender en esto 
asunto, con costas. Repónganse las fojas y notifíquesé con el 
original. 

Benjamín Figueroa. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Mayo 15 de 1885. 

Suprema Corte: 

Esta causa corresponde al fuero federal por razón de la ma- 
teria, puesto que es su fundamento la contradicción en que se 
dice estar un impuesto municipal con una prescripción consti- 
tucional, punto especialmente regido por la Constitución. 

No es, pues, de tomarse en cuenta la escepcion que invoca en 
su apoyo la ley de Setiembre 3 de 1878; ni menos la de litis 

Queda solo en pié la de que no es ¡a misión de la justicia fede- 
ral hacer declaraciones generales sin aplicación directa á un 
caso dado. 

Fuera de toda duda, hubiera sido más correcto que los que 
Tesisten el impue^o, lo hubieran satisfecho, bajo protesta, y 
ocurrido luego por su devolución. 

La escepcion de inconstitucional á un impuesto, no puedo 
obstar á su pago, mientras no sea declarada por la autoridad 
competente, ni detener la ejecución pura hacerlo efectivo. 

Xo obstante esto, no puede decirse que en el presente caso se 
trate de una simple declaración general. La demanda se dirige, 
nó á que se declare en abstracto que el impuesto materia do la 
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litis es inconstitucional, sino á que se prohiba á los que lo han 
rematado exijan su cobro de los que lo denuncian como tal. 
Hay, pues, una cuestión clara, por demanda y por respuesta, en 
la que se persigue un objeto cierto y definido. 
Pido, por lo espuesto, la revocación de la sentencia ape- 



Baeno* Aires, Febrero 8 de 1887. 



T vistos, resulta: Que los rematadores Tiseyra y Piróla 
cobraron á Don R6mulo Herrera el impuesto establecido por una 
ordenanza municipal, y este señor se opuso á su pago alegando 
como razón la inconstitucionalidad de dicha ordenanza ; razón 
que debiendo oponerse como escepcion ante la justicia pro- 
vincial, en el juicio sobre el cobro de dicho impuesto» se ha 
deducido en forma de acción ante el Juzgado Federal para que 
este lo exonere de su pago, é intime á los rematadores se absten- 
gan de cobrarles en adelante. 

Que opuesta por los demandados la escepcion de -incompeten- 
cia por falta de jurisdicción, el Juzgado se declaró incompetente, 
de cuya resolución han apelado ios demandantes para ante la 
Suprema Corte. 

Y considerando: 

Primero: Que el caso cu cuestión está directamente regido 

poruña ordenanza municipal, pues el impuesto que le ha dado 

origen, y cuya exoneración se pretende, es establecido por ella, 

y do ella hacen derivar su derecho loa rematadores para exigir 
su pago. 

Segundo: Que la objeción de inconstitucionalidad opuesta i 
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dicha ordenanza, no altera la naturaleza del caso, ni priva de su 
jurisdicción á los jueces encargados de aplicarla, según lo tiene 
declarado esta Suprema Corte, entre otras causas, en la que se 
rejistra en la serie segunda, tomo primero, página ciento treinta 
y cuatro de sus fallos. 

Tercero : Que con arreglo á los principios consagrados por 
nuestra ley fundamental, la interpretación y aplicación de las 
leyes locales, cuando por razón de las personas el caso no cae 
bajo la jurisdicción federal, corresponde originariamente á los 
Jueces de Provincia, á quienes incumbe también decidir sobre 
su constitucionalidad cuando esta fuese objetada; pues ellos, 
como los de la Nación, están obligados á aplicar ante todo la 
Constitución Nacional, como la ley suprema del país, no obs- 
tante cualquiera disposición en contrario que contengan las 
leyes ó constituciones provinciales (artículo treinta y uno de la 
Constitución Nacional). 

Cuarto : Que solo cuando se han pronunciado por la validez 
de la ley de Provincia, cuya constitucionalidad se ha puesto en 
cuestión, corresponde conocer del caso por vía de apelación á la 
justicia federal, según lo dispuesto por el artículo catorce de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Quinto : Que estos principios y la jurisprudencia establecida 
con arreglo á ellos por la Suprema Corte, son de una aplicación 
tanto mas rigurosa en el presente caso, cuanto que se trata de 
impuestos provinciales, cuya recaudación, de carácter esencial- 
mente administrativa, no puede entorpecerse por la justicia 
nacional, y ella sería paralizada por estay privada de sus rentas 
los Gobiernos de Provincia, si entrase á conocer en juicio ordi- 
nario de laa demandas, que so pretesto de ser inconstitucionales 
dichos impuestos, se Uevasen ante ella por los que pretenden 
exonerarse de su pago. 

Sexto ; Que semejante doctrina no puede en manera alguna 
admitirse, no solo por ser contraria á la índole de nuestras insti- 
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tucionee y á la independencia y autonomía de las Provincias, 
sino porque los jueces de la Nación no deben servir, ni de instru- 
mento para hacer efectiva la recaudación de la renta provincial, 
ni de obstáculo para que ella se recaude por las autoridades y 
con arreglo a las leyes locales. 

Séptimo: Que es por esta razón y por lo espuesto en el quinto 
considerando, que los contribuyentes, ya sean ciudadanos ó cs- 
tranjeros, no pueden sustraerse, por razón de su nacionalidad, 
de la acción administrativa, ni de la jurisdicción de los jueces 
locales encargados de hacer efectivo diclio impuesto, y solo pa- 
gando este con la correspondiente protesta pueden ocurrir á los 
jueces de su fuero para pedir la devolución de lo indebidamente 
pagado, 6 bien apelar para ante la Suprema Corte de Justicia 
Nacional de las sentencias que en última instancia pronunciaran 
loa jueces de Provincia, en los casos previstos por el artículo 
catorce de la ley de catorce de Setiembre antes mencionada. 

Octavo: Que, aparte de estas consideraciones, debe tenerse 
en vista además : 

Primero ; Que es un principio inconcuso en materia de proce- 
dimientos, que el juez competente para conocer de la demanda 
lo es también para conocer de ta escepcion. 

Segundo : Que la objeción de inconstitucionalidad, opuesta á 
una ley de impuestos cuando se trata de recaudación de estos, 
no es mas que una escepcion para eludir su pago. 

Tercero: Que sería, por lo tanto, de todo punto inadmisible 
que la demanda para obtener dicho pago se siguiera ante los 
jueces de Provincia, á quienes corresponde su conocimiento, y 
la escepcion para exonerarse de éi se alegara ante los jueces 
federales, siguiéndose así dos juicios a la vez sobre la misma cosa, 
ante distintos jueces, y haciéndose indispensable un tercero para 
la devolución de lo indebidamente pagado, si se declarase incons- 
titucional dicha ley : resultado maniuestamente opuesto á las 
reglas que debun presidir una buena administración de justicia. 
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Por estos fundamentos , se confirma et auto apelado de foja 
veintiuna, sin especial condenación en costas en esta instancia 
en atención á la naturaleza del caso. Notifícese con el original, 
y repuestos los sellos, devuélvanse, 

J. B. GOROSTIAGA, — J. DOMINGLEZ. — 
CLADISLAO FRIAS (en disidencia). — 
FEDERICO l&ARCÚREN. 



DISIDENCIA 

Vistos: resultando: Que el actor Don Rómulo Herrera, es- 
pone en su demanda, que los señores Tisevra y Piróla, como 
rematadores de impuestos municipales en la ciudad de Salta, le 
cobran cuatrocientos ochenta pesos con doce centavos bolivia- 
nos por derechos correspondientes á varias partidas de anisado, 
cerveza y coñac, que han rehusado pagar, por creer que esos 
impuestos son viólatenos del artículo diez de la Constitución 
que declara libre de derechos la circulación de los efectos de 
producción nacional, como la de los géneros y mercancías de 
toda clase despachadas en las aduanas exteriores, en las que loa 
referidos artículos habían pagado los correspondientes derechos ; 
y pide se declaren inconstitucionales dichos impuestos, y Be 
ordene á los rematadores se abstengan de su cobro. 

Que estos, sin contestar la demanda, han opuesto las escep- 
ciones dilatorias de incompetencia del Juzgado de Sección, qne 
es la que este ha resuelto de litis-pendencia, y de defecto en el 
modo de proponer la demanda ; y fundan la primera, en que, se- 
gun la ley provincial, la recaudación de impuestos municipales es 
ejecutiva, y cualquiera que sea su valor, corresponde á los Jueces 
de Paz, loa cuales y no los Jueces de Sección, son los que conocen 
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también, con ungió á la Ley Nacional do tres de Setiembre de 
mil ochocientos setenta y ocho, en las causas de jurisdicción 
concurrente, en que el valor demandado no exceda de quinientos 
pesos fuertes, cuando por otra parte el conocimiento del caso 
caiga bajo la jurisdicción de la Justicia de Fas, según las leyes 
de procedimientos en ellas vigentes; en que si se llevara adelante 
el juicio, los demandados citarían de eviccion á la Municipalidad 
que les vendió los impuestos, y como tendría qne salir en su 
defensa, seria el caso de la Teso] ación déla Suprema Corte, que 
no permite se lleve ante la jurisdicción nacional una demanda 
contra una Municipalidad sobre ilegalidad de impuestos (tomo 
nueve, primera serie, página doscientas diez y nneve de sus 
fallos); y en que la misma Corte ha establecido que para llevar 
á la justicia Nacional las cuestiones sobre inconstitucionalidad 
de impuestos provinciales, debe apelarse en última instancia 
ante ella, ó demandar á la provincia después de pagar el im- 
puesto, con las reservas convenientes (tomo octavo, segunda 
serie, página doscientas siete) ; oponiéndose igualmente á la 
competencia del Juez de Sección la sentencia en la causa del 
tomo octavo, segunda serie, página ciento treinta y tres. 

Y considerando: Qne en este caso no se trata de una decla- 
ración en abstracto, como se espone en la sentencia recurrida, 
sioó de una causa entre partes, cuyo origen es el hecho del 
cobro de un impuesto, cedido ó vendido por la Municipalidad á 
los demandados, establecido por esta en virtud de autorización 
legislativa, y que tieno precisamente que hacerse efectivo; es 
decir, que existe un verdadero caso contencioso, que según las 
leyes y los principios, puede ser materia de una contienda y 
decisión judicial. 

Que aunque la cuestión es entre vecinos de la misma Provin- 
cia, ella versa sobre un punto especialmente regido por la 
Constitución, el demandante no ha prorogado la jurisdicción & 
la justicia provincial, y de consiguiente, por razón de la mate- 
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ría, el conocimiento y decisión de la cansa corresponde privati- 
vamente á la jurisdicción nacional, con esclusion de la de 
provincia (artículo cien de la Constitución Nacional, y articulo 
segundo, incisos primero y segundo, y artículo doce, de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los tribunales naciona- 
les). 

Que esta es también la doctrina segaida por la Corte en casos 
como el de qne se trata, según resulta de sus fallos en las causas 
siguientes : tomo diez y nueve, segunda berie, página noventa y 
tres, y los qne en ella se mencionan; tomo diez y siete, segunda 
serie, página cien; y la última de Ovejero contra los mismos 
señores Tiseyra y Piróla. 

T en fin, que la prosecución de la presente causa ante la jus- 
ticia nacional, no obsta á que la cobranza del impuesto se 
efectúe por los trámites que las leyes locales determinen, pues 
las provincias tienen facultad para establecer impuestos que no 
sean contrarios á la Constitución; no es escepcion suficiente 
para rehusar su pago el solo hecho de alegar su inconstitucio- 
nal id ad, siendo exigióle mientras ella no se declare por la auto- 
ridad competente (causa cuarta, tumo octavo, segunda serte, 
pagina ciento treinta y tres) ; y no hay lugar á la acumula- 
ción de autos cuando el fuero de las partes es absolutamente 
diverso, ó cuando una de las causas bo sigue por la acción eje- 
cutiva y la otra por la ordinaria, como sucede en el presente 
caso. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con el dictamen del 
Procurador General, se revoca el auto apelado de foja veinte 
y un» vuelta, y se declara ser competente para conocer de esta 
cansa el Jnez Nacional de la Provincia de Salta. Devuélvanse, 
prévia reposición de sellos. 



u Ladislao ralas * 
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CALNA XVII 



Don Santiago Sabourin, contra el Directorio del Ferro- 
carril del Oeste, por cobro de pesos; sobre absolución de 
posiciones. 



Sumario.— i* No pueden deciaTarse absueltas en rebeldía las 
posiciones para coya absolución no se citó válidamente al absol- 
▼ente, y no se incluyó en el decreto de citación el apercibimi^- 
to prescrito por el artículo 116 de la Ley Nacional de Procedi- 
mientos. 

T Es nula la citación hecha céntralo dispuesto por el artículo 
63 de dicha ley. 



Caso.— En la causa de D. Santiago Sabourin contra el Ferro- 
carril del OeBte, habiendo el primero pedido que el Director 
General del Ferro-carril absolviese posiciones, se espedió el 
siguiente certificado: 

Certifico cumpliendo con lo ordenado que, como consta á foja 
33 Tuelta de estos autos, fué notificado el Procurador de la 
Dirección del Ferro-Carril del Oeste, del decreto en que se 
manda comparecer al Presidente de ese Directorio para absolver 
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iones, no habiendo tenido Ingar ese acto á causa de no 
haber comparecido el demandante como lo espresa el escrito do 
foja 37, señalándose en su consecuencia otro dia con ese fin, 
que se postergó á pedido del mismo demandante como se 
demuestra por su escrito de foja 43, señalándose otra audien- 
cia, de cuya resolución fué notificado, como consta de la cita- 
ción de foja 46, el señor Mayer Presidente del Directorio del 
espresado ferro-carril, quien no compareció á la última audien- 
cia señalada para la absolución de esas posiciones como también 
se confiesa en el escrito de foja 51. En fé de ello, signo y firmo 
el presente en La Plata, á U de Mayo de 1886. fecha en que se 
me dió el papel sellado correspondiente á la reposición y al 



Estéban Guahcllo. 



F*li# M Jim» Federal 

La Piala, Mayo 28 de 1886. 

Por lo que resulta del certificado precedente, y en rebeldía 
del Presidente del Directorio del Ferro-carril del Oeste, se dan 
por absneltas las posiciones, y agregúense a los autos. 

Álbarracin 

Falto d« l* «npímm Cena 

Dueños Aires, Febrero li üe 1887. 

Vistos: resultando de autos que contra lo preacripto por el 
artículo sesenta y tres de la Ley Nacional de Procedimientos, 
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110 ae ha practicado sitió una sola diligencia pata la citación del 
Director General del Ferro-carril del Oeste, Don Mauricio Mayer ; 
que siendo nula por consiguiente dicha citación no ha podido 
producir efecto en perjuicio de aquel, con arreglo i lo dispuesto 
por los artículos setenta y uno y ciento ochenta y siete de la 
ley citada, y finalmente, ano el decreto de Toja cuarenta y cuatro 
por el cual se le llamó & absolver posiciones, no contiene el aper- 
cibimiento prescrito por el artículo ciento diez de aquella ley, 
para que pudieran considerarse absneltas las posiciones, por su 
inasistencia, se reroca el anto apelado de foja setenta y tres 
vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

I, DOMBGUEZ. — ULAD18LA0 FRIAS. — 
FEDERICO IBARGÚRIK* — C. S. DE LA 
TORRE. 
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CAUSA XVIII 



Don Emilio Persich, capitán de la Barca « Pió »>, contra los 
señores Melara y Martí, por cobro de fletes ¡sobre diferencia 
de cambios. 



Sumario, — La obligación de pagar rl flete cu francos, á tasa 
del cambio sobro Francia en el día de la llegada del baque, 
debe satisfacerse en oro al cambio sobre Francia del día men- 
cionado. 



Caso. — So refiere en el siguiente i 



FUI» del Juci Federal 

Buenos Aires, Junio 8 de 1886. 

Vistos : estos autos promovidos por el Capitán D. Emilio 
Fersicb, del buque austríaco Pió, contra los Señores Melara 
y Martí, por cobro de fletes. 
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Resulta: i ü Que el espresado Capitán trajo ¿ este puerto 
desde el de Marsella, ¿ la consignación de los demandados, un 
completo cargamento de mercaderías generales, bajo las cláusulas 
y condiciones estipuladas en el contrato de fietamento agregado 
á foja 2, con su correspondiente versión al idioma nacional, de 
foja 3, entre las cuales iigura la de que el flete, fijado en 
24000 francos por junto, sería pagado al contado después del 
desembarco, Ubre de interés y de descuento, ú tasa del cambio 
sobre Francia del dia do la llegada del buque al punto de 
desembarco. 

2 a Que efectuada la entrega de la carga á los Señores Mela- 
ra y Martí, estos le liquidaron el flete en la forma que espresa 
la cuenta de foja 5, esto es, al cambio de tres francos noventa 
j cinco centavos por peso nacional de curso legal, descontando 
las siguientes partidas anticipadas al Capitán: doscientos pesos 
el 7 de Febrero, trescientos pesos el 21 de Marzo* y dos mil el 
23 de Abril, dando un saldo á favor de aquel de tres mil tres- 
cientos óchenla y un peso moneda nacional con setenta y cua- 
tro centavos, que le fué entregado el 12 de Mayo, reservando sus 
derecbos por la diferencia del cambio. 

3 U Que partiendo do estos antecedentes y ejercitando la 
acción reservada, se presentó ü. Antonio M. Dcllino, á nombre 
del cantan Fersich, entablando demanda ordinaria contra los 
recibidores de la carga Señores Melara y Martí, para que se 
declare que el cambio corriente del dia de la llegada del buque 
es el de francos cuatro noventa y dos por peso nacional en oro 
efectivo, y se les condene <m consecuencia al pago do la suma 
de veinte y tres mil doscientos treinta y dos francos ochenta 
centavos oro efectivo, ú SU equivalente en papel al cambio del 
dia en quu debió hacerse el pago, con deducciun de las cantida- 
des recibidas en calidad de anticipo y lo entregado ó título de 
saldo, lo cual debidamente sustanciado viene a la resolución 
del Juzgado. 
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Y considerando: i» Que la fuente jurídica do las obligacio- 
nes que pesan sobre los dueños 6 consignatarios do la carga del 
buque Pió es el contrato de fletameuto agregado á foja 2 
cuyas cláusulas obligan A dichas partes no solo á lo que está 
espresado en ellas, sinó á touu* las consecuencias que la equidad, 
el uso ó la ley atribuyen á la obligación según su naturaleza! 
conforme ú lo dispuesto en e! artículo 20!l del Código de Co- 
mercio. 

2 o Que en cuanto á la forma del pago, que es el punto capital 
do la cuestión sub-judice, ti referido contrato solo establece 
que el Hete será pagado al contado después del desembarco, 
libre de intereses y descuento á tasa del cambio sobro Francia 
del dia de la llegada al puerto de su destino, quedando implíci- 
tamente sobreentendido que en las monedas legales de la Na- 
ción donde aquel debía efectuarse, de modo que en el momento 
del pago pudiera adquirirse giros sobre Francia por el valor cu 
francos del Hete estipulado. 

3 o Que el buque Pió llegó á este puerto el dia 7 de Enero 
de 1885, según lo ha afirmado el actor sin contradicción de par- 
te de los demandados, lo que autoriza á admitir como exacta esa 
fecha para los efectos determinados en el contrato, con arreglo 
á lo que dispone el artículo 86 do la Ley Nacional de Enjuicia- 
miento, no existiendo hasta ese momento otras monedas que las 
creadas por la ley do 5 de Noviembre de 1881, declaradas por 
la misma de curso forzoso y destinadas á chancelar todo contra- 
to ú obligación contraída dentro l fuera del país y que deba 
ejecutarse en el territorio de la República, según lo espresa ei 
artículo 5 de la ley citada, de modo que sobre esas monedas debía 
calcularse el cambio sobre Francia, á que alude el referido 
contrato, 

4 o Que los billetes de Banco existentes á la llegada del bu- 
que no eran moneda en el sentido legal y económico, sinó sig- 
nos representativos do las monedas metálicas creadas por la ley, 
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pues las casas emisoras estaban en el deber de convertirlos al 
portador y á la vista, así es que solo pueden servir de base á cual- 
quiera operación, únicamente bajo este simple carácter y 
en cnanto subsistiere su poder de convertibilidad en la forma 
indicada. 

5° Que la liquidación practicada por los demandados, que ha 
servido para formular la cuenta de foja 5, tiene por base una 
nueva especie de moneda creada por decreto del Poder Kjecutivo 
Nacional, de fecha 9 de Enero de 1885, posterior por consiguien- 
te á la llegada del buque Pio t de modo que no podría servir de 
tipo para calcular el cambio sobre Francia con arreglo á los 
términos del contrato. 

6' Que la mente de Ies contrayentes al establecer el precio 
del flete en una moneda especial para ser pagada en Buenos 
Aires» al cambio del dia de la llegada del buque, no ha podido 
ser otra que sustraer al fletante ó capitán ¿ las eventualidades 
de un curso forzoso y de las oscilaciones que esperimenta la 
moneda fiduciaria, una vez declarado aquel, para que en todo 
momento pudiera recibir el justo equivalente de la cantidad de 
moneda especial convenida, lo que es conforme al precepto del 
artículo 3° de la ley de 13 de Octubre de 1885. 

7* Que no habiendo los demandados consignado en el acto 
de la llegada del buque, annque fuera en billetes de Banco, al 
cambio del dia, el importe del flete, de acuerdo con lo prescrito 
en los artículos 948 y 949 del Código de Comercio, no les es 
lícito imponerlo ahora al Capitán, fuera de las sumas anticipa* 
das á cuenta. 

Por estos fundamentos: fallo declarando que la liquidación 
del flete debe hacerse al cambio sobre Francia corriente en pla- 
za i oro, en el dia de la llegada del buque Pió; podiendo 
abonarse en moneda legal por el valor corriente en el dia de 
cada pago; á cuyo efecto, las partes propondrán perito que prac- 
ticará dicha liquidación, cuyo saldo deberán abonar los deman- 
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dados en el término de diez días, con los intereses monitorios. 

Virgilio M. Tedin, 

Üuenoi Aires. Febrero 24 do 1887, 

Vistos: con arreglo ¿ lo dispuesto por el articulo tercero de 
la ley de quince de Octubre de mil ochocientos ochenta y cinco, 
y por los fundamentos concordantes de la sentencia apelada, se 
confirma esta con costas, debiendo hacerse la liquidación con 
relación al siete de Febrero de mil ochocientos ochenta y cinco, 
en que las partes manifiestan de común acuerdo tuvo entrada 
él buque en este puerto. Kepóugase los sellos y devuélvase. 

J. DOMINGUEZ. — I) LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO 1BARGÚAEN. — C S. 
DE LA TORRE. 
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CAUSA 



El Procurador Fiscal, contra J, Goffre y Eduardo Eermepin 
por defraudación de derechos de Aduana 



Sumario.— L* rectificación de un error, quo no es de los de- 
terminados por el articulo 1058 de las Ordenanzas de Aduana, 
hucha después de ordenada la verilicaeion, no exime de la pena 
establecida por el artículo 930 de las mismas. 



Coso. — Se refiere en la vista del Trocarador riscal 



HESOMjCMM del aimimstiudor de aduana 



Con arreglo al articulo 030 de las Ordenanzas de Aduana, 
declárase caído en comisu el esceso encontrado. 

Hágase saber, y fecho pase á Contaduría á sus efectos, repo- 
niéndose los sellos per el vista anterior. 



Buenos Aire». Mareo 2i de 1886. 



1*. E. S. A. 



fe. Anido 
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VISTA DEL PROCURADOIt FISCAL 

Buenos Airea, ¿layólo de 1886. 

Scfwr Juez ¡ 

Para Ja más acertada resolución fie esta causa, debo relacionar, 
aunque ligeramente, el hecho que la ha originado, que uo es 
más quo la repetición de muchos otros llevados ¿ cabo por co- 
merciantes que pretenden por todos los medios, aún los más vul- 
gares, defraudar la renta pública. 

Los Señores J. GoArc y Fermepin pidieron ol despacho de 
un cajón conteniendo casimires con peso de ciento veinte y seis 
kilos, y una vez el manifiesto en poder del Vista, este mandó 
verificarlo, con ferha9 de Febrero próximo pasado. 

Ante tal resolución, el dependiente ó despachante de los Se- 
ñores Goffre y Fermepin se guardó muy bien de asistir á ese 
acto, y lejos de eso, ocurrió con la solicitud que corre á foja 3 
de estos autos, que lleva la fecha del 26 del mismo mes, ante el 
Señor Administrador de Eontas Nacionales para la rectificación 
de ese manifiesto. 

Como era natural y justo, el Señor Administrador no hizo 
lugar á esa rectificación y en el parte pasado cou tal motivo por 
el Señor Vista del ramo, condenó A comiso el esceso de mercan- 
cía resultante. 

Ahora, los SeñoresJGoffrc y Fermepin, para reclamar de esa 
resolución, dicen: que han cometido un error con toda buena fe* 
y que estaban en tiempo para rectificarlo, puesto que nohaeiis- 
tido principio de verificación, 

Si se ha de dar crédito á los diferentes informes de empleados 
caracterizados de la Aduana que forman este proceso, como de- 
be dárseles, sejruu nuestras prescripciones legates, los apelantes 
carecen por completo de razón. 
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Los despachos de Aduana se hacen de dos maneras, una vez 
que han sido tramitados en Contaduría y pasados al Vista 
del ramo: 6 este despacha en confianza y suscribe el documento 
con la nota «despachado y entregúese», ó manda poner á su 
presencia el bulto de mercancías, para abrirlo con intervención 
del interesado, examinar su contenido y pesarlo ó medirlo, según 
el caso. 

Esto último* precisamente, es lo ocurrido con los Stores Gof- 
fre y Fermepin, y que, como lo he dicho antes, es el procedi- 
miento más vulgar para defraudar la renta íiscal. Fije V. S. su 
atención en las diferentes piezas que forman este proceso y en- 
contrará comprobada la verdad de lo que acabo de relatar. 

Nunca hasta ahora se había puesto un duda que el decreto de 
los Vistas mandando poner los bultos á despacho es un princi- 
pio de verificaciou, porque al respecto no caben dos opiniones: ó 
el Vista entrega en confianza ó verifica la mercancía; y en este 
segundo término el primer acto es mandar traerla á su presen- 
cia para examinarla en todos sus detalles, lo que importa un 
verdadero principio de verificación, acto que se espresa siempre 
con la fórmula de < póngase á despacho >. 

Demostrada la iusubsistencia del principal fundamento del 
escrito de apelación do los Señores Goffre y Fermepin, el resto 
de su argumentación desaparece por sí sola. 

Las facturas que acompañan dichos señores, nada prueban 
según lo ha establecido en sus fallos la Suprema Corte. (Serie 
i\ t. 2°, pág. 72 ; serie 1*, t. 2?, pág. 61). 

Las resoluciones de los Administradores do Aduana sobro Ja 
apreciación de las circunstancias atenuantes en casos de falsa 
manifestación, no pueden ser reformadas, y por consiguiente, 
son inapelables, aunque se trate de simples errores. (Serie 2*, 
t. 3 o , pág. 268; serie 2*. t. *\ pág. 30). 

Desde luego, el Señor Administrador, ha estado en su perfec- 
to derecho al negar lo solicitado á foja 3, y esta resolución 
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tiene la fucrz-i de verdad y reviste autoridad de cosa juzgada. 

Nnda queda, pues, de los argumentos aducidos por los ape- 
lantes en el escrito de foja 3, y V. S. debe, por tanto, confir- 
mar, con espresa imposición de costas, la sentencia reclamada. 

David Zataita. 
*.». m J«t» ****** 

Buenos Aires, Junio I a de 1888 

Autos y fistos : por las consideraciones es puestas por el Pro- 
curador Fiscal en bu precedente vista y que el Juzgado encuen- 
tra arreglada á derecho, se confirma la resoluciou de Aduanada 
foja 2 vuelta; devuélvase en consecuencia loa autos, prévia repo- 
sición de sellos. 

Andrés (Jgarriza 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

Solo tendrá lugar la conmutación de ta pena, dice el artículo 
081 de las Ordenanzas, cuando se advierta ei error antes de 
haberte encontrado por la Aduana, y antes de que haya tenido 
tugar algún principio de verificación. Algún principio, nó un 
pnncipto. Es decir, cualquier principio» por pequeño quesea; 
y no puede negarse que el hecho de haber puesto el Vista en el 
manifiesto de despacho f póngase á despacho », eniei de mau- 
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dar entregar el bulto como despachado en confianza, importa ya 
algún principio de verificación, aunque pequeño, 

No siendo posible que los Vistas inspeccionen personalmente 
todos los bultos, la necesidad de cierta tolerancia se impone do 
por sí, y el único correctivo a los abusos á que ella puede dar 
lugar, es no permitir que la manifestación del error se haga 
antes de que el despachante se aperciba deque el bulto vaá ser 
examinado. 

De otra manera, sería muy cómodo aguardar al último mo- 
mento para pedir la rectificación, sí ti correr riesgo alguno, en la 
esperanza deque el Vista despachase en confianza. 

En el presente caso, el manifiesto de despacho se presentó el 
9; el 17 entró el bulto á la Aduana ; y recien el 26 se solicitó 
permiso para la corrección, cuando ya, después de la intención 
manifestada por el Vista, pudo y debía haber sido hestaala veri- 
ficación, y el despachante quedó apercibido del riesgo que corría. 

Pido la confirmación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa 
Palto 4e 8» fluprcM* fferte 

Buenos Aires, Febrero 26 de 1887 

Vistos y considerando: Que el error alegado por loa recur- 
rentes no es de los determinados pur el artículo mil cincuenta y 
ocho de las ordenanzas y no puede por tanto eximirlos de pena. 

Que no han rectificado tampoco su manifestación, sinó des- 
pués de ordenada por la Aduana ta verificación del peso y conte- 
nido del bulto pedido á despacho, y carecí- por consiguiente de 
espontaneidad su rectificación. 

Por estos, y los fundamentos aducidos por el Señor Procura- 
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dor General, y los en que se apoya el Juez de Sección: se confir- 
ma con costas el auto apelado de foja veinte. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 



Don Casimiro Ferrer, contra el Ferro-Carril de Buenos Aires 
y Rosario, por espropiacion ; sobre entrega de dinero depo- 
sitado. 



Sumario. — i° El auto que hace lugar á la entrega al espro- 
piado del dinero cuyo depósito se alega por el espropiante ha- 
ber quedado sin objeto, es apelable. 

2 a El dinero depositado por e! espropiante para obtener la 
posesión, no debe entregarse al espropiado, una toz que este ha 
recibido el precio que coa posterioridad ha sido fijado á la cosa 
espropiada. 



1. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IBARGÚREN. — C. S. 
DE LA TORRE. 
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Caso. — El Ferro-Carril de Buenos Aires y Rosario depositó 
la soma de lOOOpesos, para obtener la inmediata posesión de un 
terreno de D. Casimiro Ferrer. 

Ea el juicio de estimación, se fijó el precio de 5330 pesos, que 
el Fotto- Carril pagó. 

En seguida, la parte de Ferrer pidió la entrega de los 1000 
pesos que habían sido depositados i su disposición. 




LaPliti, Octubre n de 1885. 

Como se pide. 

Albarracin. 

La Empresa del Ferro-Carril pidió reposición y apeló. 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Y ristos: de conformidad al articulo 4 Q de la ley de Expro- 
piación y auto de foja 7 t artículo 305 de la ley de Procedimien- 
tos y concordantes del alegato precedente, no ha logar a la 
reposición, ni á la apelación deducidas. 

AlbüTrciciti. 

La Empresa ocurrió de hecho i la Suprema Corte, 

AUTO DE LA SUPRIMA CORTE 

Bueno* Aires, Abril 6 de 1886. 
Trayendo perjuicio irreparable el auto de foja cuarenta y 
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ocho vuelta, se declara procedente el recurso de apelación ínter- 
puesto, el cual se admite en relación; j pasen en su consecuen- 
cia los autos al Relator, con noticia de las partes. 

J.n. GO UOS NAGA . — J. DOMINGUEZ. 
— «LADISLAO FRIAS . — FEDERICO 
IB A H G C R EPí * 

Buenos Aires, Mano 1* de 1A87. 

Vistos : Resultando de autos que los mil pesos que se han 
mandado entregar al espropiado, y que fueron depositados por 
el espropiante, como precio ofrecido por el terreno, para entrar 
en posesión inmediata, han quedado sin objeto con el depósito 
y entrega posterior de la cantidad de cinco mil trescientos trein- 
ta pesos, que fija el laudo de los arbitros, como precio de la 
expropiación, se revoca el auto apelado de foja cuarenta y ocho 
y T uelta, devuélvanse, previa reposición de sellos. 

J. B, COROSTIAGA. — J. DOHRGOII. — 
U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO DAR- 

GÚREJR. 

Adhiero á la presento resolución, porque aún cuando aparece 
de autos que el espropiado no ha sido totalmente pagado del 
precio de la indemnización fijado por el laudo corriente á foja & 
del espediente mandado traer á la vista, la parte de que se ha- 
lla insoluto, ó sea los intereses á que dicho laudo se refiere, no 
han sida aún liquidados. 



C. S. DE LA TORRE. 
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El Doctor /), Samuel Molina, contra el General D. Octaviarlo 

Navarro; sobre mensura. 



Sumario. — En la iitcertidumbro que dejan loa títulos y el 
convenio de las partes sobre la línea divisoria de sus propieda- 
des, debe estarse á loa hechos que se pruebe haberse verificado 
por las mismas, con posterioridad al convenio. 

r«ll» 4*1 Juea Federal 

Calamarca, Octubre 10 de 1883. 

Vistos estos autos seguidos por IK Beüsario Ahumada, apo- 
derado sustituto del Dr. D. Samuel A. Molina, vecino de Buenos 
Aires, con D. Erasmo Correa, en representación del General 
D. Octaviado Navarro, de esta naturaleza y vecindario, sobre la 
oposición deducida por parte de aquel al estremo naciente y de 
este al poniente del deslinde practicado por el Ingeniero Nacio- 
nal D. Sebastian Tessi, de la línea divisoria de sus respecti- 
vas haciendas en Singuil 

Y considerando: 1° Que según resulta de la escritura de tran- 
sacción del 2 de Junio de 1871 ( el lindero últimamente eonve- 
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nido por donde debía pasar dicha línea de naciente a poniente, 
ó sea desde la cumbre de las Higuerillas basta la que divide el 
valle de Singuil del potrero de Huuiaya, él la barranca deno- 
minada de Doña Juliana, sin más desviaciones que las estípula- 
das en aquella. 

*» Que de la comparación de los alegatos de ambas partes a 
foja ^0 y foja 26, con el informe pericial y actas de su referen* 
cía, resulta que el deslinde y amojonamiento practicados en esta 
parte, están perfectamente ajustados á la enunciada tran- 
sacción. 

3 o Que el convenio privado celebrado con anterioridad sobre 
el particular» entre el General Nararro y D. Mardoqueo Moli- 
na, en que funda su oposición el procurador Ahumada, quedó 
reducido á lo antedicho, como se espresa en la misma escritora ; 
y de consiguiente, es tan solo al tenor de esta que debe estarse. 
(Artículos i" y siguientes, título 4", De las transacciones 
Código Civil). 

4 o Que aunque así no hubiese sucedido, tales convenios ver- 
bales nunca podrían tener eficacia en el sentido de modificar ni 
menos prevalecer contra un instrumento público de fecba poste- 
rior sobre trasmisión de propiedades raíces, como la de que so 
trata. (Artículos 16 al 18, 47 y 48, páginas 265 y 306, Código 
citado). 

5 o Que por la misma razón tampoco es atendible la pretensión 
del apoderado Correa, de que se mande prolongar dicha línea bá- 
cia el Oeste, hasta la cumbre del Ambalo. (Artículo 61, pagina 
309, id. f id). 

6" Que por lo demás, el hecho de que fuese reputado cerno 
límite de ambas propiedades, al estremo naciente, el filo de una 
lomada que existe sóbrela antedicha barranca del rio, asi como 
la circunstancia de haberse trabajado, al costado Sud de aqué- 
lla, algunas labranzas 6 rastrojo* por inquilinos del finado 
D. Samuel Molina, tampoco pueden producir innevacion alguna 
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en la enunciada transacción del 71 ; puesto que todo ello no 
tiene más alcance jurídico que el de meros hechos ó actos del con- 
dominio que presupone la confusión de limites, y que el deslinde 
practicado tiene precisamente por objeto hacer cesar; como es 
de Terse en el capítulo 4°, título 8°, página 637, y nota al artículo 
74 del mismo Código. 

7° Que en lo referente á la otra línea trazada al estremo Nor- 
te del potrero deHumaya, desde una á la otra cumbre, es ya es- 
cusado ocuparse de ella; puesto que de común consentimiento de 
partes t se dejó sin efecto y aún se autorizó la remoción de sus 
mojones, por auto del 30 de Julio, recaído en el espediente nú- 
mero 432, sobre reivindicación con motivo de la ejecución del 
fallo de la Corte Suprema del 21 de Abril último. (Artículo 61» 
ja citado). 

Por tanto: y omitiendo otras consideraciones, fallo aproban- 
do en todas sus partes el enunciado deslinde y amojonamiento, 
que partiendo por el estremo naciente de la cumbre de las Hi- 
guerillas, termina por el Oeste en la que divide el valle dp Sin- 
guil, de Humaya ; sin especial condenación en costas. Hágase 
saber con el original, repónganse los sellos y oportunamente 
devuélvanse los documentos acompañados, dejando constancia 
en autos. 

Joaquín Quiroga 

£1 Dr. Molina apeló de este fallo, y el General Navarro se 
adhirió á la apelación respecto del estremo de la línea. 

Ante la Suprema Corte no contestó el traslado de la espresion 
de agravios ni prosiguió la apelación, siéndole acusada la re- 
beldía. 
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*b ta «np*m» Corte 



Buenos Aires, Marzo 3 de 1887. 

Vistos y considerando : Que por lo que respecta al es'rcmo 
naciente do la línea divisaría entre las propiedades de ambos 
litigantes, la transacción celebrada con fecha dos do Junio do 
mil ochocientos setenta y uno, de que instruye )a escritura cor- 
riente á foja primera del espediente agregado, solo espresa que 
la barranca que cae al río un poco más allá del Potrero del 
Chañar, que tiene por denominación Doña Juliana, es el linde- 
ro convenido, sin determinar ni precisar la dirección de la línea 
desde esto punto hacia ol Este, como lo hace hacia el Oeste. 

Que en la íncertidumbre que hace nacer esta cláusula y á falta 
de los esclarecimientos necesarios en el título á tal respecto, 
debe estarse á los hechos de los contrayentes subsiguientes aí 
contrato» como la mejor espücacion de su intención al celebrar 
este. 

Que estos hechos se hallan constatados por la prueba testi- 
monial producida por ambas partes, la cual demuestra suficien- 
temente que la linea separativa de ambas propiedades, ha sido 
fijada de hecho por la comunicación délos interesados, con pos- 
terioridad i la transacción referida de dos de Junio de mil ocho- 
cientos setenta y uno, en una lomada que arrancando del punto 
llamado ta barranca de Dona Juliana termina Inicia el Nor- 
Este en la cumbre del cerro de las Higuerillas, siguiendo la 
dirección de dos piedras que forman nn mojón natural en dicho 
cerro; que hasta este límite natural, que determina la división 
délas aguas hácia una ú otra propiedad, se han estciididoen 
efecto los cultivos de uno y otro de los interesados 6 sus arren- 
datarios, y se ha ejercido por ellos una posesión precisa y deter- 
minada; que dichos arrendatarios han respetado siempre aque- 
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lia linea, como el limito de ambas propiedades; y finalmente, 
que tal estado de cosas y la posesión inherente a él, han sido 
mantenidos sin reclamo ni contradicción de ninguna de las par- 
tes por largo número de años, hasta la iniciación del presente 
juicio de deslinde. 

Que asimismo resulta de las deposiciones de los testigos que 
aquella linea, que algunos de estos agregan fué verbal y espe- 
cíficamente convenida en su presencia por los interesados, ha 
sido además tenida y reconocida siempre como tal límite. 

Que la operación de foja cincuenta y dos» del espediente antes 
citado, separándose de estos antecedentes y trazando por este 
estremo de las propiedades de los interesados la línea separativa 
de ambos, no según la dirección que determina el filo ó cima 
de la loma indicada, sini con rumbo al naciente, según el meri- 
diano terrestre, debe tenerse por consiguiente como invasora de 
los derechos de Molina por este rumbo. 

Que en cuanto al estremo Oeste dv la antedicha linea, á cuyo 
respeto la parte del Gen» ral Navarro se adhirió en primera ins- 
tancia á la apelación interpuesta por la del Doctor Molina, de- 
clarado aquel en rebeldía á petición contraria, el recurso debe 
tenerse por desierto y la sentencia por ejecutoriada á bu res- 
pecto. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento ocho, en cuanto por ella se aprueba la linea trazada 
desde la barranca llamada de Doña Juliana hacia el cerro de las 
Higuerillas, ó sea al naciente, declarándose que la línea separa- 
tiva de las propiedades de los Señores Navarro y Molina por 
este rumbo, es el filo ó cima dn la loma que arrancando de aquella 
barranca termina en la cumbre del citado cerro de las Higueri- 
llas en un mojón natural de piedras existente en este ; y se de- 
clara dicha sentencia ejecutoriada en lo relativo á la linea pre- 
tendida por la parte de Navarro al poniente de la sierra de 
Singuil, debiendo con arreglo á estos límites ser restablecido el 
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Doctor Molina en la posesión de que resulta haber aido privado 
por consecuencia de la diligencia corriente a foja noventa vuel- 
ta délos autos agregados. Repónganselos sellos y devuélvanse, 
podiendo notificarse con el original. 

h D. GOROSTIAGA. — i. DOMINGUEZ. 
— ULADISLAO FRIAS, — FEDERICO 
I&ARGCREN, — C. 8. DE LA TORRE. 



CACHA XXII 



ElBanco Inglés del Rio de la Plata, contre Don Meólas Landetu, 
por cobro de pesos; sobrepago á oro 



Sumario.— La obligación contraída en 4 de Noviembre de 
4884, en monedado oro sellado del valor actual con esclusion de 
billetes de curso forzoso ú otra clase de moneda, no puede ser 
pagada con billetes de curso legal por su valor nominal. 
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rail» 4el lau Federal 

Rosario, Febrero 22 do 1886. 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por el Banco Inglés 
del Rio de la Plata contra Don Nicolás Landeta, en el incidente 
sobre consignación, promovido á foja 20 por el demandado. 

T considerando: I o Que el documento de foja 1\ que sirve 
de base á la presente ejecución, espl/citamente impone al deudor 
el deber de solventar la deuda en moneda de oro sellado del 
valor actual (4 de Noviembre de 1885) precisamente con exclu- 
sión de billetes decurso llamado forzoso ú otra clase de moneda 
que pueda ser establecida por leyes ó disposiciones á ese efecto. 

2* Que por la ley general de monedas, de 5 de Noviembre de 
1881 <art. 5 o ), como aún por la do inconversion de 13 de Octu- 
bre de 1885 (art. 3 o ), se hallan espesamente autorizadas y 
declaradas á salvo las estipulaciones á moneda especial ó con- 
traídas en relación á una determinada especie de moneda nacio- 
nal 6 estrangera, decidiendo por el mismo hecho ambas leyes, 
que tales estipulaciones deben ser cumplidas en la moneda en 
que se bao contraído. 

3 a Que estas leyes implican forzosamente !a libertad de pac- 
tar la esclnsion 6 no admisión en los pagos, de cualquier especie 
de moneda nacional y la validez de las convenciones contraidas 
i tal rapecto, pues pudiendo escluirse por la estipulación á mo- 
neda especial todas las clases de moneda, menos una, sería 
incongruente que no pudiese válidamente estipularse la escln- 
sion especial y determinada de una ó más de ellas. 

4 o Que nobay más salvedad ¿estas disposiciones, que la rela- 
tiva á los billetes bancarios áque alude la última de ellas, de- 
clarándolos de cíitso legal y de aceptación obligatoria en pago 
de tales obligaciones solo por su valor corriente. 
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5° Que por consiguiente, estipulada la obligación de foja i\ 
en los términos ea que lo na sido, es indudable que no puede ser 
solventada con aquellos billetes por su valor escrito, según lo 
pretende el demandado, cou violación ya de aquellas leyes, ya 
de su propia convención. 

Por tanto: y do conformidad además á la disposición de los 
artículos i 197 y 760 del Código Civil, y 200 y 952 del Código 
de Comercio, declaro que la consignación de foja 30 es insufi- 
ciente á cubrir el valor adeudado, y que en consecuencia, debo 
proseguirse la presento ejecución, librándose mandamiento, 
según lo solicitado á foja 30, por la diferencia entre el valor 
adeudado y el consignado, según el curso del cambio que se 
acredite existir en esta plaza, entre el oro efectivo y la moneda 
consignada, intereses á estilo do Banco y costos. NotiHquese 
con el original. 

C. S. de la Torre. 

Buenos Airea, Marzo 8 de 1687. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma la sentencia de foja 
treinta y siete vuelta, con costas. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

J. B. GOA0STUGA. — J. DOMINGUEZ. 
— FEDERICO IBARCOREfl. 
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CAUSA XXIII 



Don Benito Uamberto, contra la Empresa del Ferro Carril de 
Dueños Aires y Rosario, por indemnización de daños y 
perjuicios; sobre [alta de personería. 



Sumario. — La falta de declaración de la mayor edad del 
apoderado, que no so alega ser menor, no invalida el poder 
que se le ha conferido. 



Caso. — D. Gustavo Nogues, con poder de D. Benito Mam- 
berto» demandó á la Empresa del Ferro-Carril de Uuenos Aires 
7 Rosario, por indemnización de daños y perjuicios. 

La Empresa opuso la escepcion de falta de personería, por 
no espresarse en el poder que el apoderado Nogues era mayor 
de edad. 

Este contestó que el apoderado no era otorgante de la escri- 
tura de poder, y solo respecto de los otorgantes debía espre- 
sarse la edad en las escrituras públicas. 
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Falto del Jim Weúwmi 

Buenos Aires, Agoslo 13 de 1886. 

Y vistos : por los fundamentos aducidos en el presente escri- 
to! que el Juzgado loa considera arreglados & derecho, no ha lu- 
gar con costas á la escepcion deducida por el demandado, quien 
deberá en consecuencia contestar derechamente la demanda, 
dentro del término legal. 

Andrés Ligar riza. 

Falla tfe la Suprma Carie 

iluenos Aires, Marzo 10 de 1887, 

Vistos: no siendo necesaria para la validez del poder la de- 
claración de que el apoderado sea mayor de edad, y do espre* 
sando por otra parte el apelante que Don Gustavo Xogues no 
tenga la edad requerida por la ley para representar á otro en 
juicio, se confirma con costas el auto apelado de foja diez y 
seis vuelta. Itepuestes los sellos, devuélvanse. 



J. H. GOROST1AGA. — J. DOMINGUEZ. 
— «LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IDARGtREN, — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXIV 



Dan Ricardo Bradley, contra Don Julio t'eyredien ; sobre 
indemnización de daños tj perjuicios. 

Sumario.— í° Dos declaraciones singulares, siendo diversi- 
íicatiTa la singularidad, no constituyen pruebo. 

2° Sin la prueba de haberse causado un perjuicio suscepti- 
ble de apreciación pecuniaria, no hay seto ilícito punible para 
los efectos civiles. 



Caso. — Se reüerc en el 

i 

Buenos Aire*, Octubre 21 de 1884. 

Vistos estos autos promovidos y seguidos por D, Ricardo 
Bradley, argentino, contra 1). Julio Peyredieu, ciudadano fran- 
cés, cobrando la suma de setecientos mil pesos moneda corriente, 
como indemnización de danos j perjuicios. 

Resulta: 1° Que la acción deducida se funda, según lo espre- 
sa la demanda do foja 2, en que Peyredieu, con ánimo de des- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



pretigiarlo en el concepto de sus relaciones y en la opinión del 
comercio y del publico, ha andado y andaba propalando calum- 
niosamente que él lo había robado, hecho que le ha privado de 
ganar más do doscientos mil pesos anuales, por lo que estima 
en la su ni a demandada ios daños y perjuicios que le ha in- 
ferido. 

2° Que Peyredieu cuntes tú ti traslado, esponiendo: que du- 
rante muchos anos bahía tenido con el demandante sociedad 
solidaria en el ramo de frutos dul pufs, kijo la razón social 
Peyredieu y ISradley, formada por medio de habilitación que 
¿1 le hizo ó este último, quien solo introdujo su trabajo, teniendo 
la dirección de los negocios y los libros que 1 ¡eraba un depen- 
diente bajo sus instrucciones; que un dia, viendo que el tiempo 
pasaba sin conocer á ciencia cierta el estado de la sociedad, 
pretendió esclarecerlo exigiendo a su sudo un estado general 
de los negocios y caja, loque fué un motivo de desacuerdo entre 
ambos, viéndose en la obligación de disolver la sociedad; que 
teniendo motivos para creer en un próspero estado los nego- 
cios, sufrió un gran descontento cuando se le dijo que el estado 
de la sociedad era ruinoso y con este motivo, ámás de un amigo 
espuso su situación difíeil quejándose de la conducta de su socio 
y protegido, y de su ingratitud, lamentando la faltado grao- 
des utilidades; pero que es falso que haya tratado de ladrón á 
Bradley, y que en cuanto á la apreciación de sus perjuicios, 
en el caso de aer procedente, era ridicula, no reuniendo la deman- 
da sobre este punto los requisitos legales, pues no se habían 

3" Que recibida la causa á prueba, por auto de foj;i 58 vuelta, 
para que se justifique que el demandado ha injuriado y calum- 
niado al actor en la forma que e*te espresa; que di allí le ha 
resultado un daño efectivo y cesación de ganancia y el (¡uantum 
aproximativamente de ambos, se ha producido por parte del 
demandante las declaraciones de los testigos Mirunt Borde, fo- 
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ja 75, Lara, foja 75 vuelta, Patino, foja 77, y Therman, foja 84, 
prestadas al tenor del interrogatorio de foja 74, y las posiciones 
del pliego de foja 148, absueltas por Peyredieu; y por parte de 
este, la declaración del testigo líeckaus, foja 114 vuelta, y el 
certificado de foja i 17. 

Y considerando: 1 o Que la oausa generadora de los perjuicios 
que dice haber sufrido ól demandante, cuya reparación se pro- 
mete obtener pnr medio de la acción deducida, consiste en el 
hecho de haber propalado cu pública que lo había robado á 
Peyredieu <.-n el negocio de frutos del puís que tuvieron en 
sociedad. 

2° Que de los ruatro testigos presentados por el actor, solo 
Therman afirma que aquel lo dijo en varias ocasiones, en una 
época en que estuvieron en un arreglo, el declarante y Peyredieu, 
por el mes de Agosto ó Setiembre del ano 1881, que Üradley le 
había robado escandalosamente, no habiéndole oidedespues nada, 
mientras que los testigos Mirand Borde y Patino, contestando 
la segunda pregunta del interrogatorio di* foja 74, dicen que no 
recuerdan haberle oido nada al respecto, y Lara, que varias veces 
Je ha oído hablar diciendo que la sociedad había sido perju- 
dicada porque Üradley había retenido fondos haciendo nego- 
cios fuera de la sociedad, lo que está muy distante de implicar 
una acusación de robo. 

3 o Que aún en el raso de interpretarse la declaración del 
testigo Lara en el misino sentido que la de Therman, en cuanto 
afirma haberle dicho Peyredieu que Bradley había ocultado 
sumas de dinero y que á eonsi-cuencia de esto había perdido 
más de un millón de pesos, no refiriéndose ambas al mismo acto, 
queda cada una de ellas singulares, y siendo la singularidad 
diversificad va, esto es que no se ayudan ni esplican la una por 
la otra, carecen de valor para constituir prueba jurídica, 
con arreglo al preeepto de la ley 32, título 16, partida 3\ 

4 o Que además, los antecedentes ofrecidos por el mismo de- 



de íüsticia ruaos al 141 

mandante revelan que estos testigos se han presentado volun- 
tariamente ¡i ofrecer su testimonio, pues no otra cosa significan 
las curtas dadas por dio* untos de la iniciación del proceso, 
transcriptas en el escrito de demanda, circunstancia que los 
bace muy sospechosos de parcialidad, según lo ensena Cara- 
vantes, tomo 2 o , número 939, y loa quita la poca fe que puede 
merecer un testimonio singular. 

5 o Que es tanto más sospechable la complacencia de estos 
testigos, cuanto que, según Lara,el demandado se había espre- 
sado en los términos que indica, delante de varias personas, en 
el café del Mercado Constitución, no habiendo sin embargo 
presentado alguna de ellas para cor robu ra r su testimonio. 

6° Que según Jo resuello en el auto de prueba y en confor- 
midad á lo que dispone el artículo tÜ80 del Código í "iviJ, el de- 
mandante ha debido probar, no solamente las conversaciones 
calumniosas é injuriosas que supone propaladas por PoyredteUj 
origen de este juicio, sin ó que de allí le resultó daño efectivo 
y cesación de ganancias «preciable en dinero, pues esta circuns- 
tancia es una condición indispensable para el ejercicio eficaz de 
la acción civil tendente á obtener indemnizaciones pecuniarias, 
según el artículo ritado; sobre cuyos puntos no se ha producido 
más prueba que la estimación hecha por el testigo Lara, vaga- 
mente, cu muchos miles de pe- os que ha dejado de ganar Bradley, 
á consecuencia del descrédito que le ocasionaron dichas conver- 
saciones y el retiro de algunas consignaciones. 

7 o Que entre tuntu f de los mismos tes timón ¡os del demandan- 
té resulta que cuando se di-olvió la sociedad quedando llradley 
á cargo del activo y pasivo, esta su hallaba en estado de insol- 
vencia, pues Patino dice que estaba quebrada, y Therman, que 
Bradley hizo un arreglo con uno de sus acreedores, el Señor 
Beckhaus, para pagarle ciento y tantos mil pesos cuando pudie- 
ra, de modo que mas lógico es atribuir el retiro de alguuaB 
consignaciones á esa circunstancia y en mucha parte al hecho 
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mismo de la disolución de la sociedad, que á la arbitraria supo- 
sición del testigo, conclusión que conOrma plenamente el tes- 
tigo Patino, en cuanto afirma que su patrón Mac Cieñan no lo 
consignó más frutos porque no lo pagaron íntegro su crédito, 
contradiciendo en esto terminantemente á los testigos LaTa y 
Therman, en cuanto atribuyen el retiro de las consignaciones 
del mismo ilac Cieñan á las conversaciones y dichos de Pey- 
redieu, 

8 o Que según los artículos 1067 y 1068 del Código Civil, no 
hay acto (licito punible para los efectos civiles si no se ha cau- 
sado daño, esto es. perjuicio susceptible de apreciación pecunia- 
ria á la* cosas ó en los derechos ó facultades de la persona, 
disposición que reproduce especialmente el artículo 1089, 
cuando se trata de delitos de calumnia 6 injuria de cualquier 
especie. 

Por estos fundaraent js y de acuerdo cou lo dispuesto en 
la ley 1% título 14, partida 3\ fallo absolviendo á D. Julio Pey- 
redieu de la demanda interpuesta 6. foja... por Don Ricardo 
Bradley, á quien impongo perpetuo silencio á su respecto y le 



Virgilio M. Tedin. 
Falta de ta ftupmui C«rf« 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1887. 

Vistos: por su fundamentos, áe confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento cincuenta y cuatro; y devuélvanse, prévia 
reposición de sellos. 



1. DOMINGUEZ. — DLADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IBAflGÍREN. 
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Don Aquilas Sanguinetti contra Don Miguel Carboni ¡ por ren- 
dición de cuentas y entrega de foíidos de ta Sociedad * Stetla » 

¡«y; sobre incompetencia. 



Sumario. — La justicia federal no es competente para cono- 
cer de los actos y obligaciones de los asociados en su calidad 



Paran!, Febrero 22 de 1886. 

T vistos : la escepcion de incompetencia deducida por el re- 
presentante de D. Miguel Carboni, en el juicio promovido por 
D. Aquilea Sangoinetti como Presidente de la Sociedad Italia- 
na de Socorros Mutuos y Beneficiencia de Gualeguay» sobre 
entrega de los fondos y títulos de la Sociedad. 
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£1 demandado la funda, e» que Sanguinetti y la Comisión 
Directiva que él presidía fueron destituidos por la Asamblea 
General, nombrando otra en su reemplazo de la que él formaba 
parte como Tesorero: que por lo tanto, se trataba de una disi- 
dencia entre sócios ta que, como toda cneation que se refiera al 
organismo interno de la Sociedad, debía ser resuelta por la 
asamblea, que era el poder legislativo do ella, según los cata- 
tutos, 7 no por los jueces ordinarios cuja misión se concreta i 
resolver pleitos y no di se liciones entre sócios. 

T considerando: Que la acción deducida no tiene por objeto 
someter á la decisión del Tribunal ninguna cuestión relativa 
á la constituciou de la sociedad ó al orden puramente interno de 
ella, pues que ui se pide la anulación de la destitución de una 
Comisión Directiva y del nombramiento de otra, ni siquiera se 
enuncian estos hechos, sinó que por ella se ejercitan derecho a 
civiles, que la ley reconoce y garante á las personas jurídicas, 
como son, el cobro de dineros, y la posesión de títulos pertene- 
cientes á la sociedad, por lo que es de competencia de los Tribu- 
nales y no de la Asamblea entender en el pleito que con dicha 
acción se promueve. 

Que la circunstancia de ser búcío Car boni, no modifica esta 
conclusión, porque en las asociaciones con carácter de perso- 
nas jurídicas, creadas como esta, con un fin de beneficencia, la 
personalidad distinta de los sócios desaparece en cuanto se 
refiere á los bienes de la comunidad, en los que no tienen parte 
determinada, existiendo tan solo la posesión ideal déla institu- 
ción Maynz, Derecho Romano, § 23), respecto de la cual debe 
considerárseles como terceros. 

Que tampoco la modifican los hechos alegados por Carboni, 
de haber sido destituida la Comisión Directiva, que presidía e^ 
demandante y haberse nombrado otra por la asamblea, pues que 
esto, siendo cierto, solo fundaría una escepoion de falta 
de personería, que si bien se ha insinuado, no se ha dedu- 
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oidoeategoricamente; p«o no la ¡ncompet.no¡, d.l Tribunal 
•íue u se objetase la personería de Sanguinetti, rondándose 
en eso. .oto. d, la asamblea, el juicio qne pronunoias. el Tri- 
bunal no importaría Oca osorpacion do atribuciones de la 
Asamblea General, sinó simplemente la declaración y cumpli- 
miento de sns resorciones, en cuanto i 1. constitución de 1. 
eomnion que ejerce la representación de la Sociedad 

Que U competencia del Juzgado es tanto más incuestionable 
cuanto que, según la esposioion del demandado, la Asamblea se 
ha pronunciado ,. sobre la destitución y nombramiento do I. 
Comisión DirecUra. y siendo estas resoluciones resistidas por 
algunos sícios, lo a3amb | ea círecc ic , a autor¡(U(| fmn ^ 

sana para hacerlas cumplir, haciéndose entonces indispensable 
1. interrencion de los Tribunales, máxime tratándose de 1. po- 
sesión de los bienes. 

j Por ""'¡««aciones: no se buce lugar á la escepcion 
deducida, debiendo o) demandado contentar derechamente el 
traslado pendiente, 

T. i l mto t 



VISTA DEL SESOÍl PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Ya se considere la demanda que ha iniciado la Sociedad Ita- 
'7 cont " como una cuestión interna 
entro .ooios; ya como una acción civil dirijida por el repre.en- 
tante do 1. espresada Sociedad en su carácter de persona jurídi- 
ca contra unode.u* miembros. .compentenci.de la ju.tici. 

légrales, para mí, notoria. 
t, t 

lo 
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Sanguínea i, titulándose Presidente de aquella Sociedad, 
demanda a Carbón i, pur la devolución de dineros que adminis- 
tró como Tesorero de la Saciedad, y que indebidamente retiene, 
según afirma. 

Carboni, niega á Sanguinetti su carácter de Fres id en te, y 
sostiene ser siempre Tesorero de la Sociedad, y, como tal, en- 
cargado de la guarda de sus fondos. 

Gomóse vé*, hay aquí una cuestión entre dos entidades encon- 
tradas, que pretenden ejercer la representación de una misma 
Sociedad, y que solo puede ser resucita por ella misma, con 
arreglo á lo que bus estatutos dispongan pura la organización de 
sus autoridades. 

Aún en el caso de dar ñor resuelto este punto, y reconocido 
en Sanguinetti el carácter de representante legal de la Socie- 
dad, su acción contra uno de sus miembros, no es del resorte 
de la Justicia Federal. 

V, E. ha establecido como la jurisprudencia de esta Corte, 
que « e¿ tic derecho que los asociados entre sí } 6 en sus contes- 
taciones con la Sociedad por razón de hechos ó de actos que 
deriven del contrato social, no tienen siná un soto y único 
fuero que se determina por el lugar del establecimiento de la 
Sociedad, en el cual se presume legalmente que aquellos han 
elejido domicilio especial para el conocimiento de sus derechos 
y cumplimiento de sus obligaciones como sucios. De esto se deri- 
va que en tales casos no puede sitrjir el fuero federal por razón 
de las personas *, 

Con arreglo á esta doctrina, que en el caso reciente de los 
teléfonos Unidos, ha Tenido á remover toda duda acerca de 
resoluciones anteriores de esta misma Corte, es mi parecer 
declare V. E., que la Justicia de la Nación carece de jurisdic- 



Eduardo Costa. 
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F«ll* 4e la gwprm» C«rte 

Buenos Ai reí. Mamo U de 1887. 

Y vistos: tratándose en el presento juicio de actos y obliga- 
ciones de los asociados en su calidad de tales, y de conformidad 
con lo espuesto y pedido por el Señor Procurador General en su 
precedente vista, y c->n la jurisprudencia de esta Corte en los 
casos á que él alude, se retoca el auto apelado de foja doscientos 
noventa y uno, y se declara que id conocimiento de este caso 
no corresponde á la jurisdicción nacional líopongánse los se- 
llos y devuélvanse. 

J. fl. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ — 
U LADISLAO FRIAS — FEDERICO 1BARGÜ- 
II EN, — C. S. DE LA TORRE. 



148 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA XXVI 



El Fisto de la Provincia de Hítenos Aira contra Don Nicolás 
Á. Calvo, por cobro de. contribución directa atrasada; sobre 
competencia. 



Sumario. — I o La demanda entablada por un Procurador 
Fiscal de Provincia, con poder especial del Gobernador de la 
misma, debe considerarse como entablada por la Provincia. 

2 a No constando que dicho Procurador, demandando á un ve- 
cino de la Capital ante los Tribunales ordinarios, tuviera poder 
para pTorogar la jurisdicción de estos, el conocimiento de la 
demanda corresponde á la Suprema Corte, 



Caso,— Un Procurador Fiscal de la Provincia de Buenos 
Aires, entabló contra D. Nicolás A. Calvo, demanda ejecutiva 
ante el Juzgado de 1' Instancia do la Capital & cargo del Doctor 
D. Martin Bustos, por cobro de Contribución Directa atrasada. 

Opuesta la escepcion de incompetencia por el ejecutado, que 
alegó ser vecino de la Capital, y corresponder le el fuero federal, 
se dictó el siguiente : 
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ALTO DEL JUEZ DE i" INSTANCIA 



Buenoa Airea, Octubre 2 de mi. 

Y vistas la cscepcion de incompetencia, que se dedujo por 
el ejecutado, y La conformidad del ejecutante, en la primera 
parte de este escrito, con dicha escepeion. üe acuerdo con lo 
dispuesto en la ley del Congreso citada por esta parte y de con- 
formidad al artículo 498, Código de Procedimientos, no se hace 
logar á la ejecución sin especial condenación en costas, por 
cuanto la ley que da lugar a esta declaratoria, na sido dictada 
con posterioridad á la iniciación de este juicio. Pase este espe- 
diente al Señor Juez Federal de esta Capital á los efectos cor- 



Martin ftustos. 



WmHe 4«I Ju« Mml 

Buenos Aires, Setiembre 36 do 1885. 

Y Tistos estos autos, en lo relativo al incidente sobre com- 
petencia, promovido por la parte de D, Jorge A. Kern, en repre- 
sentación de la Provincia de Buenos Aires, contra D. Nicolás 
A. Cairo, por cobro de Contribución Directa, que adeuda la finca 
de propiedad del demandado á la Provincia de Buenos Aires, 
por los anos atrasados de mil ochocientos setenta y dos á mil 
ochocientos setenta y siete, con los intereses y multa de que 
instruye la planilla do foja dos, 

Y considerando: * Que de acuerdo á la disposición consitr- 
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lo 7 o de la Ley sobre Jurisdicción Nacional, diapone que la 
Corte Suprema, conoce originaria y exclusivamente de las cau- 
sas en que alguna Provincia fuere parte. 

2 o Que en este caso entablándose la demanda ú nombre de 
la Provincia de Buenos Aires y siendo su objeto obtener el 
pago de contribuciones, cuyo importe correspondería á la espre- 
sada Provincia, siendo correspondiente á años anteriores a la 
capitalización de la ciudad de Buenos Aires, donde se baila 
situada la propiedad del Sr. Calvo, no puede ponerse en duda 
deque en la cuestión, es j>arte una provincia. 

Por estos fundamentos: fallo declarando i este juzgado in- 
competente para conocer de la cuestión traída por el represen* 
tante de la Provincia de líuenos Aires, contra D. Nicolás A. 
Calvo. Kn su consecuencia, ocúrrase donde corresponda, repón- 
ganse los sellos y llágase saber. 

Andrés l garrí za, 

VISTA DEL SEÑO II PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 1- du 1886. 

Suprema Corte : 

Desdóla primera foja de estos autos se advierte que la can- 
tidad que en ellos se cobra, se debe á la dirección General de 
lientas de ta Provincia ; vése en seguida que el Procurador Fis- 
cal se presenta á nombre del Fisco de la misma Provincia, No 
es pues, en realidad la Provincia en so capacidad de tal, sinó 
una de sus reparticiones, la entidad mor,)], Fisco, la que inicia 
la demanda. 

No basta que en definitiva sea la Provincia la interesada en el 
percibo de la cantidad debida, para traer Ja causa i Ja junsdic- 
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cion originaria de esta Corte. El mismo interés tiene una Pro- 
vincia cuando alguna de sus reparticiones» la Municipalidad, 
por ejemplo, ó algunos de sus empleados, aparece como actor 
ó como reo, sin quo por ello salga la causa del conocimiento de 
los juzgados ordinarios. 

La jurisdicción originaria do esta Corte, procede únicamente 
cuando una Provincia comparece ante ella en su capacidad polí- 
tica, no en manera alguna, cuando alguna de sus dependencias, 
con jurisdicción propia, demanda el cobro de sus contribucio- 
nes, ú es demandada con motivo ó con ocasión de las mismas. 
Son los J ucees de Sección, ó las Cortes de Distrito en ios Estados 
Unidos t los que en casos tales conocen de las causas de esta na- 
turaleza, que si hubieran de venir todas originariamente á esta 
Corte, trabarían de una manera imponderable su marcha. 

Pienso que así debe V. E. declararlo, volvieudo estos antece- 
dentes al juzgado de su procedencia, para que continúe sus pro- 
cedimientos. 

Eduardo Costa, 



Bmm Airea, Ahrzo 15 do 1887. 

Vistos y considerando : quo la presente demanda es traída 
por un Procurador Fiscal de la Provincia de Buenos Aires á 
nombre y con poder especial del Gobernador de la misma, y cu 
su interés inmediato y directo: que estas circunstancias con*- 
tituyen á dicho Procurador, parte sustancial y nominal en los 
autos: y finalmente, que no consta que su representante haya 
tenido poder especial para probar Ja jurisdicción de los Tri- 
bunales de esta Capital, ante los cuales llevó primero su acción. 
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Por estos fundamentos, y de conformidad al artículo ciento uno 
de la Constitución Nacional, se declara que esta Suprema 
Corte es competente para conocer en el presente juicio. Y para 
proveer lo correspondiente á la petición de foja cincuenta y siete; 
córrase traslado do ella. 



1. D, COROSTIACA. — J. DOMINGUEZ 

(en disidencia). — uladislao frías 
(en disidencia). —Federico ibar- 

GÚREFt. — C. S. DE LA TORRE. 



DISIDENCIA 

■ 

Conformes con la precedente resolución, los abajos firmados 
no lo están con el fundamento en que se admite que las Provin- 
cias, pueden, en casos como el presente, someterse á to> Tribu- 
yalos locales, porque entienden que cuando una Provincia es 
parte, la jurisdicción de la Corte es no solo originaria, sinó 
también esclusíva, según el artículo ciento uno de lu Constitución: 
y en tal caso, no está en sus facultades renunciar á ella, para 
someterse á otra jurisdicción. 

■ 

i. DOMINGUEZ. — ULADISLAO FRIAS. 
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Don Miguel V. (¡elabert, contra tfon Gustavo Feijoó; sobre 
indemnización de tía ñus y perjuicios 



Sumario. — V Para responsabilizar a los arbitros por tos 
procedentes de haber dejarlo transcurrir voluntaríame ri- 
te el plazo del compromiso sin dictar sentencia, es preciso que 
medie gestión de los interesados para obligarlos á sentenciar. 

2° El hecho de habur uno de los árbitros dictado su laudo, 
sin formar Tribunal, puede considerarse como una renuncia 
sin causa de su cargo, que autoriza á las partes á pedir el 
nombramiento de otro que lo reemplace, y las costas contra el 
renunciante; pero no como causa de imposibilidad para pre- 
juicio arbitral. 



Caso. — Se refiere en ti 



Corriente», Octubre 29 de 1885. 



Y vistos: D. Miguel V. Gelabert entabló formal demanda 
contra D. Gustavo Feijoó. por daño, y perjuicios que dice ha- 
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berlc causado coa su procedimiento irregular, como arbitro 
nombrado por I). Augusto E. Holmuth en la causa que sostiene 
con este, sobre rendición de cuentas. 

Que como consta de la acta, corriente a foja MI, fueron 
nombrados los arbitros, Feijoó por parte de Holmuth y 1). Do- 
mingo Sierra, por la suya, con la condición espresa do que 
debían fallar en el termino de tres meses, y si había discordia 
entre ellos, debían nombrar un tercero, pudiendo prorogarse 
el término, por un mes más, por convenio de las partes. 

Que Feijoó había laudado solo, un dia antes de vencido el 
termino, imposibilitando a:-í il nombramiento del tercero y la 
próroga del término, siendo t il laudo nulo como lo había de- 
clarado esto Juzgado. 

Que este procedimiento le había traillo perjuicios, que no 
podía determinar, pero había lijado las bases para que se esti- 
masen en oportunidad, lí. Desiderio Dante, en representación de 
Feijoó, contestó esta demanda, negando que su representado tu- 
viese culpa alguna en que no se hubiese laudado el pleito en la 
forma legal; que su representado uo había podido conseguir del 
arbitro Sierra rjue se pusiesen de acuerdo para tramitar y fa- 
llar la causa, y la parte de Oelabert no había hecho tampoco 
gestión alguna para que los árbitros se espidiesen, como debió 
hacerlo si aquellos demoraban el pleito, basta que estando para 
vencerse el término, su representado entregó el espediente al 
Juzgado de Paz, para salvar su responsabilidad, y el laudo quo 
pronunció como consta de la acta respectiva. 

Abierta la cansa á prueba, la parte de Feijoó pidió se tuvie- 
sen como prueba las coligancias de los autos sobre arbitrage, 
y la parte de Oelabert presentó nlgunos documentos después de 
vencido el término de prueba. 

Y considerando: l* Que estos documentos debieron ser pre- 
sentados durante el termino do prueba, y después no podían 
serlo, sitió con juramento de haber recien llegado a su noticia, 
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ó no haber podida obtenerlos oportunamente, y no habiendo 
llenado esta prescripción legal, han debido ser rechazados romo 
lo pedía la parte contraria, p.-ro mientras se tramitaba esto 
incido n le. la-i partes alegaron de bien pndiado. por cuyo moti- 
vo se mandó agredirlos para resolver lo conveniente al pronun- 
ciar la sentencia definitiva ; y puesto que ligaran en los autos 
que deben tenerse á la vista los originales délas copias presen- 
tadas, que corren á fojas -17 y 48, estas son couplet amen te 
inútiles y en cnanto á la carta, comenta A fojas 15 y lf> ( aun- 
que, se dé por reconocida la lirma, no prueba ningún hecho per- 
tinente al juicio, que no conste de la prote-ta que hizo el arbi- 
tro Hierra y demás constancias de autos, y ñor consiguiente, 
es indiferente que tales documentos figuren ó nó en autos. 

2 l Que esta cuestión pued» plantearse del modo siguiente: 
I o Si por culpa de Keijoé no se pronunció el laudo arbitral cu 
el término legal; 2" Si p or cuija de Feijoó s<- hizo imposible 
que el laudo se pronunciase m adelante; y .T Cuáles sou los 

3" Que nspeetn al primer punto, debiendo intervenir nece- 
sariamente en todn juicio contradictorio, tres personas, actor, 
reo y juez, estando además en este caso compuesto el Tribunal 
de dos jueces que debían obrar de común acuerdo, no consta de 
autos quién fué el causante de que el juicio arbitral no se siguie- 
se y resolviese como debió hacerse. Kn efecto, consta de autos 
que Helimith presentó las cuenta* de su administración ante 
este juzgado, lis euales fueron observadas en general por Gc- 
labert. puliendo se nombrasen arbitro, par í resolver Jas cues- 
tiones que stirjiesen de la rcndb-iou de cuentas y a<í se resolvió 
por auto de 28 de Mayo del ano 187:1. á foja I H«V primer cuer- 
po. Nombrados los arbitro* para que funeimiason en el puehín 
de Mercedes, e" instalado el tribunal arbitral, consta ¿foja 149, 
que fueron puestos un posesión ilc fus libros y papeles de la 
administración, por el apoderado ó gerente de la casa de (lela- 
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bert, D, Harto! omé CAceres, con la condición de no sacarlos de 
la casa» y que este pidió además que Helmuth reconociese la 
firma del contrato que celebró con (lelabert, lo que se verificó, 
habiendo los árbitros dirigido varias preguntas á Helmuth, al 
parecer, de oficio. Resulta pues de las constancias de autos, 
que el juicio arbitral no estaba en estado do resolución, pues 
no aparece que Gelabcrt hubiese tachado las cuentas presen- 
tadas, y formulado sus cargos, ni que los arbitros hubiesen 
dictado providencia alguna á (iu de tramitar el juicio ú oír A 
las partes para resolver. 

4° Que en las obligaciotieií de lia- er , cuando el deuuVr no 
quiere ó no puede ejecutar el hecho, el acreedor puede esigirle 
la ejecución forzada. A no ser que fuese necesaria violencia con- 
tra la persona del deudor, en cuyo caso, el acreedor podr,;í pedir 
perjuicios é intereses, (art. 62í), Cdd, Civ.). Las leyes espe- 
ciales que hablan sobre las obligaciones de Uh arbitros, exi- 
gen asimismo, quo cuando los arbitros no resuelvan el pleito, 
pueden sor competidos qón prisión por el juez ordinario, (ley 20, 
tít. 4 o , Part. 3"), y el articulo 767 del Código de Procedi- 
mientos de la Provincia, da d-rreho ;í las partes para compeler- 
los á cumplir su encargo, bajo pena de responder por los daños 
y perjuicios. De estas disposiciones resulta; que para respon- 
sabilizar á Jos árbitros por los daños y perjuicios, han debido 
las partes instarlos, en tiempo oportuno, para que pronuncien 
su laudo, pues de lo contrario no puede saberse quién es el cul- 
pable de no haberse ejecutado el hecho, desde que él depende 
del concurso de muchas circunstancias y de la voluntad de Jas 
diferentes personas que intervienen en el juicio. Así pues, la 
parte que no hizo las debidas gestiones ante los árbitros hasta 
que el pleito estuviese en estado de resolverse, no puede exigir 
daños y perjuicios de los árbitros por no h;ibor pronunciado el 
laudo, porque estos no podían pronunciarlo sin oir ti las par- 
tes, y estas fueron negligentes en no solicitar de ellos en tiem- 
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po, ó quo tramitasen convenientemente el asunto ó que pro- 
nunciasen su laudo, si ja estaba tramitado. 

5 o Que respecto al segundo punto, ó sea si por culpa del Arbi- 
tro Feijoó, se hizo imposible que se pronunciase (¡1 laudo, debe 




al Juzgado de Taz coa el laudo que pronunció, solo faltaba un 
día para el vencimiento del termino que tenían para laudar, y 
en este breve espacio de tiempo no podían ya oir la demanda 
que la parte de Gclabert debió formular, la contestación de su 
contrario, y disuitir el laudo que debían pronunciar; así es que 
por la negligencia de las partes y de los arbitros, y no por la 
culpa do uno do ello*, su hizo imponible el hecho. Ka verdad que 
niiiguno do tos arbitros ha debido pronunciar por separado su 
laudo, porque el compromiso exigía que lo pronunciasen for- 
mando un solo tribunal; esc error ha producido el efecto de 
que tales laudos no tengan valor alguno legal, como so ha de- 
clarado, pero no se puede establecer que haya sido la causa 
que imposibilitó el pronunciamiento en forma legal. En efecto, 
sí bien podría decirse que el hecho de haber el arbitro Feijoó 
fallado cuando el término no estaba aún vencido, impidió quo 
se prorogase aquel por un mes más, y que durante esta pró- 
roga pudieron resolver legalmente el pleito, nombrando el ter- 
cero, si había discordia, síeudo las partes de común acuerdo 
las que debían prorogar el término, como lo establece el com- 
promiso, no consta, sin embargo, que así lo hiciesen, ni que 
uno do los áTbitros hubiese pretendido que el tribunal arbi- 
tral pidiese á las partes la prúroga, y por consiguiente, i nin- 
guno se puede culpar especialmente do que tal prúroga no se 
haya acordado, cuando las mismas partes aparecen negligentes 
en acordarla, sabiendo que estaba para vencerse el término. 
Por otra parte, el hecho de que el arbitro Feijoó pronunciase 
su laudo sin estar de acuerdo con su cúlega y antes de haber 
oido á las partes, solo debía producir el efecto do inhabilitarlo 



158 



FALLOS HE LA SUTAEMA CORTE 



para continuar como arbitro, pero esto no autorizaba al otro 
arbitro pura laudar por su parte ú inhabilitarse igualmente 
para seguir desempañando sus deberes do arbitro basta resolver 
el pleito, pues el laudo de Feijoú pudo considerarse como una 
renuncia sin causa de su cargo, que autorizaba á las partes 
para nombrar otro que lo reemplazase exigiendo las costas del 
renunciante, ni podía impedir este procedimiento la circuns- 
tancia de estar para vencerse el término, porque este habría 
quedado en suspenso todo el tiempo que durase la tramitación 
y resolución del incidente, y estaba en poder de las partes 
prorogarlo por un mes más según el compromiso. De este aná- 
lisis resulta que tanto las partes fueron negligentes en no 
prorogar cu oportunidad el tiempo, como Ion arbitros fueron 
culpables en pronunciar su laudo csteniporáneamente y por 
separado. 

6° Que según aparece de los anteriores considerandos, no 
resulta justificado que el árbitro Feijoó n-husó cumplir el hecho 
áque se obligó, ni que por su culpa se hizo imposible su ejecu- 
ción. Las leyes citadas y los principios de derecho exigen que 
el obligado se niegue á ejecutar un hecho determinado que ha 
causado los daüos y perjuicios, y en el presente caso el hecho á 
ejecutarse Ó sea el pronunciamiento del laudo, no dependía de 
la voluntad de uno solo, sino del concurso de otras circunstan- 
cias dependientes de la voluntad de otras personas, y no se ha 
probado que estas i leñar un por su parte los deberes á que esta- 
ban también obligadas, y que fué debido a la culpa del deman- 
dado que no se fallase el pleito, ó que so venciese el término 
haciendo por esto imposible el hecho, ilanresa y Kcus, comen- 
tando el artículo 783 de la ley de enjuiciamiento Español, to- 
mo 4% página 29, dice : < Si los arbitros hubiesen dejado trans- 
currir voluntariamente el plazo del compromiso sin dictar sen- 
tencia, á pesar de las gestiones de ios interesados, como en este 
caso han cesado sus facultades, dicha demanda habrá de con- 
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cretarsea la indemnización de perjuicios é intereses*. Soto" 
pues, que debe mediar gestión de las partes, porque de otro 
modo ao podría justificarse, como no resulta justificado en el 
presente caso, quién es el culpable, si uno solo de los ¿rbitros 
ó" ambos, «5 si la culpa os de las partes por no haber gestionado 
su derecho ante aquellos hasta poner el pleito en estado de 
resoluciüti, dejando transcurrir el tiempo que había;, señalado 
para este objeto, o no otorgando la próroga cuando sabían ó 
debían saber que el término estaba para vencerse. 

Por estos fundamentos: y omitiendo examinar el monto de los 
danos y perjuicios por no haber mérito para condenar al deman- 
dado, so declara ; que absuelvo á 1), Gustavo Fcijoó de la de- 
manda que contra él ha interpuesto D. .Miguel V. Gelaberfc, 
por daños y perjuicios; cada uno pague sus costas y las comu- 
nes pur mitad. Hágase saber con el original y repóngase. 

Carlos Luna. 



Falto úm I» ftupremn Corle 

Buenos Aires, Marzo 17 do 1887, 

Vistos : por sus fundamentos se conGnua, con costas, la sen- 
tencia apelada do foja cincuenta y nueve ¡ y devuélvanse, prévia 
reposición de sellos. 

J. H, GOftOSTlAGA. -- J. DOMINGUEZ. — «LA- 
DISLAO FRIAS. — FEDERICO IIURGIKEM.— 
C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXVIII 



El Doctor Don José 0. Machada contra la Empresa del Ferro- 
carril Oeste Santafecino, por reivindicación de un terreno; 
sobre competencia* 



Sumario, — El que reivindica, fundado en título de compra 
seguido de posesión, ejercita un derecho propio y originario, no 



Cojo. — El Doctor D. José Ü. Alacbado entablo demanda de 
reivindicación de un terreno contra la Empresa del Ferro-Car- 
ril Oeste Santafecina, invocando el fuero federal, por ser vecino 
de la Capital, 

La Empresa opuso que no correspondía el fuero federal por 
qae los causantes del Doctor Machado eran vecinos de la pro- 
vicia de Santa ¥é. 



Valle «el Juei Federal 

Roiario» Julio 31 de 1888. 

Visto el incidente sobre competencia, y considerando : i" Quu 
él está fundado por la parte del Ferro -Carril Oeste Santafecino 
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en que la propiedad par ella ocupada ha pertenecido origina- 
riamente á otros propietarios que el demandante, domiciliados 
en ista ciudad, habiendo el antecesor del Doctor Machado ce- 
dido á ef=te la propiedad del bien raíz en cuestión, aduciendo la 
parte demandada la cláusula pertinente de la escritura de tras- 
puso hecha por DoDa Juana C. de Machado y Dona Fernanda 
Machado de Maldonado á favor del demandante. 

2* Que de aquí la parte demandada deduce ser la transferencia 
hecha al demandante como una simple cesión, sin traer por consi- 
guiente consigo el fuero federal, por cuanto la Suprema Corte 
tiene resuelto no se produce el fuero por cesión ó mandato, requi- 
riéndosc para elloque el derecho que lo hagasurtir sea originario. 

3* Que la c láusula de la escritura á favor del Doctor Macha- 
do, transcrita á foja 5 por el demandado y que se espresa en su 
parte pertinente así: « y dijeron que por la cantidad de dos mil 
pesos moneda nacional, que ya han recibido del Doctor D. José 
Olegario Machado y por lo que le otorgan carta de pago, venden, 
ceden y transfieren ai mismo todas las acciones y derechos que 
tienen y les corresponden en la sucesión de D, Casimiro Macha- 
do» como viuda 6 hija legítima respectivamente del mismo, á 
los sobrantes de terreno que correspondan á dicha sucesión 
etc. » - viene por sí misma á destruir el fundamento en que la 
parte dei ferro-carril basa su escepcion: I o Porque confesada 
esta cláusula por el mismo, hace prueba plena; 2* Porque por 
Us términos de ella, se advierte no ser una cesión sinó una ven- 
ta la verificada; y 3" Porque es un principio elemental de dere- 
cho el de que la propiedad raíz no es suceptiblo del acto jurí- 
dico de cesión. 

4" Que la cesión, en el sentido legal, es la transferencia de 
un crédito y del derecho que de él se desprende, siendo por el 
contrario la compra-venta la transferencia de Ja propiedad de 
una cosa corpórea, mediante aceptación y precio cierto en dine- 
ro (arts. 1323 y 1434 del Cód. Civ/). 
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5 o Que al usarse en la cláusula indicada en el considerando 3° 
la palabra cesión, esta no puede tener ui tiene otro alcance que, 
el que trasmitía al comprador las acciones y derechos que tu- 
vieran las vendedoras ul inmueble objeto del contrato, en razón 
de no existir un conocimiento perfecto respecto á su ostensión, 
transfiriéndole la propiedad y dominio de toda el área que 
resultare ser de las vendedoras, después de hecha la operación 
conducente al descubrimiento del área exacta, materia de la 
compra-renta. 

6" Que esto así, mal puede aplicarse la clasificación de cesión 
y no de venta del inmueble litigado. 

7 o Que la Suprema Corte, cutre otros casos, en el mismo eu 
que la parte demandante indica y que tuvo lugar entro el señor 
Paganini y el señor Guerra, tiene declarado que la venta de un 
inmueble hecha á persona que con relación a la otra parto con 
quien I itiga tendrá opción al fuero federal, Jo adquiere por la 
simple compra-venta del mueble materia del pleito, como suce- 
de eu el caso actual cu que el comprador demandante es vecino 
de la proviucia de Buenos Aires, y el que se dice ocupante, ve- 
cino de esta, 

8 a Que por otra parte, la acción deducida lo ha sido á mé- 
rito de un d cree Lo de propiciad existente ya al tiempo de la 
iniciación de esta acción eu favor del demandante, alejando por 
esta razón basta la más pequeña duda que pudiera existir, res- 
pecto al originario del derecho que se deduce. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar A la excep- 
ción deducida y declárase competente este Tribunal para enten- 
der en este litigio, debiendo contentarse derechamente la de- 
manda, con cortas. llágase saber con el original, y repóngase 
el papel en el acto de Ja notificación. 



ti. Escalera y Zuviria. 
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VISTA DEL SE5ÍOR PROCURADOR GENEItAL 



Bul-iiqs Airea, Febrero 16 de 1887. 

Corte: 

La sentencia recurrida abunda en fundamentos de toda «ac- 
titud, y bastará referirme á elfos para pedir su confirmación 

El derecho que ejercita el I>octur Alachado r 8 en efecto un 
derecho propio y originario, no por cesión ó mandato. 

Ks él dueño de determina-!.* terrenos por compra que hizo á 
sus primitivos propietarios, y en su calidad de ta!, demanda al 
Ierro-Carril ^ Santafecina, queso ha apoderado, según dice, de 
su propiedad. 

Nada más claro. Si una escritura pública de compra-renta 
de un bien raíz hubiera de importar una cesión, en el sentido 
de alterar el fuero, sería imposible establecer el verdadero en 
medio de las numerosas enajenaciones á que da lugar la activi- 
dad del comercio en nuestros días. 



Buenos Aires, Víreo jg j e i8S7, 

No tratándose en el presente caso de una mera ce- 
¡ditos, sinó del traspaso de los derechos de propiedad 
de un terreno perteneciente á los vendedores, los cuales fueron 
consolidados por la posesión que el demandante tomó de 
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terreno, y que no se ha negado por la paite demandada: por 
estos fu adamen tos, los encordantes del auto apelado, y <3e con- 
formidad con lo espuesto y pedido por el Señor Procurador Ge- 
neral, so confirma con costas dicho auto, y previa reposición 

lencia. 




J. n. GOnOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
ü LADISLAO FRIAS. — FEDEMCO IBAR- 
GCllEff. — C* ¡s. DE LA TOKHE. 



CAUSA 



Uttmann y C% contra la Empresa del Ferro-Carril Oeste 
Santa ferino; so¿rc entrega úe mercaderías 



Sumario. — La entrega do mercaderías hecha al encargado 
para recíbalas, su reputa hecha una vez que consta su entrada 
en los libros du afín el, y éJ sello, qm> en las prácticas del man- 
datario era el modo de otorgar recibo, en el conocimiento de las 
mismas. 



?. — Se refiere en el siguiente 
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n osario. Enero 20 de ^1886. 

Vistos estos autos, de los males resulta: i- Que con fecha 
tí> de Abril del año 1881, D. Emilio Mangiii carguen U IMa- 
cion Pujato del Ferro-Carril Ueste SarUafecinn, con d^Liuo á 
esta ciudad, á la consignación de los Sres. Uttmaun y C* y abo- 
nando fleto hasta el establecimiento de loa Graneros y Muelles 
del liosario. donde debían ser entregadas, doscientas ivinti- 
cinco bolsas de trigo, con peso de diez y seis mil ochocientos 
setenta y cinco kilos (conocimiento de f. i*). 

2° Que con ésto documento y manifestando no habérseles 
hecho aún debida entrega de esc trigo por la Gerencia del Fer- 
ro-Carril Oeste Santafecino, han comparecido los Sres. üttman 
y C demandando á esta empresa por la entrega de aquella 
carga, solicitando en su defecto su pago previa tasación por 
peritos, .según su valor en el tiempo y lugar de la entrega 

3° Que corrido traslado de la demanda, la compañía deman- 
dada la ha impugnado sosteniendo haber hecho á debido tiempo 
la entrega del trigo en el Kstableeiuiteut o de los Graneros a 
donde venía dirijido, y cesado con esto toda responsabilidad de 
su parte, sosteniendo que dicha entrega aparece constatada 
por una parte, por el sello estampado en el conocimiento de 
foja i-, único recibo ó constancia que **ufi establecimiento 
ha acostumbrado dar y ha dado uniformemente de ln cantida- 
des de cereales que le son llevadas á depósito, y por otra, por 
los libros del mismo establecimiento, en los cuales, después de 
haberse anotado dicho conocimiento, ». ha raspado indebida 
mente el signo o tarja con que se denotaba la entrega en el del 
trigo en cuestión. 

'*° Que abierta a P r ^a ta causa, se ha producido no 
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lias partes la que consta: i° del reconocimiento de la carta de 
foja 3, en que el Gerente del Establecimiento de los (i raneros 
y Muelle* del Rosario reitera á ios de man dan tes el hecho de 
no haber recibido el trigo aludido; 2" de la declaración de 
foja 19, en la que el propio Gerente espresa ser cierto el con- 
tenido de la segunda pregunta del interrogatorio de foja 16, di- 
rigida á constatar que el sello que lleva el conocimiento da 
foja i* es el único recibo que se ha requerido y dado cu el 
establecimiento por los trigos llevados á el, agregando que 
dicho sello es independiente sin embargo del recibo que corres- 
pondería dar, si se requiriese, después de la descarga de cada 
wagón; y 3 o de la exhibición e* inspección del libro de entradas 
del establecimiento de ios Graneros prartícadus á fojas 19 y 
40, en la primera de cuyas diligencias v\ Gerente citado mani- 
fiesta que la raspadura á que el demandado se reGere en su 
contestación , y que se nota en la partida de anotación del cono- 
cimiento de foja 1\ corresponde solo á la designación del mes 
en que se hizo dicha anotación, y en la segunda, que esa raspa- 
dura debe corresponder á la inicial del apellido del empleado 
qne debió recibir el wagón H 12, que conducía el trigo, inicia! 
que debió ser raspada por aquel una vez apercibido de la falta 
de ese wagón en los (¡raneros y del error con que había proce- 
dido al anotarlo como entrado. 

T considerando: í° Que aún cuando el sello estampado por 
Ja administración de los Graneros en el conocimiento de foja i 1 
no importa en sí y en abstracto un reconocimiento ó constancia 
esplícita del recibo del trigo en cuestión por aquella empresa, 
en las circunstancias de la causa puede él sin embargo conside- 
rarse con igual fuerza, por cuanto de los antecedentes relacio- 
nados aparece que en las prácticas de aquel establecimiento ha 
sido ese sello el único recibo dado por las cantidades de cerea- 
les entregadas en él, en calidad de depósito. 
2* Que esta conclusión, que en todo caso tiene en su faror la 
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fuerza de una vehemente presunción, se halla apoyada por otros 
actos del mismo establecimiento de no menor fuerza, cual es 
el de haber dado entrada en sus libros ni wagón en que fueron 
trasportadas las doscientas veinticinco bolsas de trigo en cues- 
tión, sin liaber dado esplicacion satisfactoria de tal hecho ni 
demostrado suficientemente que hubo error en él, ó sahádoto 
siquiera, si lo hubo, en U forma de ley, 6 por otro asiento en di- 
chos libros, siendo de notar que con arreglo al artículo 76 del 
Código de Comercio, los asientos hechos en los libros de !os 
comerciantes, cuyo carácter revine como sociedad anónima la 
compañía Graneros y Muelles del ¡(osario, hacen prueba contra 
el comerciante á que pertenecen, aún ruando uo sean de los de- 
clarados indispensables por e) artículo 55 del mismo Código ; que 
además, debiendo considerarse como un asiento ó parte de él el 
signo ó inicial del apellido del empleado que dió entrada al 
wagón citado en el establecimiento, no pudo ni d.-bió ser aquel 
raspado ó inutilizado pretendiendo dejarlo sin efecto, con arre- 
glo á la disposición del artículo C*» de aquel Código, ni puede 
por consiguiente invocarse tal hecho como medio de inutiliiar 
ó enervar la prueba que del asiento aludido resultaba ; j final- 
mente, que habiendo obrado la sociedad de los (¡raneros como 
mandataria ó encargada del recibo del trigo cuestionado por los 
demandantes, sus actos deben considerarse obligatorios para 
estos, sin perjuicio de las acciones que contra ella individual- 
mente puedan competir ri aquellos. 

3 o Que en virtud de estos hechos, puede darse como cierto j 
bien justificado el hecho en que ae apoya la defensa de la em- 
presa demandada, y en consecuencia, declarársele exonerada de 
toda responsabilidad en el caso. 

Por tanto, delictivamente juzgando, declaro: no haber lugar 
á la demanda interpuesta, sin especial condenación en costas. 
Notífíquesecon el original y repóngase el papel, 

C. S. de la Torre. 
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Bnenos Aire*, Marco 19 do 1887. 

Vistos: por sus fundamentos, y no hablen lo mírito para la 
condenación en costas en primera y segunda instancia, se con- 
firma la sentencia apelada de foja cuarenta y tres, v repuestos 



B. COROS TUCA. — |. DOMINGUEZ. — 
l LADISLAO FULAS, - FEDEMCÜ IBAK- 
GÚAEfl. 



CAUSA XXX 



D. Eustaquio Madruga, contra el Juez de lo Correccional de 
la Capital, Dr. ¡). Pastor 5. Obligado, por detito de fal- 
tedad ; sobre competencia. 



Sumario. — Los jueces de la Capital no están sujetos á la 
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los Tribunales ferales, por las faltas 
que cometan en el ejercicio de sus funciones. 



f(íí) 



M Kustaqnio Madruga' acusó por delito de falsedad 
ai Juez de Ja Correccional de la Capitel, Ur. I). Pastor S Obli- 
gado, per haber ,«j„ dido un informe falso tn l a causa que él 
seguía ante aquel contra el Cura dv l a Concepción, I>, Luis I de 
la Torre, y pidió que, pasándose los antecedentes á la Cámara 
de Diputados para obtened desafuero del acusado, se le apli- 
case el máximum déla pena tstablecida por el artículo Gi de la 
ley nacional penal, 

m Procurador Fiscal, á quien se confirió vista de ía acusa- 
ron, dijo que el Jugado Federal no era competente para 
conocer en ella, ni Madruga tenia el derecho do entablarla 
porque lo, jueces de Ja Capital no podían ser juzgados sinó V oz 

el senado de laxación, por acusación de la Cámara de Dipu- 
tados. 



Buenos Aires. Junio 19 de 1880. 

Autos y vistos : Por las consid, raciones aducidas por d 
Irocurador Fiscal en su preee&ntc vista, no ha lucar á la de- 
manda enta la a por D. Eustaquio Madruga contra el Sr. Juez 
Correccional, Dr. Pastor S. Obligado. 



Andrés Vgarrixa. 
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VISTA DEL SESOK l>llÜCllUUOtt GENERAL 

Huimos Aires, Mar* i 8 de 1WS7. 

Suprema Corte : 

a Eustaquio .Madruga acusa ai Juez Torree ¡onul, Dr. Obli- 
gado, del delito tfefalsedad, prevUto y penado por el artículo 
64 de la ley de Setiembre que designa loa crímenes cuyo 
juzgamiento corresponde á ln S Tribunales Nacionales. 

Confundiendo el jaicfa político con el délas responsabilidades 
civiles 6 criminales á que dan lugar los delitos perpetrados por 
funcionarios públicos, el Juzgado Federal se ha declarado 
incompetente. 

Loes, á mi juicio, pero por una razón distiuta, 

La Ley que organizó los Tribunaie* de la Capital ha dejado 
al conocimiento do Jos jilecos de lo criminal, todos tos juicios 
por delitos (fue según tas iei/es de Procedimientos corres- 
ponden á la jurisdicción de ta Capital en tos t¡ue pueda 
imponerse pena mayor de un año de prisión, Kn este caso si- 
en cu entra el d» lito de que se hace cargo al Juez Corree - 
cíonsl. 

Si en su mérito ha de ser sometido ajuicio, deberá serlo ante 
el Juez de la Capital, no ante él Juzgado de Sección. 

Sírvase V. K. declarar, en consecuencia, que elJuzgado Fede- 
ral carece de jurisdicción en este caso. 

Eduardo Costa. 
rail* úf I» Supmn» «orle 

- 

Bunios Aires, Marzo 19 J« 1887, 
Vistos : No estando sujetos ú la jurisdicción de los Tribuna- 
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les Federales, los Jueces de h Capital, p. r las faltas ó delitos 
que cometan en el ejercido de sos fimeioi es. se continua con 
cortas el auto apelado de foja cuatro; j n-mutos los sellos, 
devuélvanse. 



J II- GOUOSTIACA. — J. I OMISCL'EZ. — 

ulaihslaü milis (en dia». lenciaj. — 

FEDERICO UMIttiCltfLV — C. DE LA 
TORHE. 



DISIDENCIA 



\ latos y considerando : Q,j» A apelante aooss ante el Juez 
Federal i|,d ( rimen de esta Capital, al Juez Correccional de la 
misma, por el delito de falsedad, y pide se !e condene al máxi- 
mum de la pena que sen da el artículo sesenta y cuatro de la lej 
de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, sobre 
jurisdicción y competencia de lis tribunales nacionales ; 

Que solicita al mismo tiempo que, ten atención á que el 
acusado tiene por la Constitución, en su carácter de Juez, in- 
munidades de que debe ser previamente despojado para impo- 
nérsele el castigo á qu, se hi lodo acreedor, se pase la acu- 
sación, con los antecedente del caso, a" la Honorable Cámara de 
Diputados á los efectos del artículo cuarenta y cinco de la Cons- 
titución ; 

Que por la ley orgánica de los tribunales de justicia de la 
capital, el Jmz Correccional no puede ser destituido de su 
puesto, sin.', en virtud de acusación de la Honorable Cámara de 
Diputados y fallo de la de Senadores ; 

Que solo después de ese juicio, la parte condenada queda 
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sujeta á acusación» juicio y castigo, conforme á las lejos, ante 
los tribunales ordinarios» según el artículo 52 de la Consti- 
tución ; 

Que de consiguiente, aún no ha llegado el caso de que los 
tribunales de justicia que sean competentes, ya nacionales, ya 
locales, puedan entrar á conocer de la acusación que se promueve 
contra el Juez Correccional, y que no debe iniciara ante dichos 
tribunales sinó después de lu condonación del acusado en el 
juicio politico, tanto más, cuanto que ellos no son vi conducto 
para llevar al conocimiento do las Cámaras las peticiones de 
los particulares. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el se- 
ñor Procurador General, se declara incompetente para conocer 
en esto asunto al Juez de Sección en lo criminal ; y devuélvanse, 




De estradicion, contra Federico Gauzert y Cristian Teodoro 
Wchden, procesados en el Brasil fior robo y falsificación 
de moneda. 

Sumario,— Í^Los delitos de robo y falsificación de moneda 
están comprendidos en el tratado de estradicion de la Repú- 
blica con el Imperio del Brasil. 



DE JUSTICIA NAC10SAL 



2" Procede la ostrndicion, siempre que se acompañe copia 
antt'iitíra délas disposición^ penales relativas, del auto de pri- 
sión j sentencias condenatorias, en su caso, y la filiación délos 
procesados. 



Caso. — A requisición del £r. Ministro Plenipotenciario del 
Brasil, y por órden del Ministerio del interior, fueron captu- 
rados en el territorio de" Misiones y pasados, con los antece- 

torio, los individuos Federico Gaurert y Cristian Teodoro 
Webden. 

Recibida la declaración de estos y «eguida ta correspon- 
diente tramitación, se dictó el siguiente 



AUTO DEL JUEZ LETIUÜU 



Toradas, Aposto 28 de 1886. 

Vist™ estos autos sobre cutradicion de los aúbditos alema- 
nes Cristian Teodoro Wehden y Federico Gauzert, de loa 
cuales resulta existir d is sentencias pronunciadas en dos causas 
criminales en Lapa, que los condenan a prisión, la una con 
fecha 5 de Julio de i 885, por robo de dinero y documentos en 
la casa de Nicolás Arbigano, Villa del Kio Negro, en la que se 
espresa haberse comprobado la culpabilidad de Pablo Gladhon 
como autor principal, y de sus companeros Guillermo Schad, 
Luis S^hultz, Gustavo Unger, Christian Teodoro Wehden y 
Federico Gauzert, y la otra, fecha 30 de Agosto del mismo 
año, sobre falsiíicacion de moneda metálica extrangera y del 
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país, comprobada por esplfcitos documentos, halláudose estos 
delitos comprendidos en los casos de estradicion. 

Que á data solicitud se acompañó copia auténtica de las sen- 
tencias condenatorias, juntamente con las señas délos conde- 
nados, habiéndole justificado su identidad, 

QueWeliden yGauzert fueron arrestados, sustanciándose 
la causa coa su audiencia, asistidos de un defensor é intervi- 
niendo un Fiscal especial; y considerando: Que según el 
tratado de cstradicion de criminales entre la República Ar- 
gentina y el imperio del Brasil, á mas de los documentos expre- 
sados deberá acompañarse á la requisición de estradicion, 
siempre que fuere posible, una c»pui del texto de la ley aplica- 
ble al hecho criminoso que se imputa, no existiendo en el pre- 
sente caso razón que justifique esta omisión. 

Que la ley del Congreso de 25 de Agosto de 1885, que lija el 
procedimiento á seguir en los casos de cstradicion, establece 
como requisito indispensable la presentación de este documento, 
acordándose aquella estipulación, so pena de negarse la cstra- 
dicion hasta que esa deliciencia sea subsanada. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo pedido en la 
defensa y solicitado por el Fiscal, el Juzgado resuelve no con- 
ceder la estradiccion de los subditos alemanes Cbristiau Teo- 
doro Wehden y Federico Gauzert, hasta tanto sea presentada 
copia de las disposiciones legales aplicables al hecho penado, 
según la legislación del imperio del Brasil. 

Comuniqúese esta resolución al señor Ministro de Relacio- 
nes Estertores, á fin de que, participándolo al Representante 
de dicho Imperio, sea ese ficio subsanado, y hágasele presente 
se sirva avisar á este Juzgado la fecha de su aviso diplomático. 



D. Quiroga. 
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Remitida la copia do las disposiciones legales aplicadas, y 
oido al fiscal y al defensor de tos presos, so dictó la 



SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 



Posada* , Orlante 21 de 1888. 

Vistos y considerando: f* Que con fecha 28 de Agosto se 
dictó sentencia negando la extradición de los reos Christían 
Teodoro Wekden y Federico Gauzert por deficiencia de los 
documentos acompañados al pedido, y se comunicó al Ministerio 
do Relaciones Interiores á fin do que ese vicio fuese subsanado 
por el requirente. 

2* Que según nota de ese Ministerio, el dia veinte y uno 
de Setiembre avisó al Representante del Imperio del Brasil 
aquella resolución, recibiéndose con fecha nueve de Octubre 
el documento de foja 30, presentado por dicho Representante, 
conteniendo las disposiciones de los artículos 173 y 269 de la 
Ley Penal do su nación, aplicados á los delitos imputados. 

3 9 Que al eiijir la ley de estradicion copia de las disposi- 
ciones legales, según la lejislacion del país requirente aplica- 
bles al hecho acusado, es á fin de que el juez que entiendo en el 
pedido pueda apreciar si la pena aplicada pertenece á la cate- 
goría de las penas que por las leyes del país requirente cor- 
responden al crimen ó delito en cuestión art. 18, inc. 

4* Quo las copias recibidas bastan a este objeto, no obs- 
tante que hubiera sido de mayor satisfacción al Juzgado que 
ellas so hubiesen estendido á todas las disposiciones penales 
traidas á cuenta en la sentencia sobre moneda falsa. 

Por citas consideraciones, se declara hallarse salvado el vicio 
que obstaba i la estradicion de los reclamados Wehden y 
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Gauwrt, y en consecuencia concédese esta, poniendo á los 
referidos reos á disposición del señor .Ministro do Relaciones 
Esteriores para que procedu n su entrega, recordándose la 
conveniencia de que las copias de lus leyes aplicables á los 
hechos acusados, sean extensivas á todas las disposicioues 
que mencione la sentencia. Hágase saber, y remítase original 
este proceso al Ministerio de Relaciones Esteriores. 
• 

D. Quiroga. 



VISTA DEL SrSOft PROCURADOR GENERAL 

Marzo 7 Jtí 1887. 

Suprema Corte: 

Están perfectamente llenadas, á mi juicio, las condiciones 
requeridas, así en el Tratado con el imperio del Brasil como 
por la ley general de la m.»ter¡a, para autorizar la estradicion 
de los individuos reclamados Christian Teodoro Wehdcn y 
Federico GanzerL 

Los crímenes de robo y falsificación do moneda de que dichos 
individuos son acusados, están, en efecto, notoriamente com- 
prendidos en lo* términos del tTatado : háse acompañado el auto 
condenatorio y de prisión espedido por autoridad competente ; 
la identidad está comprobada ; y se han presentado, por último, 
las disposicionos legales que determinan el castigo, que no es 
superior al que para tales delitos establecen nuestras leyes, con 
la sola diferenciado un año, como máximum, para los falsifica- 
dores de moneda. Es este máximum, por nuestras leyes, de siete 
años de trabajos forzados, y de odio por la ley Jirasiiera, 

Siendo un principio admitido que la Nación requirente no 



debe imponer mayor castigo que el que la ley do la requerida 
determina para el mismo delito, juzgo oportuno consigne V. E. 
esta circunstancia un i» resolución que confirma la del Juez 
Letrado de Misiones. 

Eduardo Costa. 



Fall* «• I* lu|ifHt Corte 

Buenos Airet, Mano 22 de 1887. 

Vistos: Tor sus fundamentos, y oído el señor Procurador Ge- 
neral, se confirma con costas el auto apelado de foja treinta y 
cuatro tu id ta, por el cual se declara procedente la estradi- 
cionde ios súuditcs alemanes Christian Teodoro Wehden y 
Federico tínuzert, solicitada por el señor Ministro dW Brasil, á 
los efectos de los delitos de robo y falsificación de moneda de que 
son inculpados en los documentos de foja diez y nueve y veinte ; 
y de conformidad al articulo veinte y tres de ta ley de veinti- 
cinco de Agosto de mil ochocientos ochenta y cinco, remítanse 
originales estos autos al Excelentísimo señor Ministro deReía- 
cioues Exteriores por intermedio del de Justicia, haciéndolo 
sab*r por oficio al Juez Letrado de Misiones. 

J. B. GOROSTUGA. — J, DOMnCCEI. 
— «LADISLAO FRIAS, — FEDERICO 
IBAGfjftEX. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXXII 



/). Antonio Santa María , contra Ti, Cárlos Casado ; 
soóre ^ansa íie arraigo 



Sumario. — No procede la lianza de arraigo contra el que 
se ausenta dejando representante legal y bienes raices sufi- 
cientes para hacer frente :i las responsabilidades del juicio. 



Caso. — Con motivo de ausentarse para Kuropa D. 
Casado, D. Antonio Santa Maria, alegando que tenía con aquel 
tres pleitos pendientes, pidió se le prohibiera la salida, mien- 
tras no diera fianza por las responsabilidades que podían cor- 
responderle en los mencionados pleitos. 



i* riel Jhh Federal 



Rosario, Julio 36 Je 188G. 

Autos : y visto este incidente iniciado por parte del Sr. Santa 
María, solicitándola lianza de arraigo por tres pleitos que dice 



DE JL5TICU 

tener en este Juzgado con D. Cárlos Casado. Y considerando: 
i° Que el objeto de la Üanza de arraigo á que se reQero la ley 
es para garantir los derecu->s que se persiguen en un juicio, y 
á fin de que ellos no se hagan ilusorios con el cambio de domi- 
cilio do una de las partes, ó el trasporte ú ocultación de los 
bienes existentes al tiempo de la iniciación de la acción (Cara- 
vantes y Manresa, t.*\ pág, 116 y siguientes). 

2" Que en el caso presente, D. Cárlos Casado, como es público 
y notorio, ni ha cambiado domicilio, en el sentido legal de esta 
palabra (arts. 02. 07 y 09 del Cod. Civil), ni transportado, ni 
tratado de ocultar sus bienes, ni tampoco ellos han desapare- 
rido, para que pueda presumirse su insolvencia, presunciones 
que quedan corroboradas con el silencio guardado á este respecto 
por la parte de Santa Maria. 

3* Que es un principio universal de derecho, el de que cuan- 
do cesa el objeto de la ley, cesa también su efecto, siendo este 
principio de perfecta aplicación al caso sttb judice. 

4 o Que la Suprema Corte tiene resuelto no procedería fianza 
sino en el caso de que los extranjeros sean transeúntes no do- 
miciliados en la Kepúbiica, declarando que no son tales los que 
ejerzan en el país una profesión, arte ú oficio, como la ejerce 
D. Cárlos Casado. (Causa 11, tomo 9, Serie 2 a , página 403). 

5 o Que uno de los tres juicios por los cuales la parte de 
Santa María solicita vi arraigo, no está trabado con D. Cárlos 
Casado, sinú con la Compañía anónima del Forro-Carril Oeste 
Santafecino, presidida esta por otra persona distinta de 
aquella, lo que hace asimismo, por esta razón, improcedente á 
este Tespecto la fianza solicitada. 

6 o Que según la ley Nacional de Procedimientos, la fianza 
de arraigo solo es procedente para el extranjero no domici- 
liado en la República (art. 74), y como escepcion dilatoria ó 
como disposición preliminar, ante* de entablarse una 
ordinaria, (artículo 55, inciso 3* de la 
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7 a Que por ninguno de los dos casos anteriores se encuentra 
rejida la solicitad del señor Santa María, pues ni el domi- 
cilio se ha cambiado con arreglo & las disposiciones citadas en 
el considerando 4*, ni es tampoco la actual, estación oportuna 
para deducir laescepcion dilatoria enunciada, la que debe ser 
hecha en calidad de artículo prévio, dentro del plaío desig- 
nado por la ley, según el artículo 72 de la misma ley de Pro- 
cedimientos, ni por ultimo, antes de entablarse las demandas, 
las que, por el contrario, se encuentran, una en estado de 
sentencia y la otra, finalizada ya lu prneba. 

8" Y por último, que es atribución y deber del Juez man- 
tener a las partes en el terreno mesurado y sereno de la jus- 
ticia, no debiendo permitir se extralimiten aquellas usando 
de conceptos que pueden ser hirientes a la contraria, esceso que 
se rota en el escrito de la parte del Sr. Casado. 

Forestes fundamentos y otros que se omiten, declaro no 
haber lugar al otorgamiento de la lianza solicitada, aperci- 
biéndose á la parte de Casado por los términos usados en su 
escrito de foja*.. Hágase saber con el original, y repóngase 
el papel. 



Fall* de la ftufmawt CmrU> 

Buenos Airea, Mario 39 de 1887 

Vistos s resultando que D. Cirios Casado se ha ausentado 
dejando representante legal y bienes raices suficientes para 
hacer frente á las responsabilidades que pueden correspon- 



derla en loa juicios á que so refiere la parte de Santa María ; 
por esto y los fundamentos concordantes del auto de foja diez 
J siete vuelta, se confirma dicho auto con costas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 



J. B. COROSTIACA. — i. DOMINGUEZ. — 
ULADJSLA0 FRIAS. — C S. DE LA 
TORRE. 



CAUSA XJÍX1II 



Z>. Francisco A. liellizia, contra D. Miguel Forcella, por 
de contrato de arrendamiento; sobre litis pen* 



Sumario. — La demanda no contestada sobre cumplimiento 
de contrato de subarriendo, no puede fundar la escepcion de 
litid pendecia contra la de rescisión 



Caso. — Ü. Francisco A, 



* D. Miguel 
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Forcella por rescisión de contrato de subarriendo, por no ha- 
berle pagado el alquiler dorante seis meses. 

Foreelía opuso la escepciou de litis pendencia, fundado en 
que había entablado demanda contra Bellizia sobre cumpli- 
miento del citado contrato, ante el otro señor Juez Federal de 
la Capital. 



Falle 4el Jues Federal 



Diciembre 2 de 1886. 




Vistos : para resolver sobro la eseepnon de íitis-j 
propuesta por D. Miguel Forcella enla< 
D. Francisco A. Bellezia, sobre rescisión de un contrato de 
locación por falta de pago d.. dos períodos consecutivos de 
alquileres. 

Considerando : 1° Que para ser procedente la litis-penden- 
cia deben concurrir indefectiblemente las circunstancias si- 
guientes : identidad de personas, identidad de causas 6 acción, 
é identidad de objeto, ó bien, que reuniendo la primera y 
última condición, las acciones sean directamente contrarias 
de modo que se destruyan reciprocamente. 

2 o Que en el caso sub judice, si bien son las mismas las 
personas que litigan, la causa y objeto de ambas demandas 
son completamente diversas, no pudiendo decirse que las ac- 
ciones sean contrarias, pues aún resuelta en cualquier sentido 
la de Forcella, quedaría subsistente la de Bellezia. 

3" Que además, para que pueda decirse jurídicamente que 
hay litis-pendencia, es necesario que !a demanda haya sido 
contestada ante el juez á quien se ocurrió primero, porque sitió 



tos del procedimiento, conforme lo ha resuelto la Suprema 
Corte en la página 200, Serie 2-, tomo !t É Fallos, loque no ha 
sucedido, según resulta del espediente traído. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo logar, con costas, 
á laescepcion opuesta, y contéstese derechamente la demanda. 

Virgilio M. Tedin. 



Falte ét¡ im Suprem C«rt* 

Buenoa Aire», Mano 26 de 1887 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ocho. Repuestos los sellos, devuélvanse, 

J. fl. GOROSTEAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
(J LADISLAO FRIAS. -~ C. S. DE LA 
TORRE. 
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CAUSA 3K3U1V 



Contienda de competencia entre la Excelentísima Cámara de 
Apelación en lo Civil y la Cámara especial en la causa de 
Hume Hermanos, contra D. Juan Clark, 

Sumario, — La Suprema Corto no tiene jurisdicción para 
decidir las contiendas de competencia entre las Cámaras de 
Apelación de la Capital. 



VISTA DELSESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 23 de 1887. 

El artículo 101 de la lej de 12 de Noviembre último, ha 
dejado sin efecto la disposición de la ley de Diciembre de 1881 
que atribuía á V. E. jurisdicción para resolver las cuestiones 
de competencia entre las Cámaras de la Capital (art, 99)« 
t En caso de producirse contienda de competencia entro ambas 
Cámaras, dice el artículo 101 mencionado, el Presidente de la 
Cámara de lo Civil las reunirá en Tribunal y la decidirán á 
majaría de votos». 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Ya sea, pues, que haya verdadera contienda entro la Cámara 
especial y la titular, como pretende la primera, ya que no 
eiista tai competencia por las razones que la Sala de lo Civil 
hace valer, el procedimiento á seguir es el que marca el artí 
culo 1 01 antes citado. 

Sirvase V. E. declarar, en esta virtud, su incompetencia en el 
presente caso. 



Eduardo Costa. 



F«|g« 4* |« etrto 



Buenos Aires, Mano 39 de 1887. 

Atentólo dispuesto por el artículo ciento uno de la Ley OisÁ 
nica de los Tribunales de la Capital, fecha doce de Noviembre" 
del ano prusimo pasado ; y de conformidad con lo pedido por 
el Señor Procurador General ensu precedente vista, se declara 
que esta Corte es incompetente para conocer del presente asunto 
En su consecuencia, devuélvanse estas actuaciones á la Cámara 
de su procedencia. 



J. B. C0ROSTIACA.— J. DOMINGUEZ. - 
«LADISLAO FWAS. — FEDERICO 1BAR- 

CÚREN.^C. S. DE LA TOIME* 
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CAUSA XXXV 



La Municipalidad de la Capital, contra D. Vicente Ortega, 
por espropiacion ; sobre otorgamiento de escritura 



Sumario. — El adquirento de la cosa expropiada, puede ele- 
gir al escribano que deba autorizar la escrituración de la venta. 



Caso. — Concluido el juicio de espropiacioa de la finca calle 
Lorea» número 19 á 27, contra su propietario D. Vicente Or- 
tega, la Municipalidad de la Capital pidió se pasaran los títulos 
al escribano D, Cárlos de la Torre para autorizar la escritura 
de venta. 



Buenos Aire*, Noviembre 5 de 1886. 

Debiendo ser otorgada por el escribano actuario la presente 
escritura, como lo prescribo el Reglamento de loa Juzgados 



DE JUSTICIA RACIONAL 



doce de Octubre 
tres, pasen Los autos á Secretaría á 




Buenos Airea, Mario f& üe 1887. 

Vistos : No siendo esclusíva la facultad que la ley de veinte 
y seis de Agosto de mil ochocientos sesenta y tres atribuye á 
los Secretarios de los Juzgados de Sección, para el otorga- 
miento de escrituras de venta que emanen de actos judiciales ; 
y pidiéndose por el comprador que la escritura de expropiación 
sea estendida por otro Escribano en su Registro de contratos 
públicos, se revoca el auto apelado de foja sesenta y cuatro 
vuelta, y préria reposición de sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTIAGA — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
GCRES. — G. S. DE LA TORRE. 
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D. Florencio £. Barón, contra D. Manuel Monteavaro, 
por cobro de pesos ; sobre pruebas 

Sumario. — V No habiendo omisión ó culpa imputable ála 
parte, pueden legalmente recibirse fuera del término probatorio 
las pruebas pedidas en tiempo, dentro de dicho término. 

2? No es necesario para ese objeto, pedir próroga del término, 
y la solicitud de nróroga, hecha con este fin después de vencido, 
es improcedente. 




de unos 
unos declarar 



Cota. — En la demanda de Barón 
abrió la cansa á prueba por diezdias. 

Dentro de este término, el actor pidió la 
testigos, que el Juzgado 
fuera del Municipio. 

Vencidos los diez días, el actor pidió próroga para que pudieran 
declarar dentro del término probatorio estos últimos testigos. 

El Juez proveyó de conformidad, 

El demandado pidió rerocatoriapor haberse pedido la próroga 
después de vencido el término fijado. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



m 



Mendoza, Noviembre 10 de 1886. 

Y vistos r considerando : Que si bien resulta del precedente 
ccrtiOcado del actuare, que el término de prueba venció con 
anterioridad i la presentación del escrito de préroga por parte 
del Dr. Lencina, no se trata en el caso de la producción de 
nuevas pruebas, sino del cumplimiento ilel decreto fecha 30 de 
Octubre próximo pasado, mandando rendir la ofrecida en tiempo 
por el escrito de foja 16. 

Que por consiguiente, á esos objetos es del todo improce- 
dente é innecesaria la solicitud de próroga del demandante, 
como la oposición de la contraria, siendo doctrina umver- 
salmente admitida en nuestros tribunales, y sancionada por 
diversos fallos de la Suprema Corte, qno puede rendirse legal- 
mente fuera del término de prueba, la ofrecida en tiempo, 
siempre que no haya culpa ni omisión imputable en la parte que' 
la ofreció, ó medien impedimentos del Juzgado para recibirlas 
dentro del término concedido, circunstancias que no han sido 
objetadas, ni existen en autos antecedentes que autoricen a 
denegar la prueba en cuestión. Por tanto, se resuelve que deben 
estar las partes á lo decretado á foja 16 vuelta, pudiendo el 
demandante pedir señalamiento de nuevo término para el ésa- 
men de los testigos residentes en la ciudad, si no hubiera renun- 
ciado á esta prueba. Hágase saber y repóngase el sello. 



Juan del Campillo. 



190 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



«Mito 4e I* «■ 



Vistos : Por 
apelado de foja 
cíon de sellos. 



Buenos Airei, Iluto 29 de 1887. 




» se confirma con 
j siete ; y devuélvanse, prévia reposi 



J. B GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ, — 
U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 1BAR— 
CUREN. — C. S. DE LA TORRE. 



Vocos, contra Hodotfo Parodi y Ü% , 



Sumario. — Los 
obtener una 




obrados ante un juez 
, no pueden constituir 
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dido debidamente las cuentas pedidas, se entable para cobrar 
el saldo que el actor pretende que se le debe. 



Caso. — Se refiere en el siguiente 



MI* úét iun F«der*i 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 1888. 

Vistos y considerando : i° Que demindado D. Rodolfo Parodi 
y C\ para que rinda cuentas de operaciones á comisión, confia- 
das por D. Florentino Voces, presentó las que corren de foja 
6á 10, 

2* Que impugnadas y rechazadas por este, por no haberlas 
presentado con las condiciones que prescribe la ley, se resolvió 
por auto de foja 30, que el demandado rinda cuentas en debida 
forma en el término de tres dias. bajo apercibimiento de lo que 
haya lugar por derecho. 

3* Que para cumplir esta resolución, el demandado limitóse á 
presentar los documentos de foja 41 i foja 44, pidiendo sn 
agregación á los autos, con cuyo motivo el actor manifestó, en 
el escrito de foja 49, que no asentía á su contenido, reserván- 
dose el derecho de objetarlas cuando Parodi cumpla lo orde- 
nado de rendir cuentas en forma legal. 

4 o Que vencidos con esceso los términos acordados a este, con 
ese objeto, el Dr. Voces presentó el escrito de foja 60. conte- 
niendo en detalle las cuentas parciales emanadas de Parodi y C\ 
deduciendo demanda en forma para que se le condene al pago 
del saldo de mil seiscientos treinta y siete pesos con 
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nueve centavos nacionales, que segnnla cuenta formulada por el 
mismo actor debía resultar 4 su favor. 

&> Que de los antecedentes espuestos, se desprende qae es 
completamente improcedente la escepeion de litis-pendencia 
opuesta por Parodi y O á esta demanda, pues el auto que re- 
chazó la rendición de cuestas de foja 6 á 10, ha sido consentido, 
7 sos efe otos no han podido modificarse por la presentación de 
cuatro documentos aislados, no siendo dicha demanda sino una 
consecuencia lójica de la rebeldía del demandado, ó sea, uno de 
los caminos á seguir para hacer efectiva la acción deducida, no 
obstante esa rebeldía. 

6 o Que además, j admitido por vía de hipótesis que el primer 
incidente sobre rendición de cuentas no hubiese quedado ter- 
minado por el auto de foja 30, no sería menos improcedente la 
la escepcion de que se trata, pues el inciso 3" del artículo 73 
de la lej nacional de enjuiciamiento, solo admite como escep- 
cion dilatoria el pleito pendiente en otro juzgado <> tribunal 
competente, por el peligro que hay de que una misma acción 
sea juzgada dos veces por jueces diferentes, lo que no podría 
suceder ene! presento caso, pues está ante el misino juez y en 
el mismo espediente la nueva demanda, que precisamente tiene 
por objeto cerrar toda cuestión sobre las pretendidas cuentas 
presentadas por Parodi y C\ Por estos fundamentos y concor- 
dantes del precedente escrito, fallo no haciendo lugar con costas 
á la articulación promovida en el do foja 67, y contéstese la 
demanda en el término legal. Notífíquosc original, y repónganse 
los sellos sin más trámite. 



Vtrgüio M. Tedin. 
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Buenos Aires, Marzo 31 de 1887. 

Vistos t Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja setenta vuelta, y devuélvanse, previa reposición 
de sellos. 



*. B. GOltOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
ULAD1SLAÚ FILIAS. — FEDERICO IBAB— 
CUBES. — C. S. DE LA TORRE, 



CAUSA mi III 



D. Eustaquio 
la Cámara de 




en recurso contra una sentencia de 
en lo Correccional de la Capital. 




.— Xo proceded recurso del artículo II de la lev 
embre de 1863 sobre jurisdicción de los Tribunales 
^Nacionales, en el caso en que no so ha puesto eu cuestión nin- 
gún principio constitucional, ni lev de la nación 



Caso. — Se hallo explicado en la s¡¡ 



T. I 
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m FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

VISTA BEL SE&Oft PROCURADOR GENERAL 

Bucdos Aires, Mano 38 de 1888. 

Suprema Corte: 

Un día Viernes Santo, D. E. Madruga repartía gratuita- 
mente á las personas que entraban y salían de la Iglesia de la 
Concepción un periódico contrario de la Religión Católica, y 

nía á los fieles. 

El Cura Párroco juzgó que era ello un ataque á la Religión 
Católica y pidió á la policía impidiera la distribución del pe- 
riódico en cuestión. 

Con esto motivo Madruga, fué conducido á la Comisaría in- 
mediata y puesto luego en libertad * 

Tal es el origen de la .demanda que interpuso contra el 
Cora, bajo el fundamento de que se le había impedido hacer lo 
que la ley no prohibe. 

El Juzgado Correccional entendió que no era un acto lícito 
la distribución de una publicacioncontrariaá la Religión Cató- 
lica en los momentos en que se bacía ; y que, por el contra- 
rio, era et acto de irreverencia cometido en lugares desti- 
nados al culto Católico, ó al de cualquier otra religión, penado 
por el artículo -443 del Código Pena!. Absolvió, en consecuen- 
cia, al CuTa, de la demanda, é impuso, á la voz, al demandante 
la pena de ocho di as de arresto, ó la multa de 50, pesos por su 
falta á los respetos debidos al Juzgado, con arreglo al artículo 
63 de la ley que organizó los Tribunales de la Capital. 

Esta sentencia fuó confirmada en todas sus partes por la Cá- 
mara respectiva. 

Como se vé, solo se ha tratado en este caso de una simple 
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aplicación de las leyes del Congreso, sin que so haya puesto 
en cuestión, ni un principio constitucional, ni una ley de la 
Nación, en oposición á las leyes de Provincia. 

El recurso deducido no se encuentra, por consiguiente, en 
ninguno de los casos previstos por el artículo \A, 



Eduardo Costa. 



Bueno* Aires, Abril % de 1887. 

en el acuerdo : No hallándose el presente recurso 
comprendido en ninguno de los casos previstos por el artículo 
catorce de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tri- 
bunales Nacionales; y do conformidad con lo espuesto y pedido 
por el Señor Procurador General en su preciante 
ha lugar a dicho recurso. 

Devuélvanse, en consecuencia, los autos á la 
procedencia, previa reposición de 



su 



i. B. GORÚST1AGA. — ULAD1SLAO FRIAS. — 
FEDERICO IDARGUREH . — C. S. DE 
LA TORRE. 
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D. José Castilla, contra fí. Medardo Cornejo, por 
de cuentas ; sobre jurisdicción arbitral 



Sumario.— Las 




una sociedad 
resolverse por árbitros. 



Caso.—D. José* Castilla demandó por rendición de coentas de 
un negocio hecho en sociedad, a D, Medardo Cornejo. 



MI. M Jiiet Feieml 



Tucuman, Ago>lo Stí de 188R. 

Resultando de los antecedentes de este juicio que se trata de 
dirimir cuestiones relativas A una sociedad mercantil entre 
los litigantes, de conformidad al artículo 5H del Código do Co- 
mercio, qut- establece que todas ellas deben decidirse por arbi- 

partes á la audiencia del martes 31 
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á las 




para veriticar el nombramiento de loa Jueces 
ttepóogausc los sellos, 



Luís F . Araos. 



VISTA DEL SESOil PROCLUADOn GENERAL 

Üutiím Airys, Febrero 12 tío 1888. 

Las disposiciones del Código do Comercio, con respecto í lo. 

SSL 7 o 8acioncs dfl 103 socios entru sí - son «¡ 5 

«st.ncar el recurso que ha deducido par. unte V. i £ B . 
cho menos, eomo |M ^ ^ 

nrev IT""" "* ^ ÍBe « «Wtradores, según 

proviene terminantemente el artículos» 

Pero no es esta 1» cuestión principal en este caso. En la eano- 

o Lo í en r'; s tíminos • o ""'° 

«MKto á „vor de Cast.Ua y Cornejo, conoiniénio,e entre 
Ei.ste pues sociedad reconocida por el demandante y la ac 

«¿¡T'?'? jurÍS!,r,ll,oncia "tablccida por esta Corte, inter- 
pretando la letra y el espíritu del artículo 10 de 1. ley dé jür - 
d.cc,.„ y competencia, .que , 08 asociado, entre sí fen U8 
contestadnos con I, sociedad, no tienen sino un soto y único 
fuero, que ac determina por el lugar del establecimiento de la 
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sociedad, en el cual se presume legalmente que han elejido 
domicilio para el conocimiento de sus derechos y cumplimien- 
to de sus obligaciones, como socios, de lo cual se deriva que 
en tales casos no puede surtir el fuero federal por razón de las 
personas ». La justicia federal es, por tanto, incompetente para 
conocer de la acción deducida por Castilla, contra su socio 
Cornejo, y así ha de servirse V. E. 



Eduardo Costa. 



Buenos Aires, Abril 14 de 18&7. 

Vistos: Por sus fundamentos, y por loque resulta de la acta 
de foja ochenta y siete, se confirma con costas el auto apelado 
de foja sesenta y ocho; y devuélvase» previa reposición de sellos. 



J. B. COROST1ACA . — J. DOMINGUEZ. 
— FEDERICO 1BARGÜRB». - C. S. 
DE LA TORRE. 
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D, Francisco Holló, contra I). Ernesto Amadey; 
sobre cobro de pesos fuertes 



Sumario. — Las obligaciones contraidas á p^sos fuertes, 
antes de los decretos y ley sobre i n con versión, deben ser 
satisfechas en oro, ó en pesos de curso legal, por su valor 
corriente en plaza. 



Caso. — El caso se halla esplicado por el 



Corrientes, Junto 33 de 1888. 

T vistos : D. Fernando Alsina, apoderado de D, Francisco 
Bollo, sucesor de los derechos que confiere el contrato para la 
construcción de un mercado público, demandó á D. Ernesto Ama- 
dey por la cantidad de doscientos cincuenta y seis pesos y cin- 
cuenta centavos fuertes que le adeudaba, procedentes de im- 
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puestos establecidos por las bases 5' y C delespresaüo contrato» 
la primera dejas cuales dice : Que el contratista tendrá dere- 
cho para cobrar setenta y cinco centavos fuertes diarios por la 
carne de cada animal vacuno que so emenda para el consumo de 
esta ciudad, sea dentro, sea fuera del mercado; y la segunda es- 
presa: que e^te impuesto no puede ser rarindo durante el término 
del contrato. Que el demandado sostiene que puede pagar la 
cantidad adeudada con billetes del Banco Nacional, por su valor 
escrito, de acuerdo coa la lev sobre curso forzoso, de 15 de Oc- 
tubre del año pasado, lo que no acepta su representado, pre- 
tendiendo que debe abonársele en oro Ó en billetes de curso 
legal por su raior corriente, y entra luigo a fundar su preten- 
sión estudiando el artículo 07, inciso I o de la Constitución 
Nacional, la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte 
de Justicia sobre el curso forzoso decretado en distintas épocas, 
lasdiferentes leyes de monedas que se han dado, y por fin, la 
ultima sentencia de la Suprema Corte, bajo el imperio dé la 
ley de 15 de Octubre citada, y concluye pidiendo sea obligado 
el demandado al pago de la cantidad demandada, en la forma 
espresada, los intereses moratorios desde la demanda y las 
costas. En un otro sí manifiesta que en lugar de la cantidad 
espresada, hasta el dia de la presentación de la demanda. Ama- 
dey le adeuda trescientos tres pesos y setenta y cinco centavos 
fuertes, y modifica su domanda cobrando esta ultima cantidad. 
D. Ernesto Amadey, contestando la demanda, confiesa deber la 
cantidad que se le cobra, pero sostiene que el demandante está 
obligado á recibir en pago los billetes del Banco Nacional por 
su valor escrito, con arreglo á lo dispuesto por la ley de 15 de 
Octubre pasado; estudia las resoluciones que se han dado por 
los Tribunales, después de los decretos sobre corso forzoso, 
y principalmente, el testo de la ley citada que permito cfaau- 
celar las obligaciones contraidas u moneda nacional oro, con 
billetes por su valor escrito ; esceptuando solamente las que 
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hubiesen sido contraidas á moneda especial, entre las cua- 
les no podía ser contada hi obligación que se le cobra, por- 
que cuando se le cedió el contrato de Mercado, el peso fuerte 
era por la ley una moneda nacional corriente, y por consi- 
guiente, las obligaciones emanadas fie ese contrato, fueron 
contraídas a* moneda nacional oro, y nó á moneda especial. 
Que si la Corte Suprema ha resuelto en el caso de Gowland 
contra Mal Imán y C" que estos deben abonar á oro, es por- 
que cuando celebraron el contrato estaba desmonetizado el 
peso fuerte por la ley del ano 81 sybre la moneda nacional que 
circula hoy día, y en tal caso la estipulación á pagar en fuer- 
tes unía comprendida en la escepcion de la ley, porque han 
sido desmonetizados lo* pesos fuertes y dicha estipulación fué 
i moneda especial j pero cuando se celebró el contrato sobre el 
mercado no existía la moneda nacional actual, sinó el peso 
fuerte, y no puede por consiguiente considerarse comprendida 
en la escepcion, pues entóneos el peso fuerte no era moneda 
especial, sinó moneda nacional oro que la ley autoriza á pagar 
en billetes por su valor escrito; y concluye pidiendo sea recha- 
zada la demanda con costas. Sienüo esta una cuestión de puro 
derecho, puesto que las partes están conformes en la canti- 
dad adeudada, y solo discuerdan sobre si el deudor está obli- 
gado á recibir en pago billetes del Banco Nacional por su 
valor escrito, no hay necesidad de abrir este pleito á prueba, 
y debe fallarse sin mas trámite. 

Y considerando: i* Que las cuestiones que surjen de la 
aplicación de las leyes ó decretos sobre curso forzoso pue- 
den ser cuestiones constitucionales, pretendiéndose que la 
ley no puede alterar los derechos adquiridos por los par- 
ticulares, y que no puede tampoco obligarlos á recibir en 
pago de lo que se les debe una moneda de valor inferior 
á la estipulada, á menos que sea por su valor corriente 
en plaza, porque esto sería privarlos de su propiedad, y tal 
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cuestión surjiría si sus términos fuesen tan Amplios que no 
pudiese dudarse qne el objeto do ella había sido obligar á 
recibir por so valor escrito la moneda que se pone en circula- 
ción, cualquiera que fuese bu valor corriente, y cualquiera que 
hubiese sido la obligación contraída; ó bien, cuestiones de 
simple interpretación de la ley, para lo cual debe atenderse á 
los principios generales del derecho, y d las reglas de inter- 
pretación, en cuyo caso no se trata de anular, sinÓ de estudiar 
su alcance, circunscribiéndola á los tí rminos que el legislador 
haya querido darle. 

2° Que en el presente caso debe presciodirse de la cues- 
tión constitucional, puesto que ambas partea reconocen la 
existencia de la ley y soto discuerdan en su interpreta- 
ción, sosteniendo el actor que según los términos de ella y 
los precedentes jurídicos su crédito no viene comprendido 
en su prescripción general, sino* en la escepcion, mientras 
que el demandado sostiene lo contrario ; que el contrato fué 
celebrado á moneda nacional, y por consiguiente no está com- 
prendida la obligación en la escepcion, sin6 en la regla gene- 
ral que permite abonar con billetes por su valor escrito; pero 
desde luego debe notarse que tratándose de una materia odiosa, 
como es la del curso forzoso, puesto que se pretende obligar al 
acreedor i recibir por su valor escrito una moneda que tiene un 
valor corriente inferior, la interpretación de tal ley debe ser 
restrictiva, no admitiéndose sinó lo que es presamente viene 
prescrito, cuando se separe de los principios generales del 
derecho, y esta es la regla de couducta que han seguido los 
Tribunales cuando han ordenado, casi sin discrepancia, que so 
cumplan á oro 6 en billetes poi su valor corriente las obliga- 
ciones contraidas antes del decreto de nueve de Enero del año 
pasado, pues no ordenando dicho decreto sinó que los billetes 
se admitan como moneda legal por las oficinas fiscales como por 
los particulares, no habría sido justo darle una interpretación 
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ostensiva y obligar á los acreedoras, no solo á recibir dichos 
billetes como moneda, sinó á recibirlos por tía valor que no 
tenían. 

3r Que la ley de 15 de Octubre que aprobó el decreto de 
nueve de Knoro, establece en el artículo 3 n que las obli- 
gaciones contraídas i moneda nacional oro antes de la fecha 
del espresado derreto, pueden ser satisfechas con billetes de 
curso legal por su valor escrito, pero luego esceptúa las que se 
hubiesen contraído con designación de moneda especial; tal 
disposición comprende dos prescripciones contrarias, y es me- 
nester interpretar en rada caso que ocurra cuál es el sentido y 
mente de la ley, para poder resolver si la obligación fué con- 
traída á moneda nacional oro ó con designación de moneda. 
Es indudable que las palabras contraidas á moneda nacional 
oro, deben tomarse tal como suenan, sin darles mayor ampli- 
tud, tanto porque la materia á que se refieren es por su natu- 
raleza odiosa, pues si la ley ha considerado conveniente obligar 
en ciertos casos á los particulares á recibir en pago de loque se 
adeuda una moneda de inferior valor á la convenida, hiriendo 
los intereses particulares y los principios generales del derecho, 
en nombre del interés público, no es justo ampliar esa disposi- 
ción á otros casos por analojía, especialmente cuando la misma 
ley, por una escepcion justa, reconoce espresamente la obliga- 
ción de cumplir las obligaciones contraidas á moneda especial 
con billetes por su valor corriente, como porque la fórmala casi 
universal para contraer obligaciones de dinero antes del de- 
creto de inconversion, era á moneda nacional oro, ya con el 
Banco Nacional como con los particulares, y por consiguiente, 
el legislador se refirió á esa fórmula general que comprende 
casi todas las obligaciones existentes, y habló de la moneda 
nacional actual, que era taque estaba en circulación por medio 
de los billetes de Banco convertibles, y no de las monedas 
nacionales que existieron antes, y que fueron desmonetizadas 
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por la ley de monedas del mío i 88! .pues la moneda nacional 
anterior, establecida por la ley del año 1875, era el peso foerto, 
que como se vé, llevaba diferente nombre y ley que el peso 
nacional actual, que se llami peso nación*! oro, ó peso nacio- 
nal plata, y por consiguiente, no es posible incluir aqnel en 
las palabras de la ley que espesamente dicen contraidas á 
moneda nacional oro ; pues la obligaciones contraídas á pesos 
fuertes» no son contraidas á moneda nacional oro, por ser am- 
bas monedas diferentes. 

4° Qne tanto por el texto del' artículo tercero, como 
por la discusión de )a ley, se vé que el objeto que se 
propuso el legislador fué evitar la multitud de pleitos que 
podían surgir sobre el modo de cumplir las obligaciones exis- 
tentes, é impedir que los Bancos fuesen demandados para el 
cumplimiento délas obligaciones á moneda nacional oro, y se 
les exigiese el cumplimiento con billetes por sn valor corriente, 
aún después del decreto de inconver^ion, loque consideró el 
legislador contrario al interés publico, y por esto adoptó una 
regla general, qne si hería los intereses particulares, solo fuese 
en lo indispensable para que pudieran salvarse los intereses 
públicos siriamente comprometidos; y esto se demuestra palpa- 
blemente por la escepcion que C3prcsa mente puso de que las 
obligaciones contra idas á moneda especial debían satisfacerse 
en la moneda convenida, ó en billetes por su valor corriente. 
Si el interés público exigía que una obligación contraída á oro 
pudiese satisfacerse con billetes por su valor escrito, esta exi- 
gencia debía tener un límite, según la menta del legislador, y 
fué este límite el que se estableció por medio de la regla y de 
la escepcion» y si se tiene presente que a la época de la un- 
ción del decreto de 9 de Enero las obligaciones sobre dinero, 
por regla general, so celebraban á moneda nacional oro, que 
antes de dicho decreto ya los billetes de Banco estaban algo 
depreciados de hecho, porque era difícil obtener su conversión, 
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no puede dudarse que lamente del legislador fué referirse i 
esas obligaciones que se contratan con la fórmula usual de 
pesos nacionales oto, dejando intacto el derecho establecido 
para los casos en que no hubiese ninguna duda de que los con- 
tratantes se habían querido obligar á pagar en oro ó otra mo- 
neda especial. Trazando esta regla comprendía en ella la 
inmensa mayoría de las obligaciones contraidas con los bañóos 
ó entre particulares, que como se ha dicho se celebraban por 
lo común & moneda nacional oro, y solo comprendía aquellas 
obligaciones en que, según sn juicio, se podía dudar de la mente 
de los contratantes, por cuanto mucho antes de establecido el 
curso forzoso de los billetes ya estaban ellos depreciados, y era 
difícil obtener su conversión sin un descuento más 6 menos 
considerable, pero tal duda no podía existir respecto de obliga- 
ciones que fueron contraidas á moneda que antes había tenido 
circulación legal en la Nación, como las onzas de oro, pesos 
fuertes, ú otras desmonetizadas por la ley de monedas de 1881, 
ni respecto de aquellas que aunque contraídas en moneda nacio- 
nal actual, los contrayentes hubiesen manifestado bu voluntad 
de un modo indubitable de que debían chancearse á oro, 
aunque después se crease una monedado papel de valor corriente 
inferior Á su valor escrito, y por esto las esoluyó de la regla 
general, ordenando espresamente que se pudiesen pagar con 
billetes por su valor corriente, pues en estos casos, que formaban 
la inmensa minoría délas obligaciones contraidas, no mediaba 
aquel motivo de duda, ni había tampoco objeto en alterar el 
derecho establecido en nombre del interés publico; que no 
podía encontrarse comprometido porque esas obligaciones se 
cumpliesen en la forma que se habían contraido. 

5 rt Que no es del caso examinar sí esta razón 6 motivo que gui¿ 
al legislador para sancionar la ley en la forma que lo hizo, es justo 
y equitativo, porque no está en tela de juicio el cumplimiento de 
una obligación contraída á moneda nacional oro, sinónna obliga. 
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cion contraída á pesos fuertes, qoe aunque baya sido moneda 
nacional alguna vez, es moneda especial en el sentido de la 
ley de 15 de Octubre, puesto que cuando esta se dictó, yi el 
peso fuerte estaba desmonetizado por la ley de 1881, y es una 
moneda diferente de la moneda nacional actual, tanto en el 
nombre como en su ley, y por consiguiente, no Tiene com- 
prendido en las pal abras moneda nacional oro que emplea la 
ley, sino en la escepcion que habla de moneda especial, pues 
cuando esta se dictó, el peso fuerte era moneda especial con 
relación ai peso nacional oro que estaba en circulación. 

6° Que el crédito que cobra Bollo á D, Ernesto Amadey pre- 
cede del contrato que el constructor del mercado público de esta 
ciudad celebró con el gobierno, por el cual se le autorizaba para 
cobrar setenta y cinco centavos fuertes por la carne de cada 
animal vacuno que se espenda para el consumo en los puestos 
del mercado, y en vista de que el contrato lleva la fecha de 7 
de Mayo de 4877, no puede dudarse que los centavos fuertes de 
que habla el contrato, eran del peso fuerte creado por la ley 
de 29 de Setiembre de 1875, y el peso fuerte era una moneda 
de oro con peso de un gramo y dos tercios, y ley de novecien- 
tos milésimos de fino (art. 1° de dicha ley), de modo que, al 
estipularse en centavos fuertes, se baúl aba de moneda de oro, 
porque esta era la unidad monetaria de la República; pero en 
este caso se halla espresada la voluntad de los contrayentes de 
un modo mis enérgico y absoluto aún, al esprésarseen la base 
0* del contrato, qoe este impuesto no pudo ser variado durante 
el término del contrato, y si por la ley del curso forzoso se 
obligase el contratista á recibir los billetes del Banco Nacional 
por su valor escrito, quedaría variado el impuesto en perjuicio 
del acreedor, obligándosele á recibir un valor inferior al 
estipulado en el contrato. 

7° Que la Corte Suprema se ha pronunciado en un caso 
análogo al presente, estableciendo que las obligaciones con- 
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traídas á pesos fuertes deben ser pagadas en la moneda 
estipulada, ó en billetes por su valor corriente, y la dife- 
rencia que el demandado pretende establecer, fundado en 
que el peso fuerte era moneda nacional cuando se celebró el 
contrato del mercado, mientras que no lo era cuando se con* 
trajo la obligación resuelta por la Corte, es más aparente que 
real, porque ademas de lo que se ha dicho anteriormente para 
demostrar que ni en las palabras de la ley, ni en su mente Tiene 
comprendida otra moneda nací anal que la que estaba en circu- 
lación cuando ella se dictó, se trata aquí de una obligación que 
debía durar muchos años, y en que los contratantes habían 
rerelado espresamente su intención de que no pudiese dismi- 
nuirse el impuesto durante el término del contrato, cuya esti- 
pulación habría sido vana si la ley de curso forzoso no hubiese 
esceptuado espresamente las obligaciones celebradas con desig- 
nación de moneda especial. Por estos fundamentos, definí ti- 
Tamente juzgando, fallo y declaro que i). Ernesto Amadey debe 
abonar á D. Francisco Bollo la cantidad de trescientos tres 
pesos fuertes y setenta y cinco centavos oro» 6 su equivalente 
en billetes de curso legal por su valor corriente en plaza, con 
más los intereses devengados desde la demanda, según la tasa 
que cobra el Banco Nacional ; sin especial condenación en 
costas en atención á la dificultad que trae la interpretación de 
las leyes de curso forzoso, y no haber motivo especial para la 
condenación en costas. Hágase saber con el original y repón- 
ganse los sellos. 



Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 



Carlos Luna. 



ém 1» 




Buenos Aires. Abril 19 de 1887. 
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tencia apelada de foja cuarenta y dos, y repuestos 
dcTuélnnse. 

J. S. GOROSTIAGA. — FEDERICO IBAR- 
CÚAEJV. — C. ». DE LA TORRE, 



CAUSA ni 



El Capitán D. Cárlos (h Soderiund de la barca rusa Ihphi- 
genia, contra la Empresa de Mensagerias Fluviales, por tía- 
ños y perjuicios ; sobre defecto legal en el modo de proponer 
la demanda. 



Sumario. — La no presentación de documentos, no autoriza la 
escepcion dilatoria de defecto legal en el modo de proponer la 
demanda. 

Caso, — Se esplica por el 

F»ll« M Sweu Femoral 

Buenos Aires. Enero 15 úa 1887. 

Vistos: Por loa fundamentos aducidos en el precedente escri- 
to, y considerando además que solo hay defecto legal en ta de- 
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manda cuando no se lian relacionarlo claramente los hechos en 
queso funda, ó se lia dejado de cumplir cualquiera de los requi- 
sitos que prescribe el artículo 57 de Ja Liy Nacional de enjui- 
ciamiento, entre los que no lisura la presentación de documentos 
que hagan al derecho del actor. Que ¡1 este respecto la hy 
solo exije que se haga mención de ellos con la individuali- 
dad posible sobre lo que do ellos resulte y a) archivo, oficina 
publica ó lugar donde se .-ncuentren, lo que ha cumplido el 
demandante. Que la Suprema Corte ha resuelto en repetidos 
casos que la no presentación de documentos no justifica una 
articulación de defecto fcftrf, m teniendo esta omisión otro 
defecto que el señalado en la última parte del artículo 10 de 
la Ley citada. Por esto, no ha lugar con costas á la escepcion 
deducida en ei escrito de foja 21 ; y contéstese derechamente el 
traslado de la demanda. V en cuanto ¡i ly pedido en el otro sí 
que precede, habiendo manifestado el actor que lademanda debe 
entenderse con D. Pedro Risso, á quien reconoce como repre- 
sentante de la Empresa demandada, cuya calidad no lia nega- 
do este, no ha lugar. Repóngase esta foja. 

Virgilio )!. TeditL 



Abril n de 1887. 

Vistos : Por su fundamentos, se confirma oon costas el auto 
apelado de foja veinte y nueve ; y devuélvanse previa reposi- 
ción de sellos. r 



J. B. COROSTIAGA.— -J. DOMINGUEZ. 
— «LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
MAGÚKEN. — C, S. DE LA TORRE. 



■ 
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CAUSA XLH 



Doña Jacinta de Vidala, contra I). Manuel J. Moreno, por ren- 
dición de cuentas; sobrealimento de término probatorio. 



Sumarw. — El aumento del término probatorio por las prue- 
bas que han du producirse fuera del asiento del Juzgado, pero 
dentro del territorio de la República, está comprendido en el 
téiiuino ordinario y puede pedirse dentro de él. 



Caso.—ft* Jacinta V. de Videla demandó a D. Manuel J. 
Moreno, por rendición de cuentas. 

Pedido el rechazo de la demanda, por haber sido rendidas 
y aprobadas las cuentas, el Juez abrió la causa á prueba. 

Después de los primeros diez días del término, la Señora Vi- 
dela pidió, con juramento de haber tenido recién conocimiento 
de ellos, el testimonio de unos instrumentos en San Juan, y 
solicitó la ampliación de dicho término, á razón de un diapor 
cada siete leguas. 
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Fallo del Juez federal 



Buenos Aires, Agosto 21 dn 1886. 

En lo principal y otro sí, como se pide, librándose los exhor- 
to* necesarios. 

Tedin. 

10 se opuso, por ser cstraordinario ose término, y no 
pedido con arreglo al artículo Ü5 de la ley de proce- 
dimientos nacionales. 



Federal 



Uucnos Aires. Octubre 18 de 1886. 



listos: Por las consideraciones aducidas en el precedente 
escrito, y teniendo además presente, que esta parte ha cum- 
plido la prescripción de la última parte del artículo 10 de la 
ley do Procedimientos, para la presentación de documentos des- 
pués de la demanda, r en cuanto al aumento de un dia por 
cada siete leguas, que no ho trata de pedir término eslraor- 
dinarto, pues dicho aumento está comprendido en el término or- 
dinario cuando la prueba ha de producirse fuera del asiento del 
Juzgado, pero dentro del territorio de la lirpública, conformo 
alo dispuesto en el artículo 02 de la ley citada. 

Por esto, no ha lugar á la reposición solicitada en el escrito 
de fecha 26 de Agosto pasado ( f...)¡ concediéndose el recurso 
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de apelación en relación sobre el punto recurrido, y debiendo 
elevarse en la forma de estilo. 

Virgilio V, Tedin. 

f allí» de I» Suprema Corle 

Uuenos Airea, Abril 21 do 1887. 

Vistos; Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apel tdo; y préua nposicion de sellos, devuélvanse. 



J. B, GOR0STIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U1AD1SLAO FRIAS. — FEDERICO 
IllAitGl ftO» — C. S. DELA TORRE. 



CAU&A XMII 




Sumario.— i° El no haber concurrido los conjueces nombra- 
dos al local destinado pura la instalación de la mesa receptora 
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de votos, en el dia fijado para las elecciones nacionales, cons- 
tituyo uní infracción tío la ley nacional de elecciones. 

2* La pena que dicha ley impone por tal infracción puede 
ser disminuida en vista do circunstancias atenuantes! 



Caso. — So halla esplícado por el 



Federal 



Autos y vistos: La causa seguida por D. Alejandro C. San- 
jurjo, contra lo, conjúreos D. Favino Fernandez, D Vicente 
Mearte. Abelardo Ocampo, Ramón Bustos y Gregorio Vera por 
infracción do la Ley Nacional de Elecciones ¡ y de tacna] re- 

i K aCt ° r 8 ° 1Ídta P * ra 103 acusa,los la aplicación de] 
articulo 03 do la Loy Nacional de Ele cciones, por no haber 
aquello, concurrido i formar la mesa Receptora de rotos e n 
el Departamento Oosta Alta, en la Elección Nacional del once 
de Abril próiiiuo pasado (Esposioion do fojas i y 2) 

* Que no habiéndose podido notificar al acusado Gregorio 
^ega, según consta de la diligencia de foja 5, elector no ha 
insistido cen relación á este, en su demanda. 

3" Que el defensor dolos acusados Fernandez, Rearte. Ocampo 
y Bustos, alega laeseepeion de temor graro, fundado en los he- 
chos «guiantes : !• En ,„e dios antes de la elección. D, Toribi, 

35 vT propieíir " w o. 

Segundo Valdé,. ájente electoral del Poder Ejecutivo de la Pro- 
vincia, m lo hi» pasear por distintos departamentos de la mis- 
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ma, produciendo la alarma en aquel departamento ; 2 o En que 
el dia 7 de Abril fué asaltado el coronel Vera con otros ajen- 
ies electorales, con el propósito de infundir terror é impedir 
la elección ; 3" Que en el mhino departamento se habían 
concentrado todas las fuerzas de linea que so despacharon de 
esta ciudad, al iiinndo del comandante Bringas» capitán Gri- 
jera, comisario general Jaraniillo y comisario especial Sr. Val- 
des ; 4 o En que sus representado* no se instalaron en el átrio, 
sinó en ana casa particular» donde practicaron la elección, ac- 
cesible para los sufragantes {esposicion de fojas 8 y 9). 

Y considerando: i* Que de Ja confesión del apoderado de los 
demandados aparece comprobado que sus representados no 
concurrieron al local designado por rl articulo 20 de la Ley Na- 
cional de elecciones. 

2* Que la circunstancia alegada en autos, de haber hecho la 
elección en una casa particular, accesible ¡hito, los &ufra<janies % 
está en contradicción con el temor de que hace mérito, que les 
produjo la ostentación de fuerza armada, que les obligó i fu- 
garse dias antes, para no ser constituidos en prisión, 

3* Que aunque así no fuese, el bocho de practicarse la elec- 
ción en otro local que el designado por la ley no los eximiría 
de responsabilidad criminal, por cuanto aquella les impone ú los 
acusados el deber imperativo de concurrir á nn local determi- 
nado ; dejando solo á la apnci ación dé! juez, las circunstan- 
cias que puedan impedir 6 escusar su inasistencia. 

4 o Que no obstante lo espuesto, de las declaraciones de fojas 
11 y 12apaTCcen graves presunciones de la prisión del conjuez 
propietario D. Toribio Agüero por una partida armada al mando 
de D. Segundo Yaldés ; de las amenazas del Comisario Or¡- 
buela, de reducir á prisión á los acusados pura ganar la elec- 
ción, y de la prisión frustrada de estos en el lugar de Atiles la 
antevíspera de la elección, por una partida armada al mando 
de un gefe de la Nación, circunstancias que deben reputarse 
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como atenuantes en Ja imputación del hecho que se les 
acusa. 

Por estos fundamentos y lo dispuesto en el artículo 63 de la 
Lej Electoral» definitivamente juzgando, fallo y declaro : Que 
condeno ú los conjueces D. F avino Fernandez, D. Vicente 
Rearte, D. Abelardo Ocampo y D. Ramón Bustos, á abonar 
cada uno la multa de ochenta nacionales, á faTor del fondo 
de Escuelas de la Provincia, de conformidad & lo dispuesto en 
el artículo 70 de la espresada ley, ó en su defecto, docedias 
de prisión ; con costas de mancomún ; y hágase saber con el 
original. 

Mardoqueo Molina, 

■ 




Reconocida por los mismos acusados su inasistencia á la 
apeTtuTa del coinicio en el lugar designado por la ley, la cues- 
tión queda reducida á investigar si las Tazones que aducen 
para justificar su falta, bastan á eximirles de todo 6 de paite 
de la pena. 

Dicen que ce instalaron la mesa en el atrio» sinócn un lugar 
inmediato y accesible á todos, por temor de las violencias que 
les hacían temer, con fundado motivo, las tropelías de las au- 
toridades locales, al servicio de uno délos partidos y las ame- 
nazas que bacian propalar contra los que asistieran á la for- 
mación de las mesas. 

A esto observa el señor Juez, no sin razón, que el hecho de 
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formar la mesa en un lugar inmediato, está en contradicción 
con el temor de que se hace mérito, para no formarla en el 
designado por la ley. 

Recorriendo las declaraciones producidas, aun sin traer a 
la memoria las denuncias de la prensa, llégale á la convicción 
de que las elecciones de Abril último trajeron a la Provincia 
de la Rioja una grande agitación, á la que no fueron por des- 
gracia estrafias aus autoridades. 

Los dos testigos presentados, dando razón circunstanciada y 
satisfactoria de sus dichos, declaran acirca de los hechos 
siguientes: 

i* Que uno de los que debían formar la mesa, D. Tonino 
Agüero, pocos dias antes de la elección fué aprehendido por 
una partida armada, y paseado por varios departamentos; 

2 a Que en vista de esto, otro conjuez, D. Vicente Rezarte 
huyó para sustraerse á la prisión y al paseo ; 

y Que las autoridades locales .hacían correr la voz deque 
antes de la elección prenderían a los con jueces, para que no 
se formara la mesa; 

4 o Que estas voces estaban corroboradas por el aparato de 
las fuerzas que so dirijían al lugar d^ la elección, á las que 
fné invitado á incorporarse uno de los declarantes, como ba- 
queano. 

Despréndese de estos antecedentes, cuya exactitud no ha sido 
controvertida» que no sin razón escusaban su asistencia al 
átrio los conjaeces, que veían como eran tratados sus cólegas. 

Ahora bien; cuando los que aprisionaban á los conj ucees ; 
los que les obligaban á ocultarse ; lus que hacían ostentación de 
fuerzas para esparcir la alarma: cuando todos estos, digo, per- 
manecen en la más completa impunidad, no deja de parecer 
estraño y duro resulten los únicos castigados' aquellos contra 
quienes la persecución y la intimidación se dirijía. 

Cierto es quo la misión de V. V.. está limitada i hacer jus- 
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ticia en I03 casos que Tienen á su conocimiento por la acción 
directa de parte interesada. 

Xo puede, empero, desconocerse que los hechos en que apo- 
yan los procesados su defensa, constituyen poderosas circuns- 
tancias atenuantes en su favor. 

En mérito de ellas, pido á V. E. que al confirmar la sen- 
tencia apelada, reduzca la pena á la mitad. 



Eduardo Costa, 



Bueno* Aires, Abril 36 do 1887. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con to dis- 
puesto por el aríiculo sesenta y nueve de la Ley de elecciones, 
se confirma la sentencia apelada do foja doce vuelta; y de- 
Tuékanse, 



LLADISLAO FRIAS. — FEDERICO ]BAR- 
CÉREfl. — C. S. DE LA TORRE. 



218 FALLOS DE LA SUPREMA COATE 



CAUSA IUV 



Contra D, Nicolás Sondes, Intendente fienerat de Policía de 
San Juan; sobre infracción de la ley nacional de elecciones. 



Sumario. — La detención injustificada de ciudadanos duran- 
te el dia de tas elecciones nacionales; impidiéndoles de este 
modo concurrir á ellas, importa una infracción de la ley nacio- 
nal de elecciones, prevista y penada por el artículo 69 de la 
misma. 



Coio—BehallaesplicadoporeL 

P»ll« úmí mei Federal 

San Juan, «ayo 22 de 1886. 

Vistos y considerando : 1° Que el cargo que se hace 1 al Inten- 
dente General do Policia de eita ciudad, Ü. Nicolás Sandes, es 
el de haber hecho allanar con agenten de policia, en las pri- 
meras horas del dia 7 de Febrero (do i á I y 30 a. tu.), ta casa 
junta á la Iglesia de Dolores, en la que se hallaban reunidos 



DE JUSTICIA RACIONAL 



varios individuos para la elección que ose (lia debía tener la- 
gar, do un Diputado ni Congreso Nacional, conduciendo á 
la cárcel treinta y un ciudadanos de los que allí se encontraban. 

2 o Que el señor Sandes, contestando el cargo, dice que esos 
individuos fueron llevados porque el dia y á la hora indica- 
da se oyeron en esa casa disparos de armas de fuego, loque 
es prohibido hacer, como quemar rolletes, etc. t por una or- 
denanza de policía vigente, feelia veinte y nueve de Marzo 
de mil ocliuiientus ochenta y cuatro, y que fueron llevados 
al único objeto d** averiguar quién era el autor de ellos, para 
aplicarle la multa corresponda uto. 

3° Que está probado por la declaración de Josclino llórales, 
á foja once, y las recibidas en la policía, corrientes en autoa, 
que el dia y hora espresados se oyeron disparos de armas do 
fuego en el interior de la casa- donde estaban reunidos; y des- 
pués de ellos, como diez minutos, más órnenos, fué la partida 
de policía, hecho corroborado por Ja declaración do Cármen 
itérales, á foja trece vuelta, que dice que estando él preso en el 
cuartel y durante »• oian los tiros sacaron á la calle como diez 
•soldados y estos trajeron unos individuos presos que no sabe 
de dundo. 

4 o Que no se ha probado que los agentes de policía allanasen 
la casa y llevasen á los individuos que encontraron en ella con el 
objeto de impedir que votasen ó por no ser adictos á un candi- 
dato determinado, como se espresa en la acusación, pues que, 
como se ha dicho, la presencia de los agentes de policía fué 
ocasionada por los disparos de resolver ú otras armas de 
fuego que se oyeron en dicha casa. 

5 o Que si el intendente de policía, abusando de su autoridad, 
no ha cumplido con su deber respecto de la detención do esos 
individuos, ó no asistiendo ;í su despacho á horas oportunas, la 
Justicia Nacional es incompetente para couocer de ello, puesto 
que el conocimiento de esas causas corresponde á los Tribu- 
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nales de Provincia, según lo resuello por la Suprema Corte en 
•us fallos, Serie i M tomo 4\ página 354. 

Por estas consideraciones y los fundamentos de la vista pro- 
cedente del Procurador Fiscal, fallo absolviendo de la acusa- 
ción al Intendente de Policía, D. Nicolás Sandes, y ordenando 
se teste por el secretario de una manera ininteligible el tercer 
párrafo dB la acusación por irrespetuosa a la dignidad del Juz- 
gado y haberlo solicitado el acusador señor Viñas, al final del 
acta de foja catorce. Hágase s*bcr con el original y archí- 
vese oportunamente. 

i- Echegaray. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Dueiios Aires, Mareo 5 1887. 

Suprema Corle: 

Acusase al Intendente de Policía y comandante da la guar- 
dia nacional di San Juan f de haber despojado 131 ciudadanos 
del derecho de votar en elecciones nacionales, reduciéndolos á 
prisión bajo el pretexto de que en el corralón en que estaban 
reunidos se habían disparado algunos tiros y quemado cohetes. 

El intendente aduce en su descargo que, por una orde- 
nanza municipal, está prohibido disparar tiros y quemir co- 
hetes y que él no hiro otra cosa que cumplir lo que ella 
dispone, reduciendo á prisión 1 lo* que la habían infringido. 

El señor procurador fiscil se da por satisfecho y ai Juzgado 
absuelve de la demanda al bu usado, por cuanto, dice, solo 
la justicia local es competente para decidí' si el Intendente 
ultrapasó las facultades que le confería la ordenanza en cuestión. 
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Paréeme que niel procurador fiscal ni el Juzgado han con- 
siderado este asunto bajo bu verdadero punto de vista. 

No se trata de si el Intendente tenía 6 nú la facultad de pren- 
der á los individuos congregados, á consecuencia de los Uros, 
ó de si ejercitó bien o mal esta facultad. 

Pudo tenerla el Intendente y ejercitarla sin privar por ello 
aun considerable mí mero de ciudadanos del derecho de votar. 

La cuestión ealú entóneos reducida á determinar si el Inten- 
dente al ejecutarla despojó ó nó á numerosos ciudadanos de 
su derecho más sagrado, pudiéndolo evitar. 

Mi opinión es contraria decididamente al Intendente. 

Admitiendo la existencia de los tiros, debe admitirse tam- 
bién que ellos no produjeron ni heridas, ni desórdenes, ni es- 
cándalo. 

Ninguno de los testigos que han declarado lo mencionan; 
uno que otro dice que había en el corralón algunos ébrios. 

No era pues tanta la urgencia del castigo. Bien pudo el 
Intendente colocar algunos empleados do policía en el corra- 
Ion para evitar se repitieran los tiros, y no dejar salir á nadie 
para proceder á las averiguaciones j ai castigo después de 
cerrada la elección. 

Bien pudo dejar también que votara cada uno y remitirlo 
preso en seguida. 

El techo de reducir á prisión á 30 ciudadanos y conser- 
varlos presos durante las horas hábiles del eomicío, por el 
disparo de un tiro» si no importa una complicidad marcada 
con una de las fracciones en lucha, es por lo. menos una falta 
de respeto por Jos derechos del ciudadano, tan caracterizada 
y maní lies ta que no puede pasar desapercibida y sin su justo 
castigo. Do otra manera resultara que bastará que se dispare 
un tiro ó que se queme un cohete para que la policía reduz- 
ca A prisión y prive de sus derechos á los ciudadanos congre- 
gados en los comicios. 
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En la ejecución de las leyes provinciales la policía será solo 
responsable ante las autoridades do provincia, como se dice. 
Pero si al ejecutar esas mismas leyes, maliciosa 6 indebida- 
mente ruinera los derechos del ciudadano en sus relaciones 
para con la nación, es ella responsable ante la justicia de la 
misma del abuso y de los perjuicios que hubiere ocasionado. 

Tal es, á mi eutetider, el presente caso, 

£1 Intendente de San Juan abtisú de su situación, reducien- 
do á prisión á 30 ciudadanos y privándoles de su voto. Esto es 
lo que se desprende de todos estos antecedentes , pues la pri- 
Bion, como se ha dicho, pudo perfectamente combinarse con 
el voto. Agrégase á esto la ausencia del Intendente en las 
horas en que era buscado por encargo de la mesa para que 
permitiera votar á los detenidos. 

En esta época de corrupción electoral sin ejemplo, la con- 
ducta del Intendente de San Juan debe ser juzgada con toda 
severidad. 

Resulta manifiesto, sin necesidad de mayores esclarecimien- 
tos, que ha despojado á un grupo numeroso de ciudadanos de 
su primer derecho; justo es entonces que sufra la pona consi- 
guiente. 

Está esta pena comprendida en los términos del artículo 60 
de la ley, ó en la disposición general del artículo 69. Encuentro 
que el primero es más directo y pertinente. 

Pido, en consecuencia, la revocación de la sentencia del Juz- 
gado de Sección, y la pena de 200 jf ú un mes de prisión para el 
señor Intendente de Policía y comandante do la Guardia Na- 
cional de San Juan, 1), Nicolás Sondes. 



Eduardo Costa. 
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4e ta SuprtMi C«rto 

Buenos Airea, Abril 33 de 1887. 

Vistos y considerando: Primero: Que aunque tanto de las 
declaraciones producidas por ol acusador como de las prestadas 
ante el Departamento de Policía, en el sumario instruido y pre- 
sentado por el acusado resulta justilicado el hecho de haberse 
producido y oído algunos disparos de armas de fuego en los 
alrededores de la casa ó en la casa misma en que se hallaban 
reunidos y fueron presos los ciudadanos mencionados en Ja 
acusación, el dia de la elección á que esta se refiere, hecho sobro 
que el acusado ha fundado su defensa en este juicio, aparece 
igualmente de dichas declaraciones y especialmente de las ren- 
didas ante el propio demandado, en su carácter de Gefe de Po- 
licía, que esos disparos no fueron hechos por los ciudadanos 
mencionados, habiendo esto resultado claro desde el primer 
momento del suceso, pnes en el registro que se practicó' inme- 
diatamente de las detonaciones, no se encontró anua alguna 
ni en las personas de aquellos ni en la casa en que se hallaban 
reunidos, siendo de presumir por ello como por el tenor de las 
declaraciones citados, que fueran personas estrañns, que rodea- 
ban la casa en que los apresados se hallaban las que dispara- 
ron esos tiros. 

Segundo : Que la prisión de los citados ciudadanos no pudo le- 
galmente Iterarse á cabo, por tanto, y cumplida como lo fue en 
momentos en que se hallaban reunidos y preparaban para asis- 
tir á un comicio, impidiéndoseles cou ella hacerlo y ejercitar 
el derecho de votar, constituye una obstrucción al libro Bflfrajio 
y un empleo ilegal de fuerza contra el ejercicio de tal derecho. 

Tercero ; Que es tanto más así cuanto que de las afirmaciones 
del acusador, no contradichas por el acusado, resulta además que 
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dicho» individuos fueran mantenidos en arresto é impedidos de 
rotar en la elección citada, uo obstante ser redamados á la po- 
licía por la Jonta que presidía dicha elección, poniéndoseles en 
libertad solamente al día siguiente de aquella. 

Cuarto; Que estos actos consentidos y aprobados esplícita- 
mente por el acusado, en su carácter ya citado de gefe superé 
de la policía de la ciudad de San Juan, lo constituyen directa- 
mente responsable de ellos. 

Por estos fundamentos, lo dispuesto por el artículo sesenta 
y nueve del diez y seis de Octubre de mil ochocientos setenta y 
siete y lo espuesto y pedido por el señor Procurador General 
en au precedente vista: se reroca la sentencia apelada de foja 
veinte y ocho, y se condena al acusado D. Nicolás SandeB al 
pago de una multa de doscientos pesos moneda nacional, que 
deberá abonar en término de diez dias, con destino al fondo 
común de escuelas déla provincia de San Juan, ó en su defecto, 
á un mes de prisión; y devuélvanse los autos al Juzgado do 
Sección, donde serán repuestos los sellos. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

J. DOMINGUEZ. — L' LADISLAO FRIAS. 
FEDERICO IB AUGUREN. — C. S. 
DE LA TORRE, 
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n. Dermidto Carranza, contra fí. Elias GodoyyD. Carlos M 
Oodoy, por cobro de pesos; sobre nulidad de una notifi- 
cación . * 



Sumario. - La notificación hecha en el domicilio coasentido 
en que se han hecho otras no observadas, y practicada con 
cédula dejada á un Tecino por falta de otras personal con 
nn»»ia¡ pndiem entenderse, debe considerarse ce™ válida. 



Caso. — D. Dermidio Carranza, representado por D. Odílon 
Lamas, pidió y obtnTo embargo de unas muías, caballos, etc 
como pertenecientes á D. Carlos M. Godoy, su deudor. 

D. Elias Godoy dedujo tercería de dominio, que fué resuelta 
faforablemente para él, por sentencia de de Diciembre 
de 1884. 

La sentencia fué notificada personalmente á los demás y 
respecto de Carranza se puso nota de no haberlo encontrado, 'en 
6 de Diciembre, otra de haberlo procurado segunda Tes en su 
domicilio y habérsele dejado cédula al vecino D. Ramón Ca- 
bra!, quien firmó la diligencia. 

Lamas pidió se declarara nula la notificación de la sentencia 

16 ' 
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y reclamó coutra la regulación Je honorarios del abogado con* 
trario D. Cárlos Juan Rodríguez, por no ser tal abogado. 

Futió del J«ex Fcdenü 

San Luis. Marzo 3 de 1685. 

Y vistos : poT lo que resulta de autos, y considerando res- 
pecto del contenido del escrito do foja 489. 

1° Que la notificación do la sentencia definitiva de 6 de Di* 
ciembre del año prúiimo pasado, ba sido hecha al represen- 
tante del señor Carranza, por medio <M cedulón que se indica 
en la diligencia de fuja 182. por no haberlo encontrado el secre- 
tario en su domicilio, la segunda vez que allí lo procuró con 
ese objeto, cuya forma espresamen te autoriza la Ley Nacional 
de Procedí mil- n tos en su artículo 03, al fin. 

2° Que con idéntica formalidad, le fueron notificadas provi- 
dencias anteriores y las de fojas 161, 173 y 17?, algunas de 
cuyas cédulas recibió y suscribió el mismo individuo que refiere 
la constancia antes dicha, sin haber sido reclamada por el inte- 
resado, quien, por el contrario, ha procedido en virtud del 
conocimiento que do las mismas tenía. 

3° Que así lo corrobora, entre otros actos de la parte de Car- 
ranza, la petición que espresa su escrito de foja 179, presen- 
tado dias después de dictado el decreto de aulas para definitiva, 
concurriendo ella también á desvirtuar y contradecir lo que 
más adelante ba aseverado sobre infracción del artículo 178 de 
la ley citada. 

A a Que ai el actuario no observó el úrden sucesivo que pres- 
cribe el articulo 63, para notificar las providencias judiciales al 
señor Lamas, se La fundado indudablemente en loque este 
último había antes manifestado de ser vecino del i Ojo del 
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Rio >, 6 o Deparlamento, Partido de Santa Rosa, distante como 
cuarenta leguas de esta ciudad, en cuyo punto tiene su resi- 
dencia é intereses, y como es lógico presumir, el asiento prin- 
cipal de sus negocios y de su familia, lo que se halla con- 
firmado por el silencio mismo del apoderado de Carranza, al 
aceptar sin observación las notificaciones que se enumeran en el 
considerando segundo, y por la afirmación, no contradicha por 
en parte, que la de Godoy hace en el escrito de foja 197. 

5 a Que del informe del Escribano, refiriéndose á tas cons- 
tancias del espediente, resulta que lanotiBcacion de la senten- 
cia deque se trata se hizo a] señor Lamas en el domicilio legal 
que tenía constituido, calle Rivadavia esquina Belgrano, N* 45 
y til, la cual encontrándose, practicada con arreglo á la ley, es 
perfectamente válida y produce los efectos de derecho. 

6* Que tampoco existe infracción del citado artículo 178, 
por cuanto fué este derogado por la ley de II de Agosto de 
1882, que declaró rentados á los Secretarios de los Juzgados de 
Sección» y suprimidos por consiguiente los derechos de arancel 
que antes percibían, quedando así sin aplicación aquel artículo 
en la parte relativa á las costas. 

La ley además, no impuso pena de nulidad al procedimiento 
por la omisión de esc trámite, no considerándolo esencial ni 
indispensable para la mejor sustaneiacion de las cansas; y el 
recurrente, consintiendo también, negun se ha visto, la provi- 
dencia de autos para definitiva, dejó pasar ta oportunidad para 
reclamar de ella, y renuncia al derecho sancionado por el artí- 
culo 180. 

Y en cuanto á la regulación de honorarios: 

7 o Que según pública notoriedad, D. Cárlos Juan Rodríguez 
tiene título y ejerce la profesión de abogado de esta Provincia ¡ 
y usando del derecho que le confiere la ley Nacional de 26 de 
Agosto de 1883, en su artículo 5% ha suscrito el escrito de 
demanda y el siguiente, juntamente .con su patrocinado D. 
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Elfu Godoy, interviniendo en tal carácter y como mandatario 
de él hasta la terminación del juicio, y devengando por lo 
tanto, en una y otra calidad, honorarios que deben serle satis- 
fechos. 

& Que observada la regulación por la parte de Carransa y 
«ometido este incidente ¿ la tramitación que señala la ley de 26 
de Agosto de 1863» en el artículo 2% inciso 3% el pronuncia- 
miento judicial que ha de dictarse sobre él debe ser ajustado 
i las reglas establecidas por ella. 

Por tales consideraciones, el Juzgado resuelve : i 9 No hacer 
lugar con costas» á la nulidad deducida por la parte de 
Carranza, debiendo en consecuencia cumplirse lo mandado en la 
sentenciado seis de Diciembre del ano precedente; y 2° aprobar 
como aprueba, la regulación de honorarios practicada á foja 187, 
la que debe ser satisfecha por quien corresponda. Notifíquese 
original y repónganse los sellos. 

P. E. Migues. 

Palto ** la ftwprcm Orte 

Buenos Airea, Abril 38 Je 1887. 

Vistos y considerando : que ha sido reconocido esplfoitamente 
poT el apoderado señor Lamas, haberse bailado ausente de su 
domicilio y aún de la ciudad de San Luis, á la fecha de la dili- 
gencia reclamada de foja... 

Que no ha sido desconocido á la vez do un modo espreso 
por su parte, el hecho afirmado de contrario, de no haber sido 
posible llevar á cabo dicha diligencia en el domicilio fijado al 
efecto, por falta de otras personas con quienes pudiera enten- 
derse ella. 
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Qae esta resulta además haber sidojracticada con un vecino 
inmediato y conocido, con quien se hablan entendido diligen- 
cias iguales en casos análogos en el juicio, sin observación 
alguna del reclamante. 

Que tales circunstancias demuestran que se han llenado en el 
caso las formal esenciales proscriptas por la ley para la vali- 
dez de las notificaciones en juirio, en favor de cuya eficacia 
debe estarse en todo caso, habiendo duda. 

Por estos fundamentos: se confirma con costas el auto ape* 
lado de foja... ; y repuestos los sellos, 




J. t D. GOR05TIAGA. DOMINGUEZ. — 
(.'LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAR* 
CCREIÍ. — C. S. DE LA TORRE, 



CAUSA XM4VI 



El Dr. D. Julio Sánchez Viamonte, en recurso contra la Supre- 
ma Corte de Justicia de Buenos Aires* sobre suspensión del 
ejercicio de su profesión de abogado. 

Sumario. — La suspensión del ejercicio de la profesión de 
abogado, ordenada por un Tribunal de Provincia, no da lugar al 
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recurso del artículo 1 4 de la ley sobre jurisdicción y competen* 
de loe Tribunales Nacionales. 



Caso. — El caso resulta de ia siguiente osposicion del Dr. D. 
Julio Sánchez Viamonte. 

Buenos Aires, Abril 30 de 1887. 

Suprema Corte Federal ; 

El abogado Julio Sánchez Viamonte, reciño de la Provincia 
de Buenos Aires, constituyendo domicilio en la calle de Piedad 
N° 105* ante V. E. como mejor preceda, parezco y digo : Que 
Tengo á apelar de una resolución definitivamente pronunciada 
por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, suspen- 
diéndome por un mes en el ejercicio de la profesión de abogado, 
y ordenando mi enjuiciamiento por el Juez del Crimen, con 
motivo de un escrito mió, que se ba calificado de injurioso para 
la segunda Cámara de Apelaciones de La Plata. 

Uso al efecto del recurso de inconstitucional idad que me 
acuerda el artículo 14, incisos 2* y 3° do la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales. 

la sentencia de la Corte Provincial me fué notificada el dia 
10 ultimo, e inmediatamente presenté escrito pidiendo reposi- 
ción del auto, ó en subsidio se me concediera el recurso de 
apelación ante V. E., por haberse violado garantías aseguradas 
por los artículos 14, 16, 38 y 33 de la Constitución Nacional. 
Al pié de ese escrito, la Corte Provincial ha dictado, con fecha 
16, el auto siguiente : «No siendo precedente recurso de nin- 
gún género, con arreglo al artículo 55 del Código de Procedi- 
mientos, en las causas de la naturaleza de la presente, no ha 
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logar i ninguna de las peticiones deducidas, y devuélvanse como 
está mandado, — Jorge hta. — Pomo. Ante mi: Ramón Oiiver. 

Como se Té, la Corte Suprema de Buenos Aires, coloca las leyes 
da la Provincia por sobre la Constitución y leyes de 1; Nación. 

Loa Tribunales de Buenos Aires han violado contra mí la 
libertad de industria y profesión ; me han imputado un delito, 
y me han sacado del Juez del Crimen, que era el designado poT 
la ley para conocer de esa clase de hechos; me han procesado 
sin formado juicio, so protesto que se trataba de una corree* 
oion disciplinaria ; me han negado á mí las garantías de defensa 
que se acuerdan á todo el mundo, los sedicentes injuriados t y 
sus parientes y amigos se han convertido en jueces míos sin 
dejar de ser partes; me han impuesto, violentando la ley pro* 
vincial, una pena contraria a la Constitución Nacional ; y por 
el mismo hecho, pretenden enjuiciarmü dos veces. Y para col* 
mo de abusos, la Corte Suprema de la Provincia, engañada por 
su calificativo de Suprema, se proclama infalible 6* indepen- 
diente de toda otra autoridad judicial, negando á % E. la su- 
premacía que le corresponde. 

Por tanto, á V. E. suplico que, habiéndome por presentado 
con el presente recurso, se sirva Y. E. ordtnar á la Corte 
Suprema de la Provincia de Buenos Airus que remita a V. E. 
el espediente relativo a mi suspensión en la profesión de aboga- 
do, suspendiendo todo procedimiento 4 fin de que V. E. pueda 
conocer y decidir sobro el recurso interpuesto. 
Es justicia, etc. 

J. Sánchez Y/amonte. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR CEIfERAL 

Baenos Aires, Abril 36 de 1887. 

Suprema Cor'e : 
La suspensión de que se queja el Dr. Sánchez Viamonte, es 
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una simple pena disciplinaria que ha estado en las atribucio- 
nes de ta Corte Suprema de la Provincia de Buenos Atoa 
imponerle, justa 6 injustamente, sin violentar principio alguno 
constitucional. 

Ea bien sabido que los Tribunales de Provincia juzgan los 
hechos que importan contravención á la ley, dentro de los límites 
de cada uno, aplicando el castigo que á su juicio corresponda. 
SI en cada caso la imposición de una pena, si la privación de 
la libertad, la limitación de los derechos de propiedad, hubiera 
de interpretarse como una violación de las declaraciones y 
garantías generales de la Constitución, no hubiera causa que 
no viniera á V. E, f y fuera mejor suprimir la justicia de Pro- 
vincia. Basta pasar la vista por el artículo 14, en que el Dr. 
Sánchez V ¡amonte funda su recurso, para percibirla sin razón 
y líjerezaconque ocurre i V. E. En la imposición de la pena 
con que el Tribunal Superior de la Provincia de Buenos Aires, 
ha juzgado bien 6 mal, no es la cuestión, obligarle á guardar 
los respetos que debe á los que ejercen la justicia, no se ha 
puesto en cuestión la validez de ninguna ley Nacional ó Pro- 
vincial, en contra de ningún principio constitucional, 6 de ley 
alguna de Provincia 6 de la Nación. Sírvase V, E. declarar im- 
procedente el recurso. 



Eduardo Costa* 



Wmíím #« l» 






y pedido por el señor Procu- 



rador General en su precedente vista, do ha lugar al 
y preVu reposición de sellos, archivóse. 



J. fi. CÍHtOSTIAGA.— J. DOMitIGLEZ. — 
t LADISLAO FIIUS. — C- S. DE LA 
TORRE. 



CAUNA XLVII 



£í. Ignacio Goyena, contra IK Casimiro Gómez, 
por cumplimiento de un contrato ; sobre in 



Sumario.— El juez del lugar es competente para conocer do 
la causa sobre cumplimiento de un coQtrato de 
dicho lugar. 



Caso. — En la demanda interpuesta ante el Juez Federal de 
la Plata, por D. Ignacio Goyena contra D. Casimiro Gómez, 
sobre cumplimiento de un contrato do locación de una casa sita 
en la Plata, el demandado opuso que era 
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de Bueno» Aires, y debía ser demandado ante el Juez Federal 
de la Capital. 



Fall* á>l Juca federal 



Lo Pinto, Julio 29 de 1886. 

Y vistos : en el incidente promovido por el demandado, sobre 
incompetencia de jurisdicción do este Juzgado para conocer do 
esta causa, y considerando : Que la demanda se lia deducido 
invocándose por el actor Gorena un contrato ajustado en la 
ciudad de La Plata, por locación de un inmueble situado en 
ella, j donde debe producir sus efectos, razón por la cual es 
en esta ciudad donde debe exijirsu su cumplimiento, y no en la 
Capital de la República, domicilio del demandudo, siendo por 
lo tanto el caso ocurrente una escepcion á la regla general (le 
derecho que el actor debe seguir el fuero del reo, aún cuando 
ha podido aquel elegir el domicilio *!•■ este partí su demanda : 
por esto» fallo : no haciendo lugar á la incompetencia deducida, 
j ordeno que la parte de Gómez conteste derechamente la de- 
manda, con costas. Xotifínuese y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarractn. 



Valla 4a la 

Buenos Aires, Abril 30 de 1887, 
: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
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apelado de foja veinte y dos. Repuestos ios sollos, devuélvanse. 



I. B. € O ROSTI ACA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS, — FEDERICO IBAR- 
— C. S. DE LA TORRE. 



4JAUHA XI. VI II 



Doña Mercedes L. de Paz t contra fl. JoséPicco, por interdicto 
de obra nueva ; sobre demolición é indemnización de pérdi- 
das c intereses y costas. 



Sumario. — En el interdi cío de nuera obra, el demandado 
que resulta haber invadido la posesión agena, debe ser conde- 
nado á la demolición y 4 la indemnización de las costas, pér- 
resea, causados por su culpa. 



Caso. — El caso se 



VmUm M Juea Federal 

Santiago, Julio 30 de 1886. 
Y vistos; el interdicto de obra nueva promovido porD. Juan 
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M, Pas, en representación da su esposa D 1 Mercedes L. de Paz, 
contra D. José Píceo, resalta que tanto la señora de Paz como 
Picco ion compradores do fracciones de terrenos de propiedad 
de D.Manuel Jnarez, coya ostensión total es la que reza el 
documento de foja...; que al educar Picco levantó la pared que 
aparece en el plano adjunto, designada con las letras í, A, de 
la que se trata, y coya demolición solicita Paz, por decir que 
entra en la fracción de terreno que su señora compró á Juárez ; 
qne practicada una inspección ocular, como consta á foja.... 
so percibid desde luejro, la necesidad que había, para resolver 
con acierto esta demanda, de que so practicara la mensura de 
la totalidad del terreno de Juárez, ubicando las distintas frac- 
ciones por ¿1 rendidas, para, una vez conocida su posición res- 
pectiva, determinar con precisión si la pared en cuestión 
quedaba 6 no dentro de la fracción vendida á la señora de Faz ; 
que habiéndose verificado la mensura por el perito agrimensor 
Eeid, como consta á foja..., resulta de ella claramente qne la 
pared de que se trata está situada dentro de la fracción ven- 
dida! Paz, sea que se tome por punto de partida, para ubicar 
«1 terreno de Paz, la línea e, /, 6 la línea E, S. Por tanto, fallo 
ratificando la suspensión de la obra, decretada á foja... 
Hágase saber con el original, y repónganse los sellos. 



Buenos Aireo, Abril 30 de 1887. 

Vistos : atento lo dispuesto en los artículos dos mil cuatro- 
cientos noventa y cuatro y dos mil quinientos del Código Civil, 
se condena al demandado Don José Picco, á la demolición de la 
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pared construida en el terreno del demandante, y I la indemni- 
zación de las costas y pérdidas é intereses que se hayan cau- 
sado al último por su culpa, quedando en esta parte modificada 
la sentencia apelada de foja treinta y siete. Repuestos los 
sellos, y satisfechas las costas de esta segunda instancia por el 
apelado, devuélvase. 

J. B. GOROST1AGA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA AMA 



Mercedes S. de Leuingston, contra D. Rosario 
Domínguez; sobre reivindicación 



Sumario, — í° Antes de la vigencia del Código Civil, Ja es- 
crituración no era una condición esencial á la validez de la 
compra de bienes raices. 

2* Probada la existencia y ejecución de la compra, por medio 
de declaraciones de testigos, la presunción de buena fé, no des- 
virtuada por circunstancia alguna, á favor del comprador, y la 
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posesión continua por más de diez años por dicho título de com- 
pra, bastan para dar por comprobada la prescripción de ad- 
quirir. 



Caso. — El caso so esnlica por el 




Y vistos : resultan los hechos siguientes : 

D. Enrique P. Lev i ngston, chileno, como apoderado general 
de su señora madre, Do Ha Mercedes S. de Leí ingston, de la 
misma nacionalidad, entabla en Abril de 1880 acción reivin- 
dicatoría contra D. Rosario Domínguez, argentino, por haber 
este, dice, tomado posesión de una parte de los terrenos de la 
estancia denominada « La Estanzuela », de propiedad de su 
mandante, j construido en ella un potrero de campo en la sierra 
de i Tiüaarao > ó «Carrizal », que también le pertenece, t en 
apoyo de bu demanda acompaña los documentos de fojas 2t 5. 
El primero de estos es la copia legalizada de una sentencia 
pronunciada el 23 de Marzo de 1874 por el Superior Tribunal 
de Justiciado esta Provincia, por la que se declara desierto un 
recurso de apelación deducido por el representante de IX Gui- 
llermo Beitram en el juicio seguido entre este j la parte dé Doña 
Mercedes 8, de Levingston, referente al desembargo de ta 
« Estanzuela » por corresponderá a dicha señora (así se consig- 
na en el preámbulo), y no á los bienes quedados por muerte de 
•u cufiado D. Samuel Levingston, ejecutados por el señor Ber- 
tram. T el segundo es la diligencia de mensura ó deslinde de 
)•« Estanzuela», practicada en el ano i802, a solicitud del 
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interesado D. Benito Morales, enyos linderos y superficie 
están allí determinados. sópemele 

Conferido traslado de esta demanda, el señor Domínguez la 
contesta ene. mes de Julio desdiciendo: que 2£¡» 
e campo M Je diiplta mm , M 4 „\ £ 

hace doce .nos la ¡,„ see quietl y patfficani6ntei ¡J^ 

den " ,n,lil » t ' J,Ust » mmsm »¡ i nÍDgimodfl 

os actos de dom.n.ooae ha ejercido siempre sobre ella, y qo „ 
le corresponde por compra que hizo 4 D . Valentín Barcas 
vecno de la ciudad de Mendoza, en el mes de Mayo do M» 
como lo comprueba la escritura que adjunta, agregando : q M 
el vendedor cuando efectuó la transferencia, tenía una pose- 

coi etenla " Bos:y pidfl seaa,,uel,a mmZ 

Abierta I» causa a prueba, con fecha ,0 de Julio de 1884 
(auto de foj, M vueKa). después de citarse de eviccion J£ 
herederos de Bargas, por pedido de Domínguez para q 
bas parte, pudieran acreditar los hechos alegado, en su, "1"! 
de deman , y contestación, e. actor produce la suya, „nee, . 
instrumental que corre de fojas 70 á 75. , foj.87. de 1. 

«dente de 1. Junta de Temporalidades, D. Vicente Becerra da 
M» .de la misma d.sliudo, amojono y dio en posesión judfci. , 
4 D.M.gue, Antonio Músico, el terreno do .EetanLu, 
«ccion cuarenta .eguas distante de la ciudad d. San 

debo notar que tanto en oste deslindo como en el de «868 de 
que se ha hecho mención, se habla de 1. sierra 6 cerr Z de 
Tihsarao eojno .imito de I, . Estanzno.a , haoi. g¡£¡£ 
1 2- que dsohcitnd do. demandante, mándese agregó 1¿. 
log.hz.da de las escrituras que acreditan .a propiedad d 'L 
sonora de Leringston s.br. ,a estancia do U . LtanzneU 
.rearada en la oficina conservadora de oato pnnto , y SfiS 
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público encargado de ella, dice que según constancias que ha 
tenido á la vista, las espresadas escrituras ban sido entrega- 
das, por mandato judicial, á D. Enrique F. Ltvingston, como 
consta de su recibo que obra en un espediente. 

La prueba rendida por el demandado, figura de fojas 58 ¿68, 
de fojas 76 á 83, y fojas 85, 86, 97 y 98, y de ella consta : 1° 
la referida compra h echa á Bargas, de un terreno ubicado en 
esta provincia, lugar llamado el « Carrizal de Benca » lindando 
al norte con Fray Bal tazar Fonce de León, al snd con los 
Chinóos, al este bástala cumbre de la sierrita de ■ Tilisarao í 
j terrenos de la c Estanzuela *, y al oeste con la barranca del 
< Carrizal >, terrenos de D. Martin Peralta, de quien declara 
Bargas haberío obtenido por compra, y pertenecería en pleno 
dominio; 2° que otras fracciones de campos comprados por 
Domínguez en el * Carrizal i ¡i varias personas, lindan por el 
naciente con la sierra de «Tilisarao» ; y 3° que el deman- 
dado, á estar al testimonio mas conteste de los testigos presen- 
tados por él, justifica que el campo del « Carrizal de Henea », 
que según deponen dos de ellos, D. Segundo López, y D. Juan 
Faenado Carmena, fué ocupado antiguamente por D. Martin 
Peralta, lo compró Domínguez á un señor Bargas, hace más de 
quince años, desde cuya época lo tiene cercado, y que nunca 
han oído decir que hubiese sido interrumpido ó molestado en 
su posesión. 

T considerando, en presencia de estos antecedentes : 
1 a Que por el auto de prueba de foja 54 vuelta se impuso á 
las partes litigantes la obligación, que ellas aceptaron, de acre- 
ditar los hechos alegados en sus escritos de demanda y de con- 
testación ; por loque han producido la que juzgaron condu- 
cente al mejor esclarecimiento de sus derechos respectivos en el 
presente juicio. 

2 a Que esto no obstante, al actor, por su condición de tal, 
correspondía primordialmentc patentizar la verdad de su de- 
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manda (art. 25». C . C.) en la forma propuesta por fl, y .dmi- 
t.daporel Jujgado, y desvirtuar i I. vm la negativa del re» 
máxime si se tiene 011 cuenta que la habla inidado recono- 
ecudo la e.¡ s t,„c¡ade un hecho favorable á su contrario, cual 
es el de estar este en posesión de la fracción do can,:,» recla- 
mada. Por puntu general, el que afirma un hecho, j no el (| uo lo 
mega, M quien debe probarlo : oi ¡ncambit «ñus V , ub„ndi aui 
atea, non et , t ui negat. (1,1,, i> y 2», tit. U Part 3") 

3° Que en tal virtud, es deber del infrascripto examinar 
ante todo, la prueba presentada por el reivindicante, á fin de' 
resolver si ella reviste los caracteres legales y suficientes para 
fundar la acción deducida, y s ¡ 5l , hall, ajustada ú las pres- 
cnpc.ones del derecho : f» Según lo dispuesto por el artículo 
57 (lo U Ley Nacional de Procedimientos, la acción que se en- 
tablare deberá, entre otros requisitos, contener la cosa deman- 
da, es decir, su determinación cierta i ¡«equivoca, y la «eti- 
can en térmmos dan* y , mit¡ > tf4> ^ „„ dej J , ' 
confus.ones ó dudas sobre lo quo se demanda, 6 como lo eiijen 

l.brol,,Noví S ima lleeopilacion, tratándose de bienes raices, la 
dnsignacon de su estensiou superficial, ubicación, límites t 
demia señales características qno la Üm^ } 2' La misma 
Ley^acona de Procedimientos, en 8U artícul,, ,0, estab.ece que 
el actor, en toda especo de juicios, ha do producir con su 
«emand» las escrituras y documentos que justifiquen el dore- 
cho que deduce, armonúíndoso esta disposición con la contenida 
£5 í*». y L «-V 2'. título n libro M. Novísima 

íecoprlaeron; 3" La acción de reivindicación emana del 

** Mr < ? * «Nh Por el propietario que h. 
perdld. la posesmn de una cosa contra aqu... (¡ 1 en 

su poder, a fin de que se la restituya (art. 2758, C. &.V de ma- 
nera pues, que „| que la intente debo acreditar su derecho i 
poseedor media de un título legitimo de propiedad, y , ue „n 

i*; 



242 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Tirtud de él tenia, antes que el demandado, la posesión del 
inmueble que reivindica. 

4° Que para satisfacer los estremos de la acción promovida, 
el demandante ha debido producir prueba bastante acerca de 
los puntos enumerados en el considerando precedente, que son 
de ley espresa. 

En cuanto al párrafo primero, el actor se ha limitado á 
aseverar que el señor Domínguez ha tomado posesión do una 
parte dolos terrenos de la « Estanzuela *, pertenecientes » 
su mandante, en la sierra de « Tilisaruo > ó ■ Carrizal >, sin 
espreaar la ubicación precisa, ni la área, rumbos, ni linderos 
de la fracción que se dice detentada por el demandado, igno- 
rándose, de consiguiente, cuál sea la cosa cierta y determinada 
sobre que versa la reivindicación. Por lo que respecta al 2°, la 
misma parte ha presentado con su demanda y en el término 
de prueba, los documentos de fojas 2, 5 y 71 , los que á más de 
ser inconducentes para justificar la acción deducida, por sí 
solos no constituyen verdaderos títulos de propiedad sobre el 
inmueble reivindicado. Do estos documentos, el primero es 
simplemente una copia de sentencia judicial que declara de- 
sierto un recurso de apelación, y cu la que solo por incidencia 
se habla de la * Estanzuela », y los otros dos están á nombre 
de personas estradas al presente litigio, cuyos derechos no 
aparecen transferidos bajo ninguna forma, á favor del recla- 
mante. No son pertinentes á la cuestión, como prueba, desde 
que esta debe ceñirse al punto debatido, esc luyéndose cual' 
quiera otra que no aproveche ni perjudique á ninguna de las 
partes (L. 7* tít. 14, PaTt. 3"). V por fin, acerca del párrafo 
3°, no se ha demostrado el derecho de dominio que alega 
el demandante, nt sobre los terrenos de la « Estanzuela », 
según queda visto, ni menos sobre el campo en cuya pose- 
sión so encuentra el demandado, para que pudiera surgir 
la acción reivindicatoría intentada por é!, ni, por lo tanto, 
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la mo„ 6 fe* can,, q„ e halitn tenido pron)om „ 

h» ^ ? :r° JaS 97 J C0 " «W«ta B «*>. 'le prueba 
hapod 1 do Jttst .ü«.r su pertenencia f posesión 

se admitiera la ...eficacia del título de foja 14 por no hallarse 
rebatido de las formas esternas que sefiala el' actor. 

hiH „!*. a V 4 V np0nieBÜO,ll,,,M,,bosli «B i 'nt«" unieran exhi- 
b d ítu ,o, de su respectivo dominio, y q „o |. espuesto en las 

17," a " terÍOre3 fm ' TB ^ A fundar 1. 
resolución del punto S ,<*-,W,ee, en vista de lo o„e disuene é 

m culo 2702. «Jigo Civi,, no « p„,d c dejar de ¡ft2¿ 

de condición más ventajosa. 

Portales fundamentos, se declara improbada la acción de 
r ivmd.eac.on. deducida por la parte del señor Lcvingston y 
obsuclt, de olla a. demandado señor D „ nill , üra , J^ J 

Kotiffquese oonol original, repónganselo* sellos , archívese 

P. £. Migues. 



«uoaos Aires, ALril 30 Je 1887. 

1^^^ aUC alegada fo ™^mente por el deman- 
de prescripción 



dado, en 
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que se reservó hacer valer por su escrito de contestación & la 
demanda, ha opuesto el demandante la falta de autenticación 
j protocolización del instrumento de foja catorce, que sirve de 
base á dicha escepcion, alegando que e*l carece por tal razón 
dt las condiciones del justo título n -queridas por la ley, como 
fundamento de la prescripción adquisitiva ordinaria. 

Y Considerando: Primero: Que aunque se repute ineficaz 
por sí solo dicho instrumento, como prueba del contrato de com- 
pra-venta que él encierra, no siendo sin embargo la escritura 
una condición esencial ú la validez del contrato de venta de 
bienes raices, con arreglo ú la disposición de las leves sexta y 
veinte y tres, títnlo quinto, Partida quinta, y estando suficiente- 
mente corroboradas la existencia y ejecución de dicho contrato, 
por tas declaraciones que obran de foja setenta y siete adelanto, 
ratificadas áfoja noventa y siete, y por la posesión misma en que 
le bulla et demandado, debe tenerse por comprobada la condi- 
ción del justo titulo, que según la ley diez y ocho, título veinte 
y nueve, PaTtida tercera, vigente á la época en que comenzó la 
posesión del demandado, y por lo mismo do estricta aplicación 
al caso, no es otra cosa quo la causa legal ún que el prescri- 
biente funda su derecho, y puede existir independientemente 
de la circunstancia de que se haya ó no escriturado el contrato, 
y de la eficacia 6 ineficacia en juicio de la escritura respectiva. 

Segunda : Que de las declaraciones citadas, resulta igual- 
mente evidenciada la posesión esclusiva y á título de dueño 
que, fundada en el contrato anterior, y A datar del año mil 
ochocientos sesenta y ocho ú sea por más de diez años, lias tu 
la fecha de la interposición de la presente demanda, ha ejer- 
cido el demandado en el inmueble en cuestión, manteniéndolo 
desde aquella fecha constantemente bajo cerco. 

Tercero; Que con estos antecedentes, y teniendo el apelado 
la presunción legal de la huena fé en su favoT, no desvirtuada 
en este caso por circunstancia alguna contraria, deben repu- 
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tara, plenamente cnmplida. las condicione. d«] josto titulo 
pososmn continua y buena fé, referidas en general por 1. ley 
diez y ocho, título veintinueve, Partida tercera, ^ 
para poder ganar por tiempo el dominio de bienes «¡oes y por 
comprobada, en contenencias la escepcion de prescripción ale- 
gada por el demandado. 

Por estas consideraciones, lo dispuesto por el articulo cua- 
trotontos cinco del Código Civil y prescindiendo de toda .pre- 
dación respecto de las demás alegaciones do las partes en 
cnanto d la propiedad dol inmueble en cuestión, por hacerlo 
««necesario las conclusiones anteriores : se confirma la senten- 
cia apelada de foja ciento tres, en cuanto por ella se absuelve do 
la demanda al demandado, si,. especial condenación en costas 
de la segunda instancia; y repuestos lo, sellos, devuélvanse 
los autos. Notifiques, con el original. 



J. B. «OHO&TMi;*. — j, DOMINGUEZ. — 
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« ALNA I, 



íh Nicanor 




contra fu Sucursal del 



.\wumni 



de acciones, y payo de div ¿denlos 




esta ni demandado. 



la cosa demandada ha sido níre- 
de la dt manda, correspondo absolver de 



Caso. — Se es plica por el 



Falto riel Jira Federal 



Salla, Ffbroro ti de 1886. 

rico Velazco, demanda al Gerente de esta Sucursal del Banco Na- 
cional, fundándose en lo siguiente: que habiendo reclamado el abo- 
no del dividendo correspondiente alas nueve acciones que acom- 
paña nolo obtuvo á pesar de la protesta de fojas 1 á2 vuelta; que 
el Gerente se negó, dando por razón el no estar cambiadas 
dichas acciones á moneda nacional, de conformidad al artículo 
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i°de la ley de 12 de Octubre de 1882; que por esta ley el Ban- 
co está en el deber de hacer el cange, asistiéndole al tenedor el 
derecho de cxijirlo en cualquier tiempo, tanto más cuanto que 
no consta se baya notificado a los accionistas apercibimiento 
alguno para que les pare perjuicio ; que la Taita del cange no 
puede oponerse para fundar Ja negativa del pigo do los divi- 
dendos ; que en virtud de estas consideraciones pide que el 
Juzgado declare en definitiva la obligación que tiene el Banco 
de pagarlas, como también de hacer el cange délas antiguas 
acciones ii oro por las nuevas á moneda nacional, condenándolo 
además al pago do los inten ses, rostas, y gastos del protesto. 

Conferido el traslado, el (Jermti ispu>o : Que loque esigi6 
á D, Nicanor Floros, fue que cangcase las acciones antiguas 
por las nueva*, gíu cuyo requisito no podía pagar el dividendo 
que cobraba, de conformidad á la ley y á las instrucciones del 
Directorio; que era falso que se había negado á practicarlo, 
que al contrario, por el aviso de fecha 22 de Junio, publicado 
en el periódico La Situación, de foja 25. se llamó á los accio- 
nistas para verificarlo, no habiendo tenido ninguno de ellos 
dificultad en cumplir con este deber, á escepcion del deman- 
dante ; que por la circular del Directorio, N a 2, foja 23, le 
estaba prohibido pagar dividendo alguno sobre las antiguas 
acciones ; que por ultimo, no tiene inconveniente, como no lo 
ha tenido antes tampoco, en efectuar con las acciones de Flo- 
res el cange que hizo con los demás accionistas, pero que si se 
resistiese está dispuesto á dar el más exacto cumplimiento & 
las órdenes que tiene recibidas. 

í: I o Qu3 coasta de un modo evidente que el 
i nunca negóel cange do las antiguas acciones á moneda 
¡ nuevas á moneda nacional, c-nno so comprueba 
por el aviso que con fi cha 22de Junio del ano pasado se publicó 
en el periódico La Situación, y también por el libro copiador 
N° 4, que ad effectum videndi acompaña. 
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2? Quo D. Kicanor Flores no desconoce que tuvo conoci- 
miento del llamamiento hecho á todos los accionistas, y sin 
embargo no concurrió a la Oüciiia del Banco, como era de su 
deber, con arreglo «1 artículo I o de la ley de 12 de Octubre de 
1882. 

3 a Que esto no significa que haya perdido su derecho, 
que en cualquierdia puede presentarse solicitando el 
de acciones, loque, por otra parte nunca le fué negado. 

4" Que no habiendo querido hacerlo, ei Gerente no «podía 
pagar loe dividendos mientras no se efectuara la operación pre- 
til dfil cange, según disposición del Directorio, de perfecto 
acuerdo con la ley citada. 

En virtud de estas consideraciones, declaro: que absuelvo 
de la demanda al Gerente D, lilas M. Arias, por cuanto no 
está obligado ¡í pagar el dividendo acordado, mientras el de- 
mandante se niegue á cangear las acciones que posee, con cos- 
tas. Devuélvase el libro al Hanco, notifíquese con el original, 
previa reposición de sellos. 

líenjammFitfuerotí. 



Vmiím de I* Huprem» í ©ríe 

«líenos Airfs, Míiyn7de 1687. 

Vistos : Resultando de los términos de la demanda, como de 
Jos de la contestación, que untes y d.spucs de interpuesta aque- 
lla, el Banco Nacional ha estado siempre dispuesto y ofrecido vo- 
riiicarel cange de las acciones presentadas en autos, y el pago 
délos ditidendos correspondientes ¿ellas, prévio dicho cange, 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja treinta v 
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seis; declarándose que debe precederse al cambio de los títu- 
los, conforme á las indicaciones del demandante respecto á ti 
km de ser espedidos nominales ó al portador; y hecho esto 

y** de los pendientes. Prévia reposición de sellas, 

devuélvanse. 



J. DOMIÍiClEZ. — I-LADISLAO FllIAS— 
fEDfclUCO IBAncCtlEí!. — C. S. DE LA 
TOBRE. 



CAUSA LI 



Hallmann y í\ contra Pérez y Cor/,, por falsificación ,M 
bttter « temet tíranra^ sobre falta de personería 

Sumano. - La cuestión de la validé nulidad déla cesión 
en n.ya virtud el actor m presenta reclamando los derechos 
que le son propios, afecta al fondo de su derecho y no á sn 
personería. 
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Caso. — B> Guillermo Lippold, por Mallmann y C", represen- 
tantes de Branca Hermanos, de Milán, demandó por falsifica- 
ción delBitter Ferneti fíranca ú, los señores Pérez yCorti. 

Los demandados opusieron la escepcion de arraigo. 

Lippold contestó que no se había presentado por Branca Her- 
manos, sino por Mallmann y O, cesionarios di 1 sus derechos. 

Acompañó el testimonio de una escritura pública, de la que 
resulta que en 16 do Enero de 1855, D. Cárlos Hofcr compare- 
ció ante el escribano Honores, y dijo que era miembro de la 
razón Cárlos Hofer y O; que los señores Branca Hermanos, en 
24 de Noviembre de 1884, en Milán, antu el escribano Vaccani, 
declararon que desde 1875 habían cedido á Cárlos Hofor y Oh 
esclusíva temporánea privativa do importación y venta, en 
América del Sud del Fernct Branca ; que el compareciente cedía 
gratuitamente á los señores Mallniann y 0" el derecho para la 
venta del Fernet ¡franca en las Repúblicas Argentina, Oriental y 
del Paraguay ; que la cesión fué aceptada por U. Edmundo 
Wagenkaecht, socio de MaUmann y C, en cuyo nombre la 
aceptó, en uso do la firma social, según el artículo 4° del con- 
trato de sociedad do Mallmann y C\ que se transcribía. 

Valla del Juh Federal 

Buenos Airea, Mayo 10 de 188fi. 

Y vistos : importando el escrito de foja 22, una reforma de 
la demanda, en cuanto ahora se entabla por los señores Mall- 
raann en su nombre propio, h abióndolo hecho autos como repre- 
sentantes de los señores Branca Hermanos, de Mil un, pues si 
bien son dudosas las espresiones emplead is en la demanda de 
foja 1*, refiriéndose la representación invocada, más bu-ná los 
derechos y acciones que á la razón social Branca Hermanos, 
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la constitución del poder hecho por estos últimos á favor de D. 
Francisco Mallmunn, de la razón social Mallmann y C\ no 
deja duda sobre el verdadero sentido de las espresiones emplea- 



das al instaurar la di 
por e] artículo 58 de la 
acción entablada antes que 
cuese por los demandados el 
Mallmann y 




y siendo un derecho acordado 

mudar la 
la sea contestada, eva- 
de la nueva demanda 
O entablan á nombre propio, 
que haya lugar á la condenación en costas, por haberse mu- 
dado la acción en la oportunidad que lo permite la ley. Re- 
el sello. 




i ¡/arriza. 



Notificada la anterior providencia, los demandados opusieron 
laeseepcion de falta de personería en los 



r«ito del Jufs Federal 



Buenus Aire*, Aposto ,1 J ( . i^i,, 

a la eseepcion de falta de personería 
del actor, opuesta por la parte demandada. 

Considerando: 1° Que ante todo debe establecerse si los de- 
mandados han estado 6 no en oportunidad para oponer en for- 
ma de artículo d^ prévio y especial pronunciamiento, la excep- 
ción dilatoria en tela de juicio. 

2* Que esto derecho de los demandados, es indiscutible, si 
se tiene en cuenta que por ol auto de foja 29 vuelta, se decían» 
que el actor había tístado en tiempo de mudar su acción, do 
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«cnerdo al artículo 58 de la ley de Procedimientos, conside- 
rándose en consecuencia el escrito de foj;i 22, como una nueva 
demanda instruida con los documentos a ella adjuntos, de lo* 
cuales se confirió traslado á la parte demandada, siendo precisa- 
mente de las inundaciones de uno de aquellos documentos que 
el demandado deriva la escepetou dilatoria que, propone. 

No es, pues, el caso del artículo 75 de la ley de enjuicia- 
miento, invocado por el actor ; por el contrario, la parte deman- 
dada ha hecho uso, como queda dicho, en tiempo y forma, del 
derecho que le acuerda el artículo 73 de la misma ley. 

3* Que si bien el escribano Honores ha debido exigir, en 
cumplimiento de los deberes de su oíicio, al otorgante de la 
escritura de foja 19, 1>, Carlos .1. Hofnr. la comprobación de 
que era socio de la íirma Carlos J. llofery O, y como tal facul- 
tado para hacer uso de la de la razón social, la falta de cum- 
plimiento de esa formalidad nu invalida la escritura: 1" por no 
ser una de las enumeradas en el artículo tOOl del Código Civil, 
y 2 o porque el hecho de estar incluido el nombro del ntado 
Hofer en la dicha razón social, obliga á esta, con relación á 
los terceros, soportando los resultados de los actos de tal socio, 
salvo los derechos de la sociedad, para exigir indemnizaciones 
en los bienes del socio que hubiese procedido si ti la competente 
autorización. (Art. 457 del Cúd. de Com.). 

4° Que en cuanto á la siguí licacion jurídica que debe darse á 
la palabra privativa que aparece en la escritura de foja 10, y 
con respecto & sí los cesionarios tienen derecho ó no para perse- 
guir las falsificaciones, y á la iutervencion del notario 1). Jaime 
Vaccani, el Juzgado acepta las consideraciones aducidas por el 
actor, desestimando por consiguiente las razones que, emanadas 
de aquellas enunciaciones ó conceptos de la escritura, han creido 
de su derecho invocar los demandados. 

5 o Que queda tan solo por dilucidar el punto relativo á 
la falta de transcripción, en la escritura de foja 19, de los 
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títulos habilitantes de la personería de D. Carlos J. Hofer 
m la escritura autorizada por el escribano Honores, este 
funcionario se limita a dar té de que m m* títulos debida- 
mente legalizados le fuero» exhibidos por el otorgante Pero 
esto no ba<ta á los propósitos de la ley. 

Ella es terminante, y exige bajo pena de nulidad, formali- 
ai es sustanciales de que no es dado prescindir al oficial pú- 
blico, y que sin pmfega ll0 si(Jo n eim das m la escritura 
de que se trata, 

f'tiando la ley espresa en termino, categóricos, como sucede 
en el artículo 1003 del Código Civil, que los instrumentos a 
que las partes se refieran deben transcribirse en ,1 libro de re- 
gistro junto con la escritura, salvo , 1 caso en que ellos hubiesen 
sido otorgados en el protocolo del Escribano, cuando el artículo 
100-i, mas pormtoriamente aún establece la nulidad de las 
escrituras, siempre que carezcan de las enunciaciones que reputa 
indispensables para su validez, entre las que se emun-ran las 
procuraciones 6 documentos habilitantes ; no es permitido al 
esrnbauoap.rtarscdcl caminu que te está señ ilado en la ley 
uñó que por el contrario debe ajustar sus procedimientos a los 
términos claros y precisa en que rila está concebida, i: n el 
caso sub-juthd', se trata de una cesión beclia por D. Carlos J 
Hofer, en su c arácter de socio de la firma Carlos J. Hofer y 
e-¿ cesionarios a su vez de los señores Branca Hermanos, de 
Milán. El autorizante dáfé únicamente de haberle exhibido el 
otorgante, debidamente legalizados, los documentos que acredi- 
tan esos e-tremos, habilitándote para j feetnar la cesión en 
favor de Mallmaun y C* ; no certifica que tales documentos se 
encuentran en su registro; ni tampoco los transcribe en la 
escritura. Es pues el caso dr la nulidad que fulmina ,1 artículo 
1004 del Código Civil antes citado. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando nula ta escritura 
de foja 19, y sin personería á los señores Mallmann y C* para 
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proseguir este juicio, y ¿cargo de estos las costas del incidente. 
Notifíquese con el original previa reposición de los sellos. 

Andrés Ugarrtsá. 



Buenos Aires. Muyo 10 <li> 1887. 

Vistos y considerando : que la presente demanda ha sido 
deducida á nombre personal de los señores Mallmann y Com- 
pañía, y reclamando derechos propios de ellos, en virtud de la 
cesión corriente á foja diez y nueve. 

Que la cuestión sobre validez ó nulidad de esta última» afecta 
al fondo del derecho de los demandantes, ósea ni título con que 
gestionan, y no ásu personería; y uo lia podido, por tauto, 
deducirse previamente como escepciun dilatoria. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
cuarenta y siete, que declara sin personería i los señores 
Mallmann y Compañía ; y los demandados contesten derecha- 
mente la demanda en el término do ley- Repuestos los sellos, 
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fl. Ke/#>e /ío/c/jw, eo/í/rri /a Vrov 




meta de Entre Ríos t por md¡- 



mui resolución del t'otier Ejecutivo ; sobre 



utcom- 



Smnarjo. - L„ Suprema Corte carece de jurisdicción para 
conocer do la mim ó «fe* lJna r ¡¿¡¡ ¡} «g 



Ejecutivo de una pronta, r,lati, a 4 Ja distribución de 
tierras públicas. 



Cojo. — K| caso se 



el fallo do la Suprema Corte. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 



Aires, )f arjí o *| ( ¡e 1884. 



Las cuestiones d, derecho debatida» en esta causa, son í mi 
ju.c.o. b.en sencilla,, y „ merecían m „ tnüm ' , 

desenvolvimiento con nuu ban sido dilucidada, „„r m,. 
parte. «"mudadas por uoa y otra 

Que los gobiernos de provincia pueden ser demandados ante 
esta Curte, no es boy materia de discusión. No 1, es tampoco 
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qne no pueden serlo por sus actos administrativos, ni tampoco 
por la interpretación y ejecución de las leyes que se dieren para 
3U régimen interno, en virtud de las facultades que la Consti- 
tución espresamente les conGcre, ó les reserva implícitas ; ni 
aún siquiera por los abusos que cometieren en la aplicación de 
este mismas leyes. 

No es asimismo dudoso que es acto de administración dispo- 
ner de la tierra pública, resolviendo las pretensiones encontra- 
das de diversos interesados, con arreglo á las reglas y princi- 
pios que cada Provincia se hubiera dado para su gobierno. 

No es, por último, cuestionable que esta Corte carece de juris- 
dicción para revisar las resoluciones de los mismos gobiernos 
de provincia, en cuanto se refieren á la ejecución de las leyes 
que autorizan la enajenación de la tierra que constituye el pa- 
trimonio de cada una, 

Peio, no es esta la cuestión, ¿Dónde concluye esta facultad 
de administrar ? Hecha una concesión definitiva; constituido 
un título perfecto ; otorgada escritura pública, ¿podría un 
gobierno de Provincia decretar a tlministrutivamente, su anu- 
lación completa, acordando á uno lo que ya había concedido á 
otro ? So color de administrar la tierra pública, ¿ podrá traer 
á juicio y anular concesiones deiinitivas de tiempo atrás, que 
han podido constituir derechos perfectos, y aún ser trasmiti- 
dos n terceros ? 

No encuentro en estos autos lo> antecedentes que debieran 
servir de punto de partida. 

Falta la escritura con que debió ser instruida la demanda ; 
falta el espediente á que hace refrenda el Gobernador de 
Entre Kios, á foja 32 vuelta. 

Sírvase V. E. ordenar vuelvan estos autos á mi despacho, 
con la escritura y el espediente mencionados. 



Eduardo Costa. 
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Agregados 1„ antecedentes pedidos por el señor Procurador 
le eonlirió vista nuevamente, y se ta pidid como 



Suprema Corte : 



Jlucnos Aires, Setiembre 25 .! .> 1884. 



i'niAj,/,,, , , lu ^ru(.orresponfJ lente esentura. 

ta 10 de Octubre de 1883, dos año, después netamente et 
« smo Gobierno de Ku.ro l !ios declara nnla es,, venta y 
reconoce como vatmtitm l....„>». 1.1 } 
i - .• . "Stuesitet mismo terrena á los here- 
deros de Dona 1 „/,,„<„„ fío** ,le t ero,,, cu los derechos ,, 

Hl.pe Dorcbcs, sucesor de los derechos de Quintana 
oca re ea enc,s unte esta Corte en.ab.ando dedada £» 

** x ¿ L:°; , " Buüvaiur i * ***** 

U Proeiaoia de Eatre R¡„ a ta lw i imuio fe 
fundándose: !• enque„¡ , u ^ ¡ 

estaa sujetas | la revisión de esta Cari, ; 2-eauue V F 
crece de competencia en los ca5ÜS e „ ,¿ £ J*J J. * 

pandada por un «trauco, leudóla solí u 5 ít* " 
viñeta es /íartc achira. 

Después de la jurisprudencia establecida por V. E. sobr e 
punto, en tanf, y tBn „ ülloc¡dos ¿ L ; 

- m 52 : scusion r i,,rujiccio ' 1 - •« 

n que una P r„v,„,,a es demandada por un extranjero ó vecino 
Jo otra provoca. Basta abrir cualquiera de g£¿ de Tus 

Quédaselo en pié el primer faadamento, es decir, la falta do 
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jurisdicción de V. E. para traer á juicio los actos de los Gobier- 
nos de Provincia en la ejecución de sus leyes de tierras. 
Para la mejor inteligencia déoste punto, conrietie hacer un 

vista. 

Resulta de ellos que el terreno llamado Las Vizcachas fué 
solicitado en compra al mismo tiempo ñor Quintana y por los 
herederos de Veron ; por Quintana como denunciante, en 1881 , 
por loa herederos de Veron, en 1867, como poseedores, desde 
1825. 

El Gobierno de Entre K tos» sin acumular estos dos espedientes, 
sin oír á los Veron, después de una brevísima tramitación acor- 
dó la venta á Quintana, y le otorgó la escritura correspondiente 
en Octubre de 1881. 

Apercibida la sucesión de Veron, por las publicaciones de los 
diarios, actira su espediente, y dos anos después, dia por día, 
obtiene el reconocimiento de sus derechos, y la anulación de la 
venta hecha d Quintana, sin que este, á su vez, hubiera sido 
citado para nada. 

Llega esta resolución a conocimiento de Quintana, también 
pOT los diarios, y ocurre al punto á esta Corte pidiendo á V. E. 
declaTtí nula y sin valor la anulación de la venta á su favor. 

Tenemos, pues, en su última espresion, el caso de una misma 
cosa vendida á dos por el mismo vendedor : 

I o El Gobierno de Entre Kios vende á Quintana el terreno 
que en parte era de los Veron, á título de antiguos poseedores, 
según así lo declara ¡i foja 3C ; 2" el mismo iíobierno vende á 
los herederos de Verun el mismo terreno vendido ya á Quin- 
tana. 

¿Deque parte estará el mejor derecho? ¿Cuál de estas 
ventas de'teTá prevalecer ? 

Cuestión es esta del dominio del derecho civil, en que V. E. 
no tiene jurisdicción, al menos originaria. Anular la venta 
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V.E ocurrirá T v Achoque Quintana ocurro a 

trarin * w m B.Q titulo, y la anulación del con- 

lrano ' y ° necesario decir que V R i ■ . * 

para cano*, ,, * 

•orrenoquu t C rt C l ', ? f fl * * 

' ama I'ineni wle, a nimio del titulo antes referido 

m «podiente alegado bajo lo tat» ., „ n ! ' 
«M* la toga .«on ¿J^ *» 
manda pendióme aún de lo, recur o, r ■ de " 
deducidos por el mi*.,. i,T, ° a| " ?iac, °" - v nulí<,ad 

«SS.ÍT * ."""T n " Wl - *«« ^.«abiendo 

-te e n^ZZ Ti " wr vn,er sus «• 

**¡r M ,„ e , hechu ' * ' 1 f P« podría 

je>:.i« «ios ; „ ; r; ""t***^**!* 

■--'ojo. Tavo^ i ' , ' o, r ,,,criorá ia «- 

Octubre de, «8.J. BoéoH™ ■ ta V1St °- eu ,0 «« 

•-del ,ni S S; ; £ S : n su cn ,a dc **** 

•r~ -ít^t^s?^ 

Iiaber ocurri.io á V F .-711 . rmnie * ailü después de 
<"u«a i.h. en nl t \ mismo mes. 
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vista los dos espedientes para resolverlos simultáneamente. 
Resolvió uno primero, y con intervalo do dos años, el otro, 
anulando la resolución primera. Al proceder así, el Gobierno 
entendía interpretar y ejecutar las levos que la Provincia se 
había dado para la enajenación do sus tierras. Su resolución 
será justa ó no lo será : pero illa esta dentro de las atribu- 
ciones que la constitución lia resenado á cada Provincia, y de 
cuyo ejercicio, bueno o malo, la justicia de la Nación no vs 
juez competente, sinu ios mismos pudores que eomptoitótan 
el organismo constitucional de cada una. 

Esta es la doctrina que ba sentado V K. en la causa de Ro- 
soagli contra la Provincia de Corrientes, y m muchas otras 
más que escuso recordar. 

Pido, en consecuencia, se declare V. K. incompetente para 
revisar los actos del Gobierno de Kntre líios, seyun se 
solicita. 

Eduardo ümm* 



Fallo «Ir I» fltipraft» C«r«r 

Buenos Aire*. .Mayo 13 de ItíKT 

Vistos: de los autos traidos para mejor proveer, resulta lo 
siguiente : 

Eu fecha once de Enero de mil ochocientos ochenta y uno, se 
presentó al Gobierno de la Provincia de Entre Uios, Don 
Diego Quintana, solicitando la compra de un campo que de- 
nunciaba como tisc.il . 

Tramitada esta solicitud, y no obstante resultar de las de- 
claraciones de fojas tres á cuatro, y del informe del agrimensor 
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corriente á foja trece, ,ue los hermanos Veron esta- 
ban ™ po „ S io„ del campo denunciado, se es tendió A faror del 
denunciante, confecha trece de m fi j fimlll . n i .7 

. , ,u 1 ' ,L,eraí,r * ?< '' , i mismo año de mil 

m* « « oebentay „,,„, „ e3cr¡tllra ^ 

•MN« foj.tnn.ta y cinco del espolíente caratulado • ., fJL 
l^bes eontraD" Formina Veron, „ bro desa.oj.de un c mpoT 
>on Diego Q«i„t. M v,, , 4 tt m 0| nl ^ o £Jg 

t.se.s de Jumo de mil ochocientos ochenta v dos ífoia 
nueve del espediente citado). 

?e de Marzo de mil ochocientos ochenta y tres fior- 

! 11 S ' 1<!r "" n0S V, ' r °" el •k»"* ¿«I campo 

en , deioa. se consideraba propietario. Comparecen a,« - 
os..ju„-io, y s, delienden con el título de noción «m L 
-M .™ de mil nohoei,,,^ tr ,, nu trps jyZZ^»" 

au eeeso,, por ol Piorno de E„„ «ios (foja euar C „' ta v 
> « 'tro del mismo espedirte citado) 

Mientras se tramitó ,s«e juicio, los humano. Vero,, ncur- 
en., I Qmnm, manifestándole haber sido sorprendidos con 
«na demanda de desalojo. f un dadu en ,a ven.a'be, ! u 

« .o pendiente ante el mismo llobieruo la «ostión «úé i „i Í, 

Partt de d.cho campo ,ue resultase liscal ; y fiiva „„ 4 „ 
mmm+m declaro „u,a dicha TOttta */S Ká reo 
m,e. los derechos y privilegios. ,. e ,omo d poseed ^1,1 
les acuerdan las leyes de la provincia ° 

J£ ^t**** S< " ÍCÍtl "' 7 de ,US ""'««"'«'cutes i qno ella se 

■ere. e Cob.erno dictó, «nfoob trece de Octubre d m 
ochoecntos ochenta y tres. „ Mofí C0 „ imU , J* ¡Mg 
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y tres del espediente caratulado : * Doña Valentina Gnduy de 
Veron, solicitando comprar un campo, Depártame uto de Gua- 
leguay. Distrito Vizcachas », declarando nula y sin valor alguno 
la venta hecha á Quintana, ordenando devolver á este la canti- 
dad que hubiese pagado, y reconociendo poseedores legales á los 
herederos Veron, eon los derechos y acciones que lesacuerdu 
la ley de la Provincia do mil ochocientos sesenta y uno. 

Entre los fundamentos en que se apoya es ta resolución, se 
hace mérito de los siguientes ; 

i 9 No haberse hecho saber la denuncia de Quintana á los 
poseedores del campo denunciado, p ira que hicieran valer sus 
derechos, como lo prescribe la ley d< veintitrés de Marzo de 
mil ochocientos ochenta y uno; 

2" No constar en autos haberse publicado por la prensa 
los edictos comunicando la venta; 

P Ser los herederos Veron, con arreglo a la ley, propie- 
tarios de la mitad de dicho campo, como poseedores legales de 
más de veinte años, y tener tereeho preferente á la compra de 
la otra mitad ; y 

4 a Haber solicitado los mismos la compra de dicha mitad, mu- 
cho antes que Quintana, según consta del espediente que ini- 
ciaron el ano mil ochocientos sesenta y siete, y el cual se halla 
en estado do practicarse la mensura. 

Antes de dictarse y «ta resolución, se dirijió un telegrama 
por el Ministro de Gobierno al Juez que conocía del juicio de 
desalojo, pidiéndole se sirviera suspender todo procedimiento, 
hasta tanto se decidiera t i reclamo de los Teron. 

D$ este telegrama se diú vista al Fiscal, y habiendo este 
manifestado que il la fecha dicho reclamo había sido ya re- 
suelto, según tenía conocimiento, el Juez decretó, para mejor 
proveer, se pidiera al Gobierno copia autorizada de la reso- 
lución á que hacía referencia el Fiscal. 

Contra esta providencia interpuso Borches los recursos de 
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reposición y apelación, y habiéndole sido denegados, apeló direc- 
tamente para ante el Tribunal Superior de la Provincia, el 
cual, con fecha trece de Noviembre de mil ochocientos ochenta 
y trt ' 3 - vM$Müm* Ú Juez de la causa, según consta á foja 
ochenta y ocho de los autos de desalojo. 

Kn este estado llorches ocurre á la Suprema Corte deman- 
dando á la ProWnei i de Kntre Rios, para que este Supremo 
Tribunal depure nula y sin efecto la resolución gubernativa de 
trece do Octubre de mil ochocientos ochenta y tres, por la cual 
se anulaba la unta hecha á Quintana, de que Rótenes es 
sucesor. 

Se corrió traslado de esta demanda, y <>1 representante de la 
provincia demandada opuso la excepción de incompetencia de 
la Suprima Corte por falta de jurisdicción, 

V considerando : Primero: Que por la demanda de foja,., 
no se deduce ninguna de las acciones civiles procedentes del 
contrato di- compra-venta, pues no se judo ni la consumación 
de estapara la entrega de la cosa vendida, u. que se compela 
al Gobierno de Kntre Rios á hacer efectivas las responsabi- 
lidades que pudiera tener por la falta de cumplimiento á dicho 
contrato ¿ 

Segundo : Que lo que por ella se solicita, como objeto princi- 
pal del juicio, es que la Suprema C orte declare nuia la reso- 
lución administrativa, por la cual dicho Gobierno, reconociendo 
á los herederos Veron poseedores legales de más de cincuenta 
años, y como tales, con derecho de propiedad á una parte del 
campo denunciado por Quintana como fiscal, y con mejor de- 
recho á la compra de la otra parte, dejó sin efecto el contrato 
celebrado con este sobre dicho campo. 

Tercero : Que una demanda semejante no importa otra cosa 
que traer A la revisión de la Corte un acto del Gobierno 
de Kntre Ríos, ejecutado en su carácter de poder administra- 
tivo, ejerciendo funciones propias y en materia de su esclusiva 
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competencia, cual c* ta distribución de las tierras públicas do 
la Provincia, con arreglo a las leyes y reglamentos locales. 

Cuarto : Que la Suprema Corte carece absolutamente de 
jurisdicción para rever tales actos, raicntuü no se produzca 
con ocasión de ellos nn caso contencioso que dé mérito á una 
acción civil en que la Provincia sea parte, y ese caso no se 
presenta en la demandada foja... 

t B y los 

concordantes espuestos por el 
Procurador General en su precedente vista, so declara que la 
Suprema Corte es incompetente para conoecr de da lia demanda, 
sin especial condenación en costas, por no resultar de loa autos 
mérito bastante para imponerlas. Xotífíqucse con el original, y 
rtpuestos los sellos, archívense, devolviéndose con el corres- 
pondiente oücío al Gobierno d<- Entre Rios, los autos tnádos 
para mejor proveer. 

J. hOMlKGUEü. — DLAMSLAO FRIAS (Kn 
disidencia . — FEDEHICO iuak- 
liCllES. 



DISIDENCIA 



Los hechos, según los autos principales y los agregados, son 
en sustancia ios siguientes i el Gobierno de la Provincia de 
Entre Rios, en virtud de denuncia de Don Diego Quintana, cau- 
sante de Don Felipe Iiorcltes, oriental, vendió al primero, 
previos los trámites correspondientes, por escritura pública de 
diez de Octubre de mil ochocientos ochenta y uno, un campo en 
el paraje de Las Viscachas, Departamento de Gualegnay, con 
cuyo título el demandante, dicho Borches, promovió ante el 



DE JUSTICIA PfACÍGWAL 

desalojo de d.cho ca mp „, contra no,,. tm¡n y,^ 

aSTÍ^T |,riDCipi6 sus ee8tiones >• «»p» íoi 

mi Rentos r .„«a y siete> ««¿^ ¿fS 

K£ írr: ¡ss» rr- J ' eiiit " S 

en Agosto de mil ochocientos ochenta y un, ,„ ■ . j 

, , v . F J o"UTo\ist !I del espediente sobre la venta 
Qnmtana. después de l0 , , u|i e , o ^ * 

so .uto del bol,,»™ la nulidad de aquella venta, y obtuT0 ^ 

Me por rcsoluc.on de diez de Octubre de mil «Jl£ 
«che n ta y ( , iutta y Jictlillwn ^ gfa(a opinT^ 

o .o I » Q ; Í " U "''- ,I¡Sp0 " Ít " ,(, ° • **** 1. c e » a 
que te le. otorgó, y „. | e devolviese el precio v rn, n „„ , 

Peores le^es . , os he , tlerosde Jj^^J 

mil ochocientos sesenta y uno. 

Habiéndose pedido por parte de la Veron, en Enero de mil 
ocbocentos ocbonta y cuatro, |. pr0S( . CUCÍ0n dc , ^,1 ™ 
^prar 1. p. rt e fi sc „ W «mp,, Oobierno, e s e , Te 
brero. de acordó con | opinión del Fiscal, ..denó i 1^ 
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diese so tramitación hasta que se resolviese el juicio pendiente 
ante elJuzgadode Primera Instancia di 1 tfualeguay. 

El referido señor Borehes se ha presentado á la Corte, de- 
mandando á la Provincia de Entre Kios y pidiendo se decían- 
nula y de ningún valor la resolución citada de ese gobierno, de 
dui de Octubre de mil ochocientos ochenta y tres, y que se te 
ampare en su propiedad, condenando en las costas á dicha 
Provincia. 

El representante de esta, y el señor Procurador General nie- 
gan a la Corte competencia para conocer do este asunto, y esta 
es la cuestión que hay que resolver por ahora. 

Según lo espuesto, esta causa no ha venido ante la Corte por 
apelación, sinó que ha sido sometida á ella por demanda directa 
de un extranjero contra dicha Provincia, y siendo de carácter 
civil, su conocimiento y decisión corresponde originaria y esclu- 
si va mente á la Corte Suprema, con arreglo á los artículos cien 
y ciento uno de la Constitución, y al primero, inciso primero de 
la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacio- 
nales. 

Ella no está radicada ante los Tribunales déla Provincia de 
Entre Kios, pues, si bien el demandante apoyado en el título 
espedidos favor de Quintana, ha promovido, y está pendiente 
ante el Juzgado Provincial del Paraná, juicio de desalojo del 
campo contra Doña Fermina Veron, fué antes de la resolución 
del Gobierno de Entre lüos, de que reclama, y ambas causas son 
distintas, por las personas y por la materia en litigio, no ha- 
biendo habido de consiguiente próroga de jurisdicción por parte 
del demandante, que ha podido y puede ocurrir al fuero federal 
que la Constitución le confiere. 

Además, no se trata de una cuestión en abstracto: el caso es 
indudablemente contencioso, y tiene su origen, como consta ple- 
namente délos autos, en hechos del Gobierno de Entre Hios, en 
virtud de los cuales, el demandante, sin hab<r sido oido, ha 
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sido privado injustamente, según pretende, délos derechos que 
le acuerda el contrato de compra de un terreno que con él 
celebró. 

El demandante no está obligado i acumular todas las accio- 
nes que tenga, y puede, por lo mismo, elegir, como lo ha veri- 
ficado, la que sin duda ha creído más conveniente á sus inte- 
reses. La demanda es clara conforme;! la acción deducida, y en 
ella se han observado todos los requisitos que la ley exige. Debe 
pues, según la misma, ser admitida y seguir su curso ordinario 
(artículos cincuenta y si,te, cincuenta y ochoy cincuenta v 
nueve de la ley de Procedimientos). Si es justa 6 injusta, es la 
cuestión de fondo, que será resuelta en la sentencia definitiva. 

Kstas razones í. n >tanámi juicio para d-mostrar que la Corte 
tiene jurisdicción en el presente caso, y no las desvirtúan las 
que contra ella se alegan, que en resumen se reducen á que las 
provincias no son demandables ante la Corte por un ciudadano 
estranjero, y que están fuera de la jurisdicción nacional los 
artos administrativos de las autoridades provinciales, y espe- 
cialmente los emanados de leyes dictadas en ejercicio" de los 
poden s no delegada por la Constitución al Gobierno Federal, 
y reservados á las Provincias, 

En efecto, en vista dr los artículos cien y ciento uno de la 
Constitución, no puede ponerse en duda que las provincia m 
demandables originariamente ante la Corte Suprema, mucho 
menos después de su decisión en el caso de Mendoza y hermano 
con la Provincia de San Luis, y de la jurisprudencia que otros 
muchos fallos han establecido sobre este punto. Ella ha cono- 
cido constantemente de pleitos contra las Provincias algunos 
de ellos en que la Provincia de Kntre Rios ba sido parte preci- 
samente sobre sus tierras públicas, sin que hubiese declinado 
de jurisdicción ¡ llegando á declarar, de acuerdo con el Pro- 
curador General Doctor Pico, que era bastante para establecer 
la competencia de la Corte el solo hecho de haber sido deman- 
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dada una Provincia por un extranjero (causa ciento veinte y tres, 
tomo sétimo, serie segunda, página nueve de los fallos). 

No obsta para esto que se trate de un neto administrativo del 
Gobierno de Entre Rios, porque la Constitución no hace distin- 
ción alguna, y porque, como la Corte lo ta resuelto en cayos 
recientes, < al hacer la ley fundamental justiciables á las pro- 
vincias ante aquella, por demandas de vecinos de otras provincias 
ó de ciudadanos extranjeros, lia sido precisamente por sus actos 
de Gobierno óde administración en violación de derechos par- 
ticulares (1) i. No puede concebirse cómo podríase de otro 
modo, si la Constitución y las leyes del Congreso, han de ser 
la ley suprema de la Nación ; \w> á nadie puede ocultarse que 
por actos administrativos, las provincias 6 sus autoridades 
podrían llegar hasta anular el Gobierno Nacional. 

Tampoco importa que la demanda sea con motivo de una 
resolución del Gobierno de Entre Hios sobre tierras que futran 
del dominio público, tanto por las razones es puestas en el pár- 
rafo anterior, como porque es bastante para que la Corte sea 
competente, que el caso sea contencioso, y entre un extranjero 
y una Provincia, conforme á las prescripciones constitucionales 
y leyes citadas. 

Si para su decisión fuese necesario juzgar y aplicar las leyes 
de Entre Kios sobre tierras públicas, eso no atacaría la juris- 
dicción ó soberanía provincia), que no es absoluta, como no se 
ataca la soberanía nacional al juzgar las leyes nacionales, qu.> 
la Corte ppí'de declarar contrarias á la Constitución en los 
casos particulares sujetos á su conocimiento, ejercitando al juz- 
gar unas y otras, poderes conferidos á ella expresamente por la 
Constitución y l t U-y (artículo cien de la Constitución y vein- 
tiuno de la ley de jurisdicción y competencia). 

<!} Causa 83, [orno l*. j* «eric. pifiuw lia. y cau,.i 11%. kmm |«. ¿' sem- 
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No tiene faena alguna contra estas conclusiones, la consi- 
deración que se alega, do que las leyes referidas de la Provincia 
de Entre Rios son dictadas en ejercicio de los poderes, y sobre 
materias que la Constitución ha reservado á las Provincias por 
el artículo ciento cuatro : las Provincias no tienen por esta dis- 
posición constitucional y por las demos que les acneroan facul- 
tades para su régimen interno, poder de h acor en ejercicio de 
esas facultades, nada que sea contrario á la Constitución, 
debiendo sujetarse en sus Constituciones, y por lo mismo en 
sus leyes, así como sus autoridades en sus actos administrativos, 
a los principios, declaraciones y garantías de la Constitución 
Nacional (artículo quinto) ; la cual, ¡í no ser así, dejaría de ser 
la ley suprema del país, según lo establece el artículo treinta 
v uno, en términos tan claros y «incluyentes. 

Por ultimo, el caso de líesoagli con la Provincia de Cor- 
rieutes (tomo sétimo, primerasérie, página trescientas setenta 
y tres) que so invoca en contra de la jurisdicción de la Corte 
no es igual al presóte, y allí, al contrario, se declaró por 
aquella, que el fucroen ado por la Constitución para las causas 
entre una Provincia y un extranjero, se refería á las que ver- 
sasen sobre acciones civiles, según la ley de jurisdicción y 
competencia, esto es, sobre derechos nacidos de estipulación 6 
contrato, que es el caso en cuestión. 

Por estos fundamentos, soy d, ^nion que debe declararse 
que esta Corte es competente para conocer de la presente causa, 
y ordenar en su consecuencia, que el representante déla Provincia 
de Entre Rios, conteste derechamente el traslado pendiente. 



Ulai>islao Frías. 
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« Al NA MU 



Don Heynaldo Labarthe contra 
por cumplimiento de venia de tierra pública ; sobre incom- 



Sumario. — Correspondo á la Suprema Corte conocer cu las 
acciones civiles deducidas contra un Oobierno de provincia por 
un vecino de la Capital, sobre entrega de un ¡ 
dicho 



Caso. — Don Heynaldo Labarthe, vecino de la Capital, 
acompañando una escritura pública de venta de un terreno 
hecha por el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, deman- 
dó i este para que fuera condenado á entregarle el terreno 
vendido. 

Se opuso la excepción de incompetencia por tratarlo de un 
terreno de propiedad Fiscal, cuyas concesiones son regidas por 
leyes especiales de la provincia, tanto en el fondo como en 
el procedimiento. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Rueños Aires. S«ii«'mbre 15 Je 188fi. 

lü Corte: 

La incompetencia de V. K. en esU- caso, na rice me fueri d« 
cuestión. 

Quéjase el Sr. Labartbo de que el Gobierno de la Provincia 
de Buenos Aires, desconociendo una mensura practicada por 
orden judicial, y aprobada por el Departamento Topográfico 
establece al terreno que ha comprado, y que fe ha sido escritu^ 
rado límites distintos i los que á su título corresponden. 

Gobierno dc lil FOTineia de Buenos Aires objeta á su vez 
m la mensura fué practicada por autoridad competente, y que 
ce á U t y no al comprador á quien incumbe hacer entrega de la 
cosa vendida y fijar sus límites. 

Como se vé, la cuesíion versa sobre la ejecución de las leyes 
de una provincia para la venta de sus tierras públicas; y esta 
demanda no importa en realidad otra co sa , que recurrir á V E 
de resoluciones administrativa, de un Gobierno de Prorincia' 
que han debido terminar dentro de la esfera de las U-yes 
rropms de la misma. Ko el presente caso, por ejemplo, ha 
de Mo recurrir el interesado á la Corte Suprema i la expre- 
sada provincia de Buenos Aires. 
Sírvase V. K. declararse incompetente. 



Eduardo Cosía. 
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Fall» 4e I» Nuprtm» C«rte 

Buenos Aires, Moyo 12 de 1887 

Vistos : tratándose de una acción OÍlfl deducida por do ve- 
cino de la Capital de la República contra el Gobierno de la 
provincia de Buenos Aires, por entrega de un campo comprado 
por escritura pública á dicho Gobierno. Por esto, y con arre- 
glo al artículo primero, inciso primero de la ley sobre juris- 
dicción y competencia de Jos Tribunales Nacionales, y primero 
de la de diez y ocho de Setiembre de mil ochocientos ochenta 
y cuatro, no ha lugar á la excepción de incompetencia dedu- 
cida á foja quince ¡ y contéstese derechamente el traslado 
conferido de la demanda. Repóngase los sellos. 



J. B. GOROSTLAGA. — í. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. - FEDERICO 
IBARGCRES.— C. S.ÜELA TORRE, 
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« AVHA 1,1 V 



ios saladerista, Podestá, Herirá m, I ndersm, $ erm ^ 

contra la provinm de Buenas tim.¡.*fa indemnización 
de da mis tj fierjitirius. 



Sumario. - f. Nad¡c pued(i tenw U[i derwjho atj ir . do 
comprometa la salud pública con ,1 uso que haga de su propie- 
dad, y especialmente ron el ejercicio de una profesión ó 
industria. 

2' La autorización de un establecimiento industrial esta 
•siempre fundada en la presunción de su inocuidad, v uo obliga 
al gobierno , IW la concedió, cuando esa presunción ha sido 
destruida por los hechos. 

3 U El decreto di U de Febrero de !«7l ¿¿i r„i ■ . 
ti u,ItTlJ 111 líí ' 1 «el dobierno de 

Bttenos Aires, y la ley de esa Provincia de tí de Setiembre del 
m>smo año, retirando á los saladeros establecidos en Carracas 
ta autorización para continuar en ese punto, por exijirlo así la 

^ludpubUea, no son contrarios á la Constitución, ni atacan 
el derecho de propiedad. 



T, I 

IH 
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Caso. 



El caso se halla esplicado por el 



Vmitm de I* Supren I 



Buenos Aires. Mayo U do 1887. 



Vistos : los saladeristas, Don Santiago, Don José y Don Ge- 
rónimo Podesta, Don Guillermo Bertram, Don Guillermo An- 
de non, Don Casimiro Ferrer, Don Gerónimo Rocen, Don 
ConBtant Santa María, Don Joan Smith y Don Gerónimo Soler 
y C a , demandan á la provincia de Buenos Aires por la indem- 
nización de los daños y perjuicios que les ha causado la sus- 
pensión de las faenas do los saladeros situados en el Riachuelo 
de Barracas, ordenada por su Lejislatura Provincial por ley de 
seis de Setiembre de mil ochocientos setenta y uno. 

Los demandantes, después de hacer mérito de la ley de treinta 
y uno de Mayo de mil ochocientos veinte y dos, ordenando 
que los saladeros se establecieran a una legua distante de la 
ciudad, tomada por la parte del' Oeste y del Norte» desde la 
barranca, y por la parte del Sur al otro lado di 1 Riachuelo, y 
de recordar las diversas disposiciones administrativas de los años 
subsiguientes reglamentando dichos establecimientos, dicen : 



■ diera ir más allá que á prescribir la observancia de medidas y 
reglamentos que consaltasen las prescripciones de la hijiene : 
que esas declaraciones, conformes por otra parte, con el respeto 
debido á la propiedad j día industria, según la Constitución 
y las leyes civiles, debían inspirar una Jéjitima confianza á los 
que entregaban sus capitales al negocio de saladeros ; pero que 
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ÍZ tacia<Umante 1,0 fué ** pues ""^ los **** ^ ai - 

2,!!>J re<!0,10CIli03 P° r "iteradas resoluciones, contra las 
8«m«u mmmm mm J las leyes qM aseguran | a propic- 
, se sancionó por la l.cjislatura de Buenos Aires, en Sc- 
.embre se-sdemi, ochocientos .setenta y uno, Bn . íey * 
ordeno la clausura de los saladeros del Hinchado, no como un 
actod eex ¡ac . in ^ ¡^^^ taw 

I 6Í .mo s.no como un acto de autoridad irrcliexivo y arbitrario 
q trajea ruma injustificable de numerosos y honrados i„. 

£ Ít i" W?f * 10 «»•. P«"» * condene a 
duba Iiovmcia & la indemuizarion de daños v 

WJO monto será determinado oportunamente por « 
lirados al ofVcto. 

■ representante de la Provincia so opone á la demanda 
alegando por soparte: que o, deber de todo gobierno votor or 
la salud pública; que esta se hallaba siriamente comóro d 
Por los saladeros, clasificados entre los establecimientos j*¿ 
1 br s de pr,mera clase ; y que el haber mandado suspende, Jas 
faenas do los Puados ,n Barracas, no puede sujetar á la Pro- 

no lian Mocho sino cumplir con aquel sagrado deber después 
' -■•do todo., los medios á s „ alcance paraquodiebos 

■ se pusieran en condiciones hijiOnicas tales que 

Con fecha trece de Jfnrío «a mil ochocientos asenta y ,i ote 
el residente del Consejo de Higiene dirijió al Gobierno dé 
la 1 rormea una nota acompañando la parto del informo de 
dicho Consejo relaura i los saladeros, y en „„ recom¡enda 
a que no es pos.ble, dice, tomar por el momento medidas efi 
caces : , no echar al ltiachnolo ningún 
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deros, incluso el agua do cola, que por una concesión del Go- 
bierno, cuya razón el Consejo no alcanza á ver, se permitió á 
los saladeristas exceptuar de la disposición dada sobre todas 
las materias líquidas que de aquellos resultaren, y que en caso 
de acrecentamiento notable de la epidemia, se mande suspender 
las faena» de dichos establecimientos, considerados un la pri- 
mera clase de los insalubres ». 

En nota del trece de Abril del mismo arlo, el juez de paz de 
Barracas al Norte, encargado de inspeccionar los saladeros, 
informaba tambicn : que las aguas inmundas que caen al rio 
en gran cantidad, son de los saladeros; que la sangre que se 
arroja en los depósitos que se han hecho en ellas, se hallaba 
corrompida, y Je una fetidez insoportable, y calcula en mil 
pipas la cantidad de agua inmunda que se arroja diariamente 
cu el Riachuelo. 

£1 Gobierno, co este motivo, y fundado en las reiteradas 
indicaciones que dice 1c fueron dirijidas, tanto á él cómo & la 
Municipalidad, por el Consejo de Hijiene y la Facultad do 
Medicina, espidió oí decreto de veintiséis de Abril de mil ocho- 
cientos sesenta y siete, suspendiendo por primera vez la faenas 
de los saladeros de Barracas, y nombrando una comisión cien- 
tífica para que propusiera las medidas que mejor concillasen las 
faenas de dichos establecimientos con las condiciones reque- 
ridas por la hijiene pública. 

Esta comisión, después do indicar las medidas que pudieran 
adoptarse, las cuales, según dice, « deben considerarse sim- 
plemente como provisorias, por distar mucho de satisfacer las 
condiciones de salubridad que pueden y deben exijirse de los 
saladeros >, concluye su informe de seis do Mayo de mil ocho- 
cientos sesenta y siete, aconsejando : 

Primero: Que se permitirá continuar en sus faenas ordinarias 
á los establecimientos de los saladeros situados en Barracas, á 
condición de sujetarse A las medidas indicadas; 
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Que esta concesión con el mero carácter de pro- 
visoria, tonga un plazo de tres meses, durante el cual puedan 
los saladeristas estudiar detalladamente las medidas efectivas 
y permanentes que les convenga adoptar en lo sucesivo; 

Tercero: Q ue terminado este plazo, so;i sometida á la con- 
sideración del gobierno la resolución adoptada por los salade- 
ristas, y en caso de considerarse elicaz y conveniente, acor- 
darles el tiempo necesario para llevarla ;í efecto, y si fuera 
posible antes de la estación en que la temperatura favorécela 
descomposición pútrida de los residuos de dichos estableci- 
mientos. 

De conformidad ton este informe, el liobierna espidió el 
decreto de dieciocho de Mayo del mismo ano de mil ochocien- 
tos sesenta y siete, permitiendo continuar las faenas de los 
saladeros, con sujeción á los prendimientos aconsejados por ta 
Comisión, y bajo la prohibición espresa de arrojar al Kia- 
chudo, pasados seis meses desde la f*-|ia del decreto, las 
aguas procedentes del beneficio de aquellos, 

Ksta prohibición se reiteró por decreto do veinte de Diciembre 
acordando a los saladeristas un nuevo túrmino, que vencía el 
primero de Enero del año mil ochocientos sesenta y ocho» pues 
hasta entónces no la habían cumplido, no obstante haber 
vencido con exceso el término que se los lijó por el decreto de . 
dieciocho de Mayo. 

Por decreto de cuatro de Enero del mismo año mil ochocien- 
tos sesenta y ocho, fundado en que la supresión total de las 
faenas de los saladeros, era una medida hijiéníca recomen- 
dada por Jos facultativos, se las mandó cesar desde el quince 
del mismo mes, debiendo entre tanto sujetarse a las condicio- 
nes fijadas en los decretos de dieciocho de Mayo, y veinte 
de Diciembre del año anterior. 

A solicitud de uno de los saladeristas, que prometió some- 
terse á las condiciones que el Gobierno quisiera imponerle, se 
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reabrieron dictas faenas por decreto de veinte de Febrero de 
mil ochocientos sesenta y ocho, bajo las prescripciones siguientes: 
Primera : No OTrojar al Riachuelo loa residuos orgánicos, 
sólidos ó líquidos de las faenas, pudiendo llevarlos al canal 
exterior; 

Segunda : No derramarlos en pozos 6 sobre la ticTra, ni enter- 
rarlos, esparcirlos ú acumularlos, a no ser que se les aplique en 
proporciones convenientes al abono c irrigación de las tierras 
cultivadas; 

Tercera ; Hacer desaparecer los residuos destinados á la 
alimentación de los animal es, en el término de veinticuatro 



Mas loa saladeristas declararon al Gobierno, en nota fecha 
veintidós de Febrero, que tea ora materialmente imposible em- 
prender de nuevo sus faenas bajo las restricciones que se les 
imponía, y que solo podrían continuarlas como lo habían hecho 
siempre, prometiendo solamente quemar los residuos sólidos 
que resultasen de sus establecimientos. 

En vista de esto, y del informe de una otra comisión cientí- 
fica nombrada en Noviembre del aña anterior, el Gobierno, 
fundado en que ora una necesidad verdaderamente sentida la 
deque los saladeros volviesen A sus trabajos ordinarios para 
evitar que se interrumpiera el envió regular do nuestros produc- 
tos rurales á los morondos de su consumo, lo que no podría verifi- 
carse sin traer un desequilibrio en los cambios, y gravea trastor- 
nos en la primera de nuestras industrias; pero teniendo por otra 
parte en consideración, que al reabrirse las faenas de dichos 
establecimientos, la prudencia y cuidado de la salud pública 
aconsejaban sujetarlas á aquellas condiciones, que siendo de fácil 
é inmediata ejecución, las hagan, sin embargo menos insalu- 
bres, como son las que indícala Comisión con el nombre de 
medidas provisorias; que siendo, según el dictámen de las 
corporaciones ciontílicas consultadas por el Gobierno, los pro- 
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caimientos que emplean actualmente los saladeros, incompati- 
bles con el rígimen sanitario de la ciudad, puesto que cor- 
rompen el suelo, el aire, y las aguas, que son los tres agentes 
de las infecciones más perniciosas, no pueden aquellos ser 
tolerados, siuómientras dure el imperio de las necesidades ex- 
puestas, y por ei tiempo que les dueños de estos estableci- 
mientos necesiten racionalmente para sujetarse á las prescrip- 
ciones liijiénicas: declara, por decreto de veintisiete de Febrero 
de mit ochocientos sesenta y ocho reabiertas las faenas do los 
saladeros, bajo las siguientes condiciones provisorias : 

Primera : Que los saladeristas quemen diariamente los resi- 
duos sólidos que resulten de las matanzas y do las tinas i 

Segunda : Que los residuos que se conserven para combusti- 
ble del establecimiento, sean frecuentemente regados con 
alquitrán ; y 

Tercera: Que solu puedan arrojar al Riachuelo el suero de la 
sangre, el agua de cola, y la salmuera, empapando las cana- 
letas con alquitrán de hulla ó coaltar en la proporción do 
media pipa por cada cien de cada uno de los tres líquidos. 

Dispónese también por los artículos sexto y sétimo, que la 
autorización para faenar bajo la» condiciones expuestas, ter- 
minará el quince de Noviembre del mismo año mil ochocientos 
sesenta y ocho, y que los saladeristas establecidos en Barra- 
cas, qae después de esta fecha quieran continuar allí sus 
faenas, solo podrán hacerlo sujetándose a las condiciones 
prescitas por el decreto de veinte de Febrero. Sin embargo, 
por el artículo octavo, se Ies faculta para adoptar libremente 
cualquier procedimiento, siempre quedé p T resultado el fiel 
cumplimiento de las condiciones anteriores. 

Fste decreto fue convertido en ley por sanción lejislativa de 
dos de Noviembre de mil ochocientos sesenta y ocho. 

En mil ochocientos setenta y uno, y no obstante la ley de 
siete do Junio de mil ochocientos sesenta y nueve, exonerando 
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del impuesto de saladeros sí todos los establecimientos de esta 
género establecidos ó que se establecieran fuera de la linca 
determinada por dicha ley, los situados en Barracas permane- 
cían en la misma localidad, sin haber mejorado de condiciones 
bijiénicas, según se vé por los considerandos del decn to du 
catorce de Febrero de mil ochocientos setenta y tino. 

En efecto, en el primer considerando de este decreto, dice el 
Gobierno: « que habiendo manifestado el Consejo do Hijiene 
Pública, en sus comunicaciones de dieciocho de Knero último, 
j diez del corriente mea : que debe prestarse una atención 
constante á las causas que ptndim infeccionar el aire que 
respiramos, debiendo colocarse en primer término los salade- 
ros y el Itiachuelo de Marraras, mientras no se coloquen en 
condiciones de salubridad enteramente satisfactorias, y que el 
Gobierno debe impedir bajo penas severas, que continúe la 
infección del Riachuelo de la líoca, que se produce principal- 
mente porque se arrojan en éí lo3 residuos de los saladeros 
y los desperdicios de tos alimentos y otras sustancias putresci- 
bles, procedentes de los buques estacionado* en ese punto, 
etcétera, etcétera...»»; que el único remedio para evitar este 
mal, durante las presentes circunstancias, es la suspensión de 
las faenas do dichos establecimientos, por cuanto ningún 
otro hay que pueda evitar que trabajando, dejen do echar al 
Riachuelo los residuos con que lo infeccionan. For estas con- 
sideraciones, y teniendo en vista que la ley de dos de Noviem- 
bre de mil ochocientos sesenta y ocho, permitiendo continuar 
las faenas bajo las condiciones del decreto de veintisiete de 
Febrero del mismo año, era de un carácter enteramente pro- 
visorio, y que los saladeristas, consultados sobre los perjuicios 
que podría irrogarle? la suspensión de sus faenas, manifesta- 
ron que estos no serían de consideración, siempre que se les 
aeoTdase un término para que lleguen hasta la ciudad las 
haciendas en camino, y pueda ser conocida la medida en la 
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campana, cuyo térm i no juzgaban suliciente de qiincedias. El 
Gobierno los manda suspender por dicho decreto, desde el pri- 
mero de Marzo próximo, basta que se dicte una nueva reso- 
lución en contrario, prohibiendo desde ese día arrojar al Ria- 
chuelo los residuos sólidos ó líquidos procedentes de los 
saladeros. 

En vista de este decreto y délas razones en que se funda, la 
Lejislaturadda Provincia sancionó la ley de seis de Setiem- 
bre de mil ochocientos setenta y uno que ha dado origen á esta 
demanda. 

Por esta ley se prohibe absolutamente las faenas de los sala- 
deros y graserias situados en el municipio do la ciudad, y subre 
d rio de Barracas y sus inmediaciones, Se prohibe también 
situarlos dentro de la líuea determinada por la ley de siete de 
Juniode mil ochocientos sesenta y nueve, y se previene que 
ninguna persona podrá plantear tales establecimientos sin 
requerir primamente el permiso del Poder Ejecutivo, el cual 
oído eld.ctámen del Consejo de Hijiene Público, y de la Muni- 
cipalidad respectiva, turnando en consideración el lugar elejido 
para la planteacion, fijará en el decreto de concesión, las condi- 
ciones bijicnicasá que deberá estar sometido el establecimiento. 

Tales son las disposiciones administrativas sobre saladares 
hasta la fecha de la ley que motiva el presente juicio. 

Y considerando : Primero : Que por ellas no se acuerda á los 
demandantes ningún derecho irrevocable para establecer sus 
saladeros en el Riachuelo de Barracas, pues se limitan á regla- 
mentar esta industria, prescribiendo las condiciones hijiénicas 
á que debe sujetarse, y aún suspendiendo el ejercicio de 
ella en aquel punto, cuando la salud pública ba hecho necesa- 
ria esta medida. 

Segundo : Que ese derecho tampoco puede deducirse de ra ley 
de treinta y uno de Mayo de mil ochocientos veinte y dos * 
porque esta ley solo tiene por objeto alejar de la ciudad á los 
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saladeros como establecimientos insalubres, y en tanto per- 
mitió que se establecieran al otro lado del Riachuelo, en cuanto 
se suponía que en esa localidad no serían perjudiciales á la 
salubridad pública. 

Tercero: Que los saladeristas de Barracas [no pueden por 
consiguiente invocar ese permiso para alegar derechos adqui- 
ridor, no solo porque ¿1 se les concedió bajo la condición implí- 
cita de no ser nocivos i los intereses generales de la comunidad, 
sino porque ninguno puede tener un derecho adquirido de 
comprometer la salud pública, y esparcir cu la vecindad la 
muerte y el duelo con el uso que haga de su propiedad, y 
especialmente con el ejercicio de una profesión ó du una 
industria. 

Cuarto : Que la autorización de un establecimiento indus- 
trial, está siempre fundada en la presunción de su i no* 
cuidad, y no obliga al Gobierno que la concedió, cuándo esta 
presunción ha sido destruida por los hechos, pues en tat caso, 
el deber que sobre él pesa de protejer ta salud pública contra 
la cual no hay derechos adquiridos, recobra tuda bu fuerza, y 
no solamente puede imponer al establecimiento nueras condi- 
ciones, sin ó retirar la autorización concedida, si estas no se cum- 
plieran ó fuesen ineficaces para hacerlos completamente inocuos. 

Quinto ; Que en este caso se encontraban los saladeros esta- 
blecidos en el Riachuelo de Barracas cuando su decretó la sus- 
pensión absoluta de sus faenas, pues tanto el Consejo de Hijiene, 
que los consideraba entre los establecimientos insalubres do 
primera clase, como la Facultad de Medicina y sus comisiones 
nombradas para inspeccionarlos y aconsejar las medidas que 
pudieran tomarse respecto de ellos, los señalaban com> una 
amenaza constante á la salud pública en las condiciones en que 
se les esplotaba, y el Gobierno de la Provincia, después de 
haber agotado, sin resultado alguno, todas las medidas á su 
alcance para ponerlos en las condiciones hijiénicas requeridas 
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por la conservación de aquella, espidió, como único medio de 
prevenir eJ mal, el decreto de catorce de Febrero de mil ocho- 
cientos setenta y uno, continuado después por la ley de sois «le 
Setiembre del mismo año, prohibiendo la explotación de dichos 
establecimientos en el lugar indicado. Siendo de «otarse que 
consultados los mismos saladeristas, al espedirse dicho decreto,' 
sobre los perjuicios que se Jes irrogaría, manifestaron no 
ser estos de consideración, si se les acordaba el término do 
quince dias para darle el debido cumplimiento, reconociendo 
así MmMm de aquella medida, | la facultad del Gobierno 
para tomarla. * 

Sexto i Que la objeción qne hoy se opone á la ley y decreto 
citados, de ser contrarios ¿la Constitución y a las leyes civi- 
les, por cuanto atacan la propiedad y el ejercicio de 'una ¡n- 
dustna lícita, no tiene fundamento alguno legal, porque según 
la Constitución» esos derechos están sujetos a* las leyes que 
reglamenten su ejercicio, y según nuestro Código Civil la 
propiedad esta sujeta á las restricciones y limitaciones egi- 
das por el interés público 6 por el interés privado, correspon- 
diendo establecer las primeras al drrecho administrativo sola- 
mente (artículos dos mil seiscientos once del Código Civil). 
Por consiguiente, la ley provincial de seis de Setiembre de 
mil ochocientos setenta y uno determinando las condicione, 
bajo las cuales pueden establecerse saladeros en Ja provincia 
y retirando á los establecidos en Barracas la autorización 
para continuar en eso punto, por exijirlo así la salud pública 
no es contraria á la ley constitucional, ni ataca el derecho de 
propiedad, pues ninguno lo tiene para usar de esta en daño de 
otro, ó como dice la ley trece, título treinta y dos, partida ter- 
cera, concordante con los principios de nuestra lejislacion 
sobre la materia: « maguer el orne haya poder de fazer en lo 
suyo lo que quisiese ¡ pero debelo fazer do manera que non faga 
daño niu tuerto a otro ». 
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•MJut 



Sétimo : Que siendo esto así, y deduciéndose de los princi- 
pios espuestos en el tercero y cuarto considerando, que las 
autorizaciones en virtud de las cuales se forman los estable- 
cimientos de industrio, no tienen ni el carácter de una ley que 
ligue al poder administrativo, ni el carácter de un contrato civil 
que obligue al Estado para con los industriales, se sigue que 
estos no pueden oponer al Estado estas autorizaciones como un 
título que les dá el derecho de mantener sus establecimientos 
á despecho de los peligros y de los inconvenientes que pue- 
dan presentar, ó el derecho de ser indemnizados cuando la 
autoridad administrativa, para poner Ün á estos peligros, los 
manda cesar t ó modificar las condiciones de su esplotaeion. 

Por estos fundamentos, se absuehe á la Provincia de Dueños 
Aires de la demanda interpuesta por los saladeristas de Barra- 
cas, sin especial condenación en costas, por no resultar de au- 
tos mérito bastante para imponerlas. Notifiquen con el 
original, repónganse los sellos y archívense, devolviéndose al 
Gobierno de Buenos Aires con el correspondiente oficio, los 
autos traídos para mejor proveer. 

J. II GOROSTUCA. — J. DOMINGUEZ. — 
ULADI&LAÜ FRIAS. — FEDERICO MAR— 
CUREN. 
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CAUSA LV 



Don iMcasio Oroño, contra ihñc 
por desalojo y pago de arrendamientos; 
recurso. 



de los Santos, 
re deserción de 




ib. — La renuncia del apoderada del apelante no sus- 



caráo 



establecido por la lej para mejorar 
el recurso de apelación, y acusada la rebeldía por el apelado 
debe aquel declararse desierto. 



Caso. — En la causa de D, Nicasio Oroño, contra Doña Elena 
R. de los Santos, por desalojo y pago de alquileres, el apo- 
derado de esta, D. José R. Lavandera, después de haber ape- 
lado de la sentencia de primera instancia y obtenido el 
recurso libremente, renunció el poder, haciéndose saber á 
dicha señora la renuncia. 
Pasado el término legal sin haberse mejorado el recurso, la 



parte de 



pidió se declarase este de- 
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•e«ret« de la fttiarcma Carie 

Bueuos Aire», Abril 19 de 1887, 

No constando que se haya hecho saber á Doña Elena R, de 
los Santos, la renuncia de su apoderado, D. José R. Lavan- 
dera, no ha lugar por ahora ú la rebeldía acusada. 

ííOftOSTlACA. 

La parte de Oruíio reilainó de ese decreto. 

Falto «Ir la ftuprcm» Carie 

Buenos Aires, Marzo 17 de \8H~, 

Vistos en el acuerdo, y considerando : Primero: Quo por el 
poder de foja treinta y siete, Doña Elena Rodríguez de los San- 
tos faculta á su apoderado para seguir el plcitu, tanteen pri- 
mera instancia como en las instancias y grados ulteriores. 

Segrunrfo : Que dicho apoderado ha debido, por consiguiente» 
no solo apelar de la sentencia que le fué contraria, sinó prose- 
guir la apelación en segunda i astancia, como lo prescribe la 
ley tres t título veintitrés, partida tercera, cuando dice : «que 
ai la carta de la personería, dijese ciertamente, que pudiese ó 
debiese seguir la alzada, entonce sería temido en todas guisas 
de alzarse, ede seguir el alzada maguer non quisiese*. 

Tercero : Que la renuncia del poder presentado á foja dos- 
cientos veintidós ha sido aceptada sin perjuicio ; y según se 
colije di lo dispuesto por la lev veinticuatro, título quinto, 
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partida tercera, concordante con el artículo mil novecientos 
setenta y ocho del Código Civil, la renuncia, por sí sola no 
produce la cesación del mandato, ni exime al apoderado, de la, 
obligaciones que este le impuso. 

Cuarto : Que por otra parte, cualesquiera que sean los debe- 
res y las responsabilidades del procurador respecto de su insti- 
tuyeme, sus faltas 6 sus omisiones en el c ti mpl ¡miento de 
aquellos, no pueden en modo alguno perjudicar los derechos de 
Ja parte con quien litiga. 

Por estos fundamentos, y teniendo en consideración que el 
térmmo para mejorar el recurso de apelación está vencido con 
exceso, se revoca el auto de foja doscientas treinta y una vuelta 
y se declara desierto dicho recurso. Xotifíquese con el original 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
ULAD18LAO FRIAS. — FEDERICO 1BAR- 

GCHES. -C S. DE LA TORRE. 
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CAUSA I-VI 



Ei Doctor Don Castor Figueras, reclamando tk un decreto 
del Poder Ejecutivo Nacional 



Sumario. — No corresponde á la Suprema CoTte conocer en 
un decreto del Poder Ejecutivo Nacional destituyendo á un Jueü 
Letrado de un territorio Nacional, noml ado en comisión. 



Cojo. — El caso se cspliüa en la 



El Sr. Doctor Figueras pide a V\ E. declare inconstitucional 
el decreto del Poder Ejecutivo que le separa del Juzgado Letrado 



VISTA DEL SE50R PROCURADOR GENERAL 



Ruellos Aires, Abril 25 tte l«íf7. 






que legalmente se 
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goce de tas 
Italia investido *. 

Es j urisprudencia establecida por esta Corte que los Tribu- 
nales Nacionales no tienen jurisdicción para juzgar acerca de ia 
IB onstitucionalidad de una ley, sinó cuando se trata de su 
aplicación a un caso contencioso. (Serie 2*, Tomo 3°, página 
372, Fallos), ' 

La misión de un Tribunal de Justicia. es. en efecto, aplicar las 
leyes « lo, casos ocurrentes, y su facultad de interpretarlas se 
Umita i las controversias que se traigan & su conocimiento en 
M ejemc.o de los derechos y cumplimiento de las obligaciones 
sin que pueda serle pedido emitan opinio., sobre o,,. | ej aiui 
en su aplicación 4 un hecho dado y contra persona determinnd» 
(Série 1-, tomo 3", pig. 253). 
Lapeticiou del Sr. Doctor Figucras no es una demanda ni 

podría sor demandado el Poder Ejecutivo sin la vénia noce- 
varia i 

No as esto, pues, un caso contencioso, y la incompetencia de 
V. E para hacer 1. declaración que so solicita, esté por consi- 
guiente, fuera de toda discusión. 
V. E. 



Falte *> hs 



nueooi Aires, K« ro SI de 1887. 

No correspondiendo á esta Suprema Corte el conocimiento 
de. presen .asunto, por no sor un caso de superin^S. 
m de ,ur.,d,cc.on originaria, segunlo dispuesto por la Con.» 
toen, ..s leves nacionales, y de acuerdólo i*2íS 
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señor Procurador General, no ha IngaT á la declaración que se 
solicita y archivóse. 

I. B. GOROSTIAGA. — LLAWSLAO FRIAS. 
FEDERICO IDARGGnEN. — C. S. »E 
LA TORRE. 



CAUSA I.VII 



Contienda de competencia entre el Juez de Comercio de la 
Capital, y el de 4* Instancia de La Plata, en ta ejecución 
seguida contra Don Severino Larrondo. 



Sumario. — El Juez de Comercio de la Capital es compe- 
tente para conocer en la ejecución fundada sobre un pagaré á la 
6rden otorgado en Buenos Aires, pero no para ejecutar la pro* 
piedad embargada en dicha ejecución perteneciente á la testa* 
mentaría de la esposa del ejecutado, radicada ante nn juez de 
Im Provincia de Buenos Aires. 
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Caso. — Por un pagaré á la órden, otorgado en la ciudad do 
Buenos Aires, fuÚ ejecutado ante el Juez de Comercio de la 
Capital, J)ou Severino Larrondo, embargándose una propie- 
dad adquirida durante su matrimonio con Doña María Equia- 
pal, de caja testamentaría estaba conociendo el Juez .le 1' Inn- 
tancia de la capital de la Provincia Je Buenos Aires, 

Eefc Juez, á pedido del apoderado do Larrondo, promovió 
contienda de competencia al de Comercio de la Capital, fun- 
dándose en que esa ejecución, por haberse embargado un bien 
perteneciente a la testamentaría Equiapal, era un incidente de 



Auto M Jm» de 



Dueños Aires. Diciembre 5 de 1883. 

Autos y vistos : con lo espuesto por el Ministerio Fiscal, y 
teniéndose en consideración que el documento de foja 10 que 
sirve de titulo parala ejecución intentada contra Don Severino 
Larrondo, aparece otorgado en esta ciudad de Buenos Aires v 

con fecha 30 de Xoviembro dniftJH.T, , 

w uo novieiunre de 1881 ¡ y que en ese concepto, y 

parque también ese documento se halla concebido á la órden 
y en él no se designa lugar para su pago, debe esto Juzgado 
tenerse por competente para conocer en el caso de la ejecución 
demandada (Cód. de Comercio, arts. 916 y 783). Que á juzgar 
por la espusicion del ejecutante, la obligan por m docu- 
mento contraída; es en mucho posterior al hecho del frlleci- 
miento de la esposa del ejecutante, y no puede ser en conse- 
cuencia estimada como una deuda á cargo de la sociedad con- 
yugal. Que aiín en la hipótesis contraria, y cuando se diera 
por cierto el hecho de que aquel documento hubiese sido otor- 
gado antes^de la muerte de la esposa del ejecutado, no por eso 
^ — la competencia que ha venido á suscitarse por 
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el señar Juez en lo Civil de la Provincia de Buenos AiTes, pues 
que la acumulación de las causas que la ley autoriza en 
los casos de los juicios universales y que nazcan de ellos, no 
comprende, ni puede nacerse estén siva á los autos ó causas 
que so sigan en tribunales de cstraña jurisdicción, como hoy 
son y deben los de esta capital de la República considerarse 
respecto á les de la Provincia de Buenos Aires. Que por últi- 
mo, y cuando el señor Juez de lo Civil de la ciudad de Buenos 
Aires insistiera en la competencia promovida, la resolución del 
caso, en conformidad con las leyes vigentes, correspondería á la 
Suprema Corte Nacional. Por lo tanto, y manteniendo este 
Juzgado su jurisdicción para conocer en el caso de la presente 
causa, comuniqúese así en contestación al señor Juez de la Ca- 
pital de la Provincia de Buenos Aires, con inserción del pre- 
sente, de lo dictaminado por el Ministerio Fiscal y de lo 
espuesto por la parte del Procurador Don Luciano Peteilh en 
su escrito de foja 139, á fin de que así, cuando no obstante 
insista en sostener la compotencia promovida, so sirva comuni- 
car su resoluciou á este Juzgado á la mayor brevedad posible, 
y para en su mérito elevar los presentes al conocimiento de la 
Suprema Corte Xackmal. Repónganse los sellos. 

Emiliano Harria. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 29 de 18&L 

Suprema Corte: 

En la ejecución que sigue ante el Juzgado de Comercio de 
la Capital, Don Se veri no Lairondo contra Don Guillermo Lan- 
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3f se trabó embargo en un temno que resultó pertenecer 
á la testamentaría de la esposa del ejecutado. Con este mo- 
tivo, el Juez de V Instancia de la Provincia de Buenos 
Aires, ante quien está radicada dicha testamentaría, forma 
cuestión de competencia. Dice que la ejecución contra un bien 
de la sucesión es un incidente de la misma ; y que, además 
teniendo el ejecutado su domicilio en Ja Provincia de Buenos 
Aires, está bajo su jurisdicción. 

El señor Juez de Comercio defiende la suya, 
que el pagaré que se ejecuta fué firmado cinco aiW 
fallecimiento de la esposa del deudor, viniendo así á uua 
demanda personal del mismo, independiente de la sociedad con- 
yugal. En cuanto al domicilio, agrepa el señor Juez, que el 
p.'.gare fué firmado cuesta capital para ser pagado en ella lo 
que imnorta tanto ó más m la residencia del deudor 

Farécemc que el señor Juez de Comercio se aproiima más á 
la TfTf'id, 

Un crédito contraído cinco años después de dísuolta la socie- 
dad conyugal, no es un crédito de la misma, einó una deuda 
personal m cónyuge supÉrstite que la contrajo. 

En este carácter, puede ser ejecutada en independencia de 
los Wucs que corresponden á la sociedad. Del mismo modo 
estos bienes, en la parte que al deudor corresponda, pueden ser 
materia do la ejecución. 

No es, pues, exacto que la ejecución contra un bien pertene- 
ciente ú una testamentaría, sea, por esta sola causa, un incidente 
de la misuia. Mas bien podría decirse que la circunstancia de ser 
testamentario el bien ejecutado, es un incidente de la ejecución 
Se dice, empero, que el Juez do la sucesión es el Único com- 
petente para ordenar la venta de un bien perteneciente á la 
misma; que las deudas particulares de uno de los cónyuges no 
deben pagarsecon bíene* indivisos, que es incierto á quien serán 
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Ea esta ofra cuestión que no afecta la jurisdicción del Juz- 
gado de Comercio, para proseguir la ejecución; ni la uVl señor 
Jaez de 1* Instancia, para segnír interviniendo en la sucesión 
testamentaría. De qué manera j en qué forma haya de proce- 
dcrse á la venta de los bienes testamentarios, no es materia 
de la competencia que esta Cortu es llamada á resolver. El 
representante de la testarntrntaría ha podido, por ejemplo, 
deducir tercería, alegando que el bien embargado no pertenecía 
al ejecutado síuó ¿i la sucesión indivisa de su esposa. A su 
vez, el ejecutante ha podido pedir al Juez de la ejecución orde- 
nara al de la testamentaría retuviera á su órden la parte que al 
ejecutado correspondiera. Todo esto, empero, no es del caso. 
Cuál sea el temperamento que mas convenga, no ha sido some- 
tido á la resolución de V. E„ ni es materia de conflicto entre 
jurisdicciones diversas. Los jueces respectivos lo decidirán, y 
en definitiva, las Cámaras que conocen en apelación de sus 
resoluciones ordinarias. 

Con respecto al domicilio, bastará observar que el ejecutado 
fué notificado en repetidas ocasiones sin haber declinado de 
jurisdicción. 

La acción está, pues, radicada ante el Juzgado de Comercio. 
Además, no es el domicilio la única causa que surte fuero ; lo 
es también el lugar en que fui celebrado y debe cumplirse el 
contrato ; y esta circunstancia lo determina claramente con 
relación al pagaré de foja 16, firmado en esta ciudad, y que 
debió, como es natural, ser pagado en ella á falta de designa- 
ción espresa. 

En mérito do lo eapuesto. y tomando por base los fundamen- 
tos aducidos por uno y otro Juez, con prescindencia de lo ale- 
gado en el escrito de foja 73, do que solo por incidencia me 
he ocupado, pido á V. E. se sirva declarar: 1° que ni la eje* 
cucien seguida en virtud del pagaré antes mencionado, ni el 
embargo del terreno perteneciente á la testamentaria de la 
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esposa del ejecutado, son un incidente de la misma, que radi- 
que su conocimiento en el Juzgado de i« Instancia; * que 
la competencia, por razón del domicilio, es improcedente, 



Eduardo Cosía. 



r«ll* «• la Supre*»» Carie 

Buenos Aires, Moyo 26 de 1887. 

i : con lo espuesto por el señor Procurador General y 
ateotos los fundamentos aducidos por el señor Juez de Comercio 
de esta Capital, en los dos primeros considerandos do su auto 
de foja ciento cuarenta y una : se declara que dicho Juez es 
competente para continuar conociendo en el juicio ejecutivo 
que ante él sigue Don Guillermo Landerreche contra Don Ce- 
ferino Larrondo, pero no para ejecutar la propiedad embargada 
perteneciente i la testamentaría de Doña María Equiapal 
de la que está conocieuuo con jurisdicción «elusiva el Juez de' 
J' Instancia de la Fronocia de Buenos Aires. En su con- 
secuencia, remítanse respectivamente los autos á los Juzgados 
de su procedencia, acompañándose al Juez de dicha testamen- 
taría, testimonio de 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
U LADISLAO FRIAS. 
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l'AI/NA LVIII 



Don Elíseo Acevedo, contra el Coronel Don Francisco fiosch, 
Ge fe de Policía de la Capital, por daños y perjuicios; sobre 
competencia. 

Sumario. — Corresponde il los Tribunales Federales conocer 
en la acción de daños y perjuicios procedentes de actos ejecu- 
tados en comisión de una de las Cámaras del Congreso Na- 
cional. 



Caso. — Don Eliseo Acevedo demandó al Jefe de Policía de la 
Capital. Coronel D. Francisco Bosch, por haberle puesto preso 
por órden de la Cámara de Diputados de la Xacion, autoridad in- 
competente para dictar tal órden, y pidió se le condenara a la 
indemnización de los danos y perjuicios que se le habían cau- 
sado, los que estimaba en la suma de diez mil pesos moneda 
nacional. 

Fallo 4el Jurz Federal 

Buenos Aires, Setiembre 4 dfl 1885. 

Considerando: 1* Que la competencia atribuida á este Juz- 
gado para entender en la demanda iniciada por D, Elíseo Ace- 
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vedo contra el Je fe de Policía de la Capital, procede, según se 
desprendo de lo espuesto en el precedente escrito, por tratarse 
de un caso que el actor supone regido por Ja Constitución * 
leyes del Congreso. 

2" Que la acción deducida tiene por objeto obtenerla repara- 
ron de perjuicios quo dice el actor haber sufrido, y estima en 
la suma de diez mil pesos moneda nacional, por haberle pren- 
dido y mantenido preso en el Departamento de Policía á su 
cargo, durante diesyocho días, por Órdcn de autoridad incom- 
petente, invocando para hacer responsable de este hecho al 
Gefe de Policía, loa artículos f 100 y 1H2 del Código Civil, 

3" Que lasóla enunciación de la acción instaurada ¡basta 
para demostrar qae se trata de una gestión puramente civil 
regida por las leyes generales do la Nación, pues aunque e¡ 
hecho que la motiva afecta uno «V los derechos garantidos por 
la Constitución Nacida!, no constituye, sin embargo, un caso 
especialmente regid- por esta ó por leyes especiales del Con- 
greso, para que le Si a aplicable el precepto del inciso artí- 
culo 104 de la l P y orgánica de tos Tribunales de la Capital 
como no lo constituye el dospojo de la propiedad que también 
garántela Constitución (art. H), sin que, no obstanto, toda 
acción dé reivindicación ó interdicto posesorio sea del resorte 
de los tribunales federales. 

4' Que los actos ilícitos, generadores de perjuicios, se hallan 
regidos por el Código Civil, cómelo reconoce el mismo deman- 
dante al .nvocar sus disposiciones en apovode su petición y por 
consiguiente, las acciones a que dan origen no constituyen por sí 
mismas un caso de justicia nacional, pues aunque el Código 
citado es ley del Congreso, constituye el derecho común de 
todas las provincias, no estando por lo tanto su aplicación 
comprendida entre los casos de fuero federal que menciona el 
artículo* déla ley sobre jurisdicción y competencia de les 
tribunales Jsacionales. 
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5 o Que los artículos 45 y 46 de la ley que designa los 
nes y delitos cuyo juzgamiento compete a dichos Tribunales, 
solo comprende á los que libran órden de prisión no siendo au- 
toridad, á los quo omiten espedirla por escrito, y al que eje- 
cuta una prisión ó arresto sin órden escrita de su superior; no 
derivando de ninguno de estos casos la acción instaurada, según 
resalta de la misma demanda, sino de la circunstancia d- haber 
carecido el Senado de la Nación de jurisdicción para ordenar 
la detención del recurrente en el caso que la motivó. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 3 o de la ley nacional de Procedimientos, el Juzgado se 
declara incompetente para conocer en esta demanda. Repón- 

luese original, y fecho, archívese. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires. Abril 2 de 1886. 

Suprema Corte: 

Por más que la cuestión de los privilegios parlamentarios 
Laya quedado dirimida por la resolución de V. £., está ella tan 
estrechamente ligada con la acción por daños y perjuicios, que 
no podrá menos de traerla á cuenta el Juez ante cuya juris- 
dicción ha ocurrido el señor Acevedo. Fuerza será á este Juez, 
al medir la menor 6 mayor responsabilidad del qu ejecutó la 
prisión, pesar en su criterio, entro consideraciones de otro 
género, la mayor ó menor oscuridad en que aquella cuestión 
estuviera envuelta entre nosotros, dada nuestra educación 
constitucional. 

La cuestión de indemnización, no es, pues, en este caso, 
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una simple cuestión puramente civil, como dice el señor Juez, 
sinú que estíí, por el contrario, íntimamente ligada con la cueJ 
tion parlametuiria, de la que no es, en realidad, sitió una emer- 
gencia. 

la cuestión de loa privilegios de juris* 
federal, lo es, por consiguiente, la de da* 
nos y perjurios á que ha dado erigen. Tal es, por otra parte, 
la jurisprudencia establecida por las Cortes Americanas, según 
oportunamente observa la demanda. 
Pido, por lo espucsto, la revocación de Ja sentencia apelada. 




Eduardo Cosía. 



Falto de I* 



Buenos Aires, Mayo 3(5 d> 1887 

Vistos : tratándose en el presente caso de la responsabilidad 
de un funcionario público, por actos ejecutados en comisión de 
una de las Cámaras del Congreso Nacional ; y de conformidad 
con el precedente dictámen del señor ProcuradorGener.il. se 
revoca el auto apelado de foja quince, y se declara que el Juez 
de Sección de esta Capital es competente para conocer de este 
asunto. Devuélvanse, en consecuencia, los autos» prévia reposi- 
ción de 



J. B. GOR0STUGA. — J. DOMINGUEZ. — 

«LADISLAO FRIAS. - FEDERICO IBA R- 

GCREH. 
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D. Julio Calderón contra D. 

sobre cobro de pesos. 



Sumario. — Presentada ana- cuenta de cargo por una canti- 
dad de clase de ladrillo, y ua recibode la misma cantidad y cla- 
se con igual fecha de la de la cuenta, debo presumirse que am- 
bos documentos ser eneren á un soloe* idéntico material siendo e 1 
segundo un comprobante de¿las partidas de carga de la primera. 



Caso. — El caso se esplica por el 

falla «el Jm Meral 

Buenos Aire*, A gano 11 de 1886 

Vistos estos autos iniciados por demanda de J). Julio Calderón 
contra D, Juan Casazzade los cuales resulta: 

I a Que Calderón, como propietario de una fábrica de ladrillos 
establecida en esta ciudad, calle de Caseros y Entre-Ríos, ha su- 
ministrado durante algún tiempo al empresario de obras de al- 
bañ Hería D. Juan Casazza, los ladrillos que necesitaba para sus 
trabajos. 
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d*J884 resultó Mgun el sctoli un ^ . su ' 

— ™co pesos con cincuent8 ^ 

procedente de ciento ciuco mi! nocentes ladrü.os de «BE 

ae pared, á nueve pí . sos , preclos convenido, di M(eM1 á CBen . 
« de cu., so.0 dice haber recibido la cantidad da cua Ü 2 

pnmcrael7de D.ciembreyl. segunda el 28 del mismo mes 
«modo que e. saldo deudo, era de mi. trescientos SUS 

S^S*^ 1 ' ' ****** W» cual se pre- 
sentí. Uu^do con fecha !7 de Abril de Í885, demandando a 

*2T£ pa(ro Mcibos leg,timos dc w*í3 

¡ t, h IT' C0D, ° inSÉ^^CCi<,,, de B " ^"«da, ,u. eu 
U fecha 30 de Noviembre de 18 84, en que tuvo a \ar el 
«reglo dc cuentas mencionan,. Casaba suscribió un ral 
rcconocend. habar recibid, el número de ladrillos asp asat 
J*| e. cual no „hi Ma por no tencr.o en su poder e, £ mu- 

3- Que .1 demandado contesto á foja 23 manifestando une 
gunl. cuenta presentada* foja ,9, de f«n.30 de NoÍem e 

cto!^ ,U :; " P . rUeb8 61 «Nfe cuentas a que ,. refiere el 
actor, el a,,,,» exiatents m cs> fecha 

.ento, sesenta , cuatro pesos con treinta y cinoo JZ™ 
. forma ,«e dicha cuenta indica.de, cua. habla que d2£ 
uat ocentos cncuenU peso,, importe d, las entregas hecha. 

trein 17, y m¿ S 

n ¡™ t l. . 7 „ ? TW PW " C " rC ° d * treinU ? «MtroaU V«¡- 
nmntos adr.l,os a. precio corriente de «„ peso cuarenta ,J¿ 

too centavo, cada quinientos, que mencionan lo. vates acomp.. 

nado, de f.,., 9 4 15 . cuyo pago correspondí, al demandan " d, 

mudo ,u, solo resultaba un saWo líquido , favor del,*' de 
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ochocientos catorce pesoa noventa y nueve centavos que recono- 
cía y estaba dispuesto á abonar, pidiendo la condenación en 
costas al actor por haber incurrido en plus petüio. 

4° Que conferido traslado á Calderón sobre los documentos 
presentados espuso : que el demandado alterábala verdad de los 
hechos, pues en su escrito de demanda claramente manifestó 
que entre ambos habían arreglado todas sus cuentas el 30 de 
Noviembre de i 884, firmando Casazza en consecuencia un vale 
por ciento cincuenta mil ladrillos de cal y doce mil trecientos 
cincuenta de pared, de cuyo hecho arranca la demanda, habiendo 
silenciado aquel todo lo relativo al vale, pretendiendo hacer va- 
ler una cuenta sin firma, que aún cuando tiene la misma fecha» 
es sin embargo anterior al vale que firmó Casazza después de 
descontar los fletes y aumentar las entregas de ladrillos, cuyos 
recibos estaban en poder de Casazza ; que cuando pasó la cuen- 
ta de 30 de Noviembre no se habían incluido los viajes de ladri- 
llos, enyos recibos estaban en poder de Casazza, pero ese mismo 
dia fué el demandante al domicilio de este y allí se hizo el arre- 
glo general agregándose á dicha cuenta las entregas no consi- 
deradas, formándose en definitiva el vale de que se ha hecho 
mérito; que acepta los vales por fletes, no estando sin embar- 
go conforme con el precio, pues el convenido fué de dos nacio- 
nales por millar 

5° Que la causa fué recibida á prueba habiéndose producido 
por ambas partes, además de los documentos exhibido* en la 
contestación á la demanda, las posiciones de fojas 51 y 59, y la 
declaración de foja 69 vuelta. 

T considerando : I o Que planteada la cuestión concretamente, 
la acción deducida tiene por objeto el cobro de la suma de mil 
ochocientos cinco pesos cincuenta y cinco centavos, importe de 
ciento nueve mil novecientos ladrillos de cal á diez y seis pesos 
nacionales el millar y doce miltrescientos cincuenta de pared i 
nneve pesos, á cuenta de la cual el actor confiesa haber recibido 
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los ,e ha hecho méritos,, ladomanda de un Afirmado * , 

r ,dw3oda ^^^«m,*^ p P i 

m n g» na „ b8Wracl o n se ha deducido en I. contestación, asi co- 
mo sobre el precio lijad. que se dice ser el corenid. " 2 

dtlr Mti r ,r " xom,ciit u Wdld M 3£ * 

dispuesto en el artículo 86 de la Ley Nacional de EnjuieU- 

n i ■ » V* fl <">",olvi.ndopo.¡oion, a el deman- 
dado a foja 51 , ha confeso «presamente .1 contestar la oZ 
ta pregunta, haber firmado eserale, con lo q u.h.r B ed2leel" 
ment. justifico el fundamento de I. demanda """""""s 41 - 

cn L QUe , h ^ iaal ^o k P»t» de C wtm un arreglo de 
cn.n ., .f^urio el ml,mo di. 30 de Noviembre, aegun ef c„. 

nurntade 9 ", ^" 7 » U - pendiendo iustificaít 

prneba producida por el demandado* es. proposito, 
mente d "¡T* * 
cuernas para fijar el saldo deudor á f.ror de Calderón soste- 
ned, el demandante ,ue ese a, reg.o se hizo poco 2ZX 
pa*d. ,a cuenta de 30 de Noriembre. aunque en e. mismo d. 
J e demandado que él consiste en 1. referid, cuenta deLudó 
«1 Jusgad, reso.ser cu.l es .1 q.edeb. prev.iecer, co„ ar S 
» lo poco, antecedente, suministro, en el juicio * 
5 Que la cuenta de fojaf 9 aun suponiéndola auténtica ^ 

»w« 5SSL fmSL 
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de formularse, sujeta, & las modificaciones ó ampliaciones ulte- 
riores de común consentimiento de purtes. 

í> 5 Que desde luego no puede ponerse en duda que después de 
pasada esa cuenta turo lugar el arreglo cutre ambos contratan- 
tes que dio por resultado el vale de que hace mérito la demanda, 
pues además que no se hace ea ella mención alguna de tal arre- 
glo, lo que no huiría sucedido ai este le hubiese precedido, prué- 
balo su sola presencia en manos del actor, álo que se agrega que 
en el referido rale Be confiesa el recibo de mayor cantidad de 
ladrillos de los que espresa la cuenta, lo que además do probar 
la entrega hasta el treinta de Noviembre, de cantidades no to- 
madas en consideración en la cueuta de foja 10, revela que 
aquella quedó sin valor ni efecto alguno, liquidándose las cuen- 
tas por el reconocimiento de las cantidades que espresa el vale, 
como único valor adeudado en esa fecha, porque de otra mane- 
ta no tendría esplicaciou satisfactoria el hecho de firmarlo, la 
cual por otra parte no se ha intentado siquiera dar por el de- 
mandado, representando entre tanto en manos del demandante 
un valor cxigible, siendo anteriores ¡i este arreglo las cantida- 
des que aparecen abonadas á cuenta en la de foja 19. 

7° Que en cuanto al precio del flete de acarreo que carga el de- 
mandado debe estarse á la cantidad que este determina en vista 
do la ausencia de prueba en contrario para establecer el precio 
corriente, de lo declarado por el testigo Borbon y de la peque- 
ña importancia de ta diferencia. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á D. Juan Casazza 
al pago de la cantidad de mil ochocientos cinco pesos con cin- 
cuenta y cinco centavos nacionales, con deducción de los sesenta 
y nueve pesos importe de los siete vales por acarreo, corrientes 
de fojas 9 á 15, sus intereses desde oí dia de la demanda á esti- 
lo de Banco y las costas del juicio. Notifíquese original. 

Virgilio M. Tedin. 
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MI» de 



Bueno* Aires, MayoSfi.fo 1887 

J5? l CmBÍd ™ nd « - ^ aún cuando el demandado ha re- 
conocido Ja verdad del hecho de haber otorgado recibí Tñ 
mandante con focha treinta íJrt v ° cor e atl0 «ciüo al de- 

l>"go circunstancia atona oí» ,J» m „« ♦ * em ~ 

se refiere i ot™ mn t ? demuestríí ^ ue W «locamente 

í¡™ t qUCfll e «oenl a cuenta do foja 

" V ' ,U " él co ^ titlf ya una obligación distinta á ¡„ 

oo ladrillos (cu-uto cinco mil noneicutosd,. r-,1 . i 

eiecto 3 <i c paral); . %((niío . ¡SS^^^*^ 

<le su cargo probar y ÍW1 B „ ^^j^S*^ 
porque ú cUoco,„l,,c„ tambicu tauto ífiSSlrt 7?" 

• -auto ol toaor , 



¿o 
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saldo ó alcance de cuentas; y Cuarto , finalmente, porque así re- 
sulta igualmente de las incongruencias que se notan en el escrito 
de contestación del demandante, corriente a foja treinta y cua" 
tro, en el cual afirma que el Tale ú que se refiere en su demanda 
le fue otorgado, como resultado de un arreglo general de cuen- 
tas con el demandado, previa deducción del crédito de este por 
fletes, reconociendo no obstante posteriormente adeudar aún es- 
tos, lo cual demuestra que aquel vale no puede ser tomado, se- 
gún él lo pretende, como el resultado de un balance de los cré- 
ditos de una y otra parte, 

Quede los antecedentes referidos y de los demás documentos 
acompañados por el demandado á foja nuevo y siguientes, re- 
sulta que el saldo existente en su contra en treinta de Noviem- 
bre de mil ochocientos ochenta y cuatro, como consecuencia de 
las entregas de ladrillos efectuadas por el demandante y de los 
abonos parciales ejecutados ¿ la vez por su parte, ha sido solo de 
mil trescientos sesenta y cuatro pesos con sesenta y cinco cen- 
tavos nacionales. 

Qao de esta suma deben deducirse las dos entregas posterio- 
res del demandado, que acreditan los documentos de fojas veinte 
y veinte y una, ascendentes á la suma de cuatrocientos cincuenta 
pesos, y el valoT de los fletes que conforme á lo establecido por 
el Juez a quo* deben ser abonados á razón de dos pesos con ochen- 
ta y ocho centavos por millar de ladrillos. 

Por estos fundamentos : s<< revoca la sentencia apelada de 
foja ochenta y seis, declarándose que el demandado solo está 
obligado á abonar al demandante la suma de ochocientos cator- 
ce pesos con noventa y nueve centavos moneda nacional, que re- 
sulta como saldo, deducidos del valor de la cuenta de foja 
diez y nueve el crédito de) primero por fletes y sus entregas do 
fechas diez y ocho y veinte y siete de Diciembre de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro, ascendentes á cuatrocientos ' cincuenta 
pesos, saldo que deberá abonar en término de diez días con sus 
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interese, desde el jj, d8 h not¡flca)sioll de 

pónganse los sollos v devu&nin.,. v , t< ae ™™*- Ke- 

í aomiwnsf. Notiflquese con c ] original. 



•f. B. GOBOSTUCA.- J. DOMINCCEZ.- 
I LADISLAO FBIAS. - FEDERICO 
IBARGIÍBEN.-C.S. DELATOME. 
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tribunales competente, ,U "' Mto P or '•■ 
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calidad de ser reducido á escritura pública después de apro- 
badas sus cláusulas por la Legislatura, no produce efecto 
alguno, mientras no se promulgue la ley de su aprobación, 



Caso. — Se esplíca en el fallo de 



PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, 



Suprema Corte: 



El representante de la Provincia de Buenos Aires, apoya la 
incompetencia de V. E. en dos fundamentos: i a en que los 
señores Bowen y Honoré contrataron a nombre de una sociedad 
anónima, encontrándose en tal caso comprendidos en la dis- 
posición del artículo 19 de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia ; 2' en que el contrato cuya escrituración solicitan, 
prescribe que toda cuestión que se suscite deberá ser sometida 
á juicio de árbítros. 

En cuanto i lo primero, esta Corte ha decidido ya á 
foja 35, que los referidos Bowen y Honoré, se presentan 
á nombre propio, y que no podía objetárseles falta de per- 
sonería. 

La misma razón subsiste con respecto á la incompetencia. 
Ellos se presentan á nombre propio, y en su calidad de extran- 
geros han podido ocurrir originariamente á esta Corte. Si el 
contrato fué celebrado con una sociedad anónima, y no con 
ellos» es cuestión que afecta at fondo, y determinará se haga ó 
no se haga lugar á la demanda. 

Por otra parte, se advierte en los documentos acompañados, 



que si el contrato haca mención de una saciedad anónima, que 
no se especifica, el masaje á la Legislatura, el proyecto de' ley 
Ja ley misma, el veto, y todo* los demás incidentes de este 
negocio, solo se refieren á los mencicnados Borren y Honoré 
sin suponerlos representantes de sociedad alguna. 

2 a Eu cuanto al segundo fundamento, dice el representante 
de la provincia demandada, el dili ma es de fierro : ü el con- 
trato está concluido, 6 no lo está. En el primer oaso la 
cuestión tiene que ser sometida ú juicio arbitral ; en el segundo, 
ninguna acción hay que deducir. 

El dilema es también de fierro para la provincia. Si el con* 
trato está concluido, y hay lugar á la incompetencia, háse 
llenado ti objeto de la demanda ; si no hay contrato, no hay 
lugar al juicio de arbitros, y no procede la incompetencia. 
Para V. E no hay dilema de ningún género. 
Los demandantes parten de que el contrato que celebraron 
con el Gobierno de la Provincia, no está perfeccionado, pues 
falta, Á su juicio, sea reducido á escritui* pública, según 
estaba estipulado por una de sus cláusulas, luego que fuera 
aprobado por la Legislatura. Entienda ellos que esta condi- 
ción se ha cumplido por la ley de la Legislatura, que no ha 
podido vetar el Poder Ejecutivo. 

E! representante de la Provincia sostiene lo contrario : dice 
que el Poder Ejecutivo ha estado en su perfecto derecho para 
oponer su veto, y que, mientras la Legislatura no se pronun- 
cie al respecto, no hay ley, y no se ha llenado la condición de 
que depeudfa el perfeccionamiento del contrato. 

El punto en discusión, tiene pues, su origen en ua contrato 
civil, perfecto, ó en vía de perfeccionarse, y la competencia de 
esta Corte para resolverlo me parece clara. 
Pido por b tanto, desestime V. E, la excepción deducida. 

Eduardo Cotia. 
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rallo de la tafraa Carta 

Jluenog Aires, Hayo 31 de 1887, 

Vistos : resulta del examen de estos autos : Primero : Que 
en el mes do Agosto del año mil ochocientos ochenta y tres, 
los demandantes, señores Bowen y Honoré, á nombre de una 
Sociedad anónima que decían representar, ocurrieron al Poder 
Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, á cargo á la sazón 
del Doctor Don Dardo Rocha, proponiéndole las bases necesa- 
rias para la construcción de tres lincas de ferro-carril, que 
empalmando en las ya existentes, recorrerían próximamente 
de mil doscientos á mil quinientos kilómetros de via, partiendo 
del puerto do Lobería, ó del de Laguna de los PadTes, á op- 
ción del gobierno, para terminar en el de Babia Blanca. 

Segundo : Que por decreto de veintisiete do Febrero de mil 
ochocientos ochenta y cuatro, dictado después de diversas con- 
ferencias tenidas con los proponentes, el Poder Ejecutivo resol- 
vió aceptar aquellas bases, estableciendo entre otras de sus 
cláusulas, que la Provincia garantiría á la empresa durante 
veinte años una utilidad líquida de seis por ciento anual sobre 
el promedio del costo, fijado á ese efecto en la suma de diecio- 
cho mil pesos por kilómetro para la línea totalmente concluida, 
con tren rodante y todo lo necesario para su servicio, en las 
condiciones de la ley y de los reglamentos de ferro-carriles; 
que el importe de esta garantía sería abonado á elección del 
gobierno* en dineTo efectivo ó en títulos de seis por ciento de 
interés y uno por ciento de amortización, debiendo tos contra- 
tistas depositar en el Banco di? la Provincia, antes de estender- 
se la escritura respectiva, las sumas correspondientes, de acuer- 
do con lo dispuesto por el artículo sétimo de la ley de Ferro- 
carriles de la misma Provincia; que las cuestiones que se 
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suscitasen entro «1 Poder E jecut ¡ T0 y , os contratjst | 

«ec„e„ CI1 del cumpH^to del conhAU, serian resueltas por 
arbitros ; y finalmente, que aprobadas esta» y 1 M demás cláu- 
sula* do las bases convenidas, por la Honorable Legislatura i 
la cual debían ser sometidas, serían ellas reducidas á escritura 
publica. 

Tercera: Q tte remitidas on consecuencia do esta resolución 
diobas bases & !a coas,„,ra«ion del Poder Legislado con el 
provéelo do ley, que, impreso eorre á foja ciuoo" autorizando a. 
fcjecut.vo para emitir anualmente con destino al pago de la 
garau inacordada ú favor de los contratistas, hasta la suma de 
un m.llou do posos fuertes eu fondos públicos de seis por ciento 
de ínteres y nnc por ciento de amortización, por sorteo y á 
la par ambas Cámaras les prestaron su aprobación, meditando 
s.n embargo el proyecto del Kjecutivo. en cuanto 4 la forma del 
pago do la garantía, que determinaron se verificara baciend. 

objeto CD Sl "" a <,U9 fUeS ° Uecesi,ria *"» ul 

r«err<o .• Que terminada en el ínterin la administración 
«el Doctor Rocha, esta sanción fué devuelta observada á la ho- 
norable Legislatura por el nuevo Gobernador, en oso de la atri- 
bución conferida al Poder Ejecutivo por el artículo ciento 
orneo de 1. Constitución de I. Provincia, haciendo mérito para 
dio de las dificultades que ta situación monetaria del pais 
crearía á la Provincia, para poder obtener sin un empréstito 
y en condicione» que no perjudicasen su crédito, la fuerte snmá 
necesaria para hacer frente 4 las obligaciones derivadas de la 
garantía, á li vez que de otras consideraciones snjeridaapor la 
«ims.on en el proyecto de las declaraciones necearla, para la 
expropiación de los terrenos que necesitase el forro-carril para 
ser construido. r 

Quinto : Que en este estado las cosas, y pendiente aún la 
solución de ellas de la consideración del Poder Legialativo. 
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han ocurrido ante esta Suprema Corte los contratistas señores 
Bowen y Honoré, en demanda contra el Poder Ejecutivo, soli- 
citando se compela ú este á la escrituración del convenio esti- 
pulado en las bases antes enunciadas, por no ser válido ni 
lega) su veto, tratándose de un contrato acabado j completo 
en su existencia legal, mediante la sanción legislativa de que 
solo dependía. 

Sexto: Finalmente que, conferido traslado de esta demanda, 
el representante del gobierno demandado la ha contestado opo- 
niendo: Primero, falta de acción en los demandantes por haber 
ellos proyectado el contrato en que se fundan, no á su nombre, 
sino en el de una sociedad anónima, y no presentar el debido 
poder de esta, de cuya existencia, d la vez, no aparece cons- 
tancia en autos ; Segundo, que aún cuando así no fuese, la 
acción deducida carecería de toda base, pues el decreto de Fe- 
brero veintisiete de mil ochocientos ochenta y cuatro, por el 
que se aceptó la propuesta de los demandantes, establece que 
las bases estipuladas serían reducidas á escritura pública cuan- 
do fuesen aprobadas por la honorable Legislatura, lo cual en 
el lenguaje constitucional significa que sería necesaria una ley 
para que pudiera exijirse la escrituración, y que esa ley no 
existe en el caso, en razón rít* veto motivado del Poder Eje- 
cutivo, de que antes .se ha hecho mérito, y de cuya legalidad 
no puede dudarse ni en abstracto, en virtud de lo dispuesto 
por el artículo ciento cinco déla Constitución de la Provincia, 
ni mucho menos en el caso concreto, en razón de las modifica- 
ciones introducidas por las Cámaras al proyecto del Poder 
Ejecutivo, y demás observaciones contenidas en el mensaje 
de este; y Tercero , finalmente, que si se tratase de un con- 
trato concluido y perfecto, como lo pretenden I-js demandantes, 
carecería esta Corte do la jurisdicción necesaria para conocer 
en este juicio, por estar estipulado en aquel el nombramiento 
de árbitros para todas las cuestioues relativas á su ejecución. 
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T considerando : Primero: Quedados los antecedentes rela- 
cionados, sarje» desde luego á la consideración de la Corte las 
siguientes cuestiones : 

¿Es ella competente en el caso? 

¿ Tienen los demandantes acción para ejercitar en eu nom- 
bre los derechos que puedan derivar del acuerdo de foja cinco ? 
En caso afirmativo, ¿ es procedente la acción deducida ? 
Segundo; Considerando en relación á la primera de estas 
cuestiones, que dependiendo la sumisión al juicio de arbitros 
de la eficacia del acto gubernativo en que los demandantes se 
apoyan, mientras ella no se decida, no puede invocarse la 
junsdiccion arbitral que supone la existencia legal de aquel 
acto, y es perianto á los tribunales ordinarios, en este caso á 
la Suprema Corte, en atención á la calidad de las partes, que 
corresponde únicamente conocer de la cuestión suscitada. 

Tercero: Considerando en relación á la segunda, que recono- 
cida como lo ha sido la personería de los demandantes por el 
gobierno de la provincia de Buenos Aires al entenderse direc- 
tamente con el/os en la negociación que da origen al presente 
juicio, recibiendo primero, debatiendo después, y aprobando 
finalmente las bases por los mismos presentadas, no le es dado 
hoy poner en duda esa personería, ni desconocer el carácter 
con que obran, 6 su derecho á gestionar personalmente la* 
acciones resultantes de esa negociación. 

Cuarto : considerando finalmente, en relación á la última 
de las cuestiones sentadas, que con arreglo á los artículos 
ciento dos y ciento cinco de la Constitución de la provincia de 
Buenos Aires, ninguna sanción legislativa tiene el carácter de 
ley antes de su aprobación por el Poder Ejecutivo, ya expresa 
por una esplicita aceptación de ella, ya tácita, por no devol- 
verla observada á la Legislatura dentro del período de diez 
dias asignado para el efecto. 

Quinto: Quede esta como de la disposición de los artículos 
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ciento uno j ciento cuarenta y dos, incisos primero y segundo 
de la misma ley fundamental, aurje que en el régimen consti- 
tucional de aquella Provincia, al igual do lo que sucede en el 
órden nacional y eu la organización Lejislativa de las demás 
provincias, el Poder Ejecutivo es parte componente é inte- 
grante do la Legislatura. 

Sexto: Que siendo asi, y reconociendo ambas partes que 
ha sido necesaria una ley para poder obligar á la provincia en 
los términos del acuerdo gubernativo de foja cinco, debo necesa- 
riamente decidirse que la aprobación de la Legislatura, reque- 
rida por dicho acuerdo para escriturar y concluir el contrato 
de an referencia, no puede entenderse do la aprobación de 
ambas ramas de la Asamblea Legislativa solamente, sinú de 
estas y del Poder Ejecutivo consecuentemente, procediendo 
en el modo y forma establecidos por la Constitución para la 
sanción do las leyes. 

Sétimo: Que de esto punto de vista, y habiendo el Ejecutivo 
negado su, concurso a la sanción legislativa en que los deman- 
dantes se apoya ii t por las consideraciones que antes se han 
enunciado, cuyo fundamento no corresponde á esta Corte 
apreciar, no puede esa sanción considerarse completa y obliga- 
toria pura la Provincia. 

Octavo: Que no obsta á esta conclusión la consideración de 
que se trate en el caso actual de un asunto que participe de la 
naturaleza de un contrato celebrado y aprobado por el Poder 
Ejecutivo, prévia y anticipadamente á la sanción legislativa, 
porque por participar de tal naturaleza no deja de ser un acto 
legislativo, ni está eximido de las formalidades y requisito* 
prescritos por la Constitución para la formación y sanción de 
las leyes, y porque además, no siendo esa aprobación anti- 
cipada una forma autorizada por aquella ley fundamental para 
dar valor y fuerza de ley á lis sanciones legislativas, no liga, 
ni puede inhabilitar al ejecutivo para retractarlo, si las neee- 
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«¡dudes públicas lo requieren, á su juicio, poniendo en ejercí- 
cío las atribuciones inalienables de la Constitución, una vez 
que le ha sido el acto de nuevo sometido á bu control y apro- 
bación, con arreglo a loa preceptos y fórmulas de aquel Código, 
que ninguno de los poderes públicos puede por acto alguno 
menospreciar ni dejar sin efecto. 

Noveno : Que de admitirse que por razón del acunrdo previo 
prestado per el Ejecutivo al acto en cuestión, él queda inha- 
bilitado para vetarlo, y destituido de las atribuciones con que 
la Constitución lo inviste á su respecto, debería lógicamente 
concluirse que sanción alguna iniciada por proyectos presen- 
tados por él alas Cámaras legislativas, haciendo uso de las 
facultades de colegislador que especialmente le atribuye la 
Constitución en su artículo ciento cuarenta y dos, inciso se- 
gundo, antes citado, podría ser vetada, ni requeriría ulterior 
sanción de su parte, situación jurídica que á nadie sin embargo 
puede ocurrir sostener. 

Décimo: Que todo lo expuesto sirve ¡í demostrar que las bases 
acordadas entre el Ejecutivo y los demandantes que alegan 
estas como fundamento de su acción, no revisten los caracte- 
res de un contrato de finitivo y concluido que constituya dere- 
chos perfectos en su favor, ni dé nacimiento á acciones judi- 
ciales contra el Gobierno que las aceptó. 

Undécimo: Finalmente, que aparte de las consideraciones 
anteriores, atentas las observaciones aducidas por el Poder 
Ejecutivo en su mensaje á la Honorable Legislatura, que corre 
impreso a foja cuatro, respecto de la situaron económica de la 
Provincia, y de las dificultades consiguientes para atender sin 
un empréstito á las erogaciones que esijiría la garantía acor- 
dada a los demandantes, y pendiente aún la solución de esto 
punto de la consideración de aquel cuerpo, sería imposible 
aún de hecho, la escrituración del contrato respectivo, por no 
haber medio de lijar la forma y condiciones de aquel sertici 
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que sería uno de los puntos primordiales de la estipulación. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando se declara 
que esta Suprema Corte es competente para conocer en el caso 
j que los demandantes han tenido también personería propia 
para litigar, pero que el acto gubernativo en que se fundan no 
obliga á la provincia de Buenos Aires, y que la acción dedu- 
cida es improcedente por tanto, absolviéndose en consecuen- 
cia á dicha provincia de la demanda. Notiffquesc con el 
original, repónganse los sellos, y archívense estosí autos. 

J B. GOftOSTIAGA. —J . DOMINGUEZ. — 
ULAD1SLAO FRIAS. — FEDERICO I RAIL - 

gCren (en difidencia). — c. s. DE 

LA TOHRE. 



DISIDENCIA 



Dos son las excepciones opuestas por el demandado : incom- 
petencia de la Supvema Corte, fundad i en la cláusula veinti- 
■iete del contrato, por la cual so someten á juicio de árbi- 
tros todas las cuestiones que se susciten con motivo de su cum- 
plimiento, y falta de acción en los demandantes, por carecer 
estos de interés en uu contrato culubrado á nombre de una 
sociedad anónima, de la cual no tenían poder para este juicio ; 
j porque no habiéndose cumplido la condición estipulada por 
la cláusula veintinueve, no tenían derecho para exigir la es- 
crituración de aquel. 

Para demostrar esto último, se dice : que por esa cláusula, el 
contrato debe ser aprobado por La Legislatura, lo cual signi- 
fica en lenguaje constitucional, que es necesaria una ley, y la 
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ley no existe Binó desde el momento que el Poder Ejecutivo 
le preste su sanción expresa ó tácitamente, ó desdo que las 
observaciones que haga sean rechazadas por dos tercios de 
Totos de cada Cámara i que en el presente caso la sanción 
legislativa aprobatoria del contrato, había sido observada por 
el Poder Ejecutivo, y mientras la Lejislatura no se pronun- 
cie sobre el particular, dicho contrato no puede considerarse 
concluido. 

Conforme con la resolución déla mayoría, en cuanto i la 
excepción de incompetencia, no lo estoy en cuanto á la de falta 
de acción, fundada en el veto del Ejecutivo. 

Voy á manifestar en brevísimas consideraciones los funda- 
mentos de mi disidencia. 

Qtu- el Poder Ejecutivo como persona jurídica, puede cele- 
brar contratos y contraer obligaciones, es un hecho que nadie 
puede poner en duda, pues contratar es un acto propiamente 
ejecutivo. 

La cuestión, pues, puede formularse en loa términos siguien- 
tes: 

Un contrato ad referendum, celebrado por el Poder Ejecutivo 
¿ puede ser vetado por el Ejecutivo, una vez que ha sido apro- 
bado por la Legislatura á la cual se refiere ? 

Pienso que no. 

Un contrata semejante es un contrato condicional, cuya 
fuerza obligatoria nace desde el momento que se cumple la 
condición. 

La condición en ti presento caso, y tal como se la establece 
en la cláusula veintinueve, consiste en que él sea aprobado por 
la Honorable Legislatura, y á mi juicio, ella quedó cumplida 
plenamente desdo que las dos Cámaras de que esta se com- 
pone, le prestaran su aprobación. 

T lo juzgo así : Primero : Porque la expresión Honorable 
Legislatura, empleada en dicha cláusula, está tomada en su 
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sentido técnico y comprensivo solamente de las dos Cámaras. 

Segundo : Porque tratándose de bases aprobadas y propues- 
tas por el mismo Ejecutivo, no se concibe que al referirlas á la 
aprobación de la Legislatura, li;iya quedado establecida t am- 
blen la condición do que el Ejecutivo las aprobara después, y 
Tercero : Porque una condición semejante, por la cual se 
haría depender absolutamente la fuerza de la obligación de la 
voluntad del deudor, sería de ningún efecto, según lodispuesto 
por el artículo 542 del Código Civil. 

Resulta, pues, de aquí ; que no habiendo ley alguna que 
prohiba al Poder Ejecutivo celebrar contratos ad referendum, 
y si, como acaba de verse, estos quedan concluidos y perfectos, 
sin más requisitos que La aprobación de Jas dos Cámaras Legis- 
lativas, no puede aquel hacer valer contra ellas Ja facultad 
que tiene para vetar Jas leyes: porque si bien puede usar legí- 
timamente de esta facultad cuando se trata de las leyes en 
general, no puede emplearla para dejar sin efecto los contratos 
que ha celebrado como persona jurídica» y sustraerse así á las 
obligaciones que estos le imponen. 

La consideración de que de estas conclusiones se seguiría 
que el Poder Ejecutivo no podría vetar los proyectos de ley que 
él mismo hubiese presentado, no me parece atendible : porque 
esos proyectos, aún sancionados por las dos Cámaras, á nadie 
obligan, mientras no bajan sido aprobados por él, espresa ó 
tácitamente, y puede por lo lanto aprobarlos 6 no, después de 
su sanción, sin faltar á ningún compromiso, mientras que no 
sucede lo mismo con un contrato ad referendum f el cual obliga 
al Ejecutivo desde el momento que es aprobado por las dos 
Cámaras. 

So observa que la Legislatura ba alterado el artículo .segundo 
del proyecto de ley con que el Poder Ejecutivo acompañó las 
bases del contrato. Pero esta alteración consistente solamente 
en haberlo autorizado para hacer uso de las rentas generales, 
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n m «¡o los títulos del seis por ciento do renta que pedio, no 
Altero ,1 controlo, „i le afecto en lo mís n ,i„ ¡mo . pncs ,„ 
clausula d.ez y siete se dojíá opeiondd Kj,cutivo atender las 
oW. g oc,ones que contraía. !> con tíl„l„ s del seis por ciento do 
rento, o con dinero efectivo. Si le es mis cúmodo servirse de 
uno ,, otro de esto, dos medio,, ce ooertlon entre el Kjocutivo 
} la Leg.slatura solamente ; porque de ningún modo afecta 
losderechosquo i los demandantes confiere el contrato desde 
que este ha sido aprobado sin reserva ni limitación alguna por 
el articulo primero do la sanción legislativa de quince de Fe- 
brero de mil ochocientos ochenta y cinco, y quedando así 
cumplida la condición establecida por la cláusula veintinueve. 

Por todo lo cual pienw que ol Poder Ejecutivo de la Provin- 
cia de Buenos Aires, está obligado i estender la escritura á 
que dicha demanda se refiere. 
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IK Eduardo Vereda contra IK Antonio Haimondi; sobre 
demolición y reconstrucción de pared divisoria 



Sumario. — i a La pared medianera que no puede soportar la 
mayor altura que se le quiere dar, puude ser demolida y recons- 
truida, sin que el reciño tenga derecho á reclamo por las inco- 
modidades de la reconstrueioih 

2? La demolición y reconstrucción debe ser á costa del que 
quiere alzarla. 

3" Si la pared antigua había sido hecha á costa del vecino, 
este no puede reclamar el pago de la mitad de su costo, y sota- 
mente tiene derecho á retirar los materiales de la pared demo- 
lida. 



Caso. — D. Eduardo Pereda propietario de una casa lindera 
con otra de D. Antonio Raimondi, eapuso, que la pared diviso- 
ria fué construida por liaimondi, asentando la mitad sobre su 
terreno y la otra mitad sobre terreno de aquel, pero con malísi- 
mos materiales, por cuya razón había resuelto reconstruirla con 
buenos materiales á fin de poder levantarla á mayor al tura pa- 
ra cargar sobre ella un edificio de altos. 
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Que como Raimondi se oponía i la demolición de le pared ve- 
nía á interponer el interdicto de obra vieja i fin de que ¡ele 

intimara que se absturiera de /» H mc á la demolición. 

Acrod.tada la competencia del Juzgado Federal por la distin- 
ta nacionalidad de lae partee, el Juez decretó un comparendo 

Reunidas las partos, el I)r l'onrouge por el Sr Raimondi dijo • 
Que hallan convenido en someter á la decisión d,l Juzgado 
esto umeo punto: si Iiuimondi tenia derecho á exigir oue so le 
comprara la mitad do la pared antes do ser demolida, sin perjui- 
cio de que la nueva pared que construía IVredu fuera mediane- 
ra hasta la altura déla existente, sin que Raimondi I «viera obli- 
gación de pagarle nada, reconociendo que el muro actual™ era 
bastante para una construcción do altos , pero sí para el edificio 
quo sostenía entonces. 

Oídas las espigones de I,u parte., el Juzgado resolvió te- 
niendo presento lo dispuesto en el artículo 272*. m Pl . rClia ' t0 . 
nu derecho a demoler la pared divisoria sin adquirir previamen- 
te la m diauena. con tal que la reedificara de calidad superior 

hasta la a tura de la demolida. sin indemnización alguno por 
parte de esU , ,ae l>eredn debía dejar la casa de Raimondi en el 
estado que tenía actualmente y que Kaimondi pedía rei,> ,r Zu! 
los materiales de la pared demolida. 



irá* , 



rail» de I» Uuprm 



Aires, Junio a <|„ 
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mil setecientos treinta y tres del Código Civil, se confirma con 
costas, dicho ante, Repuestos los sellos, devuélvase 

I. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGÚBEH* — C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA LUI 



D. Cárlos Casado contra í). Miguel T. Satas y la provincia de 
Córdoba; sobre reivindicación de un campo. 



Sumario. — 1° Por el artículo 6" del compromiso arbitral ce- 
lebrado en cinco de Majo de mil ochocientos ocbeuta y uno, en- 
tre las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, dichas 
provincias TenunciaTon en su interés recíproco y en el de sus 
causa-habientes, los derechos de propiedad sobre los terrenos le- 
gítimamente enajenados antes del mencionado compromiso, 
que pudieran serles adjudicados por el laudo. 

2? Las ventas hechas de tales terrenos por las provincias 
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uu„cia. ' 61 d0,,U^1<, <» ue ^ P«<li<lo par. dicha re- 



>. — Lo espJica el 
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de diez y ocho de Marzo de mil ochocientos ochenta y dos» par- 
te de dichos campos resultó dentro de los límites de Santa Fé, 
esto no alteraba en modo alguno los derechos de Salas, desdo 
que por la cláusula 6' del compromiso arbitral se había estipula- 
do, que el fallo de los árbitros sobre límites jurisdiccionales no 
alterarla en ningún caso los derechos de los particulares subsis- 
tentes en la fecha de dicho convenio, lo cual importaba el reco- 
nocimiento expreso por cada una di* las provincias contratantes 
de las enajenaciones bochas hasta esa focha, de terrenos que 
por el laudo arbitral resultaran en la jurisdicción de las otras ; 
que por consiguiente, la venta hecha á Casado por la provincia 
de Santa Fé, después de ta fecha de dicho compromiso» de tier- 
ras enajenadas antes de esa fecha por la provincia de Córdoba, 
no había podido transferirle derecho alguno, puesto que la pro- 
vincia misma do Santa Fe* no los tenía en la época de la venta. 

D, Cárlos Casado alega A su vez : que el laudo arbitral, según 
el cual el terreno cuestionado se halla en la jurisdicción de 
Santa Fé, había venido á demostrar que esta provincia es y 
siempre fué propietaria de él j pues dicho laudo no es transi- 
tivo sinó simplemente declarativo de derechos preexistentes; 
que no habiendo tenido Córdoba ningún derecho sobredicho 
terreno, no había podido transferir á Salas la propiedad de él, 
porque ninguno puede dar á otro un derecho que él mismo no 
tiene ; que dicho señor Salas, que, como se vé, no ha podido 
adquirir déla provincia do Córdoba derecho alguno sobre el ex- 
presado terreno, no podía invocar la cláusula 6' del compromi- 
so arbitral para fundar en ella la propiedad y el dominio que 
pretende tener : 

I o Porque ese compromiso es un simple contrato entre las 
provincias de Buenos Aires* Córdoba y Santa Fé, en el cual Sa- 
las no ha intervenido, y los contratos solo producen efecto entre 
las partes que los celebraren y sus sucesores universales, y no pue- 
den por consiguiente, oponerse á terceros ni invocarse por ellos ; y 
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2* Porque los contratos no confieren por sí solos derechos 
reates, derechos en ta cosa, siná solamente derechos personales 
pues parala adquisición de aquellos es indispensal.'e l a tradi- 
ción ó entrega déla cosa, aecha por el propietario que tenga 
capacidad para enajenar, y lejos de haberse hecho esta tradi- 
ción por la provincia de Santa Fe", única que como propietaria 
del terreno podía hacerlo, había protestado contra las ventas 
que Córdoba hacía, expresando terminantemente, que no per- 
mitina se tomara posesión de los terrenos que so encontrasen en 
su territorio. 

De todo lo cual deduce; que Salas no tiene derecho para con. 
tinuar ocupando la porción de campo que ¡«debidamente po- 
see, y p 1( ie, en consecuencia, se le condeno á su desocupación y 
a las costas del juicio. 

Y considerando: Primero: Que son hechos reconocidos por las 
partes y establecidos por lo. documentos que corren en autos ■ 
í* Que la provincia de Córdoba vendió ciento y tantas leguas 
de campo, que consideraba dentro de su territorio y de su ex- 
clusiva propiedad, á D. Miguel T. Salas, el diez y siete de Jniio 
de mil ochocientos setenta y nueve, es decir, do* años pri- 
mamente antes del compromiso arbitral de cinco de Mayo de 
mil ochocientos ochenta y imo, tomando posesión de dicho cam- 
po y manteniéndose en ella hasta la fecha ¡ 

2" Que por el laudo do la Suprema Corte de diez y ocho de 
Mayo de mil ochocientos oclientay dos, una fracción del referi- 
da campo resultó hallarse dentro de los límites de la provincia 
de Santa F£ ; 

3° Que dicha fracción quedó comprendida en las cincuenta 
leguas de terreno que esta provincia adjudicó como fiscal á 
D. Carlos Casado con fecha veinte y ocho de Abril de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro, es decir, tres años después del com- 
promiso arbitral ; 

4" Que el terreno en cuestión se halla ubicado dentro del pe- 
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rímctro qne por dicho compromiso se señaló como objeto de la 
cuestión entre las provincias contratantes, y al cual se refiere 
lo estipulado en las cláusulas 6 a y 7* del mismo ; 

5° Que por la claúsula C 4 se establece : * que el fallo del 
Tribunal arbitral sobre límites jurisdiccionales délas provincias 
contratantes, no alterará en ningún caso los 
particulares subsistentes en la fecha de este con\ 
que hayan sido legítimamente adquiridos ». 

Segundo : Que la cuestión que motiva el presente juicio, nace 
exclusivamente de la diversa interpretación que las partes dañe 
á esta cláusula del compromiso ; pues launa niega absolutamen- 
te los efectos que la otra le atribuye, siendo, en su consecuen- 
cia, indispensable para fijar su verdadero alcance, determinar 
cuál es el acto jurídico concluido por ella entre las provincias 
compromitentes. 

Tercero: Que lo consignado en dkha cláusula, que no es más que 
el resultado de aquel acto, está demostrando de una manera evi- 
dente, cuál es el carácter y la naturaleza de este, pues no se concibe 
que los derechos de los pa aculares pudieran conservara sin al- 
teración alguna, si cada una de dichas provincias hubiera de ha- 
cer valer contra ellos los derechos, que indudablemente tendría 
sobre los terrenos enajenados por las otras, si por el laudo ar- 
bitral resultaban dentro de sin límites. 

Cuarto: Que es evidente entonces, que para llenar el objeto ma- 
nifestado por dicha cláusula, de dejar á sus particulares en el goce 
tranquilo de su propiedad, las espresadas provincias han renun- 
ciado en su interés recíproco y en eJ de sus causa-habientes, los 
derechos de propiedad que pretendían tener en dichos terrenos, 
reservándose Bolamente sobre ellos la jurisdicción y el dominio 
eminente. 

Quinto: Que la renuncia, que es el acto jurídico á que se refiere 
la cláusula 6\ no está sujeta ú ninguna forma csterior {artículo 
ochocientos setenta y tres del Código Civil ; puede hacerse aún 
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de los derechos eventuales ó condicionales (articulo ochocientos 
setenta y dos del mismo Código), y 311 efecto inmediato, una 
vez aceptada, es quedar extinguidos loa derechos y las obliga- 
ciones correlativas (artículo 868 del Código citado). 

Sesto : Que la tradición de ta cosa sobre la que recaían esos 
derechos, es de todo punto innecesaria para adquirir la pro- 
piedad ; porque el que renuncia á sus pretenciones sobre 
el objeto ljtijioso, no cede esto objeto mismo, sinó que Jo deja 
simplemente á la otra parte con los derechos que esta pretendía 
tener en él , y Pn el presente caso, esa tradición era tanto más 
innecesaria, cuantoque las partes áquien la renuncia favorecía, 
ja tenía la cosa en su poder, y la poseía á nombre propio y 
en calidad de propietario. 

Sétimo : Que por consiguiente, una vez suscrita la cláusula <¡' 
y consumada asila renuncia, los derechos de dominio, que cada 
una de las provincias signatarias pretendía tener en los terrenos 
enajenados por Jasotnisdla fecha del compromiso, quedaron 
«tingo.*», y como únicos propietarios los particulares que los 
adquirieron de estas legítimamente. 

Octavo: Que así Lo hacompreudido la provincia de Buenos Aires 
mandando protocolizar en sus registros públicos sin observación 
alguna, las ventas de estensos territorios comprendidos en su 
jurisdiceton, hechas por la provincia de Santa FéáJos señores 
Alvear y Casey, y la hecha por l a provincia de Córdoba al 
mismo señor Salas por Ja parte de campo que resultó hallarse 
dentro de sus límites, lo cual demuestra de una manera evidente 
que la intel.gencia que Jas mismas partes contratantes enten- 
dieran dar ¡i dicha cláusula no es otra que la establecida en los 
considerandos anteriores. 

Noveno : Que en el mismo caso en que los soiiorea Alvear y Ca- 
sey se hallaban respecto de Ja provincia de Buenos Aires se baila 
D. Miguel T. Salas respecto do la de Santa Fé. pues este adqui- 
rió la propiedad del terreno que se cuestiona, mucho tiempo 
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antes de la fecha del compromiso arbitral, y ta adquirió legíti- 
mamente, puesto que se llenaron todas las formalidades que la 
ley prescribe para que una adquisición se considere legítima ; 
mientras que la enajenación hecha á D. Carlos Casado por el 
Gobierno de Santa F¿, se hizo tres años después do dicho com- 
promiso y con pleno conocimiento de los derechos de Balas, pues 
ella turo lugar después de haber este solicitado de dicho Go- 
bierno la protocolización de sus títulos, y mucho después aún 
de haber deducido al interdicto do amparo en la posesión per- 
turbada por el deslinde mandado practicar por dicho Gobierno, 

Décimo : Que laa disposiciones legales sobre el efecto de los 
contratos, de que hace mérito Casado para oponerse ú las pretcn- 
siones de Salas, ninguna aplicación tienen en el presente caso: 

I a Porque si bien es cierto por principio general, que ios 
contratos no pueden oponerse á terceros, ni invocarse por ellos, 
también lo es que cuando se ha contratado en el interés 
de estos terceros como lo revela en el presente caso la 
cláusula 6\ y estos lo ratifican, esta ratificación tie- 
ne el mismo efecto que la autorización previa, y les dá 
derecho para exijirel cumplimiento del contrato, según lo dis- 
puesto por el artículo mil ciento sesenta y dos del Código Ci- 
vil ; y 

2" Porque, según el articulo tres mil doscientos sesenta y sie- 
te del mismo Código, et sucesor particular puede prevalerse de 
los contratos hechos con su autor, y siendo Salas sucesor parti- 
cular de la provincia de Córdoba, como lo es Casado de la de 
Santa Fe\ no hay razón alguna para negarlo aquol derecho, so- 
bre todo, cuando Casado sucedió á Santa F£, después de haberse 
esta obligado a respetar los derechos de propiedad de los suceso- 
res de Córdoba legítimamente adquiridos sobre los terrenos que 
aquella le transfirió, 

Undécimo : Que siendo esto así, y resultando de lo que queda 
expuesto, que el derecho de dominio qur la citada provincia de 
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Santa Fe* pretendía tener en el terreno que se cuestiona, estaba 
extinguido en la fecha en que lo adjudicó á Casado, este señor no 
bu podido adquirir la propiedad de él, porque con arreglo á lo 
donato por el artículo tres mil doscientos setenta del Código 
Civil, nadi, puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor 
mniás estenso, que el que tenía aquel do quien lo adquiere. 

Por estos fundamentos, se absuelve á D. Miguel T. Salas do la 
demanda reivindicatoría interpuesta contra él por D. Cirios Ca- 
sado, sin especial condenación en costas. Notifíquese con el 
original, y repuestos los sellos, archívese, 

J. U. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
■ ' LADISLAO FINAS. - - FEDERICO 
WAHGtllES. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA WHl 



D. Eduardo Lascano, contra £>. Cipriano Archimbaud, sobre 

f/e contrato 



Sumario.- \« La falta del comprador en recibir la cosa 
comprada, no product por sí sola la resolución del contrato de 
compra. 
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3° El pago de tapona establecida en el contrato, no exime de 
su cumplimiento, sí rió en el caso en que este se hubiese es pre- 
samente contenido. 



Caso. — Se implica en el 




Sautiflg'i d«l talero, Julio ti <k 18ít2. 

Y vistos; estos autos iniciados por D. Eduardo Lascuno, 
ciudadano argentino, vecino de la provincia de Catamarca, con- 
tra ü, Cipriano Arcnimbaud, ciudadano francés, vecino de la 
Estación iFrias» del Ferro Carril Nacional Central Norte, ju- 
risdicción de esta provincia, por falta de cumplimiento de un 
contrato, de cuyo exúmen resulta: Que con fecha cinco de 
Noviembre del año 1880, celebró D. Cipriano Archiuibaud con 
D. Eduardo Lascano, en representación de lus Señores Ceferino 
Ferreira y C, un contrato por el que Archimbaud se compro- 
metía : 1° á entregar mil quinientos durmientes á tos cuarenta 
j cinco días de la fecha del contrato ; 2 a á hacer en seguida 
entregas mensuales cada una de igual número de durmientes á 
la primera, debiendo ser los durmientes de quebracho colorado, 
rectos, sin albura ni corteza, do las siguientes dimensiones : 
largo 2"70 á 2 m 90; tabla 0.24 á 0.26 y grueso 0.12 á 0.1 * ; 
3° á entregar dichos durmientes en la línea; A° ¡i hacer seis 
entregas de á mil quinientos durmientes cada una ; lo que equi- 
vale á un total de nueve mil durmientes. 

Asu vezLascano se obligaba; iM pagar a Archimbaud pOT cada 
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tiente del lugar en que celebraban el céntrate (Casilla tí' 321 ) H- 

numero de durmientes que .1 convenido, si Archimbaud quería 
entregar mayor suma abonándoselo, debidamente. Finalmente 
ae esquiaba por ambas parte. que siottlpro , ue llnil d(> e „ a ™ 

de foja r m BlM - Tod " '° etel rcs " lt;l "«trato 
Co„ fecha cinco de Abri. de 1881. les señores D. Osvaldo Ve- 
le* y D. Cefermo F. Ferroira cedieron, a favor de D. Kdunrdo 

ceZadol 00 .')' r ° 1 " ' S . 0br ° l " tre?a d ° tenían 
cerrad, con D. C.pr.ano Archimbaud, lirmadopor el referido 

sen Lascan,, en representación d, lo. señores C. Ferroira y 
C (documento de f. 5 , 6). Cb„ focha 20 d, Octubre de 188, 
se presento D. Eduardo I^ano en.ab.nndo demuda 
C.pr.ano Arcbimbaud, por „„ haber C(Implido 
r ba monccado, „eg„ n d, )S0 a entregar ,„ 5 durmientes á 
P asos convenido,, y aseverando que el «candado p rt , eud¡a 

SU '„ ? S** raeando " -•" d ° •»". - íí 

tículo 4 del referido coulralo. (Kscrito de demanda de f. 7 

de Sff T* Í T ede " CÍ9 f " Cr ° fBde "" ^ trasla- 
do de a demanda, la parto de Arcbimbaud contestó üuiendo 

fiTZ ^ ' P " eS tab¡, '" ,Q U '" i,i0 « » l«l lo» 

1500 durm,entcs. que debía entregarle 4 les cuarenta v cinco 

T*t el r ,rato (S de j ° •«»'. £5 

no concurní recbirlos (cuntes, ,¡o„ i „ demanda de f . 47 » 

cul , , C1, " H ' * PrUeba - P '»^™™ Hechos sobre lo. 
ua.es no hab,a conformidad de partos. ,„ de An-himbnud pro- 
dujo las declaraciones testimoniales ,„e obran desde fojas 60 
» 70; y la de I, aS c all „ i as ,,„ e obr . ln , u fojas 7( , . 7e 

\ Mllltir u. |. Qut e l documento de foja 4 constátala 
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existencia de un contrato bilateral, celebrado entre los señores 
Archimbaud yLascano, en representación de los señores Ce fe- 
rino Ferré ira j C' ( contrato del que nacían obligaciones recí- 
procas para una y otra parte ; 2' Que no es del caso determinar 
si la obligación es de lasque se llaman con cláusula penal, 
pues que para aplicar las disposiciones acerca de ellas, sería 
necesario que Lascano hubiese probado que en el térmi no con- 
venido Arcbimbaud no tuvo loa mil quinientos durmientes, y 
que no teniéndolos, quiso exonerarse de la ubligae iun do entre- 
gárselos ofreciendo pagar la multa, cosa que en manera alguna 
ha probado Lascano, pues que después de afirmar en su escrito 
de demanda de foja? & 10, que Archimbaud faltó á su obligación 
principal, y quiso solo cumplir la accesoria, no ha producido 
prueba ninguna que constate la verdad de semejante aserto; 
3 o Que el documento de foja 7 establo-e iu* bases de un contrato 
de compra-venta de durmientes, pues contrayendo Archimbaud 
la obligación de vender durmientes á Lascano, y contrayendo 
Lascano la obligación de comprarlos y estipulándose el precio 
de ellos, existen tu Jos- los elementos jurídicos necesarios para 
probar la existencia del contrato de compra-venta; -4* Que siendo 
tal el carácter jurídico del contrato de foja 4, resulta de las prue- 
bas que obran en autos (declaraciones testimoniales de f. ti7, 
68 y 78 y confesión de f. 110 A 111) que «1 comprador La sea no 
no concurrió en la época lijada en el contrato á recibir la cosa 
comprada, abonando su precio, y de esta circunstancia se des- 



De las declaraciones de los testigos Miguel Bonadetti, que 
dice que á fines de Enero de 1881, presenció la entrega que lia- 
rían Archimbaud con Echegoyená un contratista del Ferro Car- 
ril Argentino (f. 67), Kamon Cordero que dice recibió los dur- 
mientes á mediados de Enero (f. 08 vuelta), y Galdino Hcotti 
que dice que Echegoyen fué á recibirlos en el mes de Enero de 




cosa. 
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1881 (f. 78), resulta probada que Lascano no concurrió á reci- 
birse do los durmientes en ta feeba convenida, que era el 20 de 
Diciembre de 1880, a los cuarenta y cinco dtas de firmado el 
contrato de 5 de Noviembre de 1880. Ninguno de loa testigos 
ofrecidos dice que Archiinbaud no tuviese los mil quinientos 
durmientes pan entregar á Lascano el 20 de Diciembre de 1880 
fecha en que debió efectuarse la entrega. 

Además de la confesión de Lascano de fojas 110 a 111, resulta 
que es verdad que no concurrió en la fecha convenida á recibir 
los durmientes, aunque agregue que lo hizo asi á pedido de Ar- 
cbimbaud, sin que conste de autos ninguna otra prueba que 
demuestre la verdad de esta última parte de la confesión de 
Lascano. 

En el escrito de contestación á la demanda, consigna el de- 
mandado Arcbimbaud que Lascano no fué á recibir los dur- 
mientes en la fecba convenida, porque le adeudaba sumas de 
dinero por contratos anteriores ; este hecho queda probado por 
Ja confesión de Lascano de fojas 110 a i 1 1 . 

Lascano dice en su demanda que Arcbimbaud pretendía 
libertarse de la obligación de entregarle durmientes, pagando 
la multa establecida en el artículo 4 o del contrato de foja 4. 

No se ha probado en manera alguna este beebo. 

Tsíes verdad que Arcbimbaud no tenía los 1500 durmientes 
después del 20 de Diciembre, no lo es menos que no estaba obli- 
gado á la entrega de la cosa desde que el comprador no le 
pagaba el precio en el tiempo y lugar estipulado (art. 17, 
cap. 5°, til. 3% Sec. 3\ lib. 2» del Cúd. Civ,). Y respecto de 
que el verdadero carácter del acto es el de un contrato de 
compra y venta, no puedo dudarse, dada la definición que 
da el artículo I o , título 3 o , sección 3", libro 2? del Código 
Civil. 

Eiísten otras razones, adeinúa de las ya aducidas, que ti 
no hacen plena prueba por sí solas, son por lo menos fuentes 
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de presunciones vehementes que concuerdan con las declara- 
ciones ya citadas. Así, el demandado afirmó en su escrito do 
contestación á la demanda que si Lascano no concurrió en la 
¿poca contenida á recibirse de loa durmientes, fué porque les 
dcbia sumas de dinero por contratos anteriores ; y esto resulta 
probado por la confesión de Lascano de fojas 110 á 111, de la 
que se desprende que si él personalmente no debía á Archim- 
baud, era sócio de la casa de Córdoba, que le adeudaba canti- 
dades de dinero por contratos anteriores. 

Resumiendo pues : correspondiendo al actor probar los he- 
chos en que funda su demanda, siempre que estos sean negados 
por el demandado, como ha sucedido, Lascano debió probar 
aquellos en que fundó su demanda ; esto es, que Arcbimbaud 
no quiso cumplir el contrato en los términos estipulados, cosa 
que no resulta probada, según queda ya espuesto. 

T tratándose de un contrato bilateral, una de las partes no 
puede eligir su cumplimiento, sinó probando haberlo cum- 
plido, cosa que no lia hecho Lascano por su parto (art. 65, 
cap. 6°, tít. 9% sec. É», lib. 2" del Cód. Civ.). 

Por rstos fundamentos, y los concordantes de los escritos de 
fojas 47 A 53, y de fojas 03 á ÍNi, y defiuif i Tañante juzgando, 

ha probado cumplidamente su acción, y por tanto, absolviendo 
á Don Cipriano Arcbimbaud de la demanda contra él inter- 
puesta por Pon Eduardo Lascano, por falta de cumplimiento á 
un contrato, sin especial condenación en costas. Y repuestos 
que sean los sellos, y satisfechas las costas, archívese y noti- 
fiques*;, pudíuiido hacerlo con el original. 



í\ Oiaechea y Alcor ta. 
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Rumias Aires, Junio 4 de 1887 

Vistos : Don Eduardo Lascano demanda á Don Cipriano 
Archimbaud para que se le compola á entregar el número de 
durmientes que por el contrato de foja cuatro se obligó á 
Tenderle. 

Archimbaud se opuso á la demanda alegando : q« e no ha- 
biendo el demandante ocurrido á recibirlos en el término seña- 
lado, el contrato había quedado disuelto, y no considerándose 
ya obligado para con aquel, había vendido los demientes á 
otra persona para evitar que se deteriorasen con el sol y las 
lluvias. 

De los autos, resulta : 

Que por dicho contrato, celebrado el cinco de Noviembre 
de mil ochocientos ochenta, Archimbaud se obligó á vender 
¡í los seiíons Ferreira y Compañía, de quienes Lascano es 
cesionario, auove mil durmimtes de quebracho colorado, com- 
prometiéndose- u entregarlos sobre la línea del ferro-carril Cen~ 
tral Xorte, en la forma siguiente ¡ mü quinientot á los 
cuarenta y cinco dias déla fecha del contrato, y mensual me uto 
los restantes, en entregas también de mil quinientos dur- 
mientes cada una hasta completar el número indicado. El pago 
debía hacerse al contado por cada entrega, y m el caso de 
que alguno de los contratantes faltara á lo estipulado pairaría 

„ llrt 1 1 . i * Mr o- 

una multa de cien pesos mensuales. 

Que habiendo el comprador concurrido á recibir la primera 
entrega veinte dias después de vencido el término señalado, el 
vendedor se negó á efectuarlo considerando disuelto el 
por 110 haberse presentado aquel al plazo convenido. 

Que respecto de las entregas 
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dor manifiesta en su contestación á la demanda, que no Lizo 
diligencia alguna para ponerlos á disposición del comprador, ni 
este las hizo por su parte para recibirlos. 

Y considerando: Primero : Que la falta que se atribuye al 
comprador de no haber ocurrido en el tiempo señalado á reci- 
bir los mil quinientos durmientes de la primera entrega, no 
produce por sí sola la resolución del contrato, pues no hay en 
este cláusula alguna que asi lo autorice, como serla necesario 
con arreglo á lo dispuesto por el artículo rail doscientos cuatro 
del Código Civil. 

Segundo : Que esta falta esta prevista por el artículo raíl cua- 
trocientos treinta del mismo Código, concordante con el artícul o 
quinientos treinta y cinco del Código de Comercio, pues por él se 
dispone : que si d comprador de una cusa innoble deja de recibir» 
la, el vendedor, después de constituido aquel en mora, tiene dere- 
cho á cobrar las cortas de la conservación j las pérdidas é intere- 
ses; y puede hacerse autorizar por el juez para depositar la cosa 
vendida en un lugar determinado, v demandar el pago del pre- 
cio ó la resolución de la venta. 

Tercero : Que no habiendo el vendedor procedido en el 
presente caso con arreglo a las prescripciones de este artí- 
culo, no puede considerárselo exonerado de las obligaciones 
que le impone el contrato, y con tanta más razón, cuanto 
que el comprador ni siquiera incurrió en mora, puesto que no 
medió requerimiento judicial ni extrajudicial de parte del ven- 
dedor, para que recibiera la cosa Tendida, como era necesario 
para que aquel incurriera en mora, seguu lo dispuesto por los 
artículo» quinientos nueve del Código Civil, y quinientos treinta 
y seis del de Comercio. 

Cuarto : Que tampoco quedaría exonerado de ellas ofreciendo 
pagar la multa estipulada, porque seguu el artículo seiscientos 
cincuenta y ocho, el deudor no podrá eximirse de cumplir la 
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mente se hubiese resido este derecho, y tal reaerva no existe 
en el contrato do foja cuatro. 

Por estos filudamente, se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento doce, y se d,clara que Don Cipriano Archimbaud esta 
bl.gadoa cumplir las obligaciones centrad,, por dicho con- 
« ato, dependo computarse los términos lijados en él desde la 
not.ücaciou de esta s.nsencia. Xotifíqucsc con el original r 
repuestos los sellos, deruélransc. ' 7 



>. B. GOROSTIAGA.— |. DOMINGUEZ. — 

cladislao frías (en di-idencia). — 

FEDERICO 1BAIIGCREN. 



WS1DESCIA 



Vistos : y considerando en cuanto al recurso de nulidad , 
Que este S e funda en no fcftm, designado por el auto de 

. «I do del interrogatorio del demandante en el esá me„ de 
lo tes aos por él ofrecidos; y haberse mandado dec.arar 4 
e>Us al tenor del auto posterior que señalé ,* hechos "bre 
q o debía recaer la prueba de testigos * declaración prévia d 

las I'^-ntas de dicho interrogatorio 
Qoe el Jn,z do Sección, al abrir la causa á prueba en los 
rm,„o s de. auto do foja cincuenta y tres, se cuLm a r « 
«1. n-tenta y uno de la Uj de Procedimiento,, sin qB0 ' 
tlb el recurrente hubiese sufrido perjuicio alguno P 
Que aún en el supuesto de que al proceder de ese modo hu 
biese incurrido en atgnn defecto, él fué sub«u.J^ 
el antoje foja cincuenta y sieté J^ttS^ 

¡ta 
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debían probarse por testigos, cuando se solicitó producir prueba 
de esta clase. 

Que señalados esos hechos, quedó desechado implícitamente 
el interrogatorio del demandante en lo que no estuviese con- 
forme con lo ordenado en dicho auto. 

Que, sobre todo, el recurrente consintió dichos autos, no 
apelando de ellos, y dejando que se ejecutasen sin reclamación 
alguna de su parte. 

Por estos fundamentos, se declara no haber lugar al recurso 
de nulidad. 

Considerando en cuanto al de apelación : 

Que el demandante, según de los autos resulta plenamente 
justificado, no ha cumplido de modo alguno el contrato que ha 
dado origen á esta causa. 

Que en efecto, no concurrió sinó muchos dias después del 
convenido, á recibir la primera partida de durmientes que es- 
taba lista para ser entregada en el lugar designado por el con- 
trato, cuando ya el demandante había dispuesto de ella para 
procurarse recursos á liii de poder continuar sus trabajos, 

Que posteriormente, hasta la presentación de la demanda, 
tampoco hizo diligencia alguna para el recibo y el pago de la 
mencionada partida de durmientes, ni de las demás que durante 
cinco meses debía mensual mente recibir. 

Que varios meses después, vencidos ya todos los plazos esti- 
pulados para la entrega de los durmientes y el pago de su 
precio, y cuando este era mayor que el convenido, recien se 
entabló la demanda eligiendo el cumplimiento del contrato. 

Que los contratos son una ley para las partes, deben ejecu- 
tarse siempre de buena fó, y obligan no solo á lo formalmente 
expresado en ellos, sinó á todas las consecuencias comprendi- 
das virtualmenío en los mismos, ó como dice el Código de Co- 
mercio, á todas las que la equidad, el uso ó la ley atribuyen íi 
la obligación, según su naturaleza. (Artículos mil ciento no- 
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venta y siete j mil c ¡ ento n0Tenta och 
doscientos nueve del de Comercio!. 7 
Qoe el artíonlo mil doscientos uno del Código Civil ureserih, 
J- - .o, contratos ferales, una do Jpar n ? po 
demandar su cnmpUmiont. si no base ' J*g 
u ofrece^ chirlo. 6 ,„ 8U ¿ ¡ g¡ ¡g* 

danto nolo ha cumplido, ni esta „ tiempo Lbii¿ onecer 

va transcurro con esceso los piaros fijos convenidos. 

«S^SS^ e8to casu el artíci,, ° « 

cuat o del m smo Oód.go, queso refiero alas condiciones reso- 
cío T' " nP " ,!ítM 4 t4c¡tas - por la lev 

cuatroceu.os treinta del propio Código, ¿BASSSÍ 
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1A1KA I.XIY 



Don Cuno V. Hamlel y Don Miguel T. Salas, y por ellos la 
provincia de Cardaba, contra fkm José F. Fernandez : sobre 
oposición á una mensura, 

Sumario. — i" Por el artículo 6° drl compromiso arbitral, 
celebrado en 5 de Jlarzo do 1881, entre Ijis provincias de 
Unenos Aires, Córdoba y Santa Fé, estas renunciaron al domi- 
nio de los terrenos legítimamente vendidos, que pudiesen resul- 
tar dentro de su jurisdicción. 

La venta de los mismos hecha por la provincia adjudica- 
taria después del laudo, no puede perjudicar los derechos de los 
compradores anteriores, y la mensura mandada hacer, á conse- 
cuencia de esa venta, no debe incluir la parte vendida á estos 
últimos. 



Caso, — El caso se esplica por el 

■ •lio de I» Bupreaui Corle 

Buenos Airea, Junio l de 1887 

Tistos : estos autos iniciados ante el Juez de Primera Ins- 
tancia de la provincia de Santa Fe* j*or los señores Don Miguel 
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T. Salas, y Don Cuno M, Randel, oponiéndose á la mensura prac- 
ticada á solicitud de Don José F. Fernandez, de terrenos que 
pertenecieron originariamente á dicha Provincia, y que por 
enajenaciones sucesivas pasaron á su poder, según las escritu- 
ras de fojas una á cuatro de los autos agregados, resulta ■ 

Que elevados los autos á la Suprema Corte por haberse hecho 
parte en el juicio la provincia de Córdoba, citada de eviccioa 
por los oponentes, el representante de la misma, formalizando 
Ja oposición iniciada por estos, dice : Que el la mensurado los 
terrenos de Fernandez se incluye una parte, tanto de los ter~ 
renos do Salas como de lo, de Kandel ; Que la propiedad del 
prjmero estaba comprobada por la escritura de venta, que le 
hJ70 la Proviuda de Córdoba el diez y siete de Julio de rail 
ochocientos setenta y nueve, y que corre en los autos con Don 
Carlos Casado, pendientes aún auto la Corte, y la del secundo 
por lo, títulos agregados al interdicto de retener la posesión y 
de obra nueva, seguido contra Don Diego de Alvear ante el 
Juez de Sección de Santa Fe*, por cuya razón no los presenta ; 
pero que los presentará si las referencias que a ellos hace 
fuesen negadas por la parte contraria ; Que en dichos títulos 
consta que con fecha ocho de Knero de mil ochocientos setenta 
y cinco, la provincia de Córdoba vendió a Don Félix M Brizuela 
y i Don Guillermo üertram. varias suertes de tierra que com- 
ponían una área total de ciento treinta leguas, y habiendo Ber- 
tram declarado por escritura pública de trece de Abril del mis- 
mo, que io comprado pertenecía exclusivamente á Brizuela este 
le vendió á Randel, con fecha diecisiete del mismo mes y año 
ochenta leguas cuadradas de dicha área ; g U e aunque parte de 
los terrenos de Salas y de los de Randei habían venido i que- 
dar después del laudo de !a Suprema Corte de dieciocho de Mar- 
zo de mil ochocientos ochenta y dos, en ei territorio de Santa 
Fe, esta provincia no había podido vender válidamente niñ- 
earte de ellos, porque por la cláusula sexta del compro- 
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miso arbitral de cinco de Marzo de mil ochocientos ochenta j 
uno, 1as provincias compromitentes ae habían obligado á respetar 
las enajenaciones hechas antes de esa fecha poT cualquiera de 
tilas, de terrenos que resultasen por el laudo dentro de los 
límites jurisdiccionales de las otras, y que por lo tanto Santa 
Fe 1 no habla podido transferir á Fernandez derecho alguno de 
propiedad sobre las tierras vendidas por Córdoba antes del 
compromiso arbitral. 

Don José Fernandez, por toda contestación, reproduce el 
alegato que acompaña en un folleto impreso, presentado por 
Dou Cárlos Casado en los autos contra Salas por reivindicación 
de un campo. 

En ese alegato se sostiene que el laudo arbitral, según el cual 
el terreno cuestionado se halla en la jurisdicción do Santa Fé, 
había venido & demostrar que esta provincia es, y siempre 
fné propietaria de él, pues dicho laudo no era translativo, 
fiinó simplemente declarativo de derecho* preexistentes : que 
no habiendo tenido Córdoba ningún derecho sobre dicho ter- 
reno, no había podido transferir A Salas ta propiedad de él, 
porque ninguno pue<Ie dar á otro un derecho que él mismo no 
tiene ; que dicho señor Salas que no ha podido adquirir de la 
provincia de Córdoba ningún derecho sobre el expresado ter- 
reno, no podía invoear la cláusula sexta del compromiso arbitral 
para fundaren ella la propiedad y el di 



Primero: Porque ese compromiso es un simple contrato en- 
tre las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé\ en el 
cual Salas no ha intervenido, y los contratos solo producen 
efecto entre las partes que los celebraron y sus sucesores uni- 
versales, y no pueden por consiguiente oponerse á terceros ni 
invocarse por ellos, y 
Segundo : Porque los contratos no confieren por sí solos 
realas, derechos rn la cosa, sino solamente derechos 
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personales ; pues para la adquisición de aquellos es indispensable 
la tradición o entrega.de la cosa, hecha por e] propietaria que 
tenga capacidad para enajenar, y lejos de haberse hecho esta 
entrega por la provincia de Santa Fé\ única que como propie- 
taria del terreno podía hacerlo, había protestado contra la 
venta que Córdoba bacía, declarando terminantemente que uo 
permitiría se tomara posesión de los terrenos que se encontra- 
sen en su territorio. 

De todo lo cual, el citado Dou José Fernandez deduce que 
debe desecharse la oposición de Salas y do Kandel. 

Y considerado: Primero ■ Que do ios títulos de Don Miguel 
T. Salas, agregados á los autos promovidos por Don Cáilos 
Casado, que se han tenidr, n Ja vista, v de las referencias 
hechas á los de Don Cuno m. Raudeí, que no ha negado la 
parte de Fernandez, Tesulta : que la provincia do Cirdola ven- 
dió al primero con fecha diez y siete de Julio de mil ochocien- 
tos setenta y nuevo, una extensión de campo de ciento y tan- 
tas leguas cuadradas, y con ft cha ocho de ¡Cuero de mil ocho- 
cientos setenta y cinco enajenó una área de ciento treinta 
leguas, de las cuales ochenta pasaron Á ser propiedad del se- 
gundo por compra que este hizo con fecha diecisiete de Abril 
del mismo año mil ochocientos setenta y cinco á Dou Félix 3L 
Brizuela. 

Segundo : Que la parte de Fernandez no ha negado que una 
fracción de dichos terrenos viene á quedar comprendida en la 
mensura solicitada por él. de loa terrenos que adquhió de 
la provincia de Santa Fé, por enajenación que esta hizo de 
ellos con fecha dos de Abril do mil ochocientos ochenta y 
cuatro. 

Tercero; Que el terreno cuestionado se halla ubicado dentro 
del perímetro que por el compromiso arbitral de cinco de Mayo 
de mil ochocientos ochenta y uno, se señaló como objeto de la 
cuestión entre las provincias contratantes, y al cual se reEere 
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lo estipulado en las clausulas sextaysétimade dicho compromiso. 

Cuarto: Que por la cláusula sexta se establece : « que el 
fallo del tribunal arbitral sobre límites jurisdiccionales de las 
provincias contratantes, no alterará en ningún caso, loa derechos 
de los particulares subsistentes en la fecha do este convenio, 
siempre que hayan sido legítimamente adquiridos >. 

Qmnto: Que lo estipulado en esta cláusula sería i¥ todo 
punto ineficaz, sí cada una de dichas provincias, haciendo 
valer los derechos de dominio quo indudablemente tendría en 
los terrenos que resultasen dentro de bus límites, vendiese á 
otros eáos mismos terrenos enajenados por las otras provincias 
antes de la fecha dr dicho compromiso, y despojase así de sus 
derechos a los particulares que los adquirieron de estos legíti- 
mamente. 

Seato : Que este resultado, que en manera alguna puede 
admitirse ante los términos de la cláusula sexta, demuestra 
concluyentcmente que las provincias contratantes renunciaron 
en su interés reciproco y en el de sus causa-habientes, los de" 
rechos de propiedad que pretendían tener en dichos terrenos, 
reservándose solamente sobre ellos la jurisdicción y el dominio 
eminente. 

Sétimo : Que la renuncia para ser eficaz» no está sujeta á 
ninguna forma exterior (artículo ochocientos setenta y tres del 
Código Civil) ; puede hacerse aún de los derechos eventuales 
6 condicionales (artículo ochocientos setenta y dos del mismo 
Código) y su efecto inmediato una vez aceptada, es quedar 
extinguidos los derechos y las obligaciones correlativas (artí- 
culo ochocientos sesenta y ocho del Código citado), 

Octavo: Que la tradición de la cosasobre la que recaían 
esos derechos, es de todo punto innecesaria para adquirir la 
propiedad : porque el que renuncia :í sus pretensiones sobre el 
objeto litigioso, no cede este objeto misino, sinó que lo deja 
simplemente á la otra parte con leí derechos que esta preten- 
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día tener en él; y en el presente caso esa tradición era tanto 
mi. innecesaria, cnanto que la parte á quo la renuncia faro- 
recia, ya tenía la cosa en su poder, y la poseía en nombro 
propio y en calillad de propietario. 

Noveno : Que por consiguiente, una voz suscrita la clausula 
sexta, y consumada así la renuncia, los derechos do dominio 
que cada una de las provincias signatarias pretendía tener en 
los terrenos enajenados por las otras i la fecha del compro- 
miso, quedaron extinguidos, y como únicos propietarios quo las 
adquirieron de estas legítimamente. 

Décimo: Que así lo ha comprendido la provincia de Buenos 
Aires, mandando protocolizar en sus registros públicos sin 
observación alguna, la venta de eitensos territorios compren- 
didos en su jurisdicción, hechos por la provincia do Santa Vi 
4 los señores Alvear y Casey. y la hecha por la provincia de 
Urdoba al mismo sef.or Salas por la parte de campo que 
rosultú hallarse dentro de sus limites, lo ,„al demuestra de 
una manera evidente que la inteligencia que las mismas par- 
tes contratantes entendieron dará dicha cláusula „ C3 otra 
que la establecida en los considerandos anteriores. 

Undécimo : Que en el mismo caso cuque se hallaban Alvear 
y Casey respecto de la provincia de Buenos Aires, se hallan 
Salas y «andel respecto de la provincia de Santa f¿ um 
estos adquirieron los terrenos que delienden „.uc!.o antes' de la 
fecha del compromiso arbitral, y los adquirieron legítima- 
mente, puesto que se llenaron todas las formalidades que la ley 
prescribe para que .su adquisición .se considere legitima 

Duodécimo : Quo las disposiciones legales ,uc se invocan sobre 
el efecto de los contratos, ninguna aplicación lionenen el presen- 
te caso : Primero: porque si bien escierto, por principio general 
queloscontratos no pueden oponerse ú terceros ni inversarse por 
ellos, también loes que cuando se ha contratado en el interés 
de estos terceros, como lo revela en el presente caso la cláusula 
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sexta, y estos lo ratifican, esta ratificación tiene el mismo efecto 
que la autorización previa» y les dáderorecho para cxijirel cum- 
plimiento del contrato, según lo dispuesto por el artículo mil cien- 
to sesenta y dos del Código Civil j y Segundo : porque, según el 
artículo tres mil doscientos sesenta y siete del mismo Código , 
el sucesor particular puede prevalerse de los contratos hechos 
con su autor, y siendo su cesores particulares de Córdoba los 
señores Salas y Randel, como lo es el señor Fernandez de la pro- 
vincia de Santa Fé, no hay razón alguna para negarles aquel 
derecho, sobre todo, cuando Fernandez Lia sucedido á Santa Fé 
después de haberse esta obligado a respetar los derechos de pro- 
piedad de los sucesores de Córdoba en los mismos terrenos que 
hoy le transfiere aquella. 

Décimo tercera ; Qao siendo esto asf, y resultando de lo que 
queda expuesto, que el derecho de dominio que la citada Pro- 
vincia de Santa Fe" pretendía tener en los terrenos enajenados 
por Córdoba, estaba extinguido por La renuncia en la fecha 
en que vendió una parte de ellos á Fernandez, este señor no ha 
podido adquirir la propiedad do ella : porque con arreglo á lo 
dispuesto por el artículo tres mil doscientas setenta del Código 
Civil, nadie puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor 
y mas extenso que el que tenía aquel de quien lo adquiere. 

Por estos fundamentos, se declara que ; en la mensura man- 
dada practicar á solicitud de Don José F. Fernandez no 
debe incluirse parte alguna de los terrenos de propiedad de Don 
Miguel T. Salas, ni de los de Don Cuno M, Randel, sin espe- 
cial condenación en costas. Notifíquesc con el original, y re- 
puestos los sellos, archívense, 

J. DOMINGUEZ. — ULAUISL40 FRIAS.— 
FEDERICO IBARGÚRBK. — CS. DE LA 
TORRE. 
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CAUSA 



Terrasson, y p0 r él la Provincia de Córdoba 
contra los .señores Casey y Hunciman, sobre oposición á 
una mensura. 



Suman». - f* Después del laudo arbitral dictado por la 
Suproma Corte en virtud del compromiso alebrado en 5 de 
Mano de 1881, entre las provincias de Buenos Aires, Córdoba 
j Santa Fe\ estas no han podido vender válidamente los ter- 
renos enajenados legítimamente antes del compromiso por las 
provincias quo no resultaron adjudícatarias de ellas, en virtud 
del artículo sexto del citado compromiso arbitral. 

2 ft La mensura mandada hacer A consecuencia de la venta 
que de tales terrenos hubiese hecho después del laudo la pro- 
vincia adjudicataria, no 




Caso. — Se esplica en el 
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Fallo de lo «uprmo Corle 



Buenos Aires, Junio 4 de 1KK7 



Vistos: estos autos iniciados por Don Eugenio Terrasson unte 
el Juez de Primera Instancia do la provincia de Santa Fé, y 
elevados á esta Corto por haberse hecho parte en el juicio la 
provincia de Córdoba sobre oposición al deslinde y mensura 
mandados practicar por los señores Casey y H uncí mi n, de cien 
leguas do campo que el Gobierno de Santa Fé vendió el primero 
de Julio de mil ochocientos ochenta y dos á Don Javier Arrufo 
y este á los vspresados señores. 

Y considerando : Primero : Que según las «ser i tura-i de fo- 
jas una á doce, la provincia do Córdoba donó con fecha 
once de Octubre de mil ochocientos sesenta y siete, al 
convento de Santo Domingo, laa suertes de tierra ¡i que dichas 
escrituras se refieren, las cuales por enajenaciones sucesivas 
pasaron á sor de propiedad de Don Eugenio Terrasson. 

Segundo : Que los señores Casey y Uunciman uo han hechu 
observación alguna á los títulos de este, ui niegan el hecho de 
quedar incluida en la mensura mandada practicar por ellos una 
parte de los terrenos de aquel, sosteniendo solamente que las 
cien leguas de campo vendidas ¡í Don Javier Arrufó, en cuyos 
derechos sucedieron, están en el territorio déla provincia de 
Santa Fe\ y no en el de la de Córdoba como se pretende. 

Tercero i Que aún admitida Ja verdad de este hecho, siempre 
resultaría que la Provincia de Santa Fé no ha podido enajenar 
parte alguna de los terrenos enajenados por la 
leia de Córdoba antes de la fecha del compromiso arbitral 
do cinco de Hayo du mil ochocientos ochenta y uno, porque por 

á ladect- 
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sion de áTbitros sus cuestiones de límites» se estableció «pre- 
samente : que el fallo del tribunal arbitral sobre límites 
jurisdiccionales, no alteraría en ningún caso los derechos de 
los particulares subsistentes á la fecha de dicho convenio, 
siempre que hubiesen sido legítimamente adquiridos. 

Cuarto : Que esta cláusula sería de todo punto ineficaz; si 
cada una de las provincias contratantes, hacicudo valer los 
den chos do dominio que indudablemente tendría subre los 
terrenos que resultaren dentro de sus límites, vendiese ú otro 
los mismos terrenas euaj ' liados por las otras provincias antes 
de la fecha de dicho compromiso, y despojase así do sus dere- 
chos A los particulares que los hubiesen adquirido de estas 
legítimamente. 

(Jutnío : Que este resultado, que en manera alguna puede ad- 
mitirse ante los términos de la cláusula sexta, demuestra 
concluyentcmente que las provincias contratantes renunciaron 
en su interés recíproco, y en el de sus causa-habientes, los de- 
rechos de propiedad que pretendían tmer en dichos terrenos, 
reservándose solamente sobre ellos la jurisdicción y el dominio 
eminente. 

Sexta : Que el efecto inmediato de la renuncia, una vez 
aceptada es, según lo dispuesto por el artículo ochocientos 
ochenta y ocho del Código Civil, ta extinción de los derechos 
y de las obligaciones correlativas ; resultando en su consecuen- 
cia, que el primero de Julio de mil ochocientos ochenta y dos, 
fecha en que eliíobierno de Santa Té vendió á Don Javier 
Arrufó el campo transferido por este A los señores Casey y 
Runciman, dicha provincia ya no tenía ningún derecho de pro- 
piedad sobre la parte del mismo campo enajenada el año mil 
ochocientos sesenta y siete por la provincia de Córdoba, y 
por consiguiente no ha podido transferirla ni señor Arrufó, ni 
este & los señores fasey y Hunciman ; porque según el" artículo 

setenta del Código Civil, nadie puede traes- 
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ferir á otro sobre un objeto, un derecho mejor 6 más esteaso 
qae el que gozaba. 

Por estos fundamentos, se declara : que no debo incluirse en 
la mensura y deslinde di 1 ! campo de los señores Casey y Run- 
ciman, parte alguna de las suertes de tierra que por las escri- 
turas de fojas una á doce, pertenecen á Don Eugenio Terrasson, 
sin especial condenación en costas. Notífíquese con el original, 
y repuestos los sellos, archívense. 

J. II. GOHOSTIAGA. — (JLADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO 1BARGCREN . — C. S. DE 
LA TOnRE. 



4' AL'* A LXVI 



D.José T. Barbosa contra D, Alfredo iaffont; sobre rendición 

de cuentas. 



Sumario. —i° El que administra bienes ágenos tiene obliga- 
ción de rendir cuenta instruida y documentada de los intereses 
que tuvo á su cargo. 
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2° Dicha obligación no se prescribe por el termino de dos años 
una vez que ha sido probada por prueba úe confesión é instru- 
mental. 



Caso. — So explica en el 



Córranlos, Marzo ,3 de 1886 

T vistos : D. Laureano Benitcz apoderado do D. José T Bar- 
bosa demando á D. Alfredo Laffont, para que le rinda cuentas 
de los vapores de su propiedad, « Üsorio». « Primer Correnti- 
uo », * Teresa » y .Alto Paraná », como agente que fué de ellos 
manifestando que había rendido cuenta de los dos primero^ 
hasta el diez y siete de Junio del ano mil ochocientos setenta y 
ocho, y hasta el nueve de Setiembre del mismo ano mil ocho- 
cientos setenta j ocho del « Teresa », no habiendo rendido cuen- 
tas del a Alto Paraná », escepto de los viajes números diez y 
ocho y dice y nueve. D. Francisco T. Velazco, apoderado de La- 
ffont, contestando la demanda espone : que debe ordenarse al de- 
mandante presente los títulos que acreditan su propiedad en los 
vapores de cuja administración se le pide rendición de cuen- 
tas, porque ellos no son 6 no han sido de Barbosa ; confiesa que 
ha sido Agente de los vapores que expresa la demanda y ha 
rendido cuenta hasta las fechas que indica aqnella, y las ha ren- 
d.do ante la sociedad de BessoagliH- áqnien pertenecía la mi- 
tad de los tres primeros vapores; que por lo que nace a] vapor 
« Alto Paraná », su obligación de rendir cuenta será muy pota 
porque el exponente vendió ese vapor al demandante el oncé 
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de Octubre del año mil ochocientos ochenta y uno, Con lo de- 
más expuesto y probado por las partes. 

Y considerando: I o Que resalta probado por los títulos de pro- 
piedad y certificados del escribano de Marina presentados 
por el demandante y que corren desde fojas 22 hasta 31 , 
y fojas sesenta y <" iatro t que algunos de los vapores á que 
se refiere el demandante han sido de su exclusiva propiedad du- 
rante el tiempo de que se pide rendición de cuentas, y son el 
« Osorio », por haber comprado la parte que D. Pedro Ressoagli 
tenía en él el I o de Agosto del año mil ochooientos setenta y cin- 
co, según la escritura privada, visada por el vice-consul del Brasil, 
corriente á fojas veinte y cinco ; y el « Alto Paraná » que lo 
compró al mismo agente Lailont en diez y nueve de Octubre 
del año mil ochocientos ochenta y uno, siendo igualmente due- 
ño esoluaivo del « Primer Correntino » desde el treinta y uno de 
Diciembre del año mil ochocientos setenta y ocho, por haberle 
comprado su parte á su copartícipe D. Pedro Ressoagli, como 
consta del certificado del escribano de Marina á fojas treinta y 
una vuelta, y respecto del vapor « Teresa » fué condómino coa 
el mismo D. Pedro Ressoagli, desde el veinte y cuatro de Mayo 
del año mil ochocientos setenta y ocho hasta Octubre veinte y 
nueve del mismo año, en que lo vendieron áD. Aurelio Villalon- 
ga, según aparece del certificado del escribano de Marina i foja 
sesenta y cuatro. 

2 o Que el demandado ha confesado al contestar la demanda 
y al absolver posiciones á foja cuarenta y ocho que fué agente 
de loa vapores expresados y ha rendido cuentas hasta las fe- 
chas que exprésala demanda, y por lo tanto no se puede poner 
en duda que está obligado á rendir cuentas durante todo el 
tiempo que fué agente de dichos vapores, pues es principio 
constante de derecho, que todu el que administra bienes aje- 
nos, tiene obligación de rendir cuenta instruida y documentada 
délos intereses que tuvo á su cargo, y así lo establecen los ar- 
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ticnlos ochenta y dos y ochenta y tres del Código de Comercio 
respecto de los comerciantes qM celebran transpones por 
cuenta agena. w«™» por 

3" Que LaiTont, sin desconocer esta obligación, ha pretendí- 
do probar vanos hechos que sirviesen de base á l a cuenta que 
tenia que rendir, como el do que los vaporas eran de In socie- 
dad Cayetano Ressoagli H-», y fueron adminitrados por ella 

7 r *TT» M hS rCadÍ<i0 119 CBentas -teriores. que 
por orden de ella ha hecho gastos que deben imputarse en la 
cuenta, y q ue en tal caso resultará acreedor y no deudor del 
demandante, sienJo tales «acepciones stemporánea, y de carác 
ter general nada puede resolverse sobro ellas, pn,. cuando se 
Wm* cuenta Legará .a oportunidad en que el US 
«.Oeste sn derecho para pretender que se le admitan en pago la, 
can .d.des que gasti por orden del q B0 tenía der<!CD0 p ™ or(le _ 
narleu oponer cualquiera otra cscepcion determinada quedes- 
ruya la pretensión de aquel á quien rinde la cuenta. Intertao- 
o resulta probado que las escrituras presentadas por Uarbosa, 
fue sec.oá copartícipe do algunos de los vapores con do 
I edro Ressoagl. y no con la sociedad Cayetano Bessoa-ii 
porque, aunque aquel fuese también socio de esta sociedad, está 
nada 81 g„ l(l ca desde que „„ individuo puede ser miembro de 

ean _ entre sí. ampoco prueba que loa vapores . Osori. „ y 
« Pr.mcr torrent.no » sean de propiedad d. 1. sociedad Caveta 
no Kessoag.i H"", p„ r , u(1 haT111 i¡em ^ e] ^ 

r or.ayqu.ebradee.asociedad. como aparece del certificado 
el cubano á foja ciento treinta y . patiue 

Sf WF» POf 8B8W * «* d ° '» -orate- 
u , quiebra de d.cha sociedad, aquel habla comprado su parte 

im seco O Pedro Kessoagli. y sobre todo noaírece d el C- 
c.o"ado cert, cado cuqué forma. „¡ con ,«< m .L ¡gj e 
Barbosa en el concurso de Kesseagl. H»-.Por .in. n .da jusLiel 

T, I 
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que sean simuladas las escrituras de que consta que D. Pedro 
Resoagli vendió i Barbosa su parte. 

Por estos fundamentos, se declara que D. Alfredo I.alTont está 
obligado á rendir cuentas i D. José T. Barbosa de los vapores 
que expresa la demanda y de que fué Agente, señalándose el tér- 
mino de diez días psra rendirlas, bajo apercibimiento, sin per- 
juicio de que pueda oponer las csecpciones que 1c favorezcan en 
el acto de la rendición de cuentas. Hágase saber con ti original, 
y repóngase. 

Cárlos Luna. 



En la instancia de apelaccion Lalíont opuso la escepcion de 
prescripción, fundado en el artículo mil cuatro del Código de 
Comercio. 

fall* Je I» ftuprcMi forte 



ílu.-imi Air»-. Junio 1] ,!■< ]S^7 



Vistos : Por sus fundamentos y atenta la prueba de confesión 
é instumental que existe en autos, lo que hace inaplicable la 
prescripción fundada en el artículo mil cuatro del Código de 
Comercio invocada por el demandado en esta segunda instancia, 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja ciento cua- 
renta y cuatro : debiendo rendirse la cuenta en ella ordenada, 
por lo que respecta a los vapores « Osario », « Primer Correnti- 
no» y «Teresa», desde la fecha en que fueron rendidas las que 
se refieren en el escrito de 
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CAUSA LXVII 



Don Juan i. Segura contra Ib» Pedro San Cernm, por cobro 
de impuestos municipales ; sobre competencia. 

Sumario. ~U demanda en que 110 es parto la ilunicipali- 
«1*1. n. ningún, otra autoridad provincia], aunque sea por 
cobro de impuestas, correspondo al conocimiento de la justicia 
federal, si se entabla por el cesionario de esos impuestos, argén- 
tino, contra un extranjero 



u °' 7, T ' *** un - cesionario de la 

Municipalidad de Santiago del Estero, para el cobro de los 
^puestos municipales deniand¿ por el pago de lo, derechos 
<le Piso y aguardiente, correspondiste, al establecimiento 
azucarero de Contra a Don Pedro Han Gennes. extranjero, 
uhlicado por el demandante como vicecónsul de Krancia 
qu.eu opuso la iuemstitucionalidad do dichos impuestos ' 



Wm» del J M fi 

S;inli.tg.i. Novi-ruLn Ufo \ m 
Autos y vistos : resultando del último escrito de la parte de 
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San Germes, de foja 40 á 43, que esto señor no inviste el ca- 
rácter público de vice-cónsul francés que le ha atribuido la 
parte de Segura, circunstancia determinante de la competencia 
del fueTo Federal, en este caso, según lo dispone el inciso 3 o 
del artículo 2 1 de la ley de jurisdicción y competencia de lo* 
tribunales Federales de !4 de Setiembre de 1803; y conside- 
rando; que según la jurisprudencia sentada por la Suprema 
Corte de Justicia Nacional, los jueces de Sección son incompe- 
tentes para conocer de lus cuestiones que se susciten sobro cobro 
de impuestos provinciales (^S. 2", t. 8*, pág, 207; S. 2 fc , 
t. 8% pág. 133) ; que se ha alegado por San Germes á foja 
20 vuelta, la inconstítucionalidad del impuesto, y qu<> acerca 
de la inconstítucionalidad de las leyes de impuesto* provit.riales, 
solo puede conocer la justicia nacional en los casos del artí- 
culo Ude la ley de jurisdicción y competencia ya citada ; que 
los tribunales Federales deben declarar de olicio su incompe- 
tencia en cualquier estado di- la causa en que aparezca (S. 2", 
t. i , pág. <77)* t que es por tanto evidente que el conoci- 
miento de la presente causa no compete á la justicia Federal, 
ratione materia'. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten ; se declara 
este Juzgado incompetente para conocer de esta causa. Por 
tanto, remítanse los autos originales al s«>fior Juez do Primera 
Instancia en lo Civil y Conn rcial déla provincia con el respec- 
tivo oficio, y hágase sabor. 

Olnechea y Alcorta. 



VISTA DEL SESOIt PROCURADO* r.ENEUAL 

fínenm Aire», Sdieiubre á de 1685. 

Suprema Corte i 

Kneuentro la seiitmicm del señor juez de Sección perfecta- 
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mente ajustada á la jurisprudencia establecida por esta Corte 
y u loa principios fundamentales en que reposa nuestro meca- 
nismo constitucional. 

La independencia, y aún la vida misma de las provincias sería 
en efecto imposible, si hubieran ellas de depender de los pode- 
res nacionales para hacer efectivo el cobro de los impuestos 
con que proveen ú las premióos exigencias de su servicio 
interno. Por esto ha declarado V. B. con toda razón, que el 
recurso n los tribunales nacionales no puede estorbar el cobro 
de un impuesto, toda vez que Sll iiiconstitucionalidad nobava 
sido declarada debidamente, 

Y para llegar á esta declaración, forzoso es principiar por sa- 
tisfacer el impuesto, bajo reserva de ocurrir por su devolución 
a la autoridad competente. 

La justicia federal no es pues competente en el presente caso, 
por razón de ta materia; ni una demanda de este género 
puede llevarse á ella por razan de las personas, según lo ha 
declarado V. E. en la rausa série primera, tomo noveno, pa- 
gina 219, salvo en los caso* bieu limitados y conocidos del artí- 
culo U de la ley de Setiembre. 
Sírvase V, E. desestimar el recurso deducido. 



Eduardo Costa. 



r«iu 4* la 



Aires, Junio M de 18K7, 



Vistos y considerando : Que el demandante, argentino, cesio- 
nano de los derechos municipales del departamento de la Capi- 
tal dr ía provincia de Santiago, según las escrituras que cor- 
ren en autos, pide ante el juez nacional de aquella provincia 
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mande pagar al demandado, extranjero, «na cantidad de pesos 
que afirma le adeuda, según la Ley provincial de la materia , 
por los impuestos que se niega á satisfacer sobre el azúcar y el 
aguardiente que en tropas de carros trasporta do su ingenio, 
situado en el mismo departamento, á la capital de la Provincia. 

Que por lo tanto, esta es una causa civil sobre cobro de can- 
tidad de pesos, entre un ciudadano y un extranjero» sujeta á 
la jurisdicción nacional, según la Constitución y la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales. 

Que ni la municipalidad, ni ninguna otra autoridad de la 
provincia es parte en este juicio. l¿uc por esta raion, sin duda, 
el actor lia puesto su demanda ante el Juzgado Federal, y el 
demandado la ha contestado derecb amenté, sin declinar su 
jurisdicción. 

Que además, demandado el extranjero por un argentino ante 
la justicia nacional, no puede declinar d-j ella, conforme á la 
jurisprudencia que sobre el particular ha establecido la Corte 
por varios de sus fallos. 

Por estos fundamentos, oido c) señor Procurador General, se 
revoca el auto apelado de foja cuarenta y ocho vuelta, y se 
declara que el conocimiento de esta causa corresponde al Juez 
de Sección de la provincia de Santiago. Devuélvanse previa 
reposición de los sellos. 

J. DOMINGUEZ. —«LADISLAO FRIAS. — 

Federico IB4RGÚREN (en disi- 
dencia). 
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DISIDENCIA 



De conformidad con la jurisprudencia establecida por la Su- 
prema Corte en materia de impuestos provinciales, y mus espe- 
cialmente coo las declaraciones hechas en ios casos últimamente 
resueltos de Bodcn y compañía contra Tiscira y p iro Ia y de 
Don Rómulo Herrera contra los mismos, pienso que la resolu- 
ción que corresponde es la siguiente : 

Vistos y considerando : Primero : Q„ e la recaudación de la 
renta provincial es un acto administrativo sujeto en cada pro- 
vincia a leyes y procedimiento» especiales. 

Segundo: Que á ello, deben sujetarse tanto los ciudadanos 
como los extranjeros, pues no sería posible la vida propia que 
nuestras instituciones reconocen en cada Kstado, si estos no 
tuvjesen la facultad privativa de hacer efectiva su renta es 
decir sus medios de existencia, por medio de sus jueces, y con 
ani'glo a sus propias leyes. 

Tercero : Que do osto, principios, y de la jurisprudencia 
establecida por la Suprema Corle en materia de Impuestos 
provecíales, se desprende forzosamente que cuando se traU de 
la recaudación de estos, los extranjeros no goiandel fuero fede- 
ral, y solo puede,, acojerse á él en leseases previste, por el 
artículo catorce de la ley de catorce de Setiembre de mil oche- 
cientos sesenta y tres. 

Por estes fundamentos, los del auto apelado do foja cuarenta 
y res vuelta, y lo expuesto y pedido por el Procurador Geno- 
ral en su procedente vista, se conurma el auto referido 
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CALMA I A VI1I 



El itr. It. José Francisco í.opez, contra la provincia dv 
Buenos A tres, por rcirindívacron de un terreno; 
sobre competencia. 



Sumario. — E] domicilio de una persona ítue tiene establee i~ 
da su familia en un punto y sus negocios en otro, c$ el del pri- 
mer punto. 



Caso. — El Dr. D. José Francisco López diciéndose tecina de 
esta Capital, demandó al Gobierno de la provincia de Dueños 
Aires para que se declarara sin efecto la resolución do dicho Go- 
bierno que mandó ret revertir al ikeo de la Provincia un terreno 
que el demandante había comprado en La Plata. 

Opuesta la escepcion de incompetencia por ser el Dr. Lopt-z ve- 
cino de Belgrano, que formaba parte du la Provincia de Buenos 
Aires, so probó que el Dr. López residía von su familia en esc 
punto, y tenía su estudio de abogado eo la Capital, doude ejer- 
cía su profesión. 
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VISTA DEL seSor procurado)* general 

Rueños Airo». Junio 10 dv 1887 

Suprema Corte : 



una persona tiene establecida su familia m un lut f ur t y 
sus negocios en otro, eíprimmes el lugar de su domicilia, dice 
el articulo noventa y cuatro del Código Civil. 

Kstc es precisamente el caso del Dr. López. El mismo ha re- 
conocido, foja cuarenta y cuatro, que tiene su domicilio en 
Belgrano, y que, si viene á esta capital, en laque tiene auestu- 
dio do abogado ó sus negocios, es para regresar todas las noches. 

La cuestión resulta ser, entóneos, entre un vecino de la pro- 
vincia de Buenos Aires, y la misma provincia? el Dr. López ha 
ocurrido indebidamente á V. K. 
Sírvase V. L\ así declararlo, 



Fallo de la guprfmi Corle 



Aires. Jimio] H <Jr- 



1 istos : De conformidad con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador General en su anterior dictamen, se declara que esta 
Corte es incompetente para conocer un el presente juicio, fíe- 
puestos los sellos, archívese. 



J. B. COROSTIACA. — J. DOMWGüEZ. — 
V LA DI SLA O FRIAS. — FEDEIUCO IBAR- 
(¿CREN. — C, S. DE LA TORRE. 
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4 AI S A LA IX 



D, Conrado van Kmster. par ¡> t ríanla Afoyrf yarte-Meman, 
contra U, Enrique lUmifarm. por cobro de 
pesos ; sobre personería y arraigo. 



Samar t o, — No puede oponerse falta de personería y arraiiiu 
á un Agente de Compañía do Vapores que tiene poder de esta, y 
reside en el lugar del juicio. 



Caso. — a Conrado ron Kinster, Agente de la Compañía Ltoyd 
Norte-AIeman, demanda ál>. Enrique Lloniíaeio, por daños y per- 
juicios procedentes de la extracción de una partida de fardas de 
lana embarcados en el vapor e Ohio » de dicha Compañía. 

Bonifacio opuso falta de personería y arraigo en el demandan- 
te, quien presentó el poder cout'eridole por la Compañía, y alegó 
que la Agencia á su cargo estaba establecida en la capital. 



Buenos A ¡ros, Ormhrí ¿O de 1886. 
YYistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente 
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escrito, no ha lugar á las escepciones opuestas en el de foja 
7 contéstese derechamente la demanda m el término de ley. 
Repóngase el sello, sin más trámite. 

Virgilio V. Tedin. 



l.llorfeUi «íu^m. Curte 

tíñenos Aires. Junio ÍSU^ 1HST. 

Vistos: l'or loque resulta de! poder de foja treinta y uuere, 
y teniendo en conside ración que la A-eneia demandante reside 
en esta ciudad, se conlirma con costas el auto apelado de foja 
cuarenta y cinco vuelta. Repuestos los sellos, derivase. 

J, B, CtíUOSTtAGl. — J. IMMISGVEZ. 

lUmSUO FKUS. — FEl»Eh(CO IBAIt- 
tiCHEN.-C.S. DULATOHhE, 
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Moorv y TuUor, rontra Santiago ikzzera Hermanos, fw 



Sumario. — i" U compulsa de libros debe limitarse á par- 
tidas y asientos determinados, <iue Un%&ü reU-iou i- m -1 ptut- 
to ó cuestión de que se trata. 

2" Xo pueden admitirse como pruebas en un juicio las decla- 
raciones de testigos y posiciones producidaseu otro juicio. 

3 Ü El testigo presentado on tiempo, cuya declaración no ha 
podido ser prestada el día señalado por haber estado enfermu. 
puede y debe ser examinado con arreglo al artículo 139 del Códi- 
go de Procedimientos. 



raso. — Moore y Tudor, se presentaron en 13 de Agosto de 
1885 demandando i los hermanos Mczzera, fabricantes de lico- 
res fin la calle de Moreno 93i, por falsificación del Cognac Mar- 
tell, de cuya introducción estaban encargados, y pidieron se les 
aplicara el máximum de la pena de la ley de marcas de fábrica. 
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la indemnización de perjuicios que estimaban en 40.000 pesos 
nacionales, el secuestro de los efectos falsificados y su inutiliza- 
ción, y el pago de costas. 

Se ordenó bajo la responsabilidad de lo* demandantes el se- 
cuestro, resultando que el día de la diligencia, 19 de Agosto, los 
señores Mezzera se hallaban ausentes en el Rosario, y se encon- 
traron 6 botellas de Cognac Martell, que fueron embargadas. 

( "onferido traslado déla demanda, los señorea Mezzera, después 
de haber pedido y obtenido que se les pusiera de mauiJiesto las 
botellas embargadas, contestaron pidiendo el rechazo de la de- 
manda en costüs, y protestaron por los danos y perjuicios. 

Dijeron querrá falso que ellos fue*en falsificadores del Cog- 
nac Martell ¡í que se refiere la demanda, y respecto de las 6 bo- 
tel bis embargadas, manifestaron que, según referencia desusde- 
} endientes, una persona que dijo llamarse Feo. Aguerriberri, se 
presentó el 18 de Agosto á comprar una factura de varios ar- 
tículo* para remitir al Azul, en donde decía estar establecido, 
agregando que iba á mandar dos cajones con artículos compra- 
dos á otra parto, para hacer de todo un envío á la Kstacion del 
F» C. del Sud, r >ino en efecto mandó esos dos cajones cerrados, 
con un pe"u. 

Que al día siguiente luto lugar el embargo, y las G botellas de 
i ognac Martell fueron encontradas en eso* cajones, que se abrie- 
ron al hacer Ja pesquiza. 

Que autecsti- hecho ellos dobhn suponer ú que los señores 
Moore y Tudor hayan querido tenderles un lazo, o" que las perso- 
nas qoc dichos señores han ocupado en descubrir quienes eran 
los falsificadores del Cognac Martell han hecho la operación 
mencionada, para demostrar que l.s habían descubierto. 

Que el individuo en cuestión no ha vuelto á la casa á abonar 
el importe de los artículos comprados. 

Con fecha 30 de Julio de 1886. el Ju.-z abrió la causa ¿prueba 
sobre : I o si él Cognac que elaboran los señores Mezzcra lo embo- 
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te lian empleando como marca la del Cognac Marte! 1 ; 2 o si el 
contenido de las botellas embargadas ha sido elaborado por los 
demandados; 3 o si estos espenden á sabiendas cognac falsifica- 
do con la marca Martell y firma de los demandantes. 

El auto de prueba quedó notificado cu 2 de Agosto, y el tér- 
mino se prorogó por todo el de la ley. 

Durante el término de prueba Mezzera hermanos, pidieron la 
declaración de varios testigos, entre ellos D, Antonio Manzoni, 
En auto de i" de Setiembre, el Juez señaló para su esámen los 
días 4, 6 y 7 del mismo mes. 

En el I o de Setiembre, los mismos señores Mezzera pidieron 
que el actuario se constituyera en su casa y certificara si en el 
libro Borrador y con fecha 18 de Agosto de 1885, consta una 
venta hecha á D. F. Aguerrí berr i, de varias mercaderías, cuya 
partida no ha sido pasada al Diario en esa fecha, ni en los dias 
subsiguientes. 
El Juez, con fecha 6 de Setiembre, accedió. 
En 7 de Setiembre, Moore y Tudor pidieron que la prueba de 
libros ordenada á petición de Mezzera se ampliara, mandando 
que además de los libros ofrecidos por Mezzera, se pusieran de 
manifiesto los anteriores de que deben ser continuación los ac- 
tuales en ejercicio, y se asientan en diligencia por el actuario 
todas las observaciones que se le hicieran por ellos referentes á 
los libros. 

Pidieron también que entando vinculada la prueba producida 
en el espediente que contra los mismos Mezzera hermanos se- 
guía lacas* de Mallmamy O f se tuviera por reproducida en 
esta causa en cuanto fuese pertinente. 

El Juez accedió, por auto de 7 de Setiembre. 

En 7 de Setiembre Mezzera hermanos dijeron en otrosí, que el 
testigo Manzoni se hallaba enfermo en cama, y pidieron se se- 
ñalase para su examen otro día. 

El Juez, en auto del 7 de Setiembre, proveyó : c Resultan- 
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do que el testigo tendría quo declarar fuera del término de orne 
ba, no lia Jugar. > v 

Jifera hermanos reclamaron de la providencia de foja 
70 referente 4 los Hbros y < „ „ ruel)a M ^ 

SSSf ' Je ]a P^viaeiacia de foja Ti, referente al testigo 

Wjeron que sus libres no eran propiedad de los señores Moore 
J Tudor. y ,ue la exhibición general de ellos, que se eiicló 
no para constatar uu hecho determinado, sinó para anotar todas 
as observaciones que aludios seflores bicieran, era contraria á 
o dispuesto por el Código de Comercio, que solo la permitía en 
ios casos Imitados del juicio de quiebra, cesión, liquidación 
de sociedad, i negociación por cuenta ajena. 

Que la prueba producida por loa «Ñor, s .Malimann v Ceii 
juico con ellos sobro otra cosa distinta, no tenía nada que 
ver con el juicio actual, y que no era el modo lega] de producir 
pruebas en trie el exigir que se tuviera,, por tales pruebas las 
prodaedas en aque l, sin | M formalidades que la ley tefg, para 
las prueba, , uc en todo juicio se han de rendir con citación v 
asistencia de las partes. 

Que respecto al testigo Alanaooi, no era de ellos la culpa que 
«. ,,.co„ t rase enfermo, y este en» fortuito „ p„J is 1)rivarles l d( , 
la declaración de dicho testigo q u , habían presentad., en tiempo, 

3SS :T an cs - ! JlMi<l " "* la Sui,rc,ui *** « w*« 

<Sene2, t.3, pág. 76). 

Moore y Tudor, «quienes ae , ün ,¡ ri4 traído, contestaron 
<.«e la exhibición de libros que habían pedido era legal, porque 
no ,ra con el objeto do imponerse de lodos los negocios de Mex- 
zera sino para examinar todos los detalles de los asientos que 
se refirieran al punto en litigio, c „ todos los libros, principales 6 
aux.l.ares, que se estén escriturando en el día 6 que estén 
Hunos. ^ 

Que limiiar el eiúmcn ai roló asiento que indica el adversa- 
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rio, es lo mismo que no hacer examen alguno, y no es esto lo 
que dispone la lej de comercio. 

Que respecto de la prueba de Mallmann, la ley permite presen- 
tar como parte de prueba cualquier espediente que contenga da- 
tos conducentes al descubrimiento de la verdad, hayan 6 no in- 
tervenido en él las partes. 

Que en cuanto al testigo Manzoni, Mezzera hermanos presen- 
taron sus testigos al finalizar el término de prueba ; que no ha- 
biendo concurrido Manzoni el dia señalado, no es aplicable á su 
casólo dispuesto por el artículo 35, Código de Procedimientos, 
que se refiere a los testigos que han concurrido ; que tampoco es 
aplicable la doctrina de la Suprema Corte, porque Mezzera no 
ha comprobado la imposibilidad en que se h al Iba el testigo para 
concurrir» no siendo cierto que se hallara enfermo. 



Valla «el Jaei Mer«l 

Bunios Airea, Setiembre 28 de 188fi, 

Y vistos : Considerando : i ' En cuanto ¿ la compulsa de 
los libros del demandado, que ella fue decretada a su solicitud y 
para que versara sobre una operación determinada, que la pre- 
tensión del demandante para que esa compulsa se haga ostensi- 
va á todos los libros de la casa comercial perteneciente á su coli- 
tigante, y á efecto de que también recaiga sobre los libros an- 
teriores de que los actuales son una continuación, sin determi- 
nar en la petición las partidas que, relacionadas con el punto en 
debate! deben ser objeto del examen, no está en manera alguna 
autorizada por la disposición del artículo 72 del Código de Co- 
mercio; que una compulsa de los libros del demandado en la for- 
ma que se solicita importaría un examen general de ellos, dili- 
gencia que la ley no autoriza sino en los casos de escepcion es- 




DE JUSTICIA NACIONAL 300 

presamente determinados *n <jl artículo 71 del Código de Co- 
mercio, cu los que no solees cxijidn por la naturaleza misma 
de los hechos producidos, sino* que por otra parte ne presenta 
los peligros é inconvenientes que lian establecido su prohibición 
como regla general ; que la enunciación que por el artículo 71 
se hace de los casos en los cuales los libros de 
ser exhibidos, es esencialmente limitativa, 
cuando los libros deben servir pam 

dad y para el recto discernimiento de la justicia, la ley lia regla- 
mentado esa exhibición, de modo que sus objetos puedan cum- 
plirse sm irrogar el menor daño u ios intereses del comerciante, 
estraños á la controversia, lo que ciertamente no sucedería si la' 
parte que solicita la compulsa nu determinase los asientos ó 
partidas que teniendo relación con el punto ó cuestión de que 
se trata, deben ser materia ÚA examen ; que la aceptación de 
un temperamento semejante, importaría obligar al demandado á 
suministrar pruebas en apoyo de las pretensiones de su adversa- 
rio, lo que es, ó. no dudarlo, inadmisible j 

2 o Kn cuanto ¡i la solicitud para que se tenga como 
parte de prueba, en este juicio, la producida cu el seguido 
por Mallmann contra el mismo Mezzera, que no so trata de 
documentos que no hayan podido ser habidos al presentarse 
la demanda, que es el caso del artículo ÍO de la Lev de Proce- 
dimientos, sino de — ~- ! - 



cual se exije 





de testigos para la 
que deben observarse en 

,u,v,w ™ *e presenten ; y 
3» Que por lo que respecta ú la declaración del testigo 
Manzzoni, el Juzgado encuentra arregladas las consideracio- 
nos aducidas en el precedente escrito. 

Por estas razones, se resuelve : I" revocar por contrario 
imperio él auto de foja 70, declarándose que la inspección debe- 
rá limitarse á lo pedido por Mczzera en el escrito de foja 58, é 
igualmente el mismo auto que ordena se tenga como pai 

Ü 



T. I 
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prueba en este juicio la producida en el de Hallmann contra 
Hezzera ; y 2° no hacer logar ni á la revocatoria ni á ta 
apelación en subsidio interpuesta, del auto de foja 74 vuelta. 
Repóngase el sello y notifíquese con el original. 



Tmitm de I» leppfwi Corte 



Buenos Aire*, Junio 18 du 1887, 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja ciento ocho, en cnanto revoca el de foja setenta; y por lo 
que respecta al examen del testigo D. Antón ioManzoni, tenien- 
do en consideración que dicho testigo ha sido presentado dentro 
del término de prueba, y que ha debido ser examinado con ar- 
reglo á lo dispuesto por el artículo ciento treinta y nueve del 
Código de Procedimientos, en atención al impedimento alegado 
par la parte, se revoca dicho auto sobre este punto, declarán- 
dose que debe señalarse nuevo día para el extimen del mencio- 
nado testigo. Repuestos los sellos, 



j. n. GOROSTfAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGfjREH. — C. S, DE LA TORRE. 
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CAUSA UXI 



Matiman ,j C; contra Santiago Jhm hermano, 





debe J imitarse á par- 
ion con el punto 



Sumario, — |° j /a 
tidas y articules 
6 cuestión de que se trata, 

JSmSÍT tdn,Ít¡r9e C ° m ° prUCba8 en '« <"eola- 

T P , í eSt,,ÍOS 7 P ° SÍCÍ<W0S P r<,ducid « « «l W juici. 
M m testigo presentado en tiempo, cuya declaración no h. 



ta». - El caso es ¡gnal.l do la w, an te,i,r, coa la dife- 
roncaqao io. señorea Hallmann y C- pidiera» e. agregaran 
cnmo prueba, la, declaraciones j posiciones producida, *» el 
pWto de ios «florea Moore, Tudor contra Megera UerJñ, 
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Fttllo AUN Jww R^mI MNl i 

Buenos Aires, Selienihre 28 de 188fi. 

T vistos: Considerando: 1° En cuanto á la compulsa de 
los libros del demandado, que ellaf .(• decretada á su solicitud 
j para que versara sobre una operación determinada; que la pre- 
tensión del demandante para que esa compulsa se haga esten- 
si va á todos los libros de la casa comercial perteneciente » su 
colitigante, y a* efecto de que también recaiga sobre los libros 
anteriores, de que los actuales son una continuación, sin deter- 
minar en la petición las partidas que relacionadas con el ponto 
en debate deben ser objeto del exámen, no está en manera al- 
guna autorizada por la disposición del artículo 72 del Código 
de Comercio; que una compulsa de los libres del demandado 
en la forma que se solicita importaría un examen general de 
ellos, diligencia que la lev no autoriza si nú en los casos de 
escepcion espresamente determinados en el artículo 71 del Có- 
digo de Comercio, en los que no solo es eligido por la natura- 
leza misma de los hechos producidos, sinó que por otra parte no 
presenta los peligros é inconvenientes que han establecido su 
prohibición cerno Tegla general ; que la enunciación que por 
ei artículo 71 se hace de los casos en los cuales los libros de 
comercio pueden ser exhibidos es esencialmente limitativa, por 
cuyo motivo, cuando los libros deben servir para el esclareci- 
miento de la verdad y para el recto discernimiento de la jus- 
ticia, la lev ha reglamentado esa exhibición de modo que sus 
objetos puedan cumplirse sin irrogar el menor daño á los inte- 
reses del comerciante, estraños a" la controversia, lo que cierta- 
mente no sucedería si la parte que solicita la compulsa, no 
determinase los asientos ó partidas que teniendo relación con el 
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punto ó cuestión de que se trata, deben ser materia del examen ; 
que la aceptación de un temperamento semejante importaría 
obligar al demandado á suministrar pruebas en apoyo de las 
pretensiones de su adversario, lo que es á no dudarlo 
sí ble. 

2" En cuanto á la solicitud para que se tenga como 
pruebaen esto juirio la producida cnel seguido porMoore jTu- 

no bajan podido ser habidos al presentarse la demanda, que es 
el caso del artículo iOde la Ley de Procedimientos, sinó de po- 
siciones y de prueba de testigos, para la cual se exigen forma- 
lidades especiales que deben observarse en cada juicio en que 
se presenten ; y 

3" Que por lo que respecta á la declaración del testigo 
Manzzoni, el Juzgado encuentra arregladas las consideraciones 
aducidiis en el presente escrito. 

Por estas razones, se resuelve : 1" revocar por contrario 
imperio el auto de foja 134, declarándose que la inspección 
deberá limitarse n lo pedido por Mazzera en el escrito de foja 
124; é igualmente el mismo auto que ordena se tenga como 
parte de prueba en este juicio la producida en el de Moore y 
Tudor contra Mezzera; y 2 o no hacer lugar ni A la revocatoria 
ni á la apelación en subsidio interpuesta del auto de foja 135 

notifíquese con el original. 



A mires I '{¡arriza , 



Jluenoí Aires. Junio 18 de 188T7. 
Vistos: por sus fundamentos, se conlirma el auto apelado de 
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foja ciento setenta y cuatro, en cuanto moca el de foja ciento 
treinta y cuatro ; y por lo que respecta al exámen del testigo 
Manzoni, teniendo en consideración quo dicho testigo ba sido 
presentado dentro del término de prueba, y que ha debí Jo ser 
examinado, con arreglo á lo diapuesto por el artículo ciento 
treinta y nueve del Código de Procedimientos, en atención al 
impedimento alegado por la parte, se reroca dicho auto sobre 
este punto, declarándose que debe señalarse nuevo dia para el 
exámen del mencionado testigo. Repuestos los sellos, devuél- 
vase. 

J. DOMINGUEZ. — ULADISL&O FRIAS. - 
FEDERICO JEARGÚREN. — C. S. DE LA 
TORRE. 



C AUüA LXXI1 



Contienda de competencia negativa entre et Juez Federal de 
Corrientes^ y el Juez Letrado del territorio naeionai de 
Misiones, en la causa criminal por homicidio de ¡renco 
Hodriguez imputado á Gregorio Pomar. 

Sumario. — Corresponde al Juez Letrado del Territorio de 
Misiones el conocimiento y resolución de las causas por delitos 
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cometidos dentro de dicho Territorio, y deben remitírselo los 
obrados por otro Juez, cualquiera que sea el estado de ellos. 



Caso, — El Gobernador del territorio nacional de Misiones 
remitió en Setiembre de 1885 al Juez Federal de Corrientes un 
sumario instruido por el Juez del'azdela Colonia Santa Ana, con 
motivo del homicidio de Ireneo Rodríguez, imputado á Grego- 
rio Pomar. 

El Juez Federal aceptó «I conocimiento de la causa, dictando 
el siguiente 



Y ristos : Considerando ¡ |« Que al dictarse la ley de límites 
de !a provincia de Corrientes, en Diciembre 22 del año Í88J, 
que figura en la página 682 del Registro Nacional, se establece 
en al artículo 2 o de la misma que el Poder Ejecutivo propon- 
drá al Congreso la organización, administración y gobierno 
conveniente para la parte del territorio de Misiones que queda 
fuera de aquellos limites, y por el artículo 3 o que mientras el 
Congreso no dicte la ley orgánica de ese Territorio, el Poder 
Ejecutivo organizará una Gobernación General y reglamentará 
sus atribuciones. 

2" Que el Poder Ejecutivo no lia dictado un decreto general, 
señalando las atribuciones de la Gobernación de Misiones, y se 
limitó i nombrar Gobernador, por decreto de i* de Enero 
del año 188 > t autorizándolo para proponer los demás emplea- 
dos creados por el presupuesto de ese año, sin que en lo suce- 
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síto bc haya dictado ley ó decreto alguno estableciendo el 
modo de administrar justicia en aquel territorio, ni la osten- 
sión que debía tener la jurisdicción de los Jueces de Paz á 
que el presupuesto se refería, hasta que se ha dictado la ley 
general para la administración y gobierno de los territorios 
nacionales, de Octubre de 1884, en la cual se establece que los 
Jueces de Paz de los misnus, tendrán una jurisdicción limi- 
tada, tanto en lo civil como en lo criminal, con apelación 
para el Juez Letrado de I a Instancia, creado por la misma ley, 
el que no ha sido nombrado aún por el Gobierno. 

3" Que no habiendo ejercido en ningún tiempo los Jueces de 
Paz de Misiones, la jurisdicción Ciril y Criminal en toda su 
ostensión con apelación á este Juzgado, por no haber Ie| algu- 
na que así lo estableciese, como la ejercían los Jueces de Paz del 
Chaco, con arreglo ¡í las leyes provisorias dictadas para estos 
territorios en los años 1872 y 1874, correspondía á este Juz- 
gado conocer de las causas que se suscitasen en aquel territo- 
rio, como lo resolvió la Suprema Corte con respecto á los terri- 
torios del Chaco antes que se organizasen las autoridades (Fa- 
llos de la Suprema Corte, S. 2*. t. C°, pág. 80), y por consi- 
guiente, no puede cubrr duda de que pertenece á este Juzgado 
conocer de la causa sub jiuhee, pue¿ aunque por la ley de 
1884 para la administración de los Territorios Nacionales se 
ha creado un Juez Letrado qtie deba conocer de ¿1, no ha- 
biendo sido aún nombrado r ste por el Gobierno, la jurisdicción 
debe ejercerse en la misma forma que antes de sancionada 
aquella, hasta que sean nombrados los Jueces que ella crea, 
porque no puede suponerse que la ley haya querido abolir la 
jurisdicción que ejercía este Juzgado, sinó desde que sea nom- 
brado el Juez que deba ejercerla en su lugar. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por 
el Fiscal, sr declara que este Juzgado es competente para en- 
tender en esta causa en primera instancia. En su consecuencia, 
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comparezca e] procedo á adelantar su declaración indágate 
tm, debiendo el Fiscal espedirse en la solicitud de escarcela- 
eion, de que .se le corrió traslado. Hadase saber con el ori- 
ginal. 

Curios Luna. 

De acuerdo con e ste auto continuó el procedimiento hasta 
llamar los autos para sentencia, en cajo estado recibió comuni- 
ración del Juez Letrado del Territorio de Misiones de hallarse en 
posesión de su cargo. 



Aule del Jun Federal 



Y Tistes: Considerado ! 1" Que este Juzgad, no ha tenido 
jamas jurisdicción sobre el territorio Xacioual de Misiones, 
pues como Juzgado Federal su jurisdicción se ha limitado á los 
delitos do cierta especie cometidos en esta Provincia (art 14 
de la ley de 12 de Octubre del ano Í862), y si ha conocido ifc 
las causas criminales suscitada en aquel territorio, fue por no 
haberse establecido la autoridad jndicial que conociera de rilas 
y no se puede suponer que en una Nación hava un territorio 
poblado sin juez que entienda y decida las causas civiles y cri- 
minales que en él se susciten. 

2° Que por el artículo 36 de la ley orgánica de los Territo- 
rios Nacionales, de i8 de Octubre de) año 1884, corresponded los 
Jueces Letrados de los territorios el conocimiento de las causas 
de toda especie que se suscitan en ellos, j no pudiendo la juris- 
dicción criminal prorogarse ni radicarse en un Tribunal incom- 
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pétente ó que ha dejado de ser competente, por cuyo motivo so 
puede promover la competencia, cualquiera que sea el estado 
del juicio, antes de pronunciada la sentencia, por ser la juris- 
dicción de órden público (Tejedor, Derecho Criminal, 2* parte, 
N° 94), se declara por estos motivos y lo espuesto y pedido por 
el Procurador Fiscal, que este Juzgado es incompetente para 
seguir conociendo de esta causa, por haber tomado posesión de 
su cargo el Juez Letrado de I» Instancia del territorio de 
Misiones, donde turo tugar 
su consecuencia, remítase este 

notificación á las partes. 




AUTO DEL JUEZ LETRADO DE MISIONES 



Posada*, Noviembre 35 do 1886. 

Autos y vistos: Considerando: 1" Que si bien es exacto en 
general que la competencia en materia criminal se puedt pro- 
mover en cualquier estado de la causa mientras no haya sen- 
tencia , no lo es en el presente caso, desde que consta por el 
auto do foja 30 vuelta, del Juez de Sección de Corrientes, 
que era él el competente para conocer de esta causa cuando 
se inició, eu cuya virtud ha prevenido, creándose así la obli- 
gación de mantenerse en la prevención ganada, según la ju- 
risprudencia de nuestros tribunales, y )a opinión común de 
los prácticos. 

La competencia que se atribuyó para conocer 86 hallaba 
declarada por la Suprema Corte en el caso análogo que men- 
ciona el mismo auto y en la causa XCIV, tomo 15 de sus Fallos, 
y lo autoriza á decidir, desdi 1 que no hay disposición alguna 
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legal que diga que .1 conocimiento de los . sun tos pendientes 
ante el Juzgado de Sección de Corriente» pase á esto, oiis- 
tiendo .1 precedente establecido por la ley de Setiembre 14 
de 1863 qne mandaba terminar y fenecer en loe tribnnalea 
provineiales ante quienes pendían, las causas que pertenecían 
4 la jurisdicción nacional que se creaba ¡ disposición que obe- 
deció á raines de buena administración de justicia, no obs- 
tante que la división de la jurisdicción en esc caso afectaba Tu 
soberanía misma. El Juez de Sección de Corrientes, hallán- 
dose penetrado del asunto por el conocimiento que desde el 
pnncipio tomó, habiendo presenciado todos aquellos actos del 
procesado capaces de revelar algún indicio de culpabilidad 6 
inocencia, como 1. impresión ,„e sus preguntas ú observado- 
nes pueden haberle causado en la declaración y confesión, es 
quien se halla en situación de poder mejor apreciar y Juz- 
gar, sm ,ue pueda decirse en ningún momento que la acción de 
la justica se desvirtúa, puesto que, teniendo qne aplicar las 
•a leyes, le aplicará también la misma pena. 
2" Que por otra parto, no es sério que consentida la providen- 
cia en que el Juez se declara competente, pueda admitir des- 
pués la ^competencia deducid, por la, partes, o declararla de 
olico. ha los más modernos Códigos se encuentran dispoaieio 
nes espWsas ,„o coartan esta libertad tan perjudicial,; ¡^ru- 
pia de la marcha regular de los juicios. 

nart ÍentelT' " tlI14nd<,Se "* **" 1¡st ° 

par. sentencia, y ap Urado8 todQS ans 

mientas q„„ pueden m distinto, de los m corresponden á 

e 1>T ** deSPríUja Je él C0 " Perjuicio de. 

enjuicindo, quien tendría que soportar las demoras áqueiudu- 

S .on de .legar nuevamente sobre 1» prueba, dada la forma en 
solver 06110 " a Íl ' C2 ' ,ÍStÍ " t0 Jel qB<! «- 
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Por estas consideraciones, que manifiestan que el Juez de 
Sección de Corrientes no ha debido desprenderse de la presente 
causa, y no obstanto la opinión del Fiscal, este Juzgado se 
abstiene de conocer en ella, y devuélvase á dicho Juez, pidién- 
dole al mismo tiempo, que, caso de disconformidad, la pase á 
Corte & los efectos que con 



VISTA DEL SEflOH PROCURADOR GENERAL 




Suprema Corte; 

La jurisdicción os un atributo de la soberanía, que puede el 
soberano depositar y distribuir en la forma que más estime 
conveniente. 

Cuando dos naciones, ó dos fracciones de una, se reúnen ó 
separan, es materia convencional establecer que jueces lian de 
conocer de las cansa* pendientes ; diré mejor, es 
cuya solución pende de la discreción de los poderes que 
vienen en la nueva creación, no de derechos inherentes á los 
territorios unidos ó separados. 

La práctica entre nosotros ba sido varia, 

Al organizarse la justicia federal, las causas pendientes 
ante los Tribunales de Provincia continuaron ante los mismos, 
aunque por las personas ó la materia correspondieran á la ju- 
risdicción nacional (art. 22 de la Ley de Jurisdicciou y Com- 
petencia). 

Federalizado el municipio de la Capital, los asuntos de ju- 
risdicción federal que tramitaban ante los Tribunales de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, pasaron á los Jueces que con este motivo 
se creaban, mientras que los asuntos pendientes ante la Corte 
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Suprema déla misma Provincia, á cualquiera jurisdicción á que 
pertenecieran, quedaron & la resolución de la 
310 y 3M de la ley de Diciembre de 1881). 

No habiendo determinado la ley que federan h torniono 
de Misiones qué jueces conocerían de las cansas pendientes ( 
incumbe á la discreción de esta Corte, en defecto de otro poder 

no es para mí difícil ni dudosa, 
el juicio ante el Juzgado de Corrientes, prójimo ú 
jues de larguísima tramitación, sería contrarion 
todo principio de buena administración pasarlo á un nutvo 
Juez, para principiar de nuevo. 

Pienso por esto, que debe V. E, resolver esta contienda or- 
denando que el Juzgado de Corrientes continúe sus procedi- 
mientos. 



Eduardo Costa. 



r*ll« 4* lm 



Unenos Aires, Junio 21 <j n 1S87. 

Vistos: üido el señor Procurador General, y por los funda- 
mentos del auto del Juez de Sección de Corrientes de foja 
ciento cinco vuelta, se declara que el Juez competente para 
conocer en esta causa, es el letrado del territorio nacional de 
Misiones. Remítansele, en consecuencia, los autoa, y bagase sa- 
ber al T 



J. B. GOROSTIAGA. — J, DOMIUGUEZ. — 
ULAMSI.AO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGUREN. — C. S. DE U TORRE. 
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CAUSA LXXIII 



Don Ervigio Coca, y por él, la provincia de Córdoba, contra fas 
señores Catey y Hunciman ; sobre oposición á una men- 



Sumario. — i* Por el articulo 6 o del compromiso arbitral 
celebrado en 5 de Mirzo de 1881 entre las provincias de Bue- 
nos Aires, Córdoba j Santa Fó, estas renunciaron al dominio 
de los terrenos legítimamente vendidos, que pudiesen resultar 
dentro de su jurisdicción. 

2 o La venta de los mismos hecha por la Pro?incia adjudica- 
taria después del laudo, no puede perjudicar los derechos do 
los compradores anteriores, y la mensura mandada hacer á 
consecuencia de esta venta no debe comprender la parte ven- 
dida á estos últimos. 



Caso. — Se esplica en el 



F«it« de I* ■«prevui Ctorte 



Buenos Airan, Junio 21 de 1887. 



íera instan- 
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cia de la provincia de Santa Fé por don Ervigio Coca, oponién- 
dose á la mensura mandada practicar á solicitud de los señores 
Casey y Kunciman de cien leguas de campo, que el Gobier- 
no de dicha Provincia vendió á los espresados señores, re- 



Que elevados los autos al conocimiento originario de la Su- 
prema Corte, por haberse hecho parte en el juicio la provincia 
de Córdoba, de la cual proceden los derechos de Coca, el repre- 
sentante de dicha Provincia, formalizando la oposición iniciada 
por este, dice : Que don Miguel F. Salas compró al Gobierno 
de Córdoba, con fecha diez y siete de Julio de mil ochocientos 
setenta y nueve, ciento y tantas leguas de campo, de las cuales 
vendió á don Ervigio Coca una área de veinte leguas cuadradas ; 
que los señores Casey y Runciman incluyen en la mensura que 
han mandado practicar estas veinte leguas como parte de las 
cien que el Gobierno de Santa- Fé vendió el primero de Julio 
de mil ochocientos ochenta y dos ádon Javier Arrufó, en coyos 
derechos sucedieron ; que dicho Gobierno no ha podido vender 
válidamente parto alguna de los terrenos vendidos á Safas por 
la provincia de Córdoba el aiio setenta y nueve, aunque por el 
laudo de la Suprema Corte de diez y ocho de Marzo de mil 
ochocientos ochenta y dos, hayan resultado comprendidos en el 
territorio de Santa Fe; porque por la cláusula sexta del compro- 
miso arbitral do cinco de Marzo de mil ochocientos ochenta y 
uno, las provincias contratantes se obligaron á respetar las 
enajenaciones que las unas hubiesen hecho antes de esa fecha, 
de terrenos que por el laudo resultasen en la jurisdicción dé 
las otras; que por consiguiente, Santa Fé no habla podido 
transferir álos señores Casey y Runciman ningún derecho sobre 
dichos terrenos. 

Los señores Casey y Runciman alegan á su vez; que el opo- 
nente no ha comprobado el hecho principal de su oposición 
cual es, la ubicación en territorio de Santa FÓ de los terrenos' 
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Tendidos á Salas Ó Coca por la provincia de Córdoba; que esta 
renta real y efectiva no puede comprobarse con solo exhibir 
una escritura que se refiere á un plano administrativo y ú pun- 
tos y posiciones puramente ideales del terreno, sino con la ubi- 
cación real de la propiedad vendida, en que conste el trabado 
de lineas y fijación de mojones legalmente practicada, que aún 
en el supuesto de haberse probado estos hechos, siempre resul- 
taría que ni Salas ni Coca han podido adquirir derecho alguno 
sobre los terrenos vendidos por la provincia de Córdoba, desde 
que, según el laudo de la Suprema Corte, dichos terrenos per- 
tenecían á la provincia de Santa Fé; que el compromiso arbitral 
es un simple contrato que no puede oponerse á terceros, ni 
invocarse por ellos ; pnes solo obliga á las partes que lo celebra- 
ron y á sus sucesores universales; que como simple contrato 
no ha podido transferir ningún derecho real; pues estos no se 
adquieren sinÓ por la tradición de Ja cosa, hecha por el propie- 
tario qutí tenga capacidad para enajenar, y esta tradición no 
se ha hecho poT la provincia de Santa Fé, único propietario de 
los terrenos ubicados en su territorio. 

Y considerando : Primero : Que las ventas hecha por la Provin- 
cia de Córdoba á don Miguel T. Salas de ciento y tantas leguas de 
campo, de que forman parte las veinte leguas vendidas por éste á 
Coca, tuvo lugar el diez y siete de Julio de mil ochocientos setenta 
y nueve, es decir, dos años próximamente antes del compromiso 
arbitral de cinco de Marzo de mil ochocientos ochenta y uno, y 
la hecha por ta provincia de Santa Fé i don Javier Arrufó, en 
cuyos derechos sucedieron los señores Casey y Ituuciman. se 
efectuó el primero de Julio de mil ochocientos ochenta y dos, 
es decir, más de un año después de la fecha de dicho com- 
promiso. 

Segundo; Que la posesión real y efectiva de Salas en los 
terrenos que le vendió la provincia de Córdoba, así como la 
ubicación de una parte de ellos en la jurisdicción de Santa Fé, 
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admitirse ante los términos de la cláusula sexta, demuestra evi- 
dentemente que las Provincias contratantes renunciaron en su 
interés reciproco y en el de sus causa-habientes, los derechos 
de dominio que pretendían tener en dichos terrenos, reser- 
vándose solamente sobre ellos la jurisdicción y el dominio 
eminente. 

Octavo : Que la renuncia no está sujetad ninguna forma 
estorior (artículo ochocientos setenta y tres del Código Civil) ; 
puede hacerse aún de los derechos eventuales 6 condicionales 
(artículo ochocientos setenta y dos del mismo Código), y su 
efecto inmediato es quedar extinguidos los derechos y las obli- 
gaciones correlativos (artículo ochocientos sesenta y ocho del 
Código citado). 

Noveno i Que la tradición de la cosa sobre la que recaían 
esos derechos, es de todo punto innecesaria para adquirir la pro- 
piedad ; porque el que renuncia ú sus pretensiones sobre el 
objeto litigioso, no cede este objeto mismo, sinó que lo deja 
simplemente & la otra parte con los derechos que esta preten- 
día tener en él; y en el presente caso esa tradición era tanto 
más innecesaria, cuanto que la parte á quien la renuncia favo- 
recía, ya tenía la cosa en su poder, y la poseía á nombre propio 
y en calidad de propietario. 

Décimo : Que, por consiguiente, una vez suscrita la cláusula 
sexta y conanmada así la rennneia, los derechos de deminio, 
que cada una de las Provincias signatarias pretendía tener en 
los terrenos enajenados por las otras á la fecha del compromiso, 
quedaron extinguidos, y como únicos propietarios los particula- 
res que los adquirieron de estas legítimamente. 

Undécimo: Que así lo ha comprendido la provincia de 
Buenos Aires mandando protocolizar en sus registros públicos 
sin observación alguna las ventas de estensos territorios com- 
prendidos en su jurisdicción, hechas por la provincia de Santa 
Fé á los señores Alvear y Casey, y la hecha por la provincia do 



DE JUSTICIA NACIONAL 387 

Córdoba al mismo eeñor Salas por la parte de campo que resultó 
hallarse dentro de sus límites; lo cual domuestra de una ma- 
nera concluycnte, que la inteligencia que las mismas paites 
contratantes entendieron dar á dicha clausula no ts otra que 
la establecida en los considerandos anteriores. 

Duodécimo: Que los señores Aivcar y Casey se hallaban 
respecto de la provincia de Buenos Aires en el mismo case que 
Salas respecto de la de Santa Fé; pues este adquirió de la 
provincia de Córdoba Jos terrenos que se cuestionan, dos anos 
próximamente antes de la fecha del compromiso arbitral, y los 
adquinó legítimamente, puesto que se llenaron todas las forma- 
lidades que la ley prescribe para que una adquisición se consi- 
dere legítima. 

Décimo-tercero : Que las disposiciones legales de que ha- 
cen mérito los señores Casey y Runciman, sobre el efecto 
de los contratos, ninguna aplicación tienen en el presente 
caso • 

I o Porqoe si bien es cierto, por principio general que 
los contratos no pueden oponerse á terceros, ni invocarse por 
ellos, también lo es que cuando se ha contratado en ci interés 
de estos terceros, como lo revela en el presente caso la cláu- 
sula sexta, y ellos lo ratifican, esta ratificación tiene el mismo 
efecto que la autorización próvia, y les dá derecho para exigi* 
el cumplimiento del contrato, según lo dispuesto por el artículo 
mil ciento sesenta y dos del Código Civil ; y 

2* Porque, según el artículo tres mi! doscientos so- 
■enta y siete del mismo Código, el sucesor particular puede pre- 
valerse de los contratos hechos con su autor, y siendo Salas v 
Coca sucesores particulares de la provincia de Córdoba, como 
lo son de los de Santa Fó Casey y Runciman, no hay razón 
alguna para negarles aquel derecho, sobre todo, cuando estos 
adquirieron de Santa Fé los terrenos que so cuestionan des- 
pués de haberse obligado dicha Provincia á respetar los dere- 
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chos adquiridos ya sobro ellos por los que los obtuvieron do la 
provincia de Córdoba. 

Décimo-cuarto: Que, siendo esto así, y resultando de lo que 
queda espuesto, que el derecho do dominio que la Provincia de 
Santa Fe* pretendía tener en dichos terruños, estaba extinguido 
por la renuncia en la fecha en que los enajenó á Cascy y Run- 
ciman, estos señores no han podido adquirir la propiedad de 
ellos; porque, con arreglo á lo dispuesto por el artículo tres mil 
doscientos setenta del Código Civil, nadie puede adquirir sobre 
nn objeto un derecho mejor y más estenso que el que tenía 
aquel de quien lo adquiere. 

Por estos fundamentos, se declara : que en la mensura man- 
dada practicar á solicitud de los señores Casey y Kunciman no 
debe incluirse parte alguna de los terrenos vendidos por don 
Miguel T, Salas á don Ervigio Coca, y á los cuales se refiere 
la escritura de foja una á foja cinco, sin especial condenación 
en costas. Kotifíqucse con el original, y repuestos los sellos, 
archívense. 

i. B. GOROST1AGA. — J. DOMlSCUEZ, — 
U LADISLAO FRIAS. — J. IBARGÚREN. 
— C, 8. DE LA TORRE. 



a Ihcarda Silva de t'emtta contra D. Juan Itolling 
traja de una finca ; sobre embargo ¡> t 
juicio de desalojo. 



en~ 




Sumano.- Sin escritura pública ú otra prueba fehaciente 
no procede el embargo prevente de un inmueble, ni la sus- 
pension del juido 



toc-D'Hicarcia Silva de Peralta, ocupante de una finca 
m dice haber comprado y hecho construir con el producto do 
unas ovejas de m propiedad, un amigo de olla D, Juan Bolling 
y demandada por este ante un juez de paz por desalojo de la 
misma entabló demanda ante el juez de primera instancia para 
que Bolhng fuera condenado á entregarle la finca ; y pidió em- 
bargo preventivo de estay oficio al juez de paz para que sus- 
pendiera el juicio de desalojo. 

El juez de primera instancia confiriendo traslado de la deman- 
da, ordeno el embargo y la suspensión solicitada. 

Bolling decliné de jurisdicción por ser extranjero y argentina 
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la demandante ; y aceptada la declinatoria por el juez de pri- 
me» instancia, pidió ante el jnez federal la revocación de las 
dos medidas mencionadas. 



Valle «el Iwi Federal 



Bueno* Aire*. Octubre 35 de 1886, 

Vistos: habiendo esta parte reproducido en el presente es- 
crito su demanda de foja... y traslado de ella á D. Juan 
Bolüng ; y en cuanto al desembargo de la propiedad reclamada, 
y suspensión del juicio de desalojo, por los fundamentos aduci- 
dos en el escrito de foja 42 y teniendo además 'presente que la 
acción deducida no se apoya en escritura pública ú otra prueba 
fehaciente que justifique la acción deducida, déjansé sin 
efecto dichas medidas, 

Virgilio |T, Tedin. 



Bueno* Aires, Junio 23 do 1887. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y ocho ¡ y préria reposición de sellos» 
devuélvanse. 

J. H. COROSTf AG A . — 4 . DOMINGUEZ. — 
ULADISLAO FfllAH. — FEDERICO I BAR- 
CO RETI. — C. S. DE LA TORNE. 
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0. Carlos Juan Ilodriguez por Ignacio Perea y Compañía, con- 
tra Don Sandalia Ferreyra, por cobro ejecutivo de pesos ; 
sobre competencia. 

Sumario, La muerte de un socio no impide que U razón 
social continúe las gestiones iniciadas en vida de él, ante el juez 
competente que conoce en ellas. 



Caso. - D, Carlos J. Rodrignez inició por la razón social 
I. Perea y O, una acción ejecutiva por la suma do 1754 pesos 
87 centavos, contra D. Sandalio Ferreyra. 

Durante la ejecución murió el socio Perca, y el ejecutado 
opuso la cesación de la personería de Rodríguez, y la incompe- 
tencia del juzgado federal, por pertenecer ya á una testamenta, 
ria el crédito quu se cobraba. 



San Luis. SO de /alio gi 1886. 

Y vistos : la solicitud del ejecutado D, Sandalia Ferreyra, con 
lo alegado á su respecto por el ejecutante. 
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Y considerando; 1° Que el mandato que ejerce D. Cárlos 
Joan Rodrigos, ha sido conferido por D. Ignacio Perca, á nom- 
bra de la razón comercial « Ignacio Perca y C'i y qb su cali- 
dad de socio administrador de la misma, según lo espresa la 
escritura pública de foja... 

2" Que debe tenerse por exacta, á los efectos de la ley, la 
aseveración del deudor sobre el fallecimiento del mandante, des- 
lc que lia sido tácitamente reconocida y aceptada de contrario. 

3 o Que la sociedad acreedora inviste el carácter de mercantil, 
conforme á las bases y objetos estipulados en el contrato cons- 
titutivo, corriente á foja ... y se encuentra por lo tanto, some- 
tida a las disposiciones del Código de Comercio. 

Este, al enumerar en su artículo 484 las causas porque se 
disuelve totalmente la sociedad, cita la de la muerte do uno de 
dos socios; !a escritura respectiva no contiene pacto espreso pa- 
ra que continúen en ella sus herederos, o que subsista entTc los 
sócios sobrevivientes. El contrato mencionado prevé en su ar- 
tículo 10 el caso sttb judice, y estatuye que falleciendo el socio 
administrador durante el período de la sociedad, el comanditario 
se hará cargo del activo y pasivo déla casa y abonara á los suce- 
sores de aquella parte que le corresponda, etc., etc. : lo que sig- 
nifica que la voluntad de los contrayentes fué dar por disuelta la 
sociedad, ocurrida que fuese la muerte del administrador ó 
gerente de ella, insinuando asimismo la manera de hacerse la 
liquidación. La Suprema Corte cu la serie 2', tomo 4 o , página 
Í46 de los fallos ha sentado que el fallecimiento de uno de los 
socios, es causa de la disolución del contrato de sociedad. 

4° Que la prescripción íi nal del precitado artículo 484, en 
que se apoya el ejecutante, al consignar que debe continuar la 
sociedad, "lamente para finalizar los negocios pendientes, pro- 
cediéndose á la liquidación de los Ünalizados, so refiero á ope- 
raciones comerciales comenzadas, que por lo regular no admi- 
ten demora, y no á negocios ó asuntos judiciales en tramitación 
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como el de que se trata, y cuya terminación puedo dilatarsepor 
largo tiempo, con verdadero perjuicio de la liquidación de )a 
sociedad. El crédito, además, cuya ejecución se prosigue, está 
liquidado, representa una propiedad, una acción efectiva y 
definida ya, una porción de los bienes sociales que podré ser 

de* la "tom^í ^ * ***** * algUa ° * 103 C0 * partíci P es 
5 o Que en virtud de lo espuesto, y tratándose de la testa- 
mentaría del mandataiíode la sociedad D, Ignacio Perea y do 
teniendo esta hoy representante legítimo que pueda continuar 
la ejecución, el juicio concerniente 4 la liquidación de aquella 
os ageno i la justicia federal. (Art. 12, iuc. I" déla Ley sobre 
jurisdicción y competencia do los tribunales Nacionales). 

Por tales consideraciones: el juzgado se declara incompeten- 
te para seguir conociendo de esta causa, debiendo tenerse tam- 
bién por fenecido el mandato que ba estado ejercitando el Sr 
Hodriguez; sin especial condenación en costas. Hdgasc saber 
' original y repónganse los sellos. 

P.E. 



VISTA DEL SBflOR PROCURADOR GENERAL 

Dueños Aires. Slayo 7 de 1887. 

Suprema Corte: 

El fallecimiento del socio D, Ignacio Perea no ha cambiado 
la naturaleza de esta causa, ni basta a sacarla del fuercen que 
estaba radicada. * 

La sociedad ha quedado disuelta, nadie lo niega; continúa 
empero, á loa objetos de su liquidación, nadie puede negarlo 
tampoco. 
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P*n este caso, 1» disposición del articulo 401 del Código de 
Comercio no pnede ser mis clan, ni más explícita: « El juez 
á quien compete proveer á la seguridad de los bienes del socio 
fallecido, dice, no podrá intervenir en los bienes hereditarios 
que existieran en la masa social ni ingerirse en manera algu- 
na en la administración* liquidación y participación de ta 
sociedad tino que se limitará á recaudar la cuota liquida que 
resultase pertenecer á dicha sucesión >. 

Esta sera la misión del jaez que conozca en la testamentaria 
del finado D. I. Perea dejando que la liquidación de la razou 
social Perea yC* déla que la ejecución contra Ferreyra es un 
simple incidente, continúe el camino trazado por la ley. 

Sitiase V. E. «Tocar la sentencia recurrida. 




Buenos Aires, Junio 23 de 1687. 

Vistos; Atento £ lo dispuesto por la ley veinte y tres, tita lo 
quinto, partida tercera y articulo cuatrocientos ochenta y cua- 
tro del Código de Comercio, y de conformidad con lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General, se moca al auto ape- 
lado de Coja 34, declarándose que el juez nacional de la sección 
do San Luis, debe continuar en et conocimiento del presente 
juicio. Préria reposición de sellos, deruélvanse. 

J. R GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
«LADISLAO FRIAS. — FEDERICO ÍRARGlJ- 
REM — C. S. DE LA TORR1. 
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CAUSA LIXVI 



D* Francisca Lemomfj de Salinas contra Ih José ftossi y Ü, 
Enrique Mascetii, sobre cobro de danos y perjuicios y pago de 
costas judiciales. 



Sumario. — i° No habiéndose probado la existencia de los 
daños no procede la acción por indemnización de los mismos. 

2 o El demandado que se ha negado indebidamente á abonar 
cantidad alga na por razón de obras que estaba obligado a hacer 
y que resulta condenado á pagar, es responsable do las costas 



Vaso. — Se vx plica en el 



WmUm del Jnet Mml 



Buenos Aires, Agosto SO de 1886, 

Vistos : estos autos seguidos por D. Manuel Salinas á nom- 
bre de su esposa D* Francisca Lemoing (viuda de Granea) contr 
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D. José Rossi y D. Enrique Maseetti sobra cum plimiento de un 
contrato é indemnización de daños y perjuicios, de los cuales re- 
sulta lo siguiente ; 

Que la Sra de Salinas con los Sres Rossi y Maseetti, celebra- 
ron contrato do locación por la casa calle de Solis NM09 en 
fecha i* do Agosto de 1879 teniendo la primera carácter de loca- 
dora y los últimos carácter de locatarios. 

Que por la cláusula 3* los locatarios están obligados á entre- 
gar el edificio en el estado en que lo reciben, á hacer todas las 
refacciones que fueran necesarias para conservarlo en perfecto 
estado y siendo además de su cuenta el cumplimiento de todas 
las ordenanzas municipales. 

Que es por la falta de cumplimiento ú estaparte del contrato, 
que la Sra de Salinas secpieseutóal señor juez de primera instancia 
D'Basualdo domaudando á Rossi y Maseetti para que se les obli- 
gara á efectuar las reparaciones como también al pago de la in- 
demnización de daños y perjuicios que se le irroguen y que ava- 
lúa en cincuenta nacionales por cada dia que pase á contar 
desde el primero de Agosto del año próximo pasado, fecha en que 
venció el contrato. 

Que los demandados, sin contestar la dentando, opusieron la 
escepetonde incompetencia del juzgado, en razón de la distinta 
nacionalidad de las partes, y sustanciada que fué esta articula- 
lacion, el señor juez Dr liasualdo se declaró incompetente, y la 
señora Salinas ocurrió A este juzgado reproduciendo su deman- 
da con las siguientes modificaciones, á saber : que la casa había 
sido desalojada el dia seis de Agosto por los inquilinos, en vir- 
tud de órden judicial, por loque deben á título de danos la suma 
de doscientos cincuenta nacionales; y que habiéndose visto obli- 
gada á hacer las reparaciones tanto por órdenes de la muni- 
cipalidad como para evitar nuevos perjuicios, debe igualmente 
obligarles ai pago de los trabajos practicados y á practicarse. 

Que corrido tTasladu de la demanda los Sres Rossi y Mas- 
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cetti lu evacuaron negando los hechos en que ella se funda, paos 
que ía casa, dicen, se desalojó dentro los límites del contrato, y 
siempre han cumplido con tas estipulaciones establecidas por 
este, no espigándoselas refacciones á que alude la demanda, sínó 
como un uenelicio para la propiedad ; y que por lo que respecta ai 
pago de los doscientos cincuenta nacionales como indemnización, 
tal pretensión es improcedunte no habiéndose üjado esta canti- 
dad por ninguna resolución judicial, y habiendo por el contrario 
pagado puntualmente los arrendamientos. 

Que. en esto estado se recibió la causa á prueba por el auto de 
foja cuarenta y dos habiéndose producido por las partes la que 
espresa el certificado del actuario de foja... 

Y considerando : Que dados los términos del contrato, Iob lo- 
catarios están obligados á hacer todas las reparaciones de la 
casa siendo también á su cargo el cumplimiento do las ordenan- 
zas municipales. 

Que consta ou autos por los docunicatos de foja cuarenta j 
ocho y cuarenta y nueve que la municipalidad loa requirió para 
la construcción de las obras que ellos espresan habiendo recibi- 
do la órden D. Enrique Mascetti según lo confiesa en la abso- 
lución de posiciones de foja setenta y tres. ., 

Que consta igualmente por el testimonio de los testigos Angel 
Andolfata, foja 61 vuelta, Constante Millar, foja 64, Domingo 
Guivassino, fojaJG3, AutonioFrotta, foja Í04, y Francisco Frotta, 
foja 106, que la casa, ouandola dejaron los demandados, estaba 
en mal estado, á tal punto, que se baeían necesarias todas las 
obras practicadas por el actor. 

Que el precio de estas obras, según el informe de Jos peritos 
nombrados por las partes, D. Manuel I. Correa y D. Juan Ba- 
lestretti foja ciento diez y ocho, asciende ú la suma de mil dos- 
cientos diez y siete pesos con noventa y seis centavos moneda 
nacional. 

Que si bien no se ha justilicado en autos el estado en que los 
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locatarios recibieron la propiedad, según la disposición del artí- 
culo ím 6 del Código Civil, se presume quelahan recibido en buen 
estado, «alvo la prueba en contra. 

Considerando respecto ¿la cantidad de doscientos cincuenta 
pesos nacionales que la demanda establece como indemnización: 
que si bien es cierto que los demandados desocuparon la casa 
seis días después del vencimiento del contrato, no se ha estable- 
cido qne por tal razón haya habido danos. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que el actor ha justifi- 
cado su demanda por lo que respecta al cobro de la suma de mil 
doscientos diez y siete pesos con noventa y seis centavos mone- 
da nacional que importan los trabajos que ha practicado en la 
casa; y en consecuencia se condena á D. José Rossi y D. Enriqne 
Mascettt al pago de dicha suma, sin especial condenación en cos- 
tas, no haciéndose lugar, por la razón expresada, al cobro por in- 
demnización. Hágaso saber, notiffquense original y repónganse 
os sellos. 




Falte ém I* tapnwi Vmwf 

Buenos Airea, Junio 28 de 1887. 

Tistes: por los fundamentos aducidos en el ultimo conside- 
rando de la sentencia apelada de foja ciento cincuenta y cuatro 
se confirma esta en cnanto no hace lugar á la indemnización de 
daños y perjuicios reclamados por la parte de la señora Lemoing 
de Salinas, con declaración de qne debe serle abonado por loa 
demandados con arreglo al precio estipulado en el contrato, el 
arriendo correspondiente á los días del mea de Agosto de mil 
ochocientos ochenta y cinco en que continuaron aquellos oca- 
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pando la casa, como también las costea de una y otra instancia, 
por haberse negado loa demandados i ndet, lamente á abonar 
cantidad alguna por razón de las refacciones á que estaban obli- 
gados por su contrato, quedaudo en esta parte revocada dicha 
sentencia. Repónganse los sellos y devuélvanse los autos. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IBARGÚREN. — C. S. DE LA 
TORRE. 



CAUSA LXXVII 



Don Emilio Hieckert contra Don Antonio Lagomarsino. 
sobre falsificación de marca de fábrica 

Sumario, — El uso de una marca muy semejante á la de 
otro, y con la que pueda fácilmente confundirse, constituye 
una infracción de la ley sobre marcas de fábrica, y somete á 
su autor á las penas señaladas por dicha ley. 



Cojo. — El caso se esplica por el 
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Buenos Airea, M a)0 51 dfl 1883, 

Y vistos ; Don Juan Guasdenovicho un representación do 
Don EmiUoBiockert, se presenta demandando á Don Antonio 
Lagomarsino por falsificación y adulteración de marca de fá- 
brica empleada en las botellas di cerveza do su fabricación v 
pidiendo so condene al último : * 

*° Al pago de una multa de quinientos pesos fuertes ó á un 
auo de prisión. 

2° A la destrucción de todas las mercaderías falsificadas v 
de todas las etiquetas análogas á la que presenta, y 

3° Ala satisfacción do las costas de este juicio, y sin per- 
juicio do las acciones que salva ol articulo 35 de la ley de 
marcas, y que se reserva ejeroitar oportunamente. 

Corrido traslado á Lagomarsino, se presentó por él, i fo- 
ja 17, Don Andrés Rolon, evacuando eltraslado do la demanda 
y contestare la marca de fábrica desmandante os esta : (aquí 
Umirca)y la de Lagomarsino también registrada desde muchos 
anos es (aquí la marca) ; que como resulta do las etiquetas pre- 
sentadas por Bieckert, les puso su marea bajo la figura det 
Bey Gambrinus, mientras que Lagomarsino coloca la suya en 
el tonel en que se apoya la figura mitológica de aquel Key • 
que el demandante dice que en la etiqueta de Lagomarsino* 
están las palabras Lager Bier t y muchas de las alegorías que 

so ven en la etiqueta usada por Bieckert, pero que eso no es 
la marca. 

lia palabras Lager liier no pueden »re¡, e<mo ^ 
pu« qnwre decir cerveza depositada, , lo. inciso. 4- r 5« de 
artículo *, dicen,.»*» locución» ó dmgwckne, patada, 



de justicia nacional i10i 
al uso general v la, «suabnent,. empléala, para indicar l a 

S5S? r l " eto - m ***** *** * ^?T¿ 

7 e " C8aS '° C,,CÍ0 " CS - 08 Ní*^ cerveza depo- 
mí* do que por cieno no es inventa ni señor Bieckort ■ que 

ambo» legantes fabricantes de cerveza ¡ quc jj ieckfrt tcn(4 
antes «na etiqueta confiésente diferente y ¡K " 
que usa Lagomarsmo; tenía únicamente su nombre, su marca 

o.d. se parece a la del demandado sinó en el corte, cura forma 
lo impone el envase, pues son distintos v bien visíbles Z 
nombre, en .a. dos. r en los dos se indican ¿¡.tintos £ 

coÜas ***** PÍd¡Cnd0 Cl üc ]a t*™»** ™ 

Llamado, antee, el Juzgado para mejor proveer, aometií al 

ctTLmef" 1 d "V ¡t<eraf0 G0¡IK - rm0 Kraft - 

u S ada nor« aS t ^ , """"^ 60,1 * «** cs d <* ir > 
pericial corre agregado ú foja 20. 

li LITk'T * T QU ° S ° eU " *» "«'■*««« Periciales del 
1.% .fo Kraft. este considera la etiqueta usada por L™ 

mars.no como una imitación de laetiuuetade Hiec ert. o„ - 
-ion fundada en e, e^men diferoncia, prolijamente ble 

* Que aunque so notan diferencias entre una y otra en 

onÍdÍ mMM ^^ J** «la Loa*.; 

no puedo negare qilc lM penag . . 

ey do marcas abarca tanto al que faLiüca la marca 6 ctiq , 
como .1 que U adultera según 1, rrescrit „ en el 2 Í 

3" Que como una adulteración en oto sentido ha sido esti- 
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mada en la ley francesa, de la cual ha sido tomada la 
Argentina, artículo 8\ incisos i" y 2", toda imitación que 
sin ser gráfica importa sin embargo, una imitación de la 
etiqueta que induzca i> pueda inducir al comprador á enga- 
iío, y en este caso se halla la marca de Lagoinarsino, tanto 
según informe pericial como inspección ocular verificada por el 
Juzgado. 

4* Que bajo este punto de vista no es necesario que concur- 
ran la exacta identidad de nombro de fabricantes, lugar de la 
fabricación, ni dimensiones y exactitud matemáticas emplea- 
das en loa signos y figuras de la etiqueta ; y si solo la impresión 
que impone el conjunto de todas estas circunstancias ; y no 
puedo desconocerso que las zonas ó franjas en que se encuen- 
tran divididas esas etiquetas, las sombras ó colores que las 
hacen resaltar, y las formas ó colores de la impresión de los 
nombres, y los envases, contribuyen en conjunto á establecer 
que Lagomarsino ha pretendido aprovecharse del prestigio 6 
ventajas adquiridas por Bieckert para obtener beneficios ile- 
gales. 

Por estas consideraciones, fallo condenando como condeno & 
Don Antonio Lagomarsino al pago de una multa de doscientos 
cincuenta pesos nacionales, y íl la destrucción de las que se 
encuentren en poder do Lagomarsino (i de sus agentes, de con- 
formidad á los artículos 28 y 32 de la ley de marcas de fábrica, 
zon costas al demandado. Publíquesc y comuniqúese en la for- 
ma de ley, notificándose original, y repónganse los sellos. 



Isidoro Albarracin. 
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Buenos Aires, Junio 30 dclS87. 

Vistos y considerando : qno del espediente do fojas sesenta 
y siete a setenta y una, que para mejor proveer ordenó la Corte 
presentase el demandado Don Antonio Lagomarsino, consta que 
cada una do las mareas concedidas á este según la patento do 
foja sesenta y ocho, para los objetos qno espresa la descripción 
de foja sesenta y nueve, es muy distinta de las que pocos meses 
después se acordaron al demandante Uon Kintlio Bicckert, y 
corren á foja nueve vuelta ; 

Que de consiguiente, en virtud de dicha patente, el deman- 
dado no pudo legalmente hacer uso de la segunda marca de 
las adheridas á foja dos, que os muy semejante á la primera 
concedida al demandante, y con la que se confunde con la 
mayor .Virilidad, siendo manifiesto que se ha tratado do imi- 
tarla, como lo demuestra el informe de foja veintiséis. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apolada, y 
cu conformidad al artículo cuarto de la ley do diecinueve de 
Agosto de mil ochocientos setenta y seis, se confirma dicha 
sentencia con costas ; y repuestos los sellos, devuélvanse, 
entregándose al demandado el espediente do que se ha hecho 
referencia, najo de recibo en estos autos. 



J. B. GOKOSTIAGA. — J, DOMINGUEZ.— 
ULADISLAO FMAS, 
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i). Cárlos Sunche; y I). I ícente Vico en recurso directo contra 
un unto de la Cámara de Apelaciones en lo criminal de la 
Capital. 



Sumario, ~ El auto de la Cámara d<j A peí aciones en io Cri- 
minal de la capital, confirma torio del del j::ez del crímen t por el 
cual se declara incompetente para conocer en grado de apelación 
de Las resoluciones del Consejo de Higiene, en virtud de la ley 
provincial de 1 Sueños Aires de 17 de Junio de Í877, no autori- 
za el recurso del artículo 14 de ta ley sobre jurisdicción de los 
tri bonales federal es de Ude Setiembre de i8(i3, para ante la 
Suprema Curtu, 



Caso. — Se explica vil la 

VISTA DEL SESüR PUOCLTtADOIl GENERAL 

Uucnos Ai ros, Junio 21 dü 1887. 

Suprema Corte: 

El presente caso es sin duda, original. De la deficiente expo- 
sición do los recurrentes , parecía deducirse: 
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i' Que el Consejo de Higiene les ha impuesto penas, en virtud 
de una ley de la provincia de Buenos Aire. que considera vi- 
gente. 

2 ° Quc habiendo interpuesto para ante el juez del crimen la 
apelación que la misma ley autoriza, el señor juez se b a declara- 
do incompetente. 

3» Finalmente, que habiendo recurrid., á la Cámara corres- 
pond.ento, esta confirmo la resolución del juzgado del afeen 
iendríamos entonces que el Consejo de Higiene aplica penas 
en v.rtud de una ley. que el jipado v la Cámara en lo criminal 
consecran no estar en vigencia, , 3 decir, que no exist,, v »oe. 
tai ley para ios tribunales nacionales. 

Los farmacéuticos multados ocurren á V. K. v preguntan 
i rale o no vale la le,? Si el artículo en que se funda el Consejo 
para cascarnos, agregan, está rigente, debo también estarlo 
aquel qne permite apelar para ante el juzgado del Crimen 

1 no dejan de tener razón, á la verdad, p„,. s „ pM a a con9¡ . 
derarsc cu vigor una parte de la ley, , t ra n 6. 

U cuestión, empero, ha sklo decidida par los que estaban lla- 
mados á decidirla, y no reo qud intervención quepa en ella á 
V. E. 

É> se ha puesto en cuestión la validez de una ley del congreso 
ni de una ley de provincia, bajo la pretensión de ser repugnante 
a la Constitución : los mismos recurrentes lo reconocen 

El único punto á resolverse es aeren de si | a 1<¡» d, 1877 de 
la provincia de Buenos Aires, debo o no debe considerarse vi- 
gente en el municipio, en virtud de su fedoraliraciou. El juzgado 
del crimen, la Cámara han juzgado. si „ duda. ,« I. " 
orga„,zí o, tribunales de la capital. „o les daba jurisdiccio*,, pa- 
ra rever bis resoluciones del Consejo de Higiene, de la inisnn 
manera que hubieran decidido qoe un artículo del Código Civil 
dejaba s,n efecto alguna disposición del Código de Comercio 
Su decisión será buena ó será mala ; pero no es esta la cuestión 
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que interesa ¡\ V. K. pues no afecta principio alguno constitu- 
cional, ni ley alguna del Congreso. 

Objetase que. abolida la apelación» queda sin control el Conse- 
jo. Es fácil obscTvar que es del resorte del Congreso aplicar el 
remedio; y aún más, que si el Consejo impusiere penas en vir- 
tud de una ley que no estuviese en vigoT, pueden los damnifica- 
dos buscar la reparación, no acogiéndose íi la misma ley, sinó 
precisamente porque no está ella en vigencia, deduciendo su ac- 
ción contra el Consejo ante el juez federal, 6 de la capital, según 
el caso. 

Ha de servirse V. E. declarar no haber lugar al recurso dedu- 
cido. 

Eduardo Costa. 



Wmiím de I* 9upre«m C'orftr 

Buenos Aires, Junio 30 de 1687. 

Con arreglo Á lo dispuesto por los artículos catorce y quince 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, y de acuerdo con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General eft la vista que precede, se declara impro- 
cedente este recurso. Archívese, en consecuencia, previa repo- 
sición de sellos, 

J, 15. GOROSTIAGA. - - J. DOMINGUEZ, — 
LLAWSLAO FRIAS. —FEDERICO IBAlt- 
CfKEV — C, 5. DE LA TORRE. 
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CAUSA 



El comisionado nacional l)r, I). Pedro A, Garro, contra D. 
José Hernardo Cuatreras ¡ sobre expropiación para la uta y 
estaciones del ('erro-carril Andino. 



Sumario. — i" El valor del terreno á espropiarsc ilcbe regu- 
larse según el que tendría si la obra por la cual se hacela es- 
propíacion, no hubiera sido electuada, ni autorizada. 

2' Para establecer use valor, debe estarse mas bien a lo que 
estimen peritos nonibrudos ad hoc, que ¡1 las avaluaciones luchas 
para el pago de ü contribución directa, ó al precio de la com- 
pra. 

3" Debo abonarse al espropiado á mas del valor del terreno 
*qoe se le espropii*, el de los odíiici i qflo se eiieueiitrau en ¿, y 
los perjuicios quu se le causan por el fraccionamiento ; mas, no 
el importo de ganancias hipotéticas, que pudría tener durante 
un número úü anos, si uu se le privase M usufructo del turre- 
no espropiado. 



taso, — Su explica en el 
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F»lle del Jura Federal 

San Juan, Agosto 33 dt? 1886. 

Vistos estos autos y resultando : que D. Pedro A. Garro, 
como agente del Exmo. Gobierno Nacional, para la expropiación 
de terrenos para el Ferro-cnrril Andino en esta Provincia, se 
presentó al Juzgado exponu ido : que no habiendo podido arri- 
bar á un convenio privado con el Sr. José" Bernardo Contreras, 
Tecino del Departamento de Desamparados a quien se le espro- 
pia terreno para Ja via y Estación do dicho ferro-carril, ni 
aceptar el precio do ocho centavos por metro cuadrado de terre- 
no en su propiedad, pedía al Juzgado se sirviese señalar undia, 
de conformidad al artículo 6° de la Ley de VS de Setiembre de 
1860, para que compareciesen ú nombrar peritos. El Juzgado 
proveyó de conformidad y el día designado nombraron de común 
acuerdo como peritos «i los Sres Manuel Ü. Quiroga, Basilio Xie- 
Tan y Domingo Marón, para que con sujeción á la Ley, avalua- 
sen la espropiacion, quienes, en posesión del cargo, practicaron 
la avaluación de foja tí. Citadas las partes y peritos á compa- 
rendo para conocer del dictamen y manifestándose en la audien- 
cia por el Procurador Fiscal y Agente del Gobierno no estar 
conformes con la avaluación practicada, el Juzgado recibió a 
prueba; cuyo auto y procedimiento seguido fué confirmado por la 
Suprema Corte en su fallo de foja 39. De conformidad ¿I cate fa- 
llo fueron nombrados nuevos peritos los Sres. Amando Causiuet , 
Francisco D, Aguilary César Quiroga, quienes en posesión de 
su cargo presentaron la avaluación de foja 57, y llamados á 
comparendo las partes y peritos, por auto foja 83 vuelta, y 
manifestando en él el Agente del Gobierno Nacional ser excesivas 
las partidas i\ 2\ 8\ a y 10* t dando los peritos las explicacio- 
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nes que ;í ellas se refieren, segnn todo consta en el acta de foja 
70 vuelta. Con lo alegado y probado por las partes. 

Y considerando: 1" Que según el artículo Í5de la Ley de 13 
de Setiembre de 1806, los bienes deben regularse por el valor 
que hubieren tenido si la obra no hubiere sido ejecutada ni 
aún autorizada. „ 

2<* Que según las espiraciones dadas por loa peritos refirién- 
dose á la primera partida de la tasación de foja 57, el precio fi- 
jado al terreno que se lo e&propia al Sr. Contreras es do confor- 
midad á lo dispuesto por la Ley de Espropiariou. 

3» Que las tasaciones prosentadas tanto por el Procurador 
Fiscal como por el Comisionado Nacional, esto es t las avalua- 
ciones hechas en el terreno del Sr. Coutreras para el pago de 
Contribución Directa ó Territorial (informe de foja 52 vuelta) ; 
el valor que Contreras pago por esos terrenos a! Sr. Adán Zaba- 
tla (posiciones de foja 63), y las tasaciones hechas en los terre- 
nos que se llamaban de la Quinta Normal (informe de foja 66), 
no es una prueba que el precio íijado por loa peritos a los ter- 
renos que se espropian no sea el verdadero: i" Porque las 
avaluaciones para el pago de impuestos no es siempre el 
justo precio, siendo estas hecbas por comisiones de vecinos, 
muchas veces no peritos, por lo que adolecería de los mismos de- 
fectos que se impugnan, y en la disyuntiva debe estarse a la 
avaluación pericial, pues ejercit iido un acto de su profesión, 
su dictamen tiene más autoridad que los que no lo son ; 2 o Por- 
que tampoco es el precio, porque la propiedad fué comprada 
por Contreras en venía privada, porque siendo beclias estas 
por necesidad del comprador ó vencedor influye para que el pre- 
cio dado sea mayor ó menor, sin que st-a el verdadero, el cual lo 
constituye el que corrientemente se puede comprar y vender, y 
este no está probado en autos ; 3 o Porque los terrenos fiscales 
de h Quinta Normal fueron avaluados por el Ingeniero prin- 
cipal de Gobierno, según el informe de foja 76, y estando en 
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diferentes condiciones que los que se espropian, no puede to- 
marse como base de precio ni deducirse por analogía el de 
estas. 

4" Que un cuanto á la segunda partida, estando dispuesto por 
la Ley de expropiación que han de indemnizarle los edificios y 
siendo una práctica constante cv esta clase de juicios que & 
más del terreno se abone también las tapias ó cercos que la es- 
propiaoion contenga y siendo el valor asignado en ella el que se 
lia pagado en casos análogos, debe ser abonaúV 

5 a Que la tercera partida no lia sido tachada por el Comisio- 
nado Nacional, manifestando solamente duda sobre el número 
de metros sin ofrecer al Juzgado presentar la mensura, y asegu- 
rando los peritos ser exacto el número puesto en la partida por 
haberlo medido* debe estarse della. 

6" Que los partidas A\ h\ íí 1 y 7\ hau sido aceptadas por el 
Comisionado Nacional y por consiguiente deben ser pagadas. 

7° Que la partida 8', se refiere ú la indemnización por falta de 
uso, usufructo y privación de la parte de propiedad expropiada. 
Que por las espiraciones daias por los peritos sobre esta parti- 
da en el acta de ft>ja8í> vuelta se v6 claramente que ello se rcíic- 
re ¿ventajas ú ganancias hipotéticas, contrario á la disposición 
de laLey en el íinal del artículo 10, pues, aparte de que, desde 
el momento de la ocupación por el Gobierno del terreno espro- 
piudo, la propiedad y derecho* inherentes á ella corresponden 
al espropiaote y por ello paga el precioé iu-lemnizaciones corres- 
pondientes, los peritos han calculado hipotéticamente lo que el 
terreno produciría un un año haciéndolo ustensiro á 50, hipóte- 
sis desautorizada, porque la misma razan exista para quo se hu- 
biera calculado por más ó meaos anos; dando pjt resultado que 
el Gobierno, propietario de un terreno por espropiacion, pagaba 
ú más del precio, las ganancias qu¿ el espMpiado hubiera podido 
obtener en un número de años, lu que es contraria á la disposi- 
ción de la Ley citada y por eso esta partida del te eliminarse. 
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8 o Que las partidas 9 a y 10", son por perjuicios cuyo pago está 
autorizado por la Ley, y su indemnización solo puede ser esti- 
mada por peritos y por consiguiente deben sor abonadas. 

Por estas consideraciones, fallo que el Comisionado del 
Exmo. Gobierno Nacional debe pagar y pague á D. José Bernar- 
do Contrerascl valor de la avaluación perieialdo foja 57 ú 58 
con deducción de la 8" partida, por las razonas ospuestas en el 
7" considerando, ó sea la cantidad de 7220 pesos, 6 centavos 
moneda nacional y los intereses correspondientes á la suma que 
exceda d la depositada en el Banco Nacional y ála tasa que paga 
dicho establecimiento en depósitos generales con más las costas 
de este juicio, de conformidad al artículo diez y ocho Ley desa- 
propiación. Y habiéndose pedido por el Comisionado Nacional 
que los honorarios de los peritos fuesen regulados por el infras- 
crito por ser excesivo el que ellos se han íijadoy teniendoen con- 
sideración el tiempo empleado en la operación y que los terrenos 
avaluados están ubicados en el estremo del radio de esta Ciudad 
regulase el honorario de cada perito en 100 pesos moneda nacio- 
nal. Hágase saber con el original y archívese oportunamente, 
previa reposición de sellos. 

A. Kchegaray- 



Fallo de la Supra»» (ferie 

ul'iius Aires, Junio 30 de 1887. 

Vistos: por sus fundamentos so coniirma la sentencia apela- 
da de foja noventa y tres vuelta con declaración de que los in- 
tereses mandados pagar por ella al demandado D. José Bernardo 
Cunta-ros, deben ser abonados según el tipo del interés que cobra 
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el Banco Nacional de San Juan en sus descuentos. Repuestos 
lo* sellos» devuélvase. 



I, », GÜitGáTlAGA. — J. DOlllSGUEfc. — 
ULADiSLAU FUI AS. — FEDEEL1CO WAR- 
I. — C. S. DE LA TOMlE. 



iíAtJNA LXXX 



Santiago ¡hilen Hermanos, contra el Vapitan del vapor inglés 
« C fiador ich sobre cobro de averias cu ta carga. 



Sumario. — I" VA Capitán es respmisalde ik'los daños sufridos 
por la carga por culpa grave ó actos de la tripulación, no obstan- 
te cualquier cláusula en contrario, 

2" La nota impresa en los conocimientos de ignorar peso y 
contenido, no tiene valor alguno cuando en los mismos conoci- 
mientos se Lalli consignado el contcniilo, y cantidad de la 
carga. 
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Caso. — El caso se esplicapor el 



Buenos Aires, Agosto 13 de 1686 

Vistos estos autos y los agregados para dietar sentencia defini- 
tiva en la demanda promovida por D. Santiago Rolleri y Her- 
mano, contra el Capitán dcl«vapor ingles « Chadovích », D. An- 
drés Cunnighan, por cobro de averías. 

Resalta: f° Que el Capitán demandado trajo á bordo del ea- 
presado vapor en el viaje efectuado desde el puerto de Barcelo- 
na á este en el mes de Mayo del año próximo pasado, un carga- 
mento compuesto de 400 cuarterolas vino blanco seco y 400 
cuarterolas vino do mesa, consignado a los S™ Rolleri y Her- 
mano. 

2" Que antes de efectuarse la entrega déla carga estando aún 
en las lanchas, so presentaron bs consignatarios al Juzgado, 
manifestando que tenían motivos para suponer que la mercade- 
ría babia llegado con averia y disminución en el contenido y en 
el número de cascos, por lo que pedían en uso del derecho que 
lea confiere el artículo 1246 del Código de Comercio, el recono- 
cimiento por medio de peritos, y estimación del daño. 

3* Que decretada y efectuada la pericia con citación del Capi- 
tán Cunninghan/los peritos nombrados, constataron que efecti- 
vamente habla avería en 15 cuarterolas de vino Priorato y en 
12 de tino Seco, procedentes de golpes, espiches y remoción de 
tapones, estimando el importe del líquido faltan te en la canti- 
dad do 162 pesos con ochenta centavos moneda nacional, en la 
forma que espresa el informe de foja 30. 

4 o Que fundado en estos antecedentes á fin do hacer efectivas 
Jas responsabilidades legales que incumben por ese hecho al Ca- 
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pitan se presentaron los S r >' Rolleri y Hermano» entablando con* 
tra él demanda ordinaria, para que en oportunidad se lo conde- 
ne al pago de la suma espresada, sus intereses moratorios y las 
costas del juicio (foja I o , autos corrientes). 

5* Que los S" Stuart Williams y Gf representantes del de- 
mandado, contestaron á foja 7 alegando en su defensa, que las 
cláusulas puestas al dorso del conocimiento aceptado por el car- 
gador y que por lo tanto constituye el contrato entro las partes 
se encuentra la de peso y contenido ignorado, en cuyo caso se- 
gun la letra de la ultima parte del artículo 1206 del Código 
de Comercio, ninguna necion compete al cargador por faltas, 
mermas, roturas, etc, pues cumple el Capitán entregando lo quo 
se encuentra dentro del buque, do pertenencia del cargador; 
que, además, otra de las cláusulas del conocimiento establece, 
que el buque no responderá de roturas ni mermas, ni nada, aun- 
que proceda de defecto en la estira, de modo que también carece do 
acción Rolleri Hermano por las faltas constatadas en la pericia, 
mientras no se alegue y pruebo que hubo robo ó baratería á bor- 
do; y por último que lo que faltaría do los cascos, que se dice 
son espiches y tapones removidos, no llegaría á 160 pesos > 
mientras que se demanda por valor do 806 pesos 08 centavos, 
provenientes de causas, por las que es absolutamente irrespon- 
sable el Cspitan, pidiendo, en consecuencia, la absolución do la 
demanda con costas al actor. 

8 o Que la causa fué recibida á prueba habiéndose producido 
en ol término de ley la que indica el certificado do foja... 

Y considerando : 1" Que no habiéndose presentado póliza de 
fletamento que determine la ostensión de los derechos y obli- 
gaciones recíprocas de las partes* los conocimientos exhibidos 
de fojas 7 y 8 (espediente agregado), constituyen la regla á la 
cual deben someterse, como á la ley misma, en virtnd de lo dis- 
puesto en los artículos 1192 y 1193 dei Código do Comercio. 

2 o Que si bien es cierto que dichos conocimientos lloran la 
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nota impresa que dice, ignorado peso y contenido, consta en los 
mismos quo la carga se componía de 400 cuarterolas llenas hasta 
el tapón, do vina blanco seco, con peso dé 48.000 kilos, y WO 
cuarterolas» en igual condición, de mesa, lo quo constitnyt una 
declaración esplfcita del Capitán contra la nota impresa, debien- 
do prevalecer aquella, no solamente por contener la enunciación 
de un hecho positivo que ha requerido la veriiicarion necesaria 
para constatarlo, sino por haber sido puesta indndablementocon 
posterioridad á la cláusula impresa, lo que importa derogar 
esta, de modo que es de ninguna aplicación en el caso s ub judice 
la disposición contenida en la última parte del artículo i 200 
del Código de Comercio, que el Capitán invoca en su defensa. 

3" Quo el Capitán es considerado verdadero depositario de la 
carga, conforme ií lo dispuesto en el artículo 1070 del Código 
citado, y como tal esta obligado A su guarda, buen arrumagey 
conservación, respondiendo el buque y lie tu por los daños que 
sufra, á consecuencia do delito ó culpa del Capitán ó individuos 
de la tripulación, con arreglo úlo dispuesto en el artículo 1183 
del mismo Código, de cuya responsabilidad no puede eximirse, 
ni aún por la convención, porque no es lícito pactar sobre el 
dolo y la culpa (artículo 507 del Código Civil), 

4" Que como una consecuencia del carácter quo inviste el Ca- 
pitán do un buque, desde el momento que recibe la carga á su 
bordo, y de las atribuciones can que le invisten las leyes co- 
merciales, es responsable de los daños que sufra la carga, inclu- 
yéndose los hurtos y cualquiera daño cometido abordo por indi- 
viduos de la tripulación, conforme lo preceptúa el artículo 1067 
de nuestro Código de Comercio, sin otra cscepcion que aquella 
proveniente de vicio propio, fuerza mayor ó culpa del cargador. 

5" Que esta disposición es de órden público, no pudiendo de 
consiguiente, ser modificada por la convención, porque do lo 
contrario el más completo arbitrario reinaría en el comercio ma- 
rítimo, dominando la voluntad ó el interés eselusivo de los Capi- 
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Unes, de modo que la cláusula !• inserta al dorso de los conoci- 
mientos dtle interpretarse en armonía con los preceptos legales 
citados j por lo tanto, que las partes no han entendido acordar 
al Capitán absoluta csencion de toda responsabilidad, incluso 
por los actos de dolo, culpa suya ó baratería de la tripulación, 
sinó únicamente los que puedan ser consecuencia material de 
sucesos ágenos á la Toluntad humana y al interés que, como 
depositario, debe suponérsele en la guarda de la cosa que se le 
ba confiado, en conformidad á la ley. 

6 o Que el examen pericia!, corriente á foja 30 (autos agrega* 
dos), practicado con citación del demandado, establece que la 
avería de los cascos que lo motivaron, procede por roturas, por 
golpes, por espiches practicados en los mismos y por remoción de 
los tapones, hechos que por su misma naturaleza acusan y evi- 
dencian la culpa grave y actos de la gente de á bordo, califica- 
dos por la ley de baratería, sin necesidad de la prueba directa, 
que por otra parte es imposible, como lo reconoce el mismo de- 
mandado, porque no se producen espontánea ni naturalmente; 
quien i su vez no ha presentado testimonio de los asientos do sus 
libros ni de protesta alguna qno justifique accidentes de mar á 
los cuales, en parto al menos, pudiera imputarse la avería, ni 
insinuado siquiera quo los efectos se hubiesen recibido en malas 
condiciones, debiendo presumirse lo contrario, conforme a* lus 
prácticas comerciales, acreditadas por el testimonio de tres per- 
sonas idóneas por su profesión para conocerlas, quo han decla- 
rado en este juicio. 

7 o Que la misma diligencia establece que el valor déla averia 
es de 462 pesos 80 centavos, que es la suma demandada y no la 
dé 866 pesos 98 centavos según cree el demandado, no habién- 
dose demostrado error en esta apreciación, la cual por otra parte 
ha sido aceptada sin observación alguna en su debido tiempo 
constituyendo, por consiguiente, prueba legal, según lo tiene es- 
tablecido la Corte Suprema eu la causa registrada en la página 
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1S4, tomo 7, 2' sirio do su* fallo», sin que laste á desvirtuar su 
valor, el hecho alegado y D0 probado, do ignorar el Capitán el 
.d.oma nacional, cuaudo se le notificó s „ concurrencia al juicio 
pericial, desdo que los conocimientos firmados por éi están en el 

SE >á "" m ' 10 ,uo hacc *" l """ !C que 10 c ~~ m """"""fc* 

Por estos fundamentos, fallo, condenando al Capitán Cun- 
ninghan del vapor Chadovich, al pago de la suma de 402 pesos 
«centavos moneda nacional, con sus intereses moratorios y los 
costos judiciales incluyéndose los de la pericia. Notifíqnese ori- 



Yinjiüo M, Tedin. 



Falto ** la Hupnmtm Carie 



Buenos Aires, Julio 2 de 1887. 



Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tenca apelada do foja sesenta y ocho. Kepuesto. los sellos 
devuélvanse. 



J. B. COROSTIAGA.— J. DOMNCUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
II1AIIGDIEN C. g. DE LA TORRE, 
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t'AUNA LIXXI 



D. Francisco ¡larbosa contra //. Salvador Tallata, por daños 
ij perjuicios; sobre litia-fjetidencia. 

Sumario. — No hay litis-pendencia, cuando no existo identi- 
dad en las acciones deducidas en juicio. 



Vasa. — D. Francisco Barbosa demandó áD, Salvador Tallata» 
por daños y perjuicios procedentes de falta de cumplimiento da 
las obligaciones impuestas por un contrato de arrendamiento de 
un campo de propiedad del actor. 

Aut* «el Juca Federal 



San Luis, Setiembre 2 de 1886. 

Estando inhibido el proreyentc para conocer del asunto prin- 
cipal y siendo el que hoy se inicia una consecuencia de aquel, 
pase al señor juez especial á sus efectos. 

.Wguez. 
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Barbosa pidió revocatoria alegando que el juicio anterior era 
por perjmcios causados por abusos de un sub -arrendatario que 
había c: raido leía del campo, mientras que la demanda actual 
era por no haber el arrendatario una ves concluido el arriendo 
dejado el campo en las condiciones estipuladas., oiendo por lo 
tanto distintas las acciones deducidas en uno y en otro juicio. 



4«1 Summ Federal 



San Luís, Setiembre 16 do 1886. 

T vistos : Considerando : i Que aún cuando las partes liti- 
gantes en el presente juicio son las mismas del anterior, cuyo 
conocimiento, por inhibición del titular, pa,ó al suplente de 
turno, con igual rol en ambos ¿ idéntica la materia ú objeto de 
que derivan sus derechos, no es menos cierto que por razón do 
la índole peculiar de uno y otro y de las accione, que en ellas 
so ventilan, son distintas 6 independiente entre sf las dos de- 
mandas. 

2° Qne esto sentado, la escusacion habida en la una no puede 
tener influencia alguna en la otra, máxime si se atiende & la cau- 
sal que le sirvió de base y á la oportunidad en que fué pro- 
nunciada; y * 

3' Que de consiguiente, no estando subordinado el segundo 
al pnmer jmcio ó vice-versa, deben sustanciarse los dos sepa- 
radamente y con absoluta prescindencia de su respectiva tra- 
mitación. Por esto y de conformidad con lo espuesto por los 
interesados, el Juzgado haciendo uso de la facultad que lo 
acuerda la ley *, título 22, partida 3-, deja sin efecto por con- 
trario impeno el auto de fecha 2 del corriente, cuya reforma 
se ha solicitado. 

Por lo tanto, y resultando de los antecedentes acompañados 
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y á que se refiere ol primer otrosí del escrito de foja... que esta 
cuestión corresponde, en lo concerniente á las personas, á ta 
Jurisdicción Nacional, de la demanda entablada córrase tras- 
lado, por el término do Ley, el que deberá entenderse con el 
apoderado do D. Salvador Talla ta, cuya personería se halla 
acreditada con el testimonio de la escritura pública de man- 
dato corriente á foja... Al segundo otiosí del escrito de de- 
manda, á su tiempo. Repóngase la foja. 

Tal lata opúsola escepcion de litis-pendencia, fundado en el 
juicio pendiente ante el Juez tul hoc, de que se ha hecho re- 
ferencia. 




San Luis, Octubre 1 Je 188G. 

Y vistos : Considerando: 1" Que para que proceda la escep- 
cion de Htis-pendenoia, hería necesario que se dedujera ante este 
Juzgado la misma acción ya radicada y pendiente en otro com- 
petente (art. 73, inciso 3* de la Ley Nacional de Procedimien- 

tos). 

2* Que esto no ocurre en el presente caso, puesto que la de- 
manda entablada hoy por el S r Barbosa, contra el S r Tal lata, 
sobre indemnización de daños y perjuicios por inejecución de un 
contrato de término vencido, no lo ha sido antes ni ahora ante 
ningún otro Tribunal, y 

3 Ü Que el juicio iniciado y aún no fenecido entre los prenom- 
brados señores ante este mismo Juzgado, se versa sobre reclamo 
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de cantidad de pesos, por extracción indebida de leña* y madu- 
ras del campo arrendado, antes de la expiración del respectivo 
contrato, que el primero sostiene habur efectuado el segundo á 
ana sulMocatarios, y ól es distinto é independiente del que se 
menciona en el considerando segundo, según lo resolvió el auto 
ejecutoriado de foja 15 vuelta. Por tales fundamentos y los 
aducidos por el actor en el escrito do foja 23, no ha lugar, con 
costas, á la escepcion deducida de litis-pendencia, debiendo por 
lo tanto evacuarse dcrer,h amante el traslado pendiente. 

Al otrosi del mismo escrito, como se pide, podiendo autorizar 
ei acto el escribano Panelu ú otro funcionario de igual clase. 
Hágase saber y repónganse los sellos. 



/'. E. 



tmitm 4e l. MuprcM Con* 

Buenos Aires, Julio 12 do 1887. 

Vistos : por sus fundamentos se conürma con costas el auto 
apelado do foja veinte y seis. Repuestos les sellos, devúul 



J. DOMINGUEZ. — UUniSLAO FHIAS. 
KENKIirro IBÁRGÚftER, — Ci P. 
DE LA TORRE, 



FALLOS DE LA MTULMA COItTE 



CAUSA 



La Mitmcipalidml tic la Capital ron la Casa de Ejercicios y 
Hospital de Mujeres, por expropiación; ¿¡ubre oiorgamientó de 
escritura. 



Sumario. — La facultad atribuida á los Secretarios do los 
Juzgados de Sección para el otorgamiento de escrituras deven- 
ías, que emanen de actas judiciales, no es csclusiva, y el expro- 
piante puede exigir se haga esta por otro escribano. 



Caso, — Decretada la espropíacion di? la linca calle Lorea nú- 
mero 16, en virtud de la Ley de 31 de Octubre de 1884, y obla- 
do el precio, el Juez de Sección mandó otorgar la escriturado 
venta por el Secretario del Juzgado en su registro de escrituras 
judiciales. 

Kl Procurador de la Municipalidad reclamó, pidiendo que la 
escritura fuera autorizada por el escribano U. ( ¡irlos de la 
Torre. 
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£ «II» «el Juci Federal 

Baonoa a i rus, Noviembre Je lítóG. 

Considerando : 1° Que la escritura mandada otorgar por el 
actuario, siendo judicial , cüüio e¿, desdo que naco del presente 
juicio, debe ser otorgada en el Registro que lleva el Secretario 
del Juzgado, como lo prescribe el Reglamento de los Juzgador 
Nacionales. 

2"* Que la incompatibilidad qun le atribuye la Municipalidad al 
Registro y la actuación uotieiu- razou de ser en el presente caso, 
si se tiene en cuenta que lis escrituras que deben ser autoriza- 
das en este Registro son solamente las que se originan culos 
pleitos pendientes ante et Juzgado. 

3" Que la Ley Orgánica de los Tribunales rige para los Juz- 
gados de la Capital, sin alterar en nada lo estatuid» para les 
Juzgados Federales que son Tribunales de excepción, 

4? Que en consecuencia de las disposiciones citadas se lian 
estendido siempre en el Registro que lleva el Secretario las escri- 
turas de fincas, buques, lianzas, poderes, créditos y demás ori- 
ginadas en los juicios. 

Por estas razones y el fundamento aducido en el auto recurri- 
do, no ha lugar á la revocatoria solicitada, y se concedo en rela- 
ción el recurso do apelación interpuesto, elevándose los autos en 
la forma do estilo. 

indréi t garriza. 
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Buenos Aires, Julio 14 de 1887. 

Vistos : No siendo esclusiva la facultad ojie la Ley de veinte y 
seis do Agosto de mil ochocientos sesenta y tros, atribuye á los 
Secretarios de los Juzgados de Sección, para el otorgamiento de 
escrituras de rentas que emanen de actos judiciales, y pidiéndo- 
se por el comprador que la escritura do espropiaciou sea esteu- 
dida por otro Escribano en su Registro de contratos públicos, se 
revoca el auto apelado de foja sesenta y cuatro vuelta, y previa 



J. nOHIXGLEZ. — LXAMSLAO FRIAS. 
— FEOERICO IBAIltfftEN. — C S, 
ÜE LA TOHRE. 
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//. Josr l\ tiuerra rontrn fini/nwc/u'a jMm, ,/ f\ por devo- 
lución de mercaderías // datos y perjuicios; sobre agregación 
de pruebas. 



Sumario. - Us pruebas decretadas dentro del término y 
evacuadas fuera de sin culpa de la parte, deben ser agrega- 
das i los autos. 



Caso. — En la causa seguida por U. José F. Guerra contra 
Ooyenechea, Bilbao y O sobre devolución de mercaderías y 
daños y perjuicios, dentro del término probatorio so pidió y 
■ ■rdenú la declaración do unos testigos en Dolun-s, librando 
exhorto al Juez do i* Instancia de ese punto. 

El Juez exhortado señaló para la recepción de las diclaracio- 
Ms días fuera del t.-rmiau i-t-batoriu, y remitió tas diligencias 
ron dns u lio i os. 

A uno y Otrooüciu se dictó el siguiente : 
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Buenos Aires. Ueiubre 1H di- ItíWi. 

Por ú «vuelto : agregúese y bagase saber, reponiéndose los se- 
llos sin más tramite. 



Goycnochca, Bilbao y O pidieron revucatoria, alegando <\un 
las declaraciones fueron recibidas y remitida* fuera del término. 



Fallo del Juez Seeelnn 

Bui'jjuí. Aires, Noueiiibrt; 1$ de I Kfcüi. 

Vistos : y resultando que las diligencias de prueba encomen- 
dadas al ¡ir. Juez de 1* Instancia en lo civil en la ciudad de Me- 
lores han sido pedidas y decretadas deutro del término de 
prueba ampliado á f... de conformidad al artículo 02 de la Ley 
Nacional de enjuiciamiento: que las causas de demora de su di- 
liginciamicnto no son imputables al demandante, pues espresa- 
mente así se ha declarado por el auto de foja 207 y lo ratiliea el 
escrito del mismo, foja 297, urgiendo la reeepeiuu de las decla- 
raciones. 

Por esto: y atento lo manifestado »n el precedente eserit». 
no ha lu^ar á la revocatoria solicitada á foja 325, y se concede 
en rdacimi el recurso de apt dación interpuesto, elevándose los 
autos á la Corte Suprema de Justicia en la forma de estilo. 



I mjiitu }I, Trtlin 

■ 
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WmUm «le I* Suprema Carta 

Bueno? Aires, Julio 11 de 1887. 

- 

: por los fu míame 11 tos del auto de foja trescientas 
treinta y una vuelta, so ccmlirniaii eun cus tas, las autos 
apelatlus de fojas d^scicuta* sytenta y seis vuelta, y trescientas 
catorce vuelta, liejiuestos los suIIiís, devuélvase, 

J. DOMINGUEZ. — LLAIHSLAO HtlAS. — 
FEDEWCu lUAUULUES. — C, S. ÜE 
LA TOUltE. 



4 UNA 



//. Lutx Jh'faiiatU" tmlrtk l.ahmmfvttt\ ViyttaU y C", xubtv 
falsificación de un invento. 



Sumario. — !" La la) ta <le novedad y la ¡iLiblicaeimi aule- 
riurilel invtiiUi, aún hecha |mr el mismo inventor, anula ]u ¡la- 
lente que este haya uh te nido run iio^teiiujidad. 
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- El haber obtenido la patente de invención, demuestra la 
falta de temeridad en la demanda interpuesta contra los explo- 
tadores del invento, y eximo al demandante del cargo do costas 
procesales. 



Casa. — Se esplica un el 

I: Alio 4el Jufí Federal 

Buenos Aires, Setiembre 11 Je 1883. 

T vistos : estos autos» iniciados por D. Rafael González en 
representación de I). Luis Delanoux, patentado para la fabrica- 
ción de una clase especial de ruedas para carruages, que ha 
denominado «ruedas sistema Delanoux », contra los señores 
Labourdette, Vignau y C\ á quienes demanda criminalmente, 
por estar construyendo ruedas de su sistema, en contravención 
al privilegio deesclusiva explotación, que le acuerda su patente ; 
de los que resulta: I o que la demanda, fundada en los pro- 
cedentes enumerados, solicita la aplicación A los demandado;; 
del máximo, n de la pena impuesta por el artículo 53 de la Ley 
de Patentes de Invención o* indemnización de daños y menosca- 
bos, pnr los que formaliza la más formal protesta, acompañán- 
dose á ella en forma legal, la descripción y patente espedida en 
'21 do Agosto de 1878 y certificado do adición, espedid» en 7 de 
Setiembre del mismo año. 

2' Que contestada la demanda á foja cuarenta, reproducen 
Loa demandados lo alegado un sus anteriores escritos de fojas 
diez y seis, treinta y treinta y tres, en todos I., que se opone tí 
la demuuda ta nulidad de la patente obtenida por Ilelanoiix en 
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contravención ú lo dispuesto por el artículo 46 de la Ley de Pa- 
tentes, por falta de novedad en el invento que lo motiva, afir- 
mando que hace más de 15 años se fabrica dentro y fuera de la 
República por el ais tema de ruedas patentado, como lo demues- 
tra el catálogo que se acompaña en el folio treinta y seis, y que 
en el Parque se trabaja por el mismo sistema, siendo de allí 
que ba tomado el demandante las instrucciones y modelos, de- 
biéndose al teniente Coronel Duscu el perfeccionamiento que 
huu ejecutado de la bocina adherida y rayos separados: protes- 
tan á su vez por los daños y perjuicios, que estiman en la canti- 
dad de tres mil pesos fuertes, atendiendo que por la demanda 
han perdido el encargo de cuatro carruages que tenían en trato 
para Córdoba. 

3" Que recibida ¡a causa á prueba por el auto de foja cua- 
renta y tres, se lijó como puuto sobre el que debía versar la 
testimonial € si el sistema de ruedas patentado á favor deDela- 
noux era conocido y se ejecutaba en el país con anterioridad á 
su patente ». 

4? Que el actor La producido como prueba : las posiciones del 
pliego de foja noventa y siete, absoeltas por Vigilan á foja noren- 
tayocho; p„r Labourdettca foja noventa y nneve; el reconoci- 
miento de varias cartas y certificados hecho por los testigos Juan 
Wbiuo, foja ciento treinta y siete ; Paulino Richard, foja cien- 
to cincuentay uno ; Rodolfo Ferrari, luja cieuto cincuenta y dos; 
Amadeo Arzac, foja ciento cincuenta y seis; José Aguirre, foja* 
ciento cincuenta y ocho; Miguel Victorica, foja ciento cincuenta 
y nueve; Pedro Bmnet, foja ciento setenta y ocho, y Francisco 
Hue, foja ciento ochenta y cuatro; y los informes : de la oficina 
de Patentes, foja ciento setenta; del Decano de la Facultad de 
Ciencias Kxactas de la Universidad, foja ciento ochenta, y del 
Departamento de Ingenieros, foja ciento noventa y cinco. 

5» Que los demandada á mis de las declaraciones de los va- 
rios fabricantes, que declaran que el sistema patentado, á favor 
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do Delanoux, era conocido on el país con el nombre de sistema 
Americano ó de Krup, existiendo varios carruages de antigua 
introducción, cuyas ruedas tenían los yugos sujetos por placas 
de hierro y aun de bronce, han presentado dos placas de bronco 
fundidas y turneadas en el país, y con destino á Tuedas, y un 
modelo en madera que ha servido para ta construcción del car- 
ruage del teniente coronel Ifosch, que dio motivo á esta de- 
manda, sobre cuyos objetos han recaído principalmente ias 
declaraciones de los diversos industriales que intervinieron 
en su fabricación, presentándose á más el pliego de posiciones 
de foja ciento cuatro, absueltas por Delanoux á foja ciento 
cinco, el informe de Jos peritos Pedro A. Frend y Jorge 
Bronster, foja setenta y ocbo, la declaración del teniente 
coronel D. Francisco Doscli, foja ciento cuarenta y ocho 
vuelta, los informes di l Departamento de Ingenieros de fojas 
ciento sesenta y cuatro y ciento sesenta y siete, certificado 
por el actuario do foja ciento sesenta y cinco, duplicado 
presentado por el teniente coronel Boseli, foja ciento setenta 
j dos y espediente agregado de los autos do este último con 
Delanoux. 

Y considerando : I o Que la patente obtenida por el deman- 
dante no puede comprender sinó el invento a que se refiere la 
descripción que acompaña á su solicitud, en cumplimiento 
del artículo Í5 de la ley de. patentes de Invención, y que en 
esta se espresa « la invención de estas ruedas sistema Delanoux 
consiste en dos placas do metal que» ú más de abrazar la masa 
unida de una manera sólida, los rayos compactos colocados en 
esta * etc. 

2 Ü Que de las declaraciones, contestes sobro este punto, de 
los testigos Carlos Marthis, foja cincuenta y dos; Guillermo 
Fehjing, foja cincuenta y seis; Luis María Saavedra, foja se- 
senta y una vuelta, y Juan Stabler, foja sesenta y cuatro, re- 
sulta comprobado que han existido en el país, con mucha anle- 
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rioridad á la concesión do la patente, earruages importados de 
loa Estados Unidos que responden íí estos puntos esenciales do 
Ja descripción, siendo inútil deteucrso á considerar las diferen- 
cías de detalle, que se hace notar con refe rencia a los materiales 
de la masa y placas y aún la forma del corte y encaje de los ra- 
yos, desde qne ninguna de estas circunstancias entra para nada 
en el invento patentado. 

3° Que la existencia de las placas encontradas en poder de 
los demandados y que lia justificado plenamente, por las decla- 
raciones de los industriales que intervinieron en su fabricación, 
haber sido modeladas en el país con anterioridad ú la solicitud 
de la patente, si bien no establece un hecho conclnjcnte en 
fmm do las pretensiones do estos últimos, por cuanto consta 
igualmente que no se llevó adelanto la fabricación de las rue- 
das, áque estaban destinadas, no importando en consecuencia 
una realización del invento patentado sinó meros ensayos, esta- 
blece al menos una presunción de que oran conocidos en el país 
los principios del invento de Mol anón x. 

4 o Que prescindiendo de tomarse en cuenta los precedentes 
y conclusiones de lo, peritos nombrados en oí número de dos 
íí solicitud de parte, por auto do foja cincuenta y una 
vuelta, Pedro A. Frcnd y Jorge Bronster, por cuanto al emitir 
su dictamen, foja sotonta y ocho, no han llenado los requsítos 
que previene el artículo U7 y siguientes de la Ley de Procedi- 
mientos ; omisión que resulta do no haberse presentado al 
Juzgado a examinar las ruedas, que se les presentase, como es- 
taba pe.lldo en el escrito de foja cuarenta y nueve, aloque se 
defino por el auto de su nombramiento; existen en los autos 
otros precedentes que establecen que el invento de Dolanoux, 
tai cual resulta de su < ropia descripción, ha sido suficiente- 
mente publicado en el exterior y ejecutado en el país con ante- 
rioridad ala solicitud de su patente. 
5' Qm> de la comparación do los informes expedidos por el 
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Departamento de Ingenieros Civiles» corriente á fojas ciento se- 
tenta y dos y ciento sesenta y siete, resulta la convicción de que si 
bien los sistemas de ruedas deC. D. Cook yC, como aparecen 
en sus catálogos en los folios diez y ocho y treinta y seis, 
y el sistema Kronp tienen diferencias importantes con el 
do Delauonx, por cuanto en ninguno de ellos se emplea las 
placas de metal á los objetos que espresa la descripción, es 
decir, para abrasar ¡a musa uniendo de una manera sólida los 
rayos compactos colocados en esta, pura impedir penetre en las 
espigas de la masa el aire y la más mínima humedad, no sucede 
lo mismo con el sistema de JüTer y ttnich, cuyos dibujos en sus 
catálogos, á los folios doscientos diez y ocho y doscientos diez y 
nueve, « presentan ruedas cuyo sistema consiste en un cubo 6 
masa de madera, en el que se colocan los rayos con una espiga 
especial, como se vé en el dibujo, y para mantenerlos fijos, se 
colocan dos discos de metal que se introducen en una rauura del 
cubo », por cuanto la forma, espigas y la introducción dt los 
discos en el cubo, si bien pueden constituir diferencias con las 
ruedaB que construye Delauoux, no las hay con la descripción 
de este para obtener la patente, en la que uo se hace mención 
de forma especial de espigas como parte del invento, cuya base 
principal consiste en sujetar los rayos por medio de placas de 
metal para obtener la consistencia y conservación de los rayos. 

6° Que teniendo preséntelo* antecedentes de estos autos en que 
se establece que la presentación de Delanoux á la oDcina de Pa- 
tentes tuvo lugar en 12 de Agosto de 1878 y el encargo del Co- 
mandante Bosch á Labourdette y Viguau en catorce del mismo, 
es decir, solo dos días después, la declaración de aquel á foja 
ciento ochenta y cuatro, revela un hecho que, habiendo sido 
confirmado por la parte de Delauoux en su alegato de bien 
probado, es por si solo decisivo en este asunto ; á saber, que los 
demandados Labourdette y Vignau trabajaran por indicaciones 
é instrucciones del Comandante Bosch, las ruedas que fueron 
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después embargadas, y sobre las quo ha versado la presente 
cuestión, habiéndose tomado do mi landolet trabajado porBcla- 
noux antes de solicitar patente. 

7 Ü Que comprobado este hecho resulta indudable que antes 
de sor patentado, y aún antes de solicitar su patente, el mismo 
Dclanoux publicaba, ejecutando su invento en el país; siendo 
de aplicación los artículos i\ 4° j 46 de la Ley de Patentes 
en todos los que se exijo la calidad do novedad en el intento 
para ser objeto de una patente válida; y la interpretación como 
ta jurisprudencia de ios Tribunales en Francia, lo ha estable- 
cido como lo espresa Dalíoz, Itreret d'hwenlion, párrafo seteut a, 
que importa poco que la divulgación del invento emane de su au- 
tor ó de cualquier otro, pues en uno como en otro caso, la publi- 
cación no dá lugar á la patente, eitando „ iste propósito dos 
resoluciones de la Corte de JJouai. y 

8' Que la contrademanda que dedujeron los demandados es- 
temporáneamente en su escrito de foja treinta, no turo curso 
ulterior por cuanto habiéndose declarada sin procedencia por el 
auto de foja treinta y ocho vuelta, ¡í solicitud de la contraparte, 
aquellos contestaron derechamente ¡i la demanda á foja cua- 
renta sin insistir en la estación correspondiente, circunstancia 
que ha obstado para quo la prueba versase también sobre el 
monto de los perjuicios alegados por los señores Vjgnau y La- 
bourdette. Por estas consideraciones: fallo estableciendo que el 
demandante U. Luis Üelanoux no ha probado sn acción contra 
los señores Labourdette y Yignau ; habiéndolo hecho estos cum- 
plidamente respecto á la excepción de falta de novedad en el in- 
vento patentado á favor de aquel. En mi consecuencia, do acuerdo 
a los artículos i", 4", 40 y 51 de la Ley de Patentes de Invención, 
declaranse nulos la Patente de Inrencion y certificado de adición 
expedidos á favor de I). Luis Delanoux bajo los números doscien- 
tos doce y doscientos quince, parala construcción de ruedas de- 
nominadas «sistema Delanoux^y a los demandados libres do 
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todo cargo por la demanda y en libertad para continuar la explo- 
tación de ruedas con placas para sujetar los rayos, quedando ade- 
más á salvo sus derechos para dirjjir su acción de danos y per- 
juicios originados por la demanda, y cuyo monto no suministran 
antecedentes los autos para establecer, y á cargo del deman- 
dante las costas del juicio; repónganse lus sellos, notifíquesecon 
el original y hágase saber, coinunicáudose esta resolución al Co- 
misario de Patentes á los objetos que previene el articulo 52 
de la Ley respectiva* 




Bueno» Aires, Julio lude 1887. 

Vistos : en lo principal, se coniirma por sus fundamentos, la 
sentencia apeladada de foja doscientos ochenta y cuatro; y se 
revoca en cuanto condena al pago de costas é indemnización de 
daños y purjuicioss. en atención á que el demandante no lia 
procedido con temeridad, y lia usado del derecho que le confería 
la patente que le fué acordada por la correspondiente oficina. 
Previa reposición de sellos, devuélvanse. 

J. B. (JOKOSTlAGA. — J. UOML3GLEZ. — 
1 LADISLAO FRIAS. 



